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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA 

DECLARATORIA de Desastre Natural por la presencia de lluvia severa el 25 de junio de 2021 en 1 Municipio del 
Estado de Chiapas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SEGURIDAD.- Secretaría 
de Seguridad y Protección Ciudadana. 

LIC. LAURA VELÁZQUEZ ALZÚA, Coordinadora Nacional de Protección Civil, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 26 y 30 Bis fracción XX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2 

fracciones XVI y XXIV, 7 fracción IV, 19 fracción XI, 21, 58, 60, 61, 62, 63 y 74 de la Ley General de 

Protección Civil; 102 y 103 del Reglamento de la Ley General de Protección Civil; 22 fracciones II, V y XX del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; 6 fracción II, inciso e), 7, 8, 9 y 10 

del “Acuerdo por el que se emiten las Reglas Generales del Fondo de Desastres Naturales” (Reglas 

Generales), publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de diciembre de 2010; así como el numeral 4 

primer párrafo y demás relativos aplicables de los “Lineamientos de Operación específicos del Fondo de 

Desastres Naturales” (Lineamientos de Operación), publicados en el referido órgano de difusión del Gobierno 

de México el día 31 de enero de 2011, y 

CONSIDERANDO 

Que mediante oficio número SPC/340/2021 de fecha 27 de junio de 2021, en cumplimiento al artículo 7 de 

las Reglas Generales, el Secretario de Protección Civil del Estado de Chiapas, Dr. Luis Manuel García 

Moreno y de conformidad con el artículo 33 fracción III de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 

Estado de Chiapas, solicitó a la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA) la corroboración del fenómeno 

natural perturbador que acaeció en el municipio de Huixtla de dicha Entidad Federativa, descrito como lluvia 

severa del 25 al 26 de junio de 2021. 

Que con oficio B00.8.-161, de fecha 29 de junio de 2021, la CONAGUA emitió su opinión técnica en 

atención al similar SPC/340/2021 señalado en el párrafo inmediato anterior, disponiendo en su parte 

conducente que se corrobora el fenómeno de lluvia severa el 25 de junio de 2021, para el municipio de Huixtla 

del Estado de Chiapas. 

Que con fecha 30 de junio de 2021 y con fundamento en el artículo 11 de las Reglas Generales, se llevó a 

cabo la correspondiente sesión de instalación del Comité de Evaluación de Daños, en la cual el Gobierno del 

Estado de Chiapas presentó la solicitud de Declaratoria de Desastre Natural respectiva. 

Con base en lo anterior, se consideró procedente en este acto emitir la siguiente: 

DECLARATORIA DE DESASTRE NATURAL POR LA PRESENCIA DE LLUVIA SEVERA  EL 25 DE JUNIO  

DE 2021 EN 1 MUNICIPIO DEL ESTADO DE CHIAPAS 

Artículo 1o.- Se declara como zona de desastre al municipio de Huixtla del Estado de Chiapas, por la 

ocurrencia de lluvia severa el 25 de junio de 2021. 

Artículo 2o.- La presente Declaratoria de Desastre Natural se expide para efectos de poder acceder a los 

recursos del Fondo de Desastres Naturales, de acuerdo con lo dispuesto por la Ley General de Protección 

Civil y las Reglas Generales. 

Artículo 3o.- La presente Declaratoria se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad 

con el artículo 61 de la Ley General de Protección Civil y su Reglamento, y en cumplimiento a lo dispuesto por 

el numeral 10 de las Reglas Generales. 

Ciudad de México, a treinta de junio de dos mil veintiuno.- Coordinadora Nacional de Protección Civil,  Lic. 

Laura Velázquez Alzúa.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
RESOLUCIÓN que modifica las Disposiciones de carácter general aplicables a las entidades de ahorro y crédito 
popular, organismos de integración, sociedades financieras comunitarias y organismos de integración financiera 
rural, a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con el previo acuerdo de su Junta de Gobierno, con 
fundamento en los artículos 46 Bis, quinto párrafo y 116, fracciones II, III, IV, VI y VII y segundo párrafo de la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular; 98 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito, así como 4, fracciones II, XXXVI 
y XXXVIII y 16, fracción I de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y 

CONSIDERANDO 

Que, en atención al artículo 78 de la Ley General de Mejora Regulatoria y con la finalidad de reducir el 
costo de cumplimiento de las presentes disposiciones, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante 
resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de diciembre de 2017, modificó las 
“Disposiciones de carácter general aplicables a las instituciones de crédito”, con el propósito de flexibilizar el 
plazo al que estaban sujetas las instituciones de banca múltiple para constituir sus requerimientos de capital 
por riesgo operacional; 

Que, con el propósito de lograr un sano y equilibrado desarrollo de las sociedades financieras populares y 
sociedades financieras comunitarias, se estima necesario reforzar el marco jurídico que habrán de observar 
en la integración de expedientes a fin de prever que se documente la evidencia de las garantías constituidas 
en su favor por los créditos otorgados; 

Que, para mitigar el riesgo derivado de la celebración de microcréditos que se realizan de manera no 
presencial y evitar discrepancias regulatorias, se prevé que las sociedades financieras populares estén 
obligadas a observar los procedimientos y límites previstos en las Disposiciones de carácter general a que se 
refieren el artículo 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, y 

Que, a fin de que las sociedades financieras populares y sociedades financieras comunitarias puedan 
tomar en consideración los mitigantes de riesgos con los que cuentan, procurando su estabilidad y solvencia, 
resulta necesario incorporar en la metodología para la calificación de la cartera crediticia y para el cálculo de 
los requerimientos de capital, el reconocimiento de esquemas de garantías reales financieras y no financieras, 
personales y de primeras pérdidas; ha resuelto expedir la siguiente: 

RESOLUCIÓN QUE MODIFICA LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS 
ENTIDADES DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN, SOCIEDADES 

FINANCIERAS COMUNITARIAS Y ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN FINANCIERA RURAL, A QUE SE 
REFIERE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR 

ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 1, fracciones XXXII, XXXIII y XXXIV; 46; 54, primer párrafo y 
fracciones I, II, inciso b), numerales 1, subinciso ii), 3, 6 y 10; 61; 63, fracciones I, II, segundo párrafo y III, 
segundo párrafo; 54 Bis; 67, primer párrafo y sus fracciones I y III, tercer párrafo; 88, primer párrafo y 
fracciones I, incisos a), primer párrafo, inciso b), primer párrafo, c) y d) y segundo párrafo de dicha fracción, II, 
segundo párrafo e inciso c), III, segundo párrafo, V, segundo párrafo, VI, párrafos segundo, tercero y sexto, 
incisos a), numeral 2, b), numerales 2 y 5, y e) a g); 91 Bis; 97, primer párrafo y fracciones I, II, segundo 
párrafo y III, segundo párrafo; 102, primer párrafo y sus fracciones I y III, tercer párrafo; 130, primer párrafo y 
sus fracciones I, incisos a) primer párrafo, b), primer párrafo, c) y d) y segundo párrafo de esta fracción, II, 
inciso a), primer párrafo y numeral 3, III, segundo párrafos, V, segundo párrafo, VI, párrafos primero, segundo, 
sexto y octavo, incisos a) numeral 2, b), numeral 4, subincisos i) y iii),y 5, e) y f); 133 Bis; 137; 145; 146, 
primer párrafo y fracciones I, II, segundo párrafo y III, segundo párrafo; 151, primer párrafo y sus fracciones I y 
III, tercer párrafo; 192, primer párrafo y sus fracciones I, inciso a), primer párrafo, b), c) primer párrafo y 
numerales 2 y 3, segundo párrafo, II, incisos a), primer párrafo y numeral 3, b), numerales 1, 2 y 5, III, 
segundo párrafo, V, segundo párrafo y VI, párrafos segundo, quinto, sexto y noveno, incisos b), numerales 4, 
subincisos i), iii) y v), e) y f); 196 Bis; 202; 203, y 204, primer párrafo y fracciones I, II, segundo párrafo y III, 
segundo párrafo, así como las denominaciones del Título Cuarto, Capítulo III, Sección Primera, Apartado D, 
Sección Segunda, Apartado F, Sección Tercera, Apartado F y Sección Cuarta, Apartado F; se ADICIONAN 
los artículos 1, fracciones XXXIV Bis y LVIII Bis; 54, fracción II, segundo párrafo, inciso b), numeral 9, 
recorriéndose los numerales siguientes en su orden y según corresponda, así como el numeral 12; 60 Bis; 67, 
párrafos primero, fracción III, quinto párrafo, y tercero; 88, fracción VI, sexto párrafo y sus incisos d), 
recorriéndose los incisos siguientes en su orden y según corresponda y g); 95 Bis; 95 Ter; 102, párrafos 
primero, fracción III, quinto párrafo, y tercero; 130, fracción VI, octavo párrafo, inciso d), recorriéndose los 
incisos siguientes en su orden y según corresponda e inciso g); 137 Bis; 146, fracciones I, II, segundo párrafo 
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y III, segundo párrafo; 151, párrafos primero, fracción III, quinto párrafo, y tercero; 192, fracción VI, noveno 
párrafo, inciso d), recorriéndose los incisos siguientes en su orden y según corresponda e inciso g); 201 Bis; 
207 Bis, así como el Anexo D Bis, y se SUSTITUYE el Anexo D de las “Disposiciones de carácter general 
aplicables a las entidades de ahorro y crédito popular, organismos de integración, sociedades financieras 
comunitarias y organismos de integración financiera rural, a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular”, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de diciembre de 2006 y reformadas por última  vez 
mediante resolución publicada en dicho órgano de difusión el 9 de noviembre de 2020, para quedar  como 
sigue: 

“TÍTULOS PRIMERO a TERCERO . . . 

TÍTULO CUARTO . . . 

Capítulos I y II . . . 

Capítulo III . . . 

Sección Primera . . . 

Apartados A a C . . . 

Apartado D 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados 

Apartados E y F . . . 

Sección Segunda . . . 

Apartados A a E . . . 

Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados 

Apartados G a I . . . 

Sección Tercera . . . 

Apartados A a E . . . 

Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados 

Apartados G a I . . . 

Sección Cuarta . . . 

Apartados A a E . . . 

Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados 

Apartados G a I . . . 

TÍTULOS QUINTO a NOVENO . . . 

ANEXOS A a C . . . 

ANEXO D Procedimiento para la calificación y constitución de estimaciones preventivas. 

ANEXO D Bis Requisitos que deberán cumplir las garantías para ser reconocidas para efectos de la 
determinación del requerimiento de capitalización por riesgo de crédito y de las 
estimaciones preventivas por riesgos de crédito. 

ANEXOS E a Y . . .” 

“Artículo 1.- . . . 

I. a XXXI. . . . 

XXXII. Director o Gerente General, al Director o Gerente General de las Sociedades 
Financieras Populares, de las Sociedades Financieras Comunitarias y de los 
Organismos de Integración Financiera Rural a que se refieren los artículos 16, fracción 
V, 63 y 99, respectivamente, de la Ley de Ahorro y Crédito Popular. 
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XXXIII. Dispositivo de Acceso, al equipo que permite a un Usuario acceder a los Servicios 
Electrónicos. 

XXXIV. Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, al esquema contractual, bajo la figura de 
garantía o de seguro de crédito, a través del cual el beneficiario o acreditante mitiga la 
pérdida derivada del incumplimiento por la falta de pago de su acreditado, al recibir, por 
parte del Proveedor de Protección, un porcentaje del saldo del crédito de que se trate, a 
fin de cubrir con un monto limitado las primeras pérdidas derivadas del crédito o de un 
portafolio de créditos, una vez que se actualicen los términos y condiciones pactados 
para el reclamo de la garantía o del seguro. 

XXXIV Bis. Esquema de Cobertura en Paso y Medida (Pari-Passu), al esquema contractual, bajo la 
figura de garantía o de seguro de crédito, a través del cual el beneficiario o acreditante 
mitiga la pérdida derivada del incumplimiento por la falta de pago de su acreditado, al 
recibir, por parte del proveedor de la cobertura, un porcentaje del saldo del crédito o de 
un portafolio de créditos, con el fin de cubrir en la proporción convenida, las pérdidas 
derivadas del crédito. 

XXXV. a LVIII. . . . 

LVIII Bis. Proveedor de Protección, a las personas a que se refieren los Grupos 1, 2 y 3 descritos 
en el Apartado IV del Anexo D de las presentes disposiciones. 

LIX. a LXXXVI. . . .” 

“Artículo 46.- Las Sociedades Financieras Populares, para la determinación del requerimiento de capital 
por riesgo de crédito, deberán ajustarse al procedimiento que se describe en este artículo. 

El requerimiento de capital por riesgo de crédito será el que se obtenga de aplicar un 8 por ciento al monto 
total de la cartera de créditos otorgados por las Sociedades Financieras Populares, neta de las 
correspondientes estimaciones para riesgos crediticios. 

Adicionalmente, para efectos de lo señalado en el presente artículo, las Sociedades Financieras Populares 
podrán deducir del monto total de cada crédito, hasta un 100 por ciento de los depósitos de dinero 
constituidos por el propio acreditado o por terceros que sean clientes en la Sociedad Financiera Popular, que 
cumplan con las condiciones para ser considerados una garantía en términos de lo dispuesto por el Anexo D, 
Apartado IV de las presentes disposiciones. El importe por deducir no podrá ser superior al saldo insoluto del 
crédito. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán reconocer la cobertura proporcionada por el 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas o por el Esquema de Cobertura en Paso y Medida. A fin de 
determinar las ponderaciones correspondientes a las operaciones cubiertas por dichos esquemas, las 
Sociedades Financieras Populares deberán cumplir con lo siguiente: 

I. A la porción cubierta, la cual podrá ser de hasta el 100 por ciento, se le asignará la ponderación por 
riesgo correspondiente a la del Proveedor de Protección, mientras que al resto de la posición se le 
asignará la ponderación por riesgo de la contraparte subyacente, acorde con lo que a continuación 
se indica y, posteriormente, deberá multiplicarse por 8 por ciento para determinar el requerimiento 
de capitalización correspondiente. Únicamente serán elegibles los siguientes Proveedores de 
Protección, tanto en el caso de Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas como en Esquemas 
de Cobertura en Paso y Medida o proporcionales: 

a) Grupo 1 (Ponderación del 0 %): 

1. Instituciones de banca de desarrollo. 

2. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero o la que 
la sustituya. 

3. Fideicomisos públicos que formen parte del sistema financiero mexicano, acorde con 
el artículo 3o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

4. Fideicomisos celebrados específicamente con la finalidad de compartir el riesgo de 
crédito, en los cuales actúen como fideicomitentes y fiduciarias las instituciones de 
banca de desarrollo que cuenten con garantía expresa del Gobierno Federal. 

5. Fondo Nacional de Garantías de los Sectores Agropecuario, Forestal, Pesquero y 
Rural o el que lo sustituya. 
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6. Fondo Nacional de Infraestructura o el que lo sustituya. 

7. Entidades de la Administración Pública Federal bajo control presupuestario directo, 
empresas productivas del Estado o programas derivados de una ley federal que 
formen parte del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

8. Fondos constituidos con recursos aportados como garantía por gobiernos estatales o 
municipales que sean líquidos e irrevocables a favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

b) Grupo 2 (Ponderación del 20 %): 

1. Instituciones de banca múltiple nacionales que cuenten con calificación de, al menos, 
grado de inversión en la escala nacional. 

2. Otras entidades integrantes del sistema financiero mexicano, incluyendo 
aseguradoras que cuenten, al menos, con grado de inversión en la escala nacional. 

3. Otras personas morales o entidades financieras internacionales que cuenten, al 
menos, con grado de inversión en la escala internacional. 

c) Grupo 3 (Ponderación del 100 %): 

1. Otros clientes de la misma Sociedad Financiera Popular. 

II. En el caso de Esquemas de Coberturas de Primeras Pérdidas para portafolios de créditos, las 
Sociedades Financieras Populares deberán sujetarse a lo siguiente: 

a) Si el importe de la referida cobertura es igual o superior a la suma de los requerimientos de 
capital de los créditos que conforman el portafolios, no se requerirá capital para la totalidad 
de los créditos individuales al no existir parte descubierta. Para la parte cubierta por el 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde con el riesgo de 
crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual a la suma de los 
requerimientos de capital de los créditos individuales. 

b) Si el monto de la cobertura es inferior a la citada suma de requerimientos de capital para los 
créditos individuales, la Sociedad Financiera Popular constituirá capital para la parte 
descubierta por un importe igual a la diferencia entre ambos conceptos. Para la parte 
cubierta por el Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde 
con el riesgo de crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual al valor del 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas. 

III. En el caso de garantías bajo el Esquema de Cobertura en Paso y Medida, en los que la garantía no 
cubra la totalidad de la exposición y, además, las porciones cubiertas y no garantizadas tengan la 
misma prelación, se permitirán reducciones de requerimientos de capitalización totales de manera 
proporcional, es decir, la parte cubierta de la posición recibirá el tratamiento aplicable a garantías 
admisibles y el resto se considerará como no garantizada.” 

“Artículo 54.- Los manuales de operación de las Sociedades Financieras Populares deberán apegarse 
como mínimo a los lineamientos, políticas y objetivos establecidos por el Consejo y, en específico, a lo 
siguiente: 

I. Manual de control interno. 

 Deberá contemplar el funcionamiento del sistema de control interno de la Sociedad Financiera 
Popular, estableciendo lo siguiente: 

a) Los objetivos, políticas y procedimientos de control interno. 

b) La estructura organizacional, especificando a los responsables de llevar a cabo las diversas 
funciones en la Sociedad Financiera Popular. 

c) Los sistemas de información dentro de la Sociedad Financiera Popular, los cuales deberán 
permitir que la información sobre el estado en que se encuentren los créditos y los depósitos 
sea completa y oportuna; dicha información deberá estar disponible para la Federación 
respectiva y la Comisión, así como para el personal que se considere autorizado para 
accesar a dicha información. 

d) La descripción de la normatividad interna de la Sociedad Financiera Popular, es decir, la 
descripción de los manuales que existan y que se encuentren vigentes, así como su 
propósito. 
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II. . . . 

. . . 

a) . . . 

b) . . . 

1. . . . 

i) . . . 

ii) En el caso de personas físicas, copia del acta de nacimiento o comprobantes 
que permitan conocer la identidad de la persona de que se trate, o bien, 
identificación oficial vigente con fotografía y firma del acreditado y del avalista 
y, de ser el caso, del obligado solidario, así como su huella digital y, de ser el 
caso, copia del acta de matrimonio; 

2. . . . 

3. Tratándose de personas morales, estados financieros internos del acreditado y, de 
ser el caso, del avalista u obligado solidario, con firma autógrafa del representante 
legal y con una antigüedad no mayor a 180 días; 

4 y 5. . . . 

6. La documentación que acredite haber formulado ante una Sociedad de Información 
Crediticia una consulta previa, en términos de lo previsto por el Capítulo IV del Título 
Cuarto de las presentes disposiciones, así como la información sobre el historial del 
acreditado respecto del cumplimiento de sus obligaciones con la Sociedad 
Financiera Popular; 

7. y 8. . . . 

9. Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los 
municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y municipios, así como de 
cualquier otro ente público sobre las que dichas entidades federativas y municipios 
tengan control sobre sus decisiones o acciones, el expediente deberá contener, 
además de lo previsto en los numerales anteriores, lo siguiente: 

i) Solicitud de crédito debidamente llenada y firmada ya sea autógrafa o 
electrónicamente por servidor público facultado, o bien, la invitación a 
participar en el Financiamiento de conformidad con la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 
En ambos casos, las Sociedades Financieras Populares deberán hacer 
constar la evidencia y criterios que originaron dicho ofrecimiento. 

ii) Estudios de crédito donde se analice al acreditado y avalista, cuando este 
último sea considerado en el proceso de calificación del crédito. 

iii) Información financiera del acreditado. 

iv) Autorizaciones de crédito por parte de la Sociedad Financiera Popular. 

v) Copia de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos según se definen en 
la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, 
o presupuestos modificados para gobiernos de las entidades federativas y 
municipios del ejercicio fiscal en el cual se documente el ingreso y destino del 
Financiamiento. 

vi) En el caso de gobiernos municipales, copia del acta de cabildo y del ejemplar 
del medio de difusión oficial de la entidad federativa que contenga el decreto 
del congreso local en el que conste la autorización para la contratación de 
créditos, conforme a lo establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios y en el Reglamento del Registro 
Público Único al que se refiere la citada ley o los que los sustituyan. 
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vii) En el caso de gobiernos de las entidades federativas, copia del ejemplar de 
su medio de difusión oficial que contenga el decreto del congreso local en el 
que conste la autorización para la contratación de créditos, conforme a lo 
previsto en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios y en el Reglamento del Registro Público Único al que se refiere la 
citada ley o los que los sustituyan. 

viii) Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar o ser 
fuente de pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente, así 
como, de ser el caso, copia del decreto en el que se ordene su constitución y 
de la autorización del congreso local que permita la afectación de 
participaciones, aportaciones federales o ingresos locales en el referido 
fideicomiso de garantía o fuente de pago. 

ix) Documento en el que conste que el crédito está inscrito en el Registro Público 
Único al que se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. Lo anterior, también será 
aplicable tratándose de refinanciamientos y restructuraciones de dichos 
créditos. 

 En el caso de los créditos de corto plazo a los que se refiere la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya, las Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no 
mayor a 40 días naturales para integrar en el expediente crediticio, el 
documento en el que conste la inscripción en el registro mencionado en el 
párrafo que antecede. Tratándose de refinanciamientos y restructuraciones 
de créditos a los que se refiere el artículo 23 de la citada ley, las Sociedades 
Financieras Populares contarán con un plazo no mayor a 15 días naturales 
para llevar a cabo la integración del expediente establecida en el presente 
párrafo. Los plazos señalados se computarán a partir del día siguiente al que 
dichos créditos hayan sido contratados. 

 Como excepción a lo previsto en el párrafo anterior y una vez transcurridos 
los plazos señalados sin que se tenga la inscripción en el Registro Público 
Único a que se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya, las Sociedades Financieras 
Populares deberán contar con la solicitud de inscripción correspondiente, así 
como con evidencia de que requirieron al ente público dentro de los plazos y 
términos señalados en la citada ley, la inscripción del crédito en el referido 
Registro Público Único, entregando a dichos entes la información necesaria 
para ello. Sin perjuicio de lo anterior, cuando se cuente con la inscripción en 
dicho Registro Público Único, las Sociedades Financieras Populares deberán 
integrar el documento que lo demuestre en el expediente respectivo. 

 Adicionalmente, cuando se trate de créditos que correspondan a Deuda 
Estatal Garantizada en los términos de Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, se deberá contar 
con la evidencia de la inscripción de la Deuda del Sector Público Federal en 
el Registro Público Único a que se refiere el artículo 49 de dicha ley. 

x) Documento que fundamente que el crédito está dentro del Techo de 
Financiamiento Neto en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, permitido al ente 
público, conforme a la publicación realizada por la Secretaría sobre los 
indicadores que comprende el Sistema de Alertas de los entes públicos al que 
se refiere la citada ley. 

xi) Evidencia de que los créditos se encuentran registrados en la contabilidad de 
la cuenta pública del acreditado correspondiente, cuando así proceda. 

xii) Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de 
los municipios, organismos descentralizados, empresas de participación 
estatal mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y municipios, 
así como cualquier otro ente público sobre el que las entidades federativas y 
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los municipios tengan control sobre sus decisiones o acciones, información 
que permita evaluar la situación financiera del acreditado para fines de 
calificación crediticia y de acuerdo con las políticas internas de la Sociedad 
Financiera Popular, tal como estados financieros internos con firma autógrafa 
del representante legal o apoderado, así como los estados financieros 
dictaminados del acreditado correspondientes a los tres últimos ejercicios. 

xiii) Información que permita apreciar el comportamiento del acreditado en el 
cumplimiento de sus obligaciones crediticias con la Sociedad Financiera 
Popular, como son disposiciones, pagos realizados, renovaciones, 
reestructuras, quitas, adjudicaciones o daciones en pago, así como cualquier 
otra que soporte la calificación otorgada al crédito de que se trate. 

xiv) Actualización anual del reporte expedido por una Sociedad de Información 
Crediticia del solicitante del crédito y, de ser el caso, del obligado solidario, 
avalista o fiador. 

xv) Informe del cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato de 
crédito. 

xvi) Actualización trimestral de la situación del crédito en el Registro Público Único 
de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

xvii) Documento en el que conste la última situación del acreditado en el Sistema 
de Alertas de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

xviii) Tratándose de créditos a entidades federativas y municipios que estén 
garantizados de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la 
que la sustituya, el documento más reciente en el que conste el seguimiento a 
la evaluación que realice la Secretaría del cumplimiento de los convenios 
para la contratación de la Deuda Estatal Garantizada conforme al artículo 40 
de la citada ley por parte de la entidad federativa o municipio. 

 Asimismo, tratándose de los entes públicos a los que se refiere el artículo 47 
de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya, las Sociedades Financieras Populares 
deberán contar con el último documento en el que conste el seguimiento a la 
evaluación que realice la entidad federativa o municipio, según corresponda, 
del convenio a que se refiere dicho artículo. 

 Tratándose de créditos que las Sociedades Financieras Populares otorguen a 
la Ciudad de México, estas deberán contar con los últimos informes a los que 
alude la fracción VIII del artículo 33 de la Ley Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

10. Garantías. 

i) Documentación que deba recabarse con el fin de evidenciar la existencia de 
garantías a favor de la Sociedad Financiera Popular por el crédito otorgado e 
información relativa a la guarda, custodia y seguimiento que se dé respecto 
de dichas garantías, tales como: 

1) Avalúos de los bienes que garanticen el adeudo. 

 Las Sociedades Financieras Populares, en sus manuales de crédito, 
deberán prever que los avalúos sean elaborados en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Transparencia y Fomento a la Competencia en 
el Crédito Garantizado y conforme a lo establecido en el Anexo D Bis, 
Apartado VII d de las presentes disposiciones. 

2) Pólizas de seguros sobre las garantías en favor de la Sociedad 
Financiera Popular. 

3) Certificado de libertad de gravamen de los bienes garantes 
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ii) Reportes de la Sociedad Financiera Popular sobre la verificación de la 
existencia, legitimidad, valor y demás características de las garantías. 

iii) Tratándose de garantías otorgadas por organismos autónomos de las 
entidades federativas y de los municipios, organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos de las entidades 
federativas y los municipios, así como de cualquier otro ente público sobre el 
que las entidades federativas y los municipios tengan control sobre sus 
decisiones o acciones, en adición a lo previsto con anterioridad, las 
Sociedades Financieras Populares deberán documentar lo siguiente: 

1) De ser el caso, la evidencia de la existencia de participaciones o 
aportaciones federales o ingresos locales como garantías o fuente de 
pago del crédito. 

2) Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar y 
ser fuente de pago de las obligaciones, copia del contrato 
correspondiente, así como, de ser el caso, copias del decreto en el 
que se ordene su constitución y de la autorización del congreso local 
que permita la afectación de participaciones federales en el referido 
fideicomiso de garantía o de fuente de pago, conforme a lo establecido 
en el artículo 34, fracción II de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

11. Documentación relativa a una reestructura o, de ser el caso, como son los análisis o 
estudios de viabilidad, las condiciones de esta, su autorización y la información 
periódica del responsable de la cobranza judicial o extrajudicial del crédito, así como 
la documentación soporte correspondiente. 

12. Créditos castigados. 

i) Información que acredite que se agotaron las diferentes instancias de 
recuperación o, de ser el caso, la información necesaria de acuerdo con las 
políticas institucionales en la materia. 

ii) Información mediante la cual las instancias correspondientes solicitan la 
aplicación del crédito. 

. . . 

. . . 

. . . 

c) y d) . . . 

Artículo 54 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares que otorguen Microcréditos, podrán utilizar la 
tabla de estimaciones preventivas para riesgos crediticios que se contiene en el Anexo D, Apartado II,  inciso 
d) de las presentes disposiciones, siempre que acrediten a la Federación que las supervise de manera 
auxiliar, que cuentan con la tecnología e infraestructura necesaria para llevar a cabo tales operaciones y se 
ajusten a lo previsto en el presente artículo. 

Previo al otorgamiento de los Microcréditos, las Sociedades Financieras Populares deberán efectuar un 
análisis de la capacidad de pago del acreditado, conforme a los términos y condiciones que establezcan en su 
manual de crédito, para lo cual deberán observar como mínimo lo siguiente: 

I. Efectuar una visita de verificación o realizar una inspección ocular en el lugar donde el acreditado 
realice la actividad comercial, industrial o de servicios profesionales. 

 En los casos en que la contratación para el otorgamiento de Microcrédito se celebre de manera no 
presencial, las Sociedades Financieras Populares deberán observar el procedimiento y límites 
previstos en la disposición 4ª Bis de las Disposiciones de carácter general a que se refiere el 
artículo 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular o las que las sustituyan. 

II. Realizar una consulta ante una Sociedad de Información Crediticia, en términos de lo previsto por 
el Título Cuarto, Capítulo IV de las presentes disposiciones. 

En el evento de que el crédito de que se trate se renueve o reestructure, deberá actualizarse el reporte 
emitido por la Sociedad de Información Crediticia del acreditado. 

La información contenida en las fracciones anteriores deberá contenerse en el expediente de crédito del 
acreditado.” 
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“Apartado D 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados” 

“Artículo 60 Bis.- El monto de las estimaciones preventivas para riesgos crediticios incluirá las 
estimaciones adicionales requeridas en diversas reglamentaciones, así como las ordenadas y reconocidas por 
la Comisión, debiendo reconocerse en los resultados del ejercicio del periodo que corresponda. 

Las estimaciones adicionales reconocidas por la Comisión, a que se refiere el párrafo anterior, son 
aquellas que se constituyen para cubrir riesgos que no se encuentran previstos en las diferentes metodologías 
de calificación de la cartera crediticia y sobre las que, previo a su constitución, las Sociedades Financieras 
Populares deberán informar a la Comisión lo siguiente: 

I. Origen de las estimaciones. 

II. Metodología para determinar las estimaciones. 

III. Monto de las estimaciones por constituir. 

IV. Tiempo que se considera serán necesarias las estimaciones. 

Artículo 61.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir semestralmente, en los meses de 
junio y diciembre de cada año, estimaciones adicionales que reconozcan las potenciales pérdidas de valor por 
el paso del tiempo de los bienes adjudicados judicial o extrajudicialmente o recibidos en dación en pago, sean 
bienes muebles o inmuebles, así como derechos de cobro, de acuerdo con el procedimiento siguiente: 

I. En el caso de los derechos de cobro y bienes muebles, incluyendo valores de conformidad con lo 
establecido en la fracción II del Artículo 25 de las presentes disposiciones, se constituirán las 
estimaciones conforme a lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA DERECHOS DE COBRO Y BIENES MUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA 
ADJUDICACIÓN O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 6 0 % 

Más de 6 y hasta 12 10 % 

Más de 12 y hasta 18 20 % 

Más de 18 y hasta 24 45 % 

Más de 24 y hasta 30 60 % 

Más de 30 100 % 

 
 El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 

conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de los derechos de cobro o al valor de los bienes 
muebles recibidos en dación en pago o adjudicados, obtenido conforme a los Criterios de 
Contabilidad. 

II. Tratándose de bienes inmuebles, se constituirán las estimaciones de acuerdo con lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA BIENES INMUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA 
ADJUDICACIÓN O DACIÓN EN PAGO (MESES) PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 12 0 % 

Más de 12 y hasta 24 10 % 

Más de 24 y hasta 30 15 % 

Más de 30 y hasta 36 25 % 

Más de 36 y hasta 42 30 % 

Más de 42 y hasta 48 35 % 

Más de 48 y hasta 54 40 % 

Más de 54 y hasta 60 50 % 

Más de 60 100 % 

 
 El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 

conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de adjudicación de los bienes inmuebles obtenido 
conforme a los Criterios de Contabilidad. 
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En caso de que valuaciones posteriores a la adjudicación o dación en pago resulten en el registro contable 
de una disminución en el valor de los derechos al cobro, así como de los bienes muebles o inmuebles, los 
porcentajes de estimaciones preventivas a que hace referencia el presente artículo podrán aplicarse sobre 
dicho valor ajustado.” 

“Artículo 63.- Las Sociedades Financieras Populares, para efectos de la diversificación de riesgos en sus 
operaciones, deberán ajustarse a lo siguiente: 

I. Diversificación de activos. 

El límite de crédito máximo que se podrá otorgar a una persona, sea física o moral, así como a las 
Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, será del 7 por ciento del capital neto 
de la Sociedad Financiera Popular. 

Para efectos de la presente Sección, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a 
una persona física aquellos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los créditos 
que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los parientes por consanguinidad en primer 
grado en línea recta ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina o 
concubinario del acreditado, cuando alguna de estas personas dependa económicamente de la 
persona que solicita el crédito. 

Dichos límites no serán aplicables en los casos en los que una Sociedad Financiera Popular 
otorgue préstamos de liquidez a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
así como a aquellas Sociedades Financieras Populares no afiliadas que supervise de manera 
auxiliar la propia Federación, siempre y cuando dichos créditos hayan sido descontados de su 
capital, de conformidad con lo dispuesto por la fracción III del artículo 36 de la Ley. 

Los Financiamientos que cuenten con garantías incondicionales e irrevocables, que cubran el 
principal y los accesorios de ellos, constituidas con alguno de los medios referidos en el  Anexo D 
Bis, Apartado I, incisos a) a d) de las presentes disposiciones, así como las otorgadas por alguno 
de los garantes a los que se refiere el Grupo I del Apartado IV del Anexo D de estas disposiciones, 
no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo a que esta fracción se refiere, 
pudiendo acumularse garantías múltiples de estos garantes. Asimismo, las garantías otorgadas por 
los garantes de los Grupos II y III del Apartado IV del Anexo D no computarán para efectos del 
límite de financiamiento máximo referido en la presente fracción, hasta por el equivalente al 75 por 
ciento del valor de dichas garantías, pudiendo también acumularse garantías múltiples de estos 
garantes. 

En cualquier caso, los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una 
persona ya sea física o moral, así como a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su 
Federación, no podrán exceder del 14 por ciento de su capital neto. 

II. . . . 

Los recursos captados por la Sociedad Financiera Popular provenientes de depósitos o préstamos 
otorgados por una sola persona o empresa no podrán representar más de una vez el capital neto 
de la Sociedad Financiera Popular. No les será aplicable este criterio a los pasivos contraídos con 
los fideicomisos públicos y fondos de fomento nacionales e internacionales, con las instituciones de 
banca múltiple establecidas en el país, ni con las instituciones de banca de desarrollo nacionales o 
internacionales. 

III. . . . 

La Comisión, a solicitud de la Sociedad Financiera Popular interesada, acompañada de la opinión 
de la Federación que ejerza sobre ella las facultades de supervisión auxiliar, podrá autorizar en 
casos excepcionales, operaciones específicas por montos superiores a los límites señalados en las 
fracciones I y II anteriores.” 

“Artículo 67.- Las Sociedades Financieras Populares, para la determinación de los requerimientos de 
capital por riesgo de crédito, deberán ajustarse al procedimiento siguiente: 

I. Clasificación de operaciones. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán clasificar sus activos y operaciones que originen 
pasivo contingente, en atención a la contraparte de la operación, con independencia del emisor del 
activo subyacente, en alguno de los grupos siguientes: 
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a) Grupo 1. Caja; créditos al Gobierno Federal o con garantía expresa del propio Gobierno 
Federal y operaciones contingentes realizadas con las personas señaladas en este inciso, así 
como las demás operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras 
Populares sea alguna de las personas mencionadas en este grupo. 

b) Grupo 2. Depósitos, valores y créditos a cargo de, garantizados, avalados o negociados por 
instituciones de crédito y por casas de bolsa; créditos a cargo de o garantizados o avalados 
por fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico; 
créditos a cargo de organismos descentralizados del Gobierno Federal, así como las demás 
operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras Populares sea alguna de 
las personas mencionadas en este grupo. 

 Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las operaciones sujetas a riesgo de 
crédito con o a cargo de instituciones de banca de desarrollo en las que, conforme a sus 
respectivas leyes orgánicas, el Gobierno Federal responda en todo tiempo por dichas 
operaciones, tendrán una ponderación por riesgo de crédito de cero por ciento. 

c) Grupo 3. Créditos y demás activos que generen riesgo de crédito, en donde la contraparte de 
las Sociedades Financieras Populares sea distinta a las personas mencionadas en los grupos 
previstos en los incisos a) y b) anteriores. 

 . . . 

II. . . . 

III. . . . 

 . . . 

 En el caso de préstamos para la adquisición o construcción de vivienda personal que cuenten con 
una garantía de cuando menos el 50 por ciento del saldo insoluto del préstamo otorgada por alguna 
entidad pública de fomento, para fines de los requerimientos de capitalización las Sociedades 
Financieras Populares considerarán la porción garantizada del crédito dentro del grupo 2 y la 
porción no garantizada restante dentro del grupo 3. 

. . . 

Tratándose de operaciones de reporto, las Sociedades Financieras Populares deberán determinar 
en forma previa a la ponderación por riesgo de crédito, el resultado de restar al saldo del deudor 
por reporto, el correspondiente valor razonable del colateral recibido en cada operación, a que se 
refieren los Criterios Contables contenidos en el Anexo E de las presentes Disposiciones. En caso 
de que el resultado obtenido sea positivo, dicha diferencia se multiplicará por la ponderación 
correspondiente al grupo de riesgo de la contraparte. 

Adicionalmente, para efectos de lo señalado en el presente artículo, las Sociedades Financieras Populares 
podrán deducir del monto total de cada crédito, hasta un 100 por ciento de los depósitos de dinero 
constituidos por el propio acreditado o por terceros que sean clientes en la Sociedad Financiera Popular, que 
cumplan con las condiciones para ser considerados una garantía en términos de lo dispuesto por el Anexo D, 
Apartado IV de las presentes disposiciones. El importe por deducir no podrá ser superior al saldo insoluto del 
crédito. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán reconocer la cobertura proporcionada por 
Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas o por Esquema de Cobertura de Paso y Medida. A fin de 
determinar las ponderaciones correspondientes a las operaciones cubiertas por dichos esquemas, las 
Sociedades Financieras Populares deberán cumplir con lo siguiente: 

I. A la porción cubierta, la cual podrá ser de hasta el 100 por ciento, se le asignará la ponderación por 
riesgo correspondiente a la del Proveedor de Protección, mientras que al resto de la posición se le 
asignará la ponderación por riesgo de la contraparte subyacente, acorde con lo que a continuación 
se indica. Únicamente serán elegibles los siguientes Proveedores de Protección, tanto en el caso 
de Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas como en Esquemas de Cobertura en Paso y 
Medida o proporcionales: 

a) Grupo 1 (Ponderación del 0 %): 

1. Instituciones de banca de desarrollo. 

2. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero o la que la 
sustituya. 
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3. Fideicomisos públicos que formen parte del sistema financiero mexicano acorde con el 
artículo 3o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

4. Fideicomisos celebrados específicamente con la finalidad de compartir el riesgo de 
crédito, en los cuales actúen como fideicomitentes y fiduciarias las instituciones de 
banca de desarrollo que cuenten con garantía expresa del Gobierno Federal. 

5. Fondo Nacional de Garantías de los Sectores Agropecuario, Forestal, Pesquero y Rural 
o el que lo sustituya. 

6. Fondo Nacional de Infraestructura o el que lo sustituya. 

7. Entidades de la Administración Pública Federal bajo control presupuestario directo, 
empresas productivas del Estado o programas derivados de una ley federal que formen 
parte del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

8. Fondos constituidos con recursos aportados como garantía por gobiernos estatales o 
municipales que sean líquidos e irrevocables a favor de la Sociedad Financiera Popular. 

b) Grupo 2 (Ponderación del 20 %): 

1. Instituciones de banca múltiple nacionales que cuenten con calificación de, al menos, 
grado de inversión en la escala nacional. 

2. Otras entidades integrantes del sistema financiero mexicano, incluyendo aseguradoras 
que cuenten, al menos, con grado de inversión en la escala nacional. 

3. Otras personas morales o entidades financieras internacionales que cuenten, al menos, 
con grado de inversión en la escala internacional. 

c) Grupo 3 (Ponderación del 100 %): 

1. Otros clientes de la misma Sociedad Financiera Popular. 

II. En el caso de Esquemas de Coberturas de Primeras Pérdidas para portafolios de créditos, deberán 
sujetarse a lo siguiente: 

a) Si el importe de la referida cobertura es igual o superior a la suma de los requerimientos de 
capital de los créditos que conforman el portafolios, no se requerirá capital para la totalidad de 
los créditos individuales al no existir parte descubierta. Para la parte cubierta por el Esquema 
de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde con el riesgo de crédito ante 
el garante. En este caso, la parte cubierta es igual a la suma de los requerimientos de capital 
de los créditos individuales. 

b) Si el monto de la cobertura es inferior a la citada suma de requerimientos de capital para los 
créditos individuales, la Sociedad Financiera Popular constituirá capital para la parte 
descubierta por un importe igual a la diferencia entre ambos conceptos. Para la parte cubierta 
por el Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde con el riesgo 
de crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual al valor del Esquema de 
Cobertura de Primeras Pérdidas. 

III. En el caso de garantías bajo el Esquema de Cobertura en Paso y Medida, en los que la garantía no 
cubra la totalidad de la exposición y, además, las porciones cubierta y no garantizada tengan la 
misma prelación, se permitirán reducciones de requerimientos de capitalización totales de manera 
proporcional, es decir, la parte cubierta de la posición recibirá el tratamiento aplicable a garantías 
admisibles y el resto se considerará como no garantizada.” 

“Artículo 88.- Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con un manual de crédito aprobado 
por el Consejo de Administración, al cual deberá sujetarse el Comité de Crédito o su equivalente. El Consejo 
de Administración podrá escuchar la opinión del comité técnico a que se refiere el Artículo 80 de estas 
disposiciones, para efectos de la aprobación de dicho manual, así como de sus modificaciones. El manual 
deberá contener las políticas y procedimientos de crédito, con los lineamientos mínimos en las etapas del 
proceso crediticio siguientes: 

I. . . . 

a) Las Sociedades Financieras Populares podrán establecer en los manuales de crédito, 
procesos de autorizaciones automáticas de créditos que permitan otorgar el crédito 
correspondiente a cualquier solicitante, siempre y cuando se reúnan las condiciones que se 
indican a continuación: 

 1. a 4. . . . 
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b) Adicionalmente, las Sociedades Financieras Populares podrán establecer metodologías para 
la aprobación y otorgamiento de créditos cuyo monto sea considerable, según las 
características de las operaciones que realice la Sociedad Financiera Popular, para lo cual 
deberá tomarse en cuenta, por lo menos, lo siguiente: 

 1. a 4. . . . 

c) El Comité de Crédito o su equivalente, será la instancia responsable de la aprobación de los 
créditos solicitados a la Sociedad Financiera Popular, aunque podrá delegar sus funciones en 
subcomités, ya sea regionales o por sucursales, siempre y cuando la existencia de dichos 
subcomités esté prevista en el manual de crédito de la Sociedad Financiera Popular, los 
cuales deberán estar integrados por funcionarios de la propia Sociedad Financiera Popular. 
Para dicha aprobación deberán seguir los lineamientos que al efecto se establezcan en el 
manual. 

d) La Sociedad Financiera Popular que cumpla con los requerimientos de capitalización por 
riesgos de crédito correspondientes y, en general, con lo establecido en la presente Sección, 
quedará relevada de la obligación de contar con la aprobación del Comité de Crédito o su 
equivalente, cuando el importe total de los créditos otorgados por dicha Sociedad Financiera 
Popular a la persona solicitante, incluyendo a sus dependientes económicos, no sea mayor a 
5,000 UDIS, y siempre y cuando su manual de crédito prevea procesos de autorizaciones 
automáticas, de conformidad con lo establecido en el inciso a) anterior. 

 Tratándose de créditos respecto de los cuales las Sociedades Financieras Populares cuenten con 
garantías al 100 por ciento constituidas con dinero en efectivo en términos de lo dispuesto por el 
Anexo D, Apartado IV de las presentes disposiciones, las Sociedades Financieras Populares 
quedarán relevadas de la obligación de contar con la aprobación del Comité de Crédito o su 
equivalente. Lo anterior, con base en los límites que al respecto establezca su Consejo de 
Administración. 

II. . . . 

 Las Sociedades Financieras Populares deberán llevar un control de la actividad crediticia, a través 
del Comisario o Consejo de Vigilancia o, de ser el caso, delegarla a un tercero que no tenga 
conflicto de interés con las áreas involucradas en el proceso de otorgamiento de crédito. El objetivo 
de esta función de control será verificar: 

a) y b) . . . 

c) Que los funcionarios y empleados de la Sociedad Financiera Popular estén cumpliendo con 
las responsabilidades que les hayan sido encomendadas, sin exceder las facultades que les 
fueron delegadas. 

III. . . . 

 Las Sociedades Financieras Populares deberán evaluar y dar seguimiento permanente a cada uno 
de los créditos de su cartera, incluyendo las garantías y a los garantes. 

 . . . 

IV. . . . 

 . . . 

V. . . . 

 Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con sistemas automatizados que permitan 
generar información completa y oportuna sobre el estado en que se encuentren los créditos, de 
forma tal que pueda darse seguimiento oportuno y confiable a los mismos, así como tener medidas 
concretas para la recuperación de información en casos de contingencia. 

VI. . . . 

 Las Sociedades Financieras Populares deberán establecer las políticas y procedimientos para la 
integración de un expediente único por cada acreditado, el cual contendrá, cuando menos, la 
documentación e información que se detallan en el sexto párrafo de la presente fracción. 
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 Las Sociedad Financiera Popular deberán instrumentar un mecanismo de control y verificación que 
permita detectar documentación e información faltante en los expedientes de crédito. Asimismo, 
deberán designar al personal responsable de integrar y actualizar los expedientes, así como de 
controlar el servicio de consulta de dichos expedientes. 

 . . . 

 . . . 

 La documentación e información que deberá establecerse en los manuales, para la integración de 
los expedientes de crédito, es la siguiente: 

a) . . . 

1. . . . 

2. En el caso de personas físicas, copia del acta de nacimiento o comprobantes que 
permitan conocer la identidad de la persona de que se trate, o bien identificación 
oficial vigente con fotografía y firma del acreditado y del avalista y, de ser el caso del 
obligado solidario, así como su huella digital y, de ser el caso, copia del acta de 
matrimonio. 

b) . . . 

1. . . . 

2. Tratándose de personas morales, estados financieros internos del acreditado y, de 
ser el caso, del avalista u obligado solidario, con firma autógrafa del representante 
legal y con una antigüedad no mayor a 180 días; 

3. y 4. . . . 

5. La documentación que acredite haber formulado ante una Sociedad de Información 
Crediticia una consulta previa, en términos de lo previsto por el Capítulo IV del Título 
Cuarto de las presentes disposiciones, así como la información sobre el historial del 
acreditado respecto del cumplimiento de sus obligaciones con la Sociedad 
Financiera Popular, y 

6. . . . 

c) . . . 

d) Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los municipios, 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos 
de las entidades federativas y municipios, así como de cualquier otro ente público sobre las 
que dichas entidades federativas y municipios tengan control sobre sus decisiones o 
acciones, el expediente deberá contener, además de lo previsto en los incisos anteriores, lo 
siguiente: 

1. Solicitud de crédito debidamente llenada y firmada, ya sea autógrafa o 
electrónicamente por servidor público facultado, o bien, la invitación a participar en el 
Financiamiento de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. En ambos casos, las Sociedades 
Financieras Populares deberán hacerse constar la evidencia y criterios que 
originaron dicho ofrecimiento. 

2. Estudios de crédito donde se analice al acreditado y avalista, cuando este último sea 
considerado en el proceso de calificación del crédito. 

3. Información financiera del acreditado. 

4. Autorizaciones de crédito por parte de la Sociedad Financiera Popular. 

5. Copia de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos –según se definen en la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios- o 
presupuestos modificados para gobiernos de las entidades federativas y municipios 
del ejercicio fiscal en el cual se documente el ingreso y destino del Financiamiento. 
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6. En el caso de gobiernos municipales, copia del acta de cabildo y del ejemplar del 
medio de difusión oficial de la entidad federativa que contenga el decreto del 
congreso local en el que conste la autorización para la contratación de créditos, 
conforme a lo establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios y en el Reglamento del Registro Público Único al que se 
refiere la citada ley o los que los sustituyan. 

7. En el caso de gobiernos de las entidades federativas, copia del ejemplar de su medio 
de difusión oficial que contenga el decreto del congreso local en el que conste la 
autorización para la contratación de créditos, conforme a lo previsto en la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y en el 
Reglamento del Registro Público Único al que se refiere la citada ley o los que los 
sustituyan. 

8. Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar o ser fuente de 
pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente, así como, de ser el 
caso, copia del decreto en el que se ordene su constitución, y de la autorización del 
congreso local que permita la afectación de participaciones, aportaciones federales o 
ingresos locales en el referido fideicomiso de garantía o fuente de pago. 

9. Documento en el que conste que el crédito está inscrito en el Registro Público Único 
al que se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. Lo anterior, también será aplicable tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de dichos créditos. 

 En el caso de los créditos de corto plazo a los que se refiere la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, las 
Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor a 40 días 
naturales para integrar en el expediente crediticio, el documento en el que conste la 
inscripción en el registro mencionado en el párrafo que antecede. Tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de créditos a los que se refiere el artículo 23 de 
la citada ley, las Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor 
a 15 días naturales para llevar a cabo la integración del expediente establecida en el 
presente párrafo. Los plazos señalados se computarán a partir del día siguiente al 
que dichos créditos hayan sido contratados. 

 Como excepción a lo previsto en el párrafo anterior y una vez transcurridos los 
plazos señalados sin que se tenga la inscripción en el Registro Público Único a que 
se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán 
contar con la solicitud de inscripción correspondiente, así como con evidencia de que 
requirieron al ente público dentro de los plazos y términos señalados en la citada ley, 
la inscripción del crédito en el referido Registro Público Único, entregando a dichos 
entes la información necesaria para ello. Sin perjuicio de lo anterior, cuando se 
cuente con la inscripción en dicho Registro Público Único, las Sociedades 
Financieras Populares deberán integrar el documento que lo demuestre en el 
expediente respectivo. 

 Adicionalmente, cuando se trate de créditos que correspondan a Deuda Estatal 
Garantizada en los términos de Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya, se deberá contar con la evidencia 
de la inscripción de la Deuda del Sector Público Federal en el Registro Público Único 
a que se refiere el artículo 49 de dicha ley. 

10. Documento que fundamente que el crédito está dentro del Techo de Financiamiento 
Neto en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios o la que la sustituya, permitido al ente público, conforme a la 
publicación realizada por la Secretaría sobre los indicadores que comprende el 
Sistema de Alertas de los entes públicos al que se refiere la citada ley. 

11. Evidencia de que los créditos se encuentran registrados en la contabilidad de la 
cuenta pública del acreditado correspondiente, cuando así proceda. 
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12. Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los 
municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y los municipios, así como 
cualquier otro ente público sobre el que las entidades federativas y los municipios 
tengan control sobre sus decisiones o acciones, información que permita evaluar la 
situación financiera del acreditado para fines de calificación crediticia y de acuerdo 
con las políticas internas de la Sociedad Financiera Popular, tal como estados 
financieros internos con firma autógrafa del representante legal o apoderado, así 
como los estados financieros dictaminados del acreditado correspondientes a los tres 
últimos ejercicios. 

13. Información que permita apreciar el comportamiento del acreditado en el 
cumplimiento de sus obligaciones crediticias con la Sociedad Financiera Popular, 
como son disposiciones, pagos realizados, renovaciones, reestructuras, quitas, 
adjudicaciones o daciones en pago, así como cualquier otra que soporte la 
calificación otorgada al crédito de que se trate. 

14. Actualización anual del reporte expedido por una Sociedad de Información Crediticia 
del solicitante del crédito y, de ser el caso, del obligado solidario, avalista o fiador. 

15. Informe del cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato de crédito. 

16. Actualización trimestral de la situación del crédito en el Registro Público Único de 
conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. 

17. Documento en el que conste la última situación del acreditado en el Sistema de 
Alertas de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

18. Tratándose de créditos a entidades federativas y municipios que estén garantizados 
de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, el 
documento más reciente en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice 
la Secretaría del cumplimiento de los convenios para la contratación de la Deuda 
Estatal Garantizada conforme al artículo 40 de la citada ley por parte de la entidad 
federativa o municipio. 

 Asimismo, tratándose de los entes públicos a los que se refiere el artículo 47 de la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán contar con el último 
documento en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice la entidad 
federativa o municipio, según corresponda, del convenio a que se refiere dicho 
artículo. 

 Tratándose de créditos que las Sociedades Financieras Populares otorguen a la 
Ciudad de México, estas deberán contar con los últimos informes a los que alude la 
fracción VIII del artículo 33 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

e) Garantías. 

1. Documentación que deba recabarse con el fin de evidenciar la existencia de 
garantías a favor de la Sociedad Financiera Popular por el crédito otorgado e 
información relativa a la guarda, custodia y seguimiento que se dé respecto de 
dichas garantías, tales como: 

i) Avalúos de los bienes que garanticen el adeudo. 

 Las Sociedades Financieras Populares, en sus manuales de crédito, deberán 
prever que los avalúos sean elaborados en términos de lo dispuesto por la 
Ley de Transparencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado 
y conforme a lo establecido en el Anexo D Bis, Apartado VII de las presentes 
disposiciones. 

ii) Pólizas de seguros sobre las garantías en favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

iii) Certificado de libertad de gravamen de los bienes garantes. 
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2. Reportes de la Sociedad Financiera Popular sobre la verificación de la existencia, 
legitimidad, valor y demás características de las garantías. 

3. Tratándose de garantías otorgadas por organismos autónomos de las entidades 
federativas y de los municipios, organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria y fideicomisos de los estados y los municipios, así 
como de cualquier otro ente público sobre el que las entidades federativas y los 
municipios tengan control sobre sus decisiones o acciones, en adición a lo previsto 
con anterioridad, las Sociedades Financieras Populares deberán documentar lo 
siguiente: 

i) De ser el caso, la evidencia de la existencia de participaciones o aportaciones 
federales o ingresos locales como garantías o fuente de pago del crédito. 

ii) Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar y ser 
fuente de pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente, así 
como, de ser el caso, copias del decreto en el que se ordene su constitución, 
y de la autorización del congreso local que permita la afectación de 
participaciones federales en el referido fideicomiso de garantía o de fuente de 
pago, conforme a lo establecido en el artículo 34, fracción II de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya. 

f) Reestructuración. 

 La documentación relativa a la reestructura del crédito, que incluya: 

1. Las condiciones y la autorización de reestructura o, de ser el caso, del convenio 
judicial o de ambos. 

2. Información periódica del responsable de la cobranza judicial o extrajudicial del 
crédito, así como la documentación soporte correspondiente. 

g) Créditos castigados. 

1. Información que acredite que se agotaron las diferentes instancias de recuperación 
o, de ser el caso, la información necesaria de acuerdo con las políticas 
institucionales en la materia. 

2. Información mediante la cual las instancias correspondientes solicitan la aplicación 
del crédito. 

. . . 

. . .” 

Artículo 91 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares que otorguen Microcréditos, podrán utilizar la 
tabla de estimaciones preventivas para riesgos crediticios que se contiene en el Anexo D, Apartado II, inciso 
d) de las presentes disposiciones, siempre que acrediten a la Federación que las supervise de manera 
auxiliar, que cuentan con la tecnología e infraestructura necesaria para llevar a cabo tales operaciones y se 
ajusten a lo previsto en el presente artículo. 

Previo al otorgamiento de los Microcréditos, las Sociedades Financieras Populares deberán efectuar un 
análisis de la capacidad de pago del acreditado, conforme a los términos y condiciones que establezcan en su 
manual de crédito, para lo cual deberán observar como mínimo lo siguiente: 

I. Efectuar una visita de verificación o realizar una inspección ocular en el lugar donde el acreditado 
realice la actividad comercial, industrial o de servicios profesionales. 

 En los casos en que la contratación para el otorgamiento de Microcrédito se celebre de manera no 
presencial, las Sociedades Financieras Populares deberán observar el procedimiento y límites 
previstos en la disposición 4ª Bis de las Disposiciones de carácter general a que se refiere el 
artículo 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular o las que las sustituyan. 

II. Realizar una consulta ante una Sociedad de Información Crediticia, en términos de lo previsto por 
el Título Cuarto, Capítulo IV de las presentes disposiciones. 

En el evento de que el crédito de que se trate se renueve o reestructure, deberá actualizarse el reporte 
emitido por la Sociedad de Información Crediticia del acreditado. 

La información contenida en las fracciones anteriores, deberá contenerse en el expediente de crédito del 
acreditado.” 
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“Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados” 

“Artículo 95 Bis.- El monto de las estimaciones preventivas para riesgos crediticios incluirá las 
estimaciones adicionales requeridas en diversas reglamentaciones y las ordenadas y reconocidas por la 
Comisión, debiendo reconocerse en los resultados del ejercicio del periodo que corresponda. 

Las estimaciones adicionales reconocidas por la Comisión a que se refiere el párrafo anterior son aquellas 
que se constituyen para cubrir riesgos que no se encuentran previstos en las diferentes metodologías de 
calificación de la cartera crediticia y sobre las que, previo a su constitución, las Sociedades Financieras 
Populares deberán informar a la Comisión lo siguiente: 

I. Origen de las estimaciones. 

II. Metodología para determinar las estimaciones. 

III. Monto de las estimaciones por constituir. 

IV. Tiempo que se considera serán necesarias las estimaciones. 

Artículo 95 Ter.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir semestralmente, en los meses 
de junio y diciembre de cada año, estimaciones adicionales que reconozcan las potenciales pérdidas de valor 
por el paso del tiempo de los bienes adjudicados judicial o extrajudicialmente o recibidos en dación en pago, 
sean bienes muebles o inmuebles, así como derechos de cobro, de acuerdo con el procedimiento siguiente: 

I. En el caso de los derechos de cobro y bienes muebles, incluyendo valores de conformidad con lo 
establecido en la fracción II del Artículo 25 de las presentes disposiciones, se constituirán las 
estimaciones conforme a lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA DERECHOS DE COBRO Y BIENES MUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA 
ADJUDICACIÓN O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 6 0 % 

Más de 6 y hasta 12 10 % 

Más de 12 y hasta 18 20 % 

Más de 18 y hasta 24 45 % 

Más de 24 y hasta 30 60 % 

Más de 30 100 % 

 
El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla anterior, al valor de los derechos de cobro o al valor de los bienes muebles 
recibidos en dación en pago o adjudicados, obtenido conforme a los Criterios de Contabilidad. 

II. Tratándose de bienes inmuebles, se constituirán las estimaciones de acuerdo con lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA BIENES INMUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA ADJUDICACIÓN 
O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 12 0 % 

Más de 12 y hasta 24 10 % 

Más de 24 y hasta 30 15 % 

Más de 30 y hasta 36 25 % 

Más de 36 y hasta 42 30 % 

Más de 42 y hasta 48 35 % 

Más de 48 y hasta 54 40 % 

Más de 54 y hasta 60 50 % 

Más de 60 100 % 

 
El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de adjudicación de los bienes inmuebles obtenido 
conforme a los Criterios de Contabilidad. 
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En caso de que valuaciones posteriores a la adjudicación o dación en pago resulten en el registro contable 
de una disminución en el valor de los derechos al cobro, así como de los bienes muebles o inmuebles, los 
porcentajes de estimaciones preventivas a que hace referencia el presente artículo podrán aplicarse sobre 
dicho valor ajustado.” 

“Artículo 97.- Las Sociedades Financieras Populares, para efectos de la diversificación de riesgos en sus 
operaciones, deberán observar lo siguiente: 

I. Diversificación de activos. 

Los Financiamientos y, de ser el caso, las garantías que otorgue una Sociedad Financiera Popular 
a una persona física no excederán del 5 por ciento de su capital neto. 

Los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una persona moral, así como 
a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, no excederán el 7 por ciento de 
su capital neto. 

Para efectos de la presente Sección, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a 
una persona física aquellos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los créditos 
que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los parientes por consanguinidad en primer 
grado en línea recta ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina o 
concubinario del acreditado, cuando alguna de estas personas dependa económicamente de la 
persona que solicita el crédito. 

Asimismo, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a una sola persona moral 
aquellos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los créditos que la Sociedad 
Financiera Popular le haya otorgado a los consejeros, así como al director o gerente general de la 
persona moral que solicita el crédito. También se considerarán para efectos de este cómputo, los 
créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los propietarios de más del 10 por 
ciento de las acciones con derecho a voto de la Sociedad Financiera Popular solicitante del crédito, 
así como aquellos créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a empresas donde 
la sociedad solicitante sea propietaria de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto. 

También estarán sujetos al límite del 7 por ciento los créditos que se otorguen a personas físicas 
que sean propietarias de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto de empresas 
que a su vez tengan créditos contratados con la Sociedad Financiera Popular, en cuyo caso 
también se considerará para efectos del citado límite a los créditos otorgados a dichas empresas, 
así como los créditos otorgados a los parientes por consanguinidad en primer grado en línea recta 
ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina o concubinario que sean 
dependientes económicos del solicitante del crédito. 

Dichos límites no serán aplicables en los casos en los que una Sociedad Financiera Popular 
otorgue préstamos de liquidez a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
así como a aquellas Sociedades Financieras Populares no afiliadas que supervise de manera 
auxiliar la propia Federación, siempre y cuando dichos créditos hayan sido descontados de su 
capital, de conformidad con lo dispuesto por la fracción III del artículo 36 de la Ley. 

Los Financiamientos que cuenten con garantías incondicionales e irrevocables, que cubran el 
principal y los accesorios de ellos, constituidas con alguno de los medios referidos en el Anexo D 
Bis, Apartado I, incisos a) a d) de las presentes disposiciones, así como las otorgadas por alguno 
de los garantes a los que se refiere el Grupo I del Apartado IV del Anexo D de estas disposiciones, 
no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo a que esta fracción se refiere, 
pudiendo acumularse garantías múltiples de estos garantes. Asimismo, las garantías otorgadas por 
los garantes de los grupos II y III no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo 
referido en la presente fracción, hasta por el equivalente al 75 por ciento del valor de dichas 
garantías, pudiendo también acumularse garantías múltiples de estos garantes. 

En todos los casos, los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una 
persona física o moral, así como a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
no podrán exceder del 14 por ciento de su capital neto. 
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II. . . . 

Los recursos captados por la Sociedad Financiera Popular, provenientes de depósitos o préstamos 
otorgados por una sola persona o empresa no podrán representar más de una vez el capital neto 
de la Sociedad Financiera Popular. No les será aplicable este criterio a los pasivos contraídos con 
los fideicomisos públicos y fondos de fomento nacionales e internacionales, con las instituciones de 
banca múltiple establecidas en el país, ni con las instituciones de banca de desarrollo nacionales e 
internacionales. 

III. . . . 

La Comisión, a solicitud de la Sociedad Financiera Popular interesada, acompañada de la opinión 
de la Federación que ejerza sobre ella las facultades de supervisión auxiliar, podrá autorizar en 
casos excepcionales operaciones específicas por montos superiores a los límites señalados en las 
fracciones I y II anteriores.” 

“Artículo 102.- Las Sociedades Financieras Populares, para la determinación de los requerimientos de 
capital por riesgo de crédito, deberán ajustarse al procedimiento siguiente: 

I. Clasificación de operaciones. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán clasificar sus activos y operaciones que originen 
pasivo contingente, en atención a la contraparte de la operación, con independencia del emisor del 
activo subyacente, en alguno de los grupos siguientes: 

a) Grupo 1. Caja; créditos al Gobierno Federal o con garantía expresa del propio Gobierno 
Federal y operaciones contingentes realizadas con las personas señaladas en este inciso, 
así como las demás operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras 
Populares sea alguna de las personas mencionadas en este grupo. 

b) Grupo 2. Depósitos, valores y créditos a cargo de, garantizados, avalados o negociados por 
instituciones de crédito y por casas de bolsa; créditos a cargo de o garantizados o avalados 
por fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico; 
créditos a cargo de organismos descentralizados del Gobierno Federal, así como las demás 
operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras Populares sea alguna 
de las personas mencionadas en este grupo. 

 Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las operaciones sujetas a riesgo de 
crédito con o a cargo de instituciones de banca de desarrollo en las que, conforme a sus 
respectivas leyes orgánicas, el Gobierno Federal responda en todo tiempo por dichas 
operaciones, tendrán una ponderación por riesgo de crédito de cero por ciento. 

c) Grupo 3. Créditos y demás activos que generen riesgo de crédito, en donde la contraparte 
de las Sociedades Financieras Populares sea distinta a las personas mencionadas en los 
grupos previstos en los incisos a) y b) anteriores. 

 . . . 

II. . . . 

III. . . . 

 . . . 

 En el caso de préstamos para la adquisición o construcción de vivienda personal que cuenten con 
una garantía de cuando menos el 50 por ciento del saldo insoluto del préstamo otorgada por alguna 
entidad pública de fomento, para fines de los requerimientos de capitalización las Sociedades 
Financieras Populares considerarán la porción garantizada del crédito dentro del grupo 2 y la 
porción no garantizada restante dentro del grupo 3. 

 . . . 

 Tratándose de operaciones de reporto, las Sociedades Financieras Populares deberán determinar 
en forma previa a la ponderación por riesgo de crédito, el resultado de restar al saldo del deudor 
por reporto, el correspondiente valor razonable del colateral recibido en cada operación, a que se 
refieren los Criterios Contables contenidos en el Anexo E de las presentes Disposiciones. En caso 
de que el resultado obtenido sea positivo, dicha diferencia se multiplicará por la ponderación 
correspondiente al grupo de riesgo de la contraparte. 
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Adicionalmente, para efectos de lo señalado en el presente artículo, las Sociedades Financieras Populares 
podrán deducir del monto total de cada crédito, hasta un 100 por ciento de los depósitos de dinero 
constituidos por el propio acreditado o por terceros que sean clientes en la Sociedad Financiera Popular, que 
cumplan con las condiciones para ser considerados una garantía en términos de lo dispuesto por el Anexo D, 
Apartado IV de las presentes disposiciones. El importe por deducir no podrá ser superior al saldo insoluto del 
crédito. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán reconocer la cobertura proporcionada por 
Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas o por Esquema de Cobertura de Paso y Medida. A fin de 
determinar las ponderaciones correspondientes a las operaciones cubiertas por dichos esquemas, las 
Sociedades Financieras Populares deberán cumplir con lo siguiente: 

I. A la porción cubierta, la cual podrá ser de hasta el 100 por ciento, se le asignará la ponderación por 
riesgo correspondiente a la del Proveedor de Protección, mientras que al resto de la posición se le 
asignará la ponderación por riesgo de la contraparte subyacente, acorde con lo que a continuación 
se indica. Únicamente serán elegibles los siguientes Proveedores de Protección, tanto en el caso 
de Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas como en Esquemas de Cobertura en Paso y 
Medida o proporcionales: 

a) Grupo 1 (Ponderación del 0 %): 

1. Instituciones de banca de desarrollo. 

2. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero o la que 
la sustituya. 

3. Fideicomisos públicos que formen parte del sistema financiero mexicano acorde con 
el artículo 3o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

4. Fideicomisos celebrados específicamente con la finalidad de compartir el riesgo de 
crédito, en los cuales actúen como fideicomitentes y fiduciarias las instituciones de 
banca de desarrollo que cuenten con garantía expresa del Gobierno Federal. 

5. Fondo Nacional de Garantías de los Sectores Agropecuario, Forestal, Pesquero y 
Rural o el que lo sustituya. 

6. Fondo Nacional de Infraestructura o el que lo sustituya. 

7. Entidades de la Administración Pública Federal bajo control presupuestario directo, 
empresas productivas del Estado o programas derivados de una ley federal que 
formen parte del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

8. Fondos constituidos con recursos aportados como garantía por gobiernos estatales o 
municipales que sean líquidos e irrevocables a favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

b) Grupo 2 (Ponderación del 20 %): 

1. Instituciones de banca múltiple nacionales que cuenten con calificación de, al menos, 
grado de inversión en la escala nacional. 

2. Otras entidades integrantes del sistema financiero mexicano, incluyendo 
aseguradoras que cuenten, al menos, con grado de inversión en la escala nacional. 

3. Otras personas morales o entidades financieras internacionales que cuenten, al 
menos, con grado de inversión en la escala internacional. 

c) Grupo 3 (Ponderación del 100 %): 

1. Otros clientes de la misma Sociedad Financiera Popular. 

II. En el caso de Esquemas de Coberturas de Primeras Pérdidas para portafolios de créditos, deberán 
sujetarse a lo siguiente: 

a) Si el importe de la referida cobertura es igual o superior a la suma de los requerimientos de 
capital de los créditos que conforman el portafolios, no se requerirá capital para la totalidad 
de los créditos individuales al no existir parte descubierta. Para la parte cubierta por el 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde con el riesgo de 
crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual a la suma de los 
requerimientos de capital de los créditos individuales. 
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b) Si el monto de la cobertura es inferior a la citada suma de requerimientos de capital para los 
créditos individuales, la Sociedad Financiera Popular constituirá capital para la parte 
descubierta por un importe igual a la diferencia entre ambos conceptos. Para la parte 
cubierta por el Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde 
con el riesgo de crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual al valor del 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas. 

III. En el caso de garantías bajo el Esquema de Cobertura en Paso y Medida, en los que la garantía no 
cubra la totalidad de la exposición y, además, las porciones cubierta y no garantizada, tengan la 
misma prelación, se permitirán reducciones de requerimientos de capitalización totales de manera 
proporcional, es decir, la parte cubierta de la posición recibirá el tratamiento aplicable a garantías 
admisibles y el resto se considerará como no garantizada.” 

“Artículo 130.- Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con un manual de crédito aprobado 
por el Consejo de Administración, al cual deberá sujetarse el Comité de Crédito o su equivalente. El Consejo 
de Administración podrá escuchar la opinión del comité técnico a que se refiere el Artículo 119 de estas 
disposiciones, para efectos de la aprobación de dicho manual, así como de sus modificaciones. El manual 
deberá contener las políticas y procedimientos de crédito, con los lineamientos mínimos en las etapas del 
proceso crediticio siguientes: 

I. . . . 

a) Las Sociedades Financieras Populares podrán establecer en los manuales de crédito, 
procesos de autorizaciones automáticas de créditos que permitan otorgar el crédito 
correspondiente a cualquier solicitante, siempre y cuando se reúnan las condiciones que se 
indican a continuación: 

 1. a 4. . . . 

b) Adicionalmente, las Sociedades Financieras Populares podrán establecer metodologías 
para la aprobación y otorgamiento de créditos cuyo monto sea considerable, según las 
características de las operaciones que realice la Sociedad Financiera Popular, para lo cual 
deberá tomarse en cuenta, por lo menos, lo siguiente: 

 1. a 4. . . . 

c) El Comité de Crédito o su equivalente, será la instancia responsable de la aprobación de los 
créditos solicitados a la Sociedad Financiera Popular, aunque podrá delegar sus funciones 
en subcomités ya sea regionales o por sucursales, siempre y cuando la existencia de dichos 
subcomités esté prevista en el manual de crédito de la Sociedad Financiera Popular, los 
cuales deberán estar integrados por funcionarios de la propia Sociedad Financiera Popular. 
Para dicha aprobación deberán seguir los lineamientos que al efecto se establezcan en el 
manual. 

d) La Sociedad Financiera Popular que cumpla con los requerimientos de capitalización por 
riesgos de crédito correspondientes y, en general, con lo establecido en la presente 
Sección, quedará relevada de la obligación de contar con la aprobación del Comité de 
Crédito o su equivalente, cuando el importe total de los créditos otorgados por dicha 
Sociedad Financiera Popular a la persona solicitante, incluyendo a sus dependientes 
económicos, no sea mayor a 5,000 UDIS, y siempre y cuando su manual de crédito prevea 
procesos de autorizaciones automáticas, de conformidad con lo establecido en el inciso a) 
anterior. 

 Tratándose de créditos respecto de los cuales las Sociedades Financieras Populares cuenten con 
garantías al 100 por ciento constituidas con dinero en efectivo en términos de lo dispuesto por el 
Anexo D, Apartado IV de las presentes disposiciones, las Sociedades Financieras Populares 
quedarán relevadas de la obligación de contar con la aprobación del Comité de Crédito o su 
equivalente. Lo anterior, con base en los límites que al respecto establezca su Consejo de 
Administración. 

II. . . . 

a) Las Sociedades Financieras Populares, deberán llevar un control de la actividad crediticia, a 
través del Consejo de Vigilancia o Comisario o, de ser el caso, delegarla a un tercero que no 
tenga conflicto de interés con las áreas involucradas en el proceso de otorgamiento de 
crédito. El objetivo de esta función de control será verificar: 
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1. y 2. . . . 

3. Que los funcionarios y empleados de la Sociedad Financiera Popular estén 
cumpliendo con las responsabilidades que les hayan sido encomendadas, sin 
exceder las facultades que les fueron delegadas. 

b) . . . 

III. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán evaluar y dar seguimiento permanente a cada uno 
de los créditos de su cartera, incluyendo las garantías y a los garantes. 

. . . 

IV. . . . 

. . . 

. . . 

. . . 

V. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con sistemas automatizados de información 
de crédito, los cuales como mínimo deberán: 

a) a d) . . . 

VI. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán establecer las políticas y procedimientos para la 
integración de un expediente único por cada acreditado, el cual contendrá cuando menos la 
documentación e información que se detalla a continuación. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán instrumentar un mecanismo de control y 
verificación que permita detectar documentación e información faltante en los expedientes de 
crédito. Asimismo, deberán designar personal responsable de integrar y actualizar los expedientes, 
así como de controlar el servicio de consulta de dichos expedientes. 

. . . 

. . . 

De la información que los acreditados proporcionen de manera periódica a las Sociedades 
Financieras Populares, deberá conservarse en el expediente respectivo, la que corresponda a los 
dos últimos ejercicios. 

. . . 

. . . 

a) . . . 

1. . . . 

2. En el caso de personas físicas, copia del acta de nacimiento o comprobantes que 
permitan conocer la identidad de la persona de que se trate, o bien, identificación 
oficial vigente con fotografía y firma del acreditado y del avalista y, de ser el caso, del 
obligado solidario, así como su huella digital y, de ser el caso, copia del acta de 
matrimonio. 

b) . . . 

1. a 3. . . . 

4. . . . 

i) Tratándose de personas morales, estados financieros internos (también 
deberán incluir estados financieros dictaminados en caso de que así lo 
indiquen las políticas de la Sociedad Financiera Popular) del acreditado y, de 
ser el caso, del avalista u obligado solidario, con firma autógrafa del 
representante legal, con una antigüedad no mayor a 180 días; 
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ii) . . . 

iii) Documento que soporte el análisis llevado a cabo sobre la capacidad de pago 
del deudor y, de ser el caso, del avalista u obligado solidario, y 

iv) . . . 

5. La documentación que acredite haber formulado ante una Sociedad de Información 
Crediticia una consulta previa, en términos de lo previsto por el Capítulo IV del Título 
Cuarto de las presentes disposiciones, así como la información sobre el historial del 
acreditado respecto del cumplimiento de sus obligaciones con la Sociedad 
Financiera Popular, y 

6. . . . 

c) . . . 

d) Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los municipios, 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos 
de las entidades federativas y los municipios, así como de cualquier otro ente público sobre 
las que dichas entidades federativas y municipios tengan control sobre sus decisiones o 
acciones, el expediente deberá contener, además de lo previsto en los incisos anteriores, lo 
siguiente: 

1. Solicitud de crédito debidamente llenada y firmada ya sea autógrafa o 
electrónicamente por servidor público facultado, o bien, la invitación a participar en el 
Financiamiento de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. En ambos casos, las Sociedades 
Financieras Populares deberán hacer constar la evidencia y criterios que originaron 
dicho ofrecimiento. 

2. Estudios de crédito donde se analice al acreditado y avalista, cuando este último sea 
considerado en el proceso de calificación del crédito. 

3. Información financiera del acreditado. 

4. Autorizaciones de crédito por parte de la Sociedad Financiera Popular. 

5. Copia de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos –según se definen en la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios- o 
presupuestos modificados para gobiernos de entidades federativas y municipios del 
ejercicio fiscal en el cual se documente el ingreso y destino del Financiamiento. 

6. En el caso de gobiernos municipales, copia del acta de cabildo y del ejemplar del 
medio de difusión oficial de la entidad federativa que contenga el decreto del 
congreso local en el que conste la autorización para la contratación de créditos, 
conforme a lo establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios y en el Reglamento del Registro Público Único al que se 
refiere la citada ley o los que los sustituyan. 

7. En el caso de gobiernos de las entidades federativas, copia del ejemplar de su medio 
de difusión oficial que contenga el decreto del congreso local en el que conste la 
autorización para la contratación de créditos, conforme a lo previsto en la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y en el 
Reglamento del Registro Público Único al que se refiere la citada Ley o los que los 
sustituyan. 

8. Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar o ser fuente de 
pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente, así como, de ser el 
caso, copia del decreto en el que se ordene su constitución, y de la autorización del 
congreso local que permita la afectación de participaciones, aportaciones federales o 
ingresos locales en el referido fideicomiso de garantía o fuente de pago. 

9. Documento en el que conste que el crédito está inscrito en el Registro Público Único 
al que se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. Lo anterior, también será aplicable tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de dichos créditos. 



Martes 6 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL  

 En el caso de los créditos de corto plazo a los que se refiere la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, las 
Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor a 40 días 
naturales para integrar en el expediente crediticio el documento en el que conste la 
inscripción en el registro mencionado en el párrafo que antecede. Tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de créditos a los que se refiere el artículo 23 de 
la citada ley, las Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor 
a 15 días naturales para llevar a cabo la integración del expediente establecida en el 
presente párrafo. Los plazos señalados se computarán a partir del día siguiente al 
que dichos créditos hayan sido contratados. 

 Como excepción a lo previsto en el párrafo anterior y una vez transcurridos los 
plazos señalados sin que se tenga la inscripción en el Registro Público Único a que 
se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios a la que la sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán 
contar con la solicitud de inscripción correspondiente, así como con evidencia de que 
requirieron al ente público dentro de los plazos y términos señalados en la citada ley, 
la inscripción del crédito en el referido Registro Público Único entregando a dichos 
entes la información necesaria para ello. Sin perjuicio de lo anterior, cuando se 
cuente con la inscripción en dicho Registro Público Único, las Sociedades 
Financieras Populares deberán integrar el documento que lo demuestre en el 
expediente respectivo. 

 Adicionalmente, cuando se trate de créditos que correspondan a Deuda Estatal 
Garantizada en los términos de Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya, se deberá contar con la evidencia 
de la inscripción de la Deuda del Sector Público Federal en el Registro Público Único 
a que se refiere el artículo 49 de dicha ley. 

10. Documento que fundamente que el crédito está dentro del Techo de Financiamiento 
Neto en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios o la que la sustituya, permitido al ente público, conforme a la 
publicación realizada por la Secretaría sobre los indicadores que comprende el 
Sistema de Alertas de los entes públicos al que se refiere la citada ley. 

11. Evidencia de que los créditos se encuentran registrados en la contabilidad de la 
cuenta pública del acreditado correspondiente, cuando así proceda. 

12. Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los 
municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y municipios, así como 
cualquier otro ente público sobre el que las entidades federativas y los municipios 
tengan control sobre sus decisiones o acciones, información que permita evaluar la 
situación financiera del acreditado para fines de calificación crediticia y de acuerdo 
con las políticas internas de la Sociedad Financiera Popular, tal como estados 
financieros internos con firma autógrafa del representante legal o apoderado, así 
como los estados financieros dictaminados del acreditado correspondientes a los tres 
últimos ejercicios. 

13. Información que permita apreciar el comportamiento del acreditado en el 
cumplimiento de sus obligaciones crediticias con la Sociedad Financiera Popular, 
como son disposiciones, pagos realizados, renovaciones, reestructuras, quitas, 
adjudicaciones o daciones en pago, así como cualquier otra que soporte la 
calificación otorgada al crédito de que se trate. 

14. Actualización anual del reporte expedido por una Sociedad de Información Crediticia 
del solicitante del crédito y, de ser el caso, del obligado solidario, avalista o fiador. 

15. Informe del cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato de crédito. 

16. Actualización trimestral de la situación del crédito en el Registro Público Único de 
conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. 
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17. Documento en el que conste la última situación del acreditado en el Sistema de 
Alertas, de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

18. Tratándose de créditos a entidades federativas y municipios que estén garantizados 
de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, el 
documento más reciente en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice 
la Secretaría del cumplimiento de los convenios para la contratación de la Deuda 
Estatal Garantizada conforme al artículo 40 de la citada ley por parte de la entidad 
federativa o municipio. 

 Asimismo, tratándose de los entes públicos a los que se refiere el artículo 47 de la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán contar con el último 
documento en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice la entidad 
federativa o municipio, según corresponda, del convenio a que se refiere dicho 
artículo. 

 Tratándose de créditos que las Sociedades Financieras Populares otorguen a la 
Ciudad de México, estas deberán contar con los últimos informes a los que alude la 
fracción VIII del artículo 33 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

e) Garantías. 

1. Documentación que deba recabarse con el fin de evidenciar la existencia de 
garantías a favor de la Sociedad Financiera Popular por el crédito otorgado e 
información relativa a la guarda, custodia y seguimiento que se dé respecto de 
dichas garantías, tales como: 

i) Avalúos de los bienes que garanticen el adeudo. 

 Las Sociedades Financieras Populares, en sus manuales de crédito, deberán 
prever que los avalúos sean elaborados en términos de lo dispuesto por la 
Ley de Transparencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado 
y conforme a lo establecido en el Anexo D Bis, Apartado VII de las presentes 
disposiciones. 

ii) Pólizas de seguros sobre las garantías en favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

iii) Certificados de libertad de gravamen de los bienes garantes. 

2. Reportes de la Sociedad Financiera Popular sobre la verificación de la existencia, 
legitimidad, valor y demás características de las garantías. 

3. Tratándose de garantías otorgadas por organismos autónomos de las entidades 
federativas y de los municipios, organismos descentralizados, empresas de 
participación estatal mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y los 
municipios, así como de cualquier otro ente público sobre el que las entidades 
federativas y los municipios tengan control sobre sus decisiones o acciones, en 
adición a lo previsto con anterioridad, las Sociedades Financieras Populares deberán 
documentar lo siguiente: 

i) De ser el caso, la evidencia de la existencia de participaciones o aportaciones 
federales o ingresos locales como garantías o fuente de pago del crédito. 

ii) Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar y ser 
fuente de pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente así 
como, de ser el caso, copias del decreto en el que se ordene su constitución y 
de la autorización del congreso local que permita la afectación de 
participaciones federales en el referido fideicomiso de garantía o de fuente de 
pago, conforme a lo establecido en el artículo 34, fracción II de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya. 
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f) Reestructuración. 

 La documentación relativa a la reestructura del crédito, que incluya: 

1. Las condiciones y la autorización de reestructura o, de ser el caso, del convenio 
judicial o de ambos. 

2. Información periódica del responsable de la cobranza judicial o extrajudicial del 
crédito, así como la documentación soporte correspondiente. 

g) Créditos castigados. 

1. Información que acredite que se agotaron las diferentes instancias de recuperación 
o, de ser el caso, la información necesaria de acuerdo con las políticas 
institucionales en la materia. 

2. Información mediante la cual las instancias correspondientes solicitan la aplicación 
del crédito. 

. . .” 

Artículo 133 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares que otorguen Microcréditos, podrán utilizar la 
tabla de estimaciones preventivas para riesgos crediticios que se contiene en el Anexo D, Apartado II,  inciso 
d) de las presentes disposiciones, siempre que acrediten a la Federación que las supervise de manera 
auxiliar, que cuentan con la tecnología e infraestructura necesaria para llevar a cabo tales operaciones y se 
ajusten a lo previsto en el presente artículo. 

Previo al otorgamiento de los Microcréditos, las Sociedades Financieras Populares deberán efectuar un 
análisis de la capacidad de pago del acreditado, conforme a los términos y condiciones que establezcan en su 
manual de crédito, para lo cual deberán observar como mínimo lo siguiente: 

I. Efectuar una visita de verificación o realizar una inspección ocular en el lugar donde el acreditado 
realice la actividad comercial, industrial o de servicios profesionales. 

En los casos en que la contratación para el otorgamiento de Microcrédito se celebre de manera no 
presencial, las Sociedades Financieras Populares deberán observar el procedimiento y límites 
previstos en la disposición 4ª Bis de las Disposiciones de carácter general a que se refiere el 
artículo 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular o las que las sustituyan. 

II. Realizar una consulta ante una Sociedad de Información Crediticia, en términos de lo previsto por 
el Título Cuarto, Capítulo IV de las presentes disposiciones. 

En el evento de que el crédito de que se trate se renueve o reestructure, deberá actualizarse el reporte 
emitido por la Sociedad de Información Crediticia del acreditado. 

La información contenida en las fracciones anteriores deberá contenerse en el expediente de crédito del 
acreditado.” 

“Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados” 

“Artículo 137.- El monto de las estimaciones preventivas para riesgos crediticios incluirá las estimaciones 
adicionales requeridas en diversas reglamentaciones, las ordenadas y reconocidas por la Comisión, debiendo 
reconocerse en los resultados del ejercicio del periodo que corresponda. 

Las estimaciones adicionales reconocidas por la Comisión a que se refiere el párrafo anterior son aquellas 
que se constituyen para cubrir riesgos que no se encuentran previstos en las diferentes metodologías de 
calificación de la cartera crediticia y sobre las que, previo a su constitución, las Sociedades Financieras 
Populares deberán informar a la Comisión lo siguiente: 

I. Origen de las estimaciones. 

II. Metodología para determinar las estimaciones. 

III. Monto de las estimaciones por constituir. 

IV. Tiempo que se considera serán necesarias las estimaciones. 
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Artículo 137 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir semestralmente, en los 
meses de junio y diciembre de cada año, estimaciones adicionales que reconozcan las potenciales pérdidas 
de valor por el paso del tiempo de los bienes adjudicados judicial o extrajudicialmente o recibidos en dación en 
pago, sean bienes muebles o inmuebles, así como derechos de cobro, de acuerdo con el procedimiento 
siguiente: 

I. En el caso de los derechos de cobro y bienes muebles, incluyendo valores de conformidad con lo 
establecido en la fracción II del Artículo 25 de las presentes disposiciones, se constituirán las 
estimaciones conforme a lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA DERECHOS DE COBRO Y BIENES MUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA 

ADJUDICACIÓN O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 6 0 % 

Más de 6 y hasta 12 10 % 

Más de 12 y hasta 18 20 % 

Más de 18 y hasta 24 45 % 

Más de 24 y hasta 30 60 % 

Más de 30 100 % 

 

El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de los derechos de cobro o al valor de los bienes 
muebles recibidos en dación en pago o adjudicados, obtenido conforme a los Criterios de 
Contabilidad. 

II. Tratándose de bienes inmuebles, se constituirán las estimaciones de acuerdo con lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA BIENES INMUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA ADJUDICACIÓN 

O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 12 0 % 

Más de 12 y hasta 24 10 % 

Más de 24 y hasta 30 15 % 

Más de 30 y hasta 36 25 % 

Más de 36 y hasta 42 30 % 

Más de 42 y hasta 48 35 % 

Más de 48 y hasta 54 40 % 

Más de 54 y hasta 60 50 % 

Más de 60 100 % 

 

El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de adjudicación de los bienes inmuebles obtenido 
conforme a los Criterios de Contabilidad. 

En caso de que valuaciones posteriores a la adjudicación o dación en pago resulten en el registro contable 
de una disminución en el valor de los derechos al cobro, así como de los bienes muebles o inmuebles, los 
porcentajes de estimaciones preventivas a que hace referencia el presente artículo podrán aplicarse sobre 
dicho valor ajustado.” 
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“Artículo 145.- Las Sociedades Financieras Populares deberán mantener niveles de liquidez mínimos en 
relación con sus operaciones pasivas de corto plazo. 

Para efectos de la presente regulación, se entenderá por “pasivos de corto plazo” a los pasivos cuyo plazo 
por vencer sea menor o igual a 30 días y los depósitos a la vista. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán mantener una posición de, por lo menos, el equivalente al 
10 por ciento de sus pasivos a corto plazo, invertidos en depósitos bancarios de dinero a la vista, así como en 
títulos bancarios, valores gubernamentales, otras inversiones en valores de deuda y en disponibilidades, cuyo 
plazo de vencimiento sea igual o menor a 30 días. 

La Comisión o la Federación correspondiente, siempre y cuando ésta lo informe a la propia Comisión, 
podrán incrementar el coeficiente de liquidez cuando a su juicio y tomando en cuenta los riesgos asumidos por 
la Sociedad Financiera Popular de que se trate, dicha medida se justifique.” 

Apartado H 

Diversificación de riesgos en las operaciones 

Artículo 146.- Las Sociedades Financieras Populares, para efectos de la diversificación de riesgos en sus 
operaciones, deberán observar lo siguiente: 

I. Diversificación de activos. 

Los Financiamientos y, de ser el caso, las garantías que otorgue una Sociedad Financiera Popular 
a una persona física no excederán del 3 por ciento de su capital neto. 

Los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una persona moral, así como 
a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, no excederán el 7 por ciento de 
su capital neto. 

Para efectos de la presente Sección, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a 
una persona física, aquéllos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los 
créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los parientes por consanguinidad 
en primer grado en línea recta ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina 
o concubinario del acreditado, cuando alguna de estas personas dependa económicamente de la 
persona que solicita el crédito. 

Asimismo, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a una sola persona moral 
aquellos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los créditos que la Sociedad 
Financiera Popular le haya otorgado a la persona o grupo de personas físicas y morales que actúen 
en forma concertada y ejerzan, directa o indirectamente, la administración a título de dueño, o el 
control de la persona moral acreditada; las personas morales que sean controladas, directa o 
indirectamente por el propio deudor, con independencia de que pertenezcan o no a un mismo 
Grupo Empresarial; las personas morales que pertenezcan al mismo Grupo Empresarial; y los 
créditos otorgados a los consejeros así como al Director o Gerente General de la persona moral 
que solicita el crédito. También se considerarán para efectos de este cómputo, los créditos que la 
Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los propietarios de más del 10 por ciento de las 
acciones con derecho a voto de la Sociedad Financiera Popular solicitante del crédito, así como 
aquellos créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a empresas donde la 
sociedad solicitante sea propietaria de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto. 

También estarán sujetos al límite del 7 por ciento los créditos que se otorguen a personas físicas 
que sean propietarias de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto de empresas 
que a su vez tengan créditos contratados con la Sociedad Financiera Popular, en cuyo caso 
también se considerará para efectos del citado límite a los créditos otorgados a dichas empresas, 
así como los créditos otorgados a los parientes por consanguinidad en primer grado en línea recta 
ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina o concubinario que sean 
dependientes económicos del solicitante del crédito. 

Dichos límites no serán aplicables en los casos en los que una Sociedad Financiera Popular 
otorgue préstamos de liquidez a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
así como a aquellas Sociedades Financieras Populares no afiliadas que supervise de manera 
auxiliar la propia Federación, siempre y cuando dichos créditos hayan sido descontados de su 
capital, de conformidad con lo dispuesto por la fracción III del artículo 36 de la Ley. 
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Los Financiamientos que cuenten con garantías incondicionales e irrevocables, que cubran el 
principal y los accesorios de ellos, constituidas con alguno de los medios referidos en los incisos a) 
a d) del Apartado I del Anexo D Bis de las presentes disposiciones, así como las otorgadas por 
alguno de los garantes a los que se refiere el Grupo I del Apartado IV del Anexo D de estas 
disposiciones, no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo a que esta fracción 
se refiere, pudiendo acumularse garantías múltiples de estos garantes. Asimismo, las garantías 
otorgadas por los garantes de los grupos II y III no computarán para efectos del límite de 
financiamiento máximo referido en la presente fracción, hasta por el equivalente al 75 por ciento del 
valor de dichas garantías, pudiendo también acumularse garantías múltiples de estos garantes. 

En todos los casos, los Financiamientos que una Sociedades Financieras Populares otorgue a una 
persona física o moral, así como a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
no podrán exceder del 10 por ciento de su capital neto. 

II. . . . 

Los recursos captados por la Sociedad Financiera Popular, provenientes de depósitos o préstamos 
otorgados por una sola persona o empresa no podrán representar más de una vez el capital neto 
de la Sociedad Financiera Popular. No les será aplicable este criterio a los pasivos contraídos con 
los fideicomisos públicos y fondos de fomento nacionales e internacionales, con las instituciones de 
banca múltiple establecidas en el país, ni con las instituciones de banca de desarrollo nacionales e 
internacionales. 

III. . . . 

La Comisión, a solicitud de la Sociedad Financiera Popular interesada, acompañada de la opinión 
de la Federación que ejerza sobre ella las facultades de supervisión auxiliar, podrá autorizar en 
casos excepcionales, operaciones específicas por montos superiores a los límites señalados en las 
fracciones I y II anteriores.” 

“Artículo 151.- Las Sociedades Financieras Populares, para la determinación de los requerimientos de 
capital por riesgo de crédito, deberán ajustarse al procedimiento siguiente: 

I. Clasificación de operaciones. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán clasificar sus activos y operaciones que originen 
pasivo contingente, en atención a la contraparte de la operación, con independencia del emisor del 
activo subyacente, en alguno de los grupos siguientes: 

a) Grupo 1. Caja; créditos al Gobierno Federal o con garantía expresa del propio Gobierno 
Federal y operaciones contingentes realizadas con las personas señaladas en este inciso; 
así como las demás operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras 
Populares sea alguna de las personas mencionadas en este grupo. 

b) Grupo 2. Depósitos, valores y créditos a cargo de, garantizados, avalados o negociados por 
instituciones de crédito y por casas de bolsa; créditos a cargo de o garantizados o avalados 
por fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fomento económico; 
créditos a cargo de organismos descentralizados del Gobierno Federal, así como las demás 
operaciones en donde la contraparte de las Sociedades Financieras Populares sea alguna 
de las personas mencionadas en este grupo. 

 Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las operaciones sujetas a riesgo de 
crédito con o a cargo de instituciones de banca de desarrollo en las que, conforme a sus 
respectivas leyes orgánicas, el Gobierno Federal responda en todo tiempo por dichas 
operaciones, tendrán una ponderación por riesgo de crédito de cero por ciento. 

c) Grupo 3. Créditos y demás activos que generen riesgo de crédito, en donde la contraparte 
de las Sociedades Financieras Populares sea distinta a las personas mencionadas en los 
grupos previstos en los incisos a) y b) anteriores. 

 . . . 

II. . . . 

III. . . . 

. . . 
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En el caso de préstamos para la adquisición o construcción de vivienda personal que cuenten con 
una garantía de cuando menos el 50 por ciento del saldo insoluto del préstamo otorgada por alguna 
entidad pública de fomento, para fines de los requerimientos de capitalización las Sociedades 
Financieras Populares considerarán la porción garantizada del crédito dentro del grupo 2 y la 
porción no garantizada restante dentro del grupo 3. 

. . . 

Tratándose de operaciones de reporto, las Sociedades Financieras Populares deberán determinar 
en forma previa a la ponderación por riesgo de crédito, el resultado de restar al saldo del deudor 
por reporto, el correspondiente valor razonable del colateral recibido en cada operación, a que se 
refieren los Criterios Contables contenidos en el Anexo E de las presentes Disposiciones. En caso 
de que el resultado obtenido sea positivo, dicha diferencia se multiplicará por la ponderación 
correspondiente al grupo de riesgo de la contraparte. 

Adicionalmente, para efectos de lo señalado en el presente artículo, las Sociedades Financieras Populares 
podrán deducir del monto total de cada crédito, hasta un 100 por ciento de los depósitos de dinero 
constituidos por el propio acreditado o por terceros que sean clientes en la Sociedad Financiera Popular, que 
cumplan con las condiciones para ser considerados una garantía en términos de lo dispuesto por el Anexo D, 
Apartado IV de las presentes disposiciones. El importe por deducir no podrá ser superior al saldo insoluto  del 
crédito. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán reconocer la cobertura proporcionada por 
Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas o por Esquema de Cobertura de Paso y Medida. A fin de 
determinar las ponderaciones correspondientes a las operaciones cubiertas por dichos esquemas, las 
Sociedades Financieras Populares deberán cumplir con lo siguiente: 

I. A la porción cubierta, la cual podrá ser de hasta el 100 por ciento, se le asignará la ponderación por 
riesgo correspondiente a la del Proveedor de Protección, mientras que al resto de la posición se le 
asignará la ponderación por riesgo de la contraparte subyacente, acorde con lo que a continuación 
se indica. Únicamente serán elegibles los siguientes Proveedores de Protección, tanto en el caso 
de Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas como en Esquemas de Cobertura en Paso y 
Medida o proporcionales: 

a) Grupo 1 (Ponderación del 0 %): 

1. Instituciones de banca de desarrollo. 

2. Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero o la que 
la sustituya. 

3. Fideicomisos públicos que formen parte del sistema financiero mexicano acorde con 
el artículo 3o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

4. Fideicomisos celebrados específicamente con la finalidad de compartir el riesgo de 
crédito, en los cuales actúen como fideicomitentes y fiduciarias las instituciones de 
banca de desarrollo que cuenten con garantía expresa del Gobierno Federal. 

5. El Fondo Nacional de Garantías de los Sectores Agropecuario, Forestal, Pesquero y 
Rural. 

6. Fondo Nacional de Infraestructura. 

7. Entidades de la Administración Pública Federal bajo control presupuestario directo, 
empresas productivas del Estado o programas derivados de una ley federal que 
formen parte del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

8. Fondos constituidos con recursos aportados como garantía por gobiernos estatales o 
municipales que sean líquidos e irrevocables a favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

b) Grupo 2 (Ponderación del 20 %): 

1. Instituciones de banca múltiple nacionales que cuenten con calificación de, al menos, 
grado de inversión en la escala nacional. 

2. Otras entidades integrantes del sistema financiero mexicano, incluyendo 
aseguradoras que cuenten, al menos, con grado de inversión en la escala nacional. 

3. Otras personas morales o entidades financieras internacionales que cuenten, al 
menos, con grado de inversión en la escala internacional. 

c) Grupo 3 (Ponderación del 100 %): 

1. Otros clientes de la misma Sociedad Financiera Popular. 
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II. En el caso de Esquemas de Coberturas de Primeras Pérdidas para portafolios de créditos, deberán 
sujetarse a lo siguiente: 

a) Si el importe de la referida cobertura es igual o superior a la suma de los requerimientos de 
capital de los créditos que conforman el portafolios, no se requerirá capital para la totalidad 
de los créditos individuales al no existir parte descubierta. Para la parte cubierta por el 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde con el riesgo de 
crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual a la suma de los 
requerimientos de capital de los créditos individuales. 

b) Si el monto de la cobertura es inferior a la citada suma de requerimientos de capital para los 
créditos individuales, la Sociedad Financiera Popular constituirá capital para la parte 
descubierta por un importe igual a la diferencia entre ambos conceptos. Para la parte 
cubierta por el Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas, se requerirá capital acorde 
con el riesgo de crédito ante el garante. En este caso, la parte cubierta es igual al valor del 
Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas. 

III. En el caso de garantías bajo el Esquema de Cobertura en Paso y Medida, en los que la garantía no 
cubra la totalidad de la exposición y, además, las porciones cubierta y no garantizada, tengan la 
misma prelación, se permitirán reducciones de requerimientos de capitalización totales de manera 
proporcional, es decir, la parte cubierta de la posición recibirá el tratamiento aplicable a garantías 
admisibles y el resto se considerará como no garantizada.” 

“Artículo 192.- Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con un manual de crédito aprobado 
por el Consejo de Administración a propuesta del comité de auditoría a que se refiere el Artículo 183 de estas 
disposiciones, al cual deberá sujetarse el Comité de Crédito o su equivalente. El manual deberá contener las 
estrategias, políticas y procedimientos de crédito, con los lineamientos mínimos en las etapas del proceso 
crediticio siguientes: 

I. . . . 

a) Las Sociedades Financieras Populares deberán establecer dentro del manual de crédito, 
metodologías para la evaluación, aprobación y otorgamiento de los distintos tipos de crédito 
debiendo observar en todo caso, según corresponda, lo siguiente: 

 1. a 6. . . . 

b) El Comité de Crédito o su equivalente, será la instancia responsable de la aprobación de los 
créditos solicitados a la Sociedad Financiera Popular, aunque podrá delegar sus funciones 
en subcomités ya sea regionales o por sucursales, siempre y cuando la existencia de dichos 
subcomités esté prevista en el manual de crédito de la Sociedad Financiera Popular, los 
cuales deberán estar integrados por funcionarios de la propia Sociedad Financiera Popular. 
Para dicha aprobación deberán seguir los lineamientos que al efecto se establezcan en el 
manual. 

c) Las Sociedades Financieras Populares podrán establecer en los manuales de crédito 
procesos de autorizaciones automáticas de créditos que permitan otorgar el crédito 
correspondiente a cualquier solicitante, siempre y cuando se reúnan las condiciones que se 
indican a continuación: 

1. . . . 

2. Identificación del solicitante, así como finalidad para la cual se solicita el crédito o, de 
ser el caso, características de los depósitos que el solicitante mantenga en la 
Sociedad Financiera Popular; 

3. . . . 

 Tratándose de créditos respecto de los cuales las Sociedades Financieras Populares 
cuenten con garantías al 100 por ciento constituidas con dinero en efectivo en 
términos de lo dispuesto por el Anexo D, Apartado IV de las presentes disposiciones, 
las Sociedades Financieras Populares quedarán relevadas de la obligación de contar 
con la aprobación del Comité de Crédito o su equivalente. Lo anterior, con base en 
los límites que al respecto establezca su Consejo de Administración. 

4. . . . 
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II. . . . 

a) Las Sociedades Financieras Populares, deberán llevar un control de la actividad crediticia, a 
través del Consejo de Vigilancia o Comisario o, de ser el caso, delegarla a un tercero que no 
tenga conflicto de interés con las áreas involucradas en el proceso de otorgamiento de 
crédito. El objetivo de esta función de control será verificar: 

1. y 2. . . . 

3. Que los funcionarios y empleados de la Sociedad Financiera Popular estén 
cumpliendo con las responsabilidades que les hayan sido encomendadas, sin 
exceder las facultades que les fueron delegadas. 

b) . . . 

1. Corroborar la entrega en tiempo y forma de los diversos archivos, reportes e 
informes entre los distintos funcionarios, áreas y órganos sociales involucrados en la 
actividad crediticia de la Sociedad Financiera Popular, así como la entrega de dichos 
documentos a las autoridades competentes. Lo anterior incluye comprobar que 
exista un adecuado control de los expedientes de crédito; 

2. Revisar que la calificación de la cartera crediticia se realice de acuerdo con la 
normatividad vigente y al manual de la Sociedades Financieras Populares. Esta 
revisión podrá efectuarse a través de un muestreo representativo de la cartera 
crediticia de la Sociedad Financiera Popular; 

3. . . . 

4. . . . 

5. Cerciorarse de que las áreas correspondientes den seguimiento individual y 
permanente a cada uno de los créditos de la Sociedad Financiera Popular y, de ser 
el caso, se cumpla con las distintas etapas que al efecto establezca el manual de 
crédito durante la vigencia de dichos créditos, y 

6. . . . 

c) . . . 

III. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán evaluar y dar seguimiento permanente a cada uno 
de los créditos de su cartera, incluyendo las garantías y a los garantes, debiendo tratar a estos 
últimos de la misma forma que a los acreditados. 

. . . 

IV. . . . 

. . . 

. . . 

. . . 

V. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán contar con sistemas automatizados de información 
de crédito, los cuales como mínimo deberán: 

a) a d) . . . 

VI. . . . 

Las Sociedades Financieras Populares deberán establecer las políticas y procedimientos para la 
integración de un expediente único por cada acreditado, el cual contendrá cuando menos la 
documentación e información que se detalla a continuación. 

. . . 

. . . 
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De la información que los acreditados proporcionen de manera periódica a las Sociedades 
Financieras Populares, deberá conservarse en el expediente respectivo, la que corresponda a los 
dos últimos ejercicios. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán designar personal responsable de integrar y 
actualizar los expedientes, así como de controlar el servicio de consulta de dichos expedientes. 

. . . 

. . . 

. . . 

a) . . . 

b) . . . 

1. a 3. . . . 

4. . . . 

i) Tratándose de personas morales, estados financieros internos (también 
deberán incluir estados financieros dictaminados en caso de que así lo 
indiquen las políticas de la Sociedad Financiera Popular) del acreditado y, de 
ser el caso, del avalista u obligado solidario, con firma autógrafa del 
representante legal, con una antigüedad no mayor a 180 días; 

ii) . . . 

iii) Documento que soporte el análisis llevado a cabo sobre la capacidad de pago 
del deudor y, de ser el caso, del avalista u obligado solidario; 

iv) . . . 

v) La documentación que acredite haber formulado ante una Sociedad de 
Información Crediticia una consulta previa, en términos de lo previsto por el 
Capítulo IV del Título Cuarto de las presentes disposiciones, así como la 
información sobre el historial del acreditado respecto del cumplimiento de sus 
obligaciones con la Sociedad Financiera Popular, y 

vi) . . . 

c) . . . 

d) Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los municipios, 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos 
de las entidades federativas y municipios, así como de cualquier otro ente público sobre las 
que dichas entidades federativas y municipios tengan control sobre sus decisiones o 
acciones, el expediente deberá contener, además de lo previsto en los incisos anteriores,  lo 
siguiente: 

1. Solicitud de crédito debidamente llenada y firmada, sea autógrafa o electrónicamente 
por servidor público facultado, o bien, la invitación a participar en el Financiamiento 
de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios o la que la sustituya. En ambos casos, las Sociedades Financieras 
Populares deberán hacer constar la evidencia y criterios que originaron dicho 
ofrecimiento. 

2. Estudios de crédito donde se analice al acreditado y avalista, cuando este último sea 
considerado en el proceso de calificación del crédito. 

3. Información financiera del acreditado. 

4. Autorizaciones de crédito por parte de la Sociedad Financiera Popular. 

5. Copia de la Ley de Ingresos y Presupuesto de Egresos o presupuestos modificados 
para gobiernos de las entidades federativas y municipios del ejercicio fiscal en el cual 
se documente el ingreso y destino del Financiamiento. 
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6. En el caso de gobiernos municipales, copia del acta de cabildo y del ejemplar del 
medio de difusión oficial de la entidad federativa que contenga el decreto del 
congreso local en el que conste la autorización para la contratación de créditos, 
conforme a lo establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios y en el Reglamento del Registro Público Único al que se 
refiere la citada Ley o los que los sustituyan. 

7. En el caso de gobiernos de las entidades federativas, copia del ejemplar de su medio 
de difusión oficial que contenga el decreto del congreso local en el que conste la 
autorización para la contratación de créditos, conforme a lo previsto en la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios y en el 
Reglamento del Registro Público Único al que se refiere la citada Ley o los que los 
sustituyan. 

8. Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar o ser fuente de 
pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente, así como, de ser el 
caso, copia del decreto en el que se ordene su constitución, y de la autorización del 
congreso local que permita la afectación de participaciones, aportaciones federales o 
ingresos locales en el referido fideicomiso de garantía o fuente de pago. 

9. Documento en el que conste que el crédito está inscrito en el Registro Público Único 
al que se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. Lo anterior, también será aplicable tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de dichos créditos. 

 En el caso de los créditos de corto plazo a los que se refiere la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, las 
Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor a 40 días 
naturales para integrar en el expediente crediticio, el documento en el que conste la 
inscripción en el registro mencionado en el párrafo que antecede. Tratándose de 
refinanciamientos y restructuraciones de créditos a los que se refiere el artículo 23 de 
la citada ley, las Sociedades Financieras Populares contarán con un plazo no mayor 
a 15 días naturales para llevar a cabo la integración del expediente establecida en el 
presente párrafo. Los plazos señalados se computarán a partir del día siguiente al 
que dichos créditos hayan sido contratados. 

 Como excepción a lo previsto en el párrafo anterior y una vez transcurridos los 
plazos señalados sin que se tenga la inscripción en el Registro Público Único a que 
se refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán 
contar con la solicitud de inscripción correspondiente, así como con evidencia de que 
requirieron al ente público dentro de los plazos y términos señalados en la citada ley, 
la inscripción del crédito en el referido Registro Público Único, entregando a dichos 
entes la información necesaria para ello. Sin perjuicio de lo anterior, cuando se 
cuente con la inscripción en dicho Registro Público Único, las Sociedades 
Financieras Populares deberán integrar el documento que lo demuestre en el 
expediente respectivo. 

 Adicionalmente, cuando se trate de créditos que correspondan a Deuda Estatal 
Garantizada en los términos de Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya, se deberá contar con la evidencia 
de la inscripción de la Deuda del Sector Público Federal en el Registro Público Único 
a que se refiere el artículo 49 de dicha ley. 

10. Documento que fundamente que el crédito está dentro del Techo de Financiamiento 
Neto en términos de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 
los Municipios o la que la sustituya, permitido al ente público, conforme a la 
publicación realizada por la Secretaría sobre los indicadores que comprende el 
Sistema de Alertas de los entes públicos al que se refiere la citada ley. 

11. Evidencia de que los créditos se encuentran registrados en la contabilidad de la 
cuenta pública del acreditado correspondiente, cuando así proceda. 
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12. Tratándose de los organismos autónomos de las entidades federativas y de los 
municipios, organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y municipios, así como 
cualquier otro ente público sobre el que las entidades federativas y los municipios 
tengan control sobre sus decisiones o acciones, información que permita evaluar la 
situación financiera del acreditado para fines de calificación crediticia y de acuerdo 
con las políticas internas de la Sociedad Financiera Popular, tal como estados 
financieros internos con firma autógrafa del representante legal o apoderado, así 
como los estados financieros dictaminados del acreditado correspondientes a los tres 
últimos ejercicios. 

13. Información que permita apreciar el comportamiento del acreditado en el 
cumplimiento de sus obligaciones crediticias con la Sociedad Financiera Popular, 
como son disposiciones, pagos realizados, renovaciones, reestructuras, quitas, 
adjudicaciones o daciones en pago, así como cualquier otra que soporte la 
calificación otorgada al crédito de que se trate. 

14. Actualización anual del reporte expedido por una Sociedad de Información Crediticia 
del solicitante del crédito y, de ser el caso, del obligado solidario, avalista o fiador. 

15. Informe del cumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato de crédito. 

16. Actualización trimestral de la situación del crédito en el Registro Público Único de 
conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios o la que la sustituya. 

17. Documento en el que conste la última situación del acreditado en el Sistema de 
Alertas, de conformidad con la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

18. Tratándose de créditos a entidades federativas y municipios que estén garantizados 
de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, el 
documento más reciente en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice 
la Secretaría del cumplimiento de los convenios para la contratación de la Deuda 
Estatal Garantizada conforme al artículo 40 de la citada ley por parte de la entidad 
federativa o municipio. 

 Asimismo, tratándose de los entes públicos a los que se refiere el artículo 47 de la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya, las Sociedades Financieras Populares deberán contar con el último 
documento en el que conste el seguimiento a la evaluación que realice la entidad 
federativa o municipio, según corresponda, del convenio a que se refiere dicho 
artículo. 

 Tratándose de créditos que las Sociedades Financieras Populares otorguen a la 
Ciudad de México, estas deberán contar con los últimos informes a los que alude la 
fracción VIII del artículo 33 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

e) Garantías. 

1. Documentación que deba recabarse con el fin de evidenciar la existencia de 
garantías a favor de la Sociedad Financiera Popular por el crédito otorgado e 
información relativa a la guarda, custodia y seguimiento que se dé respecto de 
dichas garantías, tales como: 

i) Avalúos de los bienes que garanticen el adeudo. 

 Las Sociedades Financieras Populares, en sus manuales de crédito, deberán 
prever que los avalúos sean elaborados en términos de lo dispuesto por la 
Ley de Transparencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado 
y conforme a lo establecido en el Anexo D Bis, Apartado VII de las presentes 
disposiciones. 

ii) Pólizas de seguros sobre las garantías en favor de la Sociedad Financiera 
Popular. 

iii) Certificado de libertad de gravamen de los bienes garantes. 
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2. Reportes de la Sociedad Financiera Popular sobre la verificación de la existencia, 
legitimidad, valor y demás características de las garantías. 

3. Tratándose de garantías otorgadas por organismos autónomos de las entidades 
federativas y de los municipios, organismos descentralizados, empresas de| 
participación estatal mayoritaria y fideicomisos de las entidades federativas y los 
municipios, así como de cualquier otro ente público sobre el que las entidades 
federativas y los municipios tengan control sobre sus decisiones o acciones, en 
adición a lo previsto con anterioridad, las Sociedades Financieras Populares deberán 
documentar lo siguiente: 

i) De ser el caso, la evidencia de la existencia de participaciones o aportaciones 
federales o ingresos locales como garantías o fuente de pago del crédito. 

ii) Para los casos en que se establezca un fideicomiso para garantizar y ser 
fuente de pago de las obligaciones, copia del contrato correspondiente así 
como, de ser el caso, copias del decreto en el que se ordene su constitución, 
y de la autorización del congreso local que permita la afectación de 
participaciones federales en el referido fideicomiso de garantía o de fuente de 
pago, conforme a lo establecido en el artículo 34, fracción II de la Ley de 
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya. 

f) Reestructuración. 

 La documentación relativa a la reestructura del crédito, que incluya: 

1. Las condiciones y la autorización de reestructura o, de ser el caso, del convenio 
judicial o de ambos. 

2. Información periódica del responsable de la cobranza judicial o extrajudicial del 
crédito, así como la documentación soporte correspondiente. 

g) Créditos castigados. 

1. Información que acredite que se agotaron las diferentes instancias de recuperación 
o, de ser el caso, la información necesaria de acuerdo con las políticas 
institucionales en la materia. 

2. Información mediante la cual las instancias correspondientes solicitan la aplicación 
del crédito. 

. . .” 

“Artículo 196 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares que otorguen Microcréditos, podrán utilizar la 
tabla de estimaciones preventivas para riesgos crediticios que se contiene en el Anexo D, Apartado II,  inciso 
d) de las presentes disposiciones, siempre que acrediten a la Federación que las supervise de manera 
auxiliar, que cuentan con la tecnología e infraestructura necesaria para llevar a cabo tales operaciones y se 
ajusten a lo previsto en el presente artículo. 

Previo al otorgamiento de los Microcréditos, las Sociedades Financieras Populares deberán efectuar un 
análisis de la capacidad de pago del acreditado, conforme a los términos y condiciones que establezcan en su 
manual de crédito, para lo cual deberán observar como mínimo lo siguiente: 

I. Efectuar una visita de verificación o realizar una inspección ocular en el lugar donde el acreditado 
realice la actividad comercial, industrial o de servicios profesionales. 

 En los casos en que la contratación para el otorgamiento de Microcrédito se celebre de manera no 
presencial, las Sociedades Financieras Populares deberán observar el procedimiento y límites 
previstos en la disposición 4ª Bis de las Disposiciones de carácter general a que se refiere el 
artículo 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular o las que las sustituyan. 

II. Realizar una consulta ante una Sociedad de Información Crediticia, en términos de lo previsto por 
el Título Cuarto, Capítulo IV de las presentes disposiciones. 

En el evento de que el crédito de que se trate se renueve o reestructure, deberá actualizarse el reporte 
emitido por la Sociedad de Información Crediticia del acreditado. 

La información contenida en las fracciones anteriores deberá contenerse en el expediente de crédito  del 
acreditado.” 
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“Apartado F 

Provisionamiento de cartera crediticia y bienes adjudicados” 

“Artículo 201 Bis.- El monto de las estimaciones preventivas para riesgos crediticios incluirá las 
estimaciones adicionales requeridas en diversas reglamentaciones y las ordenadas y reconocidas por la 
Comisión, debiendo reconocerse en los resultados del ejercicio del periodo que corresponda. 

Las estimaciones adicionales reconocidas por la Comisión a que se refiere el párrafo anterior son aquellas 
que se constituyen para cubrir riesgos que no se encuentran previstos en las diferentes metodologías de 
calificación de la cartera crediticia y sobre las que, previo a su constitución, las Sociedades Financieras 
Populares deberán informar a la Comisión lo siguiente: 

I. Origen de las estimaciones. 

II. Metodología para determinar las estimaciones. 

III. Monto de las estimaciones por constituir. 

IV. Tiempo que se considera serán necesarias las estimaciones. 

Artículo 202.- Las Sociedades Financieras Populares deberán constituir semestralmente, en los meses de 
junio y diciembre de cada año, estimaciones adicionales que reconozcan las potenciales pérdidas de valor por 
el paso del tiempo de los bienes adjudicados judicial o extrajudicialmente o recibidos en dación en pago, sean 
bienes muebles o inmuebles, así como derechos de cobro, de acuerdo con el procedimiento siguiente: 

I. En el caso de los derechos de cobro y bienes muebles, incluyendo valores de conformidad con lo 
establecido en la fracción II del Artículo 25 de las presentes Disposiciones, se constituirán las 
estimaciones conforme a lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA DERECHOS DE COBRO Y BIENES MUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA 
ADJUDICACIÓN O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 6 0 % 

Más de 6 y hasta 12 10 % 

Más de 12 y hasta 18 20 % 

Más de 18 y hasta 24 45 % 

Más de 24 y hasta 30 60 % 

Más de 30 100 % 

 
El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de los derechos de cobro o al valor de los bienes 
muebles recibidos en dación en pago o adjudicados, obtenido conforme a los Criterios de 
Contabilidad. 

II. Tratándose de bienes inmuebles, se constituirán las estimaciones de acuerdo con lo siguiente: 

ESTIMACIONES PARA BIENES INMUEBLES 

TIEMPO TRANSCURRIDO A PARTIR DE LA ADJUDICACIÓN 
O DACIÓN EN PAGO (MESES) 

PORCENTAJE DE RESERVA 

Hasta 12 0 % 

Más de 12 y hasta 24 10 % 

Más de 24 y hasta 30 15 % 

Más de 30 y hasta 36 25 % 

Más de 36 y hasta 42 30 % 

Más de 42 y hasta 48 35 % 

Más de 48 y hasta 54 40 % 

Más de 54 y hasta 60 50 % 

Más de 60 100 % 

 
El monto de estimaciones a constituir será el resultado de aplicar el porcentaje que corresponda 
conforme a la tabla inmediata anterior, al valor de adjudicación de los bienes inmuebles obtenido 
conforme a los Criterios de Contabilidad. 

En caso de que valuaciones posteriores a la adjudicación o dación en pago resulten en el registro contable 
de una disminución en el valor de los derechos al cobro, así como bienes muebles o inmuebles, los 
porcentajes de estimaciones preventivas a que hace referencia el presente artículo podrán aplicarse sobre 
dicho valor ajustado. 
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Apartado G 

Lineamientos en materia de coeficiente de liquidez 

Artículo 203.- Las Sociedades Financieras Populares deberán mantener niveles de liquidez mínimos en 
relación con sus operaciones pasivas de corto plazo. 

Para efectos de la presente regulación, se entenderá por “pasivos de corto plazo” a los pasivos cuyo plazo 
por vencer sea menor o igual a 30 días y los depósitos a la vista. 

Las Sociedades Financieras Populares deberán mantener una posición de, por lo menos, el equivalente al 
10 por ciento de sus pasivos a corto plazo, invertidos en depósitos bancarios de dinero a la vista, así como en 
títulos bancarios, valores gubernamentales, otras inversiones en valores de deuda y en disponibilidades, cuyo 
plazo de vencimiento sea igual o menor a 30 días. 

La Comisión o la Federación correspondiente, siempre y cuando ésta lo informe a la propia Comisión, 
podrán incrementar el coeficiente de liquidez cuando a su juicio y tomando en cuenta los riesgos asumidos por 
la Sociedad Financiera Popular de que se trate, dicha medida se justifique.” 

Apartado H 

Diversificación de riesgos en las operaciones 

Artículo 204.- Las Sociedades Financieras Populares, para efectos de la diversificación de riesgos en sus 
operaciones, deberán observar lo siguiente: 

I. Diversificación de activos. 

Los Financiamientos y, de ser el caso, las garantías que otorgue una Sociedades Financieras 
Populares a una persona física no excederán del 3 por ciento de su capital neto. 

Los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una persona moral, así como 
a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, no excederán el 7 por ciento de 
su capital neto. 

Para efectos de la presente Sección, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a 
una persona física, aquéllos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los 
créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los parientes por consanguinidad 
en primer grado en línea recta ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina 
o concubinario del acreditado, cuando alguna de estas personas dependa económicamente de la 
persona que solicita el crédito. 

Asimismo, se considerará dentro del cómputo de créditos otorgados a una sola persona moral 
aquellos que representen un “Riesgo Común”, entendiendo como tal los créditos que la Sociedad 
Financiera Popular le haya otorgado a la persona o grupo de personas físicas y morales que actúen 
en forma concertada y ejerzan, directa o indirectamente, la administración a título de dueño, o el 
control de la persona moral acreditada; las personas morales que sean controladas, directa o 
indirectamente por el propio deudor, con independencia de que pertenezcan o no a un mismo 
Grupo Empresarial; las personas morales que pertenezcan al mismo Grupo Empresarial; y los 
créditos otorgados a los consejeros así como al Director o Gerente General de la persona moral 
que solicita el crédito. También se considerarán para efectos de este cómputo, los créditos que la 
Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a los propietarios de más del 10 por ciento de las 
acciones con derecho a voto de la Sociedad Financiera Popular solicitante del crédito, así como 
aquellos créditos que la Sociedad Financiera Popular le haya otorgado a empresas donde la 
sociedad solicitante sea propietaria de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto. 

También estarán sujetos al límite del 7 por ciento los créditos que se otorguen a personas físicas 
que sean propietarias de más del 50 por ciento de las acciones con derecho a voto de empresas 
que a su vez tengan créditos contratados con la Sociedad Financiera Popular, en cuyo caso 
también se considerará para efectos del citado límite a los créditos otorgados a dichas empresas, 
así como los créditos otorgados a los parientes por consanguinidad en primer grado en línea recta 
ascendente o descendente y, de ser el caso, al cónyuge, concubina o concubinario que sean 
dependientes económicos del solicitante del crédito. 

Dichos límites no serán aplicables en los casos en los que una Sociedad Financiera Popular 
otorgue préstamos de liquidez a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, 
así como a aquellas Sociedades Financieras Populares no afiliadas que supervise de manera 
auxiliar la propia Federación, siempre y cuando dichos créditos hayan sido descontados de su 
capital, de conformidad con lo dispuesto por la fracción III del artículo 36 de la Ley. 

Los Financiamientos que cuenten con garantías incondicionales e irrevocables, que cubran el 
principal y los accesorios de ellos, constituidas con alguno de los medios referidos  en el Anexo D 
Bis, Apartado I, incisos a) a d) de las presentes disposiciones, así como las otorgadas por alguno 
de los garantes a los que se refiere el Grupo I del Apartado IV del Anexo D de estas disposiciones, 
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no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo a que esta fracción se refiere, 
pudiendo acumularse garantías múltiples de estos garantes. Asimismo, las garantías otorgadas por 
los garantes de los grupos II y III no computarán para efectos del límite de financiamiento máximo 
referido en la presente fracción, hasta por el equivalente al 75 por ciento del valor de dichas 
garantías, pudiendo también acumularse garantías múltiples de estos garantes. 

En todos los casos, los Financiamientos que una Sociedad Financiera Popular otorgue a una 
persona moral, así como a las Sociedades Financieras Populares afiliadas a su Federación, no 
podrán exceder del 10 por ciento de su capital neto. 

II. . . . 

Los recursos captados por la Sociedad Financiera Popular, provenientes de depósitos o préstamos 
otorgados a la Sociedad Financiera Popular por una sola persona o empresa no podrán representar 
más de una vez el capital neto de la Sociedad Financiera Popular. No les será aplicable este 
criterio a los pasivos contraídos con los fideicomisos públicos y fondos de fomento nacionales e 
internacionales, con las instituciones de banca múltiple establecidas en el país, ni con las 
instituciones de banca de desarrollo nacionales e internacionales. 

III. . . . 

La Comisión, a solicitud de la Sociedad Financiera Popular interesada, acompañada de la opinión 
de la Federación que ejerza sobre ella las facultades de supervisión auxiliar, podrá autorizar en 
casos excepcionales, operaciones específicas por montos superiores a los límites señalados en las 
fracciones I y II del presente artículo.” 

“Artículo 207 Bis.- La Comisión, en el caso de créditos otorgados a entes públicos a los que se refiere la 
Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya, podrá ordenar 
la constitución y mantenimiento de estimaciones preventivas adicionales a las derivadas del proceso de 
calificación, por el 100 por ciento del saldo del adeudo del crédito, cuando no se contenga en los expedientes 
correspondientes o no pueda ser probado por las Sociedades Financieras Populares lo siguiente: 

I. Documento en el que conste que el crédito está inscrito en el Registro Público Único al que se 
refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya. Lo anterior, también será aplicable tratándose de refinanciamientos y restructuraciones 
de dichos créditos. 

II. Documento que fundamente que el crédito está dentro del Techo de Financiamiento Neto en 
términos Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la 
sustituya, permitido al ente público, conforme a la publicación realizada por la Secretaría sobre los 
indicadores que comprende el Sistema de Alertas de los entes públicos al que se refiere dicha ley.” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo por lo referido en los Artículos SEGUNDO y TERCERO Transitorios siguientes. 

SEGUNDO.- Para efectos de la constitución de las estimaciones adicionales para bienes adjudicados y 
recibidos en dación en pago, revelación de información financiera y comparación de estados financieros, 
conforme a lo previsto en la presente Resolución, las Sociedades Financieras Populares y las Sociedades 
Financieras Comunitarias deberán observar lo siguiente: 

I. A más tardar al 30 de junio de 2022, reconocer en el capital contable registrado en el balance 
general, dentro del resultado de ejercicios anteriores, el efecto financiero acumulado inicial derivado 
de la utilización de las metodologías referidas en el Apartado D de la Sección Primera,  el Apartado 
F de la Sección Segunda, el Apartado F de la Sección Tercera y el Apartado F de la Sección 
Cuarta, todos ellos del Capítulo III del Título Cuarto que se reforman con el presente instrumento. 
Lo anterior, con el fin de constituir el monto total de estimaciones para bienes adjudicados y 
recibidos en dación en pago. 

II. Dentro del año siguiente a la entrada en vigor de esta Resolución, revelar en los correspondientes 
estados financieros trimestrales y anuales, así como en cualquier comunicado público de 
información financiera, como mínimo, lo siguiente: 

a) Que realizaron el reconocimiento del efecto financiero acumulado inicial que se deriva de la 
primera aplicación de la metodología referida en las presentes disposiciones, de 
conformidad con el presente Artículo Transitorio; 

b) Una explicación detallada del registro contable efectuado para el reconocimiento del efecto 
financiero acumulado inicial; 

c) Los importes que se hayan registrado y presentado, tanto en el balance general como en el 
estado de resultados, de haber efectuado el reconocimiento del efecto financiero acumulado 
inicial en los resultados del ejercicio.; 
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d) Una explicación detallada sobre los rubros y montos por los cuales se realizó la afectación 
contable, y 

e) Un comparativo entre los importes de las estimaciones para bienes adjudicados y recibidos 
en dación en pago, calculadas con las metodologías que a que se refiere el presente 
instrumento, contra las estimaciones para bienes adjudicados y recibidos en dación en pago 
utilizadas con anterioridad a la entrada en vigor de esta Resolución. 

Para efectos de las fracciones I y II anteriores, se entenderá por “efecto financiero acumulado inicial” a la 
diferencia que resulte de comparar a una misma fecha y valor del bien adjudicado y recibido en dación en 
pago, las estimaciones constituidas en los estados financieros con la metodología anterior, contra las 
metodologías referidas previamente. 

TERCERO.- Las Sociedades Financieras Populares y las Sociedades Financieras Comunitarias, a fin de 
constituir el monto total de estimaciones preventivas para riesgos crediticios que se derivan de la utilización  
de las metodologías referidas en el Anexo D que se sustituye con el presente instrumento, deberán observar 
lo siguiente: 

I. Reconocer en el capital contable, dentro del resultado de ejercicios anteriores, el efecto financiero 
inicial derivado de la aplicación de las metodologías citadas en el primer párrafo de este Artículo 
Transitorio. Para efectos de la presente fracción, se entenderá por “efecto financiero inicial” a la 
diferencia que resulte de restar, en la misma fecha, las estimaciones que se deberán constituir por 
el saldo de la cartera aplicando la metodología antes referida al 1 de julio de 2022, menos las 
estimaciones que se tendrían por el saldo de dicha cartera, con la metodología vigente al 30 de 
junio de 2022. 

II. Reconocer en los resultados del ejercicio 2022, la diferencia que resulte cuando el monto de las 
estimaciones a constituir por la aplicación de la metodología vigente a partir del 1 de julio de 2022, 
sea mayor al saldo del rubro de resultado de ejercicios anteriores. 

III. Liberar el excedente cuando las estimaciones preventivas para riesgos crediticios que tuvieran 
constituidas con anterioridad al 1 de julio de 2022, fueran mayores al 100 por ciento del monto 
requerido conforme a la metodología vigente a partir del 1 de julio de 2022, llevando a cabo 
cualquiera de las siguientes acciones: 

a) Apegarse a lo previsto en los Criterios de Contabilidad a que se refiere el Artículo 211 de las 
“Disposiciones de carácter general aplicables a las entidades de ahorro y crédito popular, 
organismos de integración, sociedades financieras comunitarias y organismos de 
integración financiera rural, a que se refiere la Ley de Ahorro y Crédito Popular” vigentes 
antes de la entrada en vigor de la presente Resolución. 

b) Conservar el excedente indicado en el primer párrafo de la presente fracción, hasta en tanto 
no se liquiden, quebranten, renueven o reestructuren los créditos que les dieron origen. Una 
vez liquidados, quebrantados, renovados o reestructurados dichos créditos, las Sociedades 
Financieras Populares y las Sociedades Financieras Comunitarias deberán liberar el 
excedente conforme a los Criterios de Contabilidad. 

IV. Revelar en los estados financieros trimestrales y anuales, así como en cualquier comunicado 
público de información financiera, como mínimo lo siguiente: 

a) Que realizaron el reconocimiento del efecto financiero acumulado derivado de la aplicación 
de las metodologías referidas en la presente resolución de conformidad con las fracciones I 
a III del presente Artículo Transitorio; 

b) Una explicación detallada del registro contable efectuado para el reconocimiento del citado 
efecto; 

c) Los importes que se hayan registrado y presentado, tanto en el balance general como en el 
estado de resultados de haber efectuado el reconocimiento del efecto antes mencionado en 
los resultados del ejercicio; 

d) Una explicación detallada sobre los rubros y montos por los cuales se realizó la afectación 
contable, y 

e) El comparativo entre los importes de las estimaciones preventivas para riesgos crediticios, 
calculados con las metodologías a que se refiere el presente instrumento, contra las 
estimaciones preventivas determinadas conforme a la metodología vigente con anterioridad 
a la entrada en vigor de esta Resolución. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 24 de junio de 2021.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores: Presidente, Juan 
Pablo Graf Noriega.- Rúbrica. 
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ANEXO D 

PROCEDIMIENTO PARA LA CALIFICACIÓN Y CONSTITUCIÓN DE ESTIMACIONES PREVENTIVAS 

I. Cartera crediticia de consumo 

Las Sociedades Financieras Populares deberán calificar y constituir las estimaciones preventivas 
correspondientes a su cartera crediticia de consumo, con cifras al último día de cada mes 
calendario, ajustándose al procedimiento siguiente: 

a) Deberán clasificar la totalidad de su cartera crediticia de consumo, en función del número de 
días de retraso o mora transcurridos a partir del día de la primera amortización del crédito, 
que no haya sido cubierta por el acreditado a la fecha de la calificación. 

b) Por cada estrato, deberán mantenerse y, de ser el caso, constituir las estimaciones 
preventivas que resulten de aplicar al importe total de su cartera crediticia de consumo, 
incluyendo los intereses que generan los porcentajes de provisionamiento que se indican a 
continuación: 

Días de mora 

Tipo I 
Tipo II 

(Zona marginada) 

Porcentaje (%) de 
estimaciones preventivas 

Porcentaje (%) de 
estimaciones preventivas 

0 1 1 

1 a 7 4 1 

8 a 30 15 4 

31 a 60 30 30 

61 a 90 50 60 

91 a 120 75 80 

121 a 180 90 90 

181 o más 100 100 

 

Se entenderá por cartera crediticia de consumo tipo II, a los créditos otorgados a personas que 
residan en una zona marginada. 

En todo caso, el monto sujeto a la calificación no deberá incluir los intereses devengados no 
cobrados, registrados en balance, de créditos que estén en cartera vencida. 

II. Cartera crediticia comercial 

Las Sociedades Financieras Populares deberán calificar y constituir las estimaciones preventivas 
correspondientes a su cartera crediticia comercial, con cifras al último día de cada mes calendario, 
ajustándose al procedimiento siguiente: 

a) Deberán clasificar la totalidad de su cartera crediticia comercial, en función del número de 
días de retraso o mora transcurridos a partir del día de la primera amortización del crédito 
que no haya sido cubierta por el acreditado a la fecha de la calificación. 

b) Por cada estrato, deberán mantenerse y, de ser el caso, constituir las estimaciones 
preventivas que resulten de aplicar al importe total de su cartera crediticia comercial el 
porcentaje de estimaciones que corresponda conforme a la Tabla a que se refiere el inciso 
c) del presente apartado. 

c) Deberán clasificar su cartera crediticia conforme a lo siguiente: 

1. Cartera 1, aquella cartera crediticia cuyos créditos no han sido sujetos de una 
reestructuración como resultado de su emproblemamiento. 

2. Cartera 2, aquella cartera crediticia cuyos créditos han sido reestructurados con 
motivo de su emproblemamiento, se provisionarán utilizando los porcentajes de la 
columna que se identifica como “Cartera 2”. 
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Para efectos de lo establecido en los numerales 1 y 2 anteriores, se entenderá como créditos 
emproblemados, a aquellos créditos comerciales respecto de los cuales se determina que, con 
base en información y hechos actuales, así como en el proceso de revisión de los créditos, existe 
una probabilidad considerable de que no se podrán recuperar en su totalidad, tanto su monto de 
principal como de intereses, conforme a lo establecido en el contrato. Tanto, la cartera vigente 
como la vencida son susceptibles de identificarse como cartera emproblemada. 

Días de mora 

Porcentaje (%) de estimaciones 
preventivas 

Cartera 1 

Porcentaje (%) de 
estimaciones preventivas 

Cartera 2 

0 0.50 10 

1 a 30 2.5 10 

31 a 60 15 30 

61 a 90 30 40 

91 a 120 40 50 

121 a 150 60 70 

151 a 180 75 95 

181 a 210 85 100 

211 a 240 95 100 

Más de 240 100 100 

 

 En todo caso, el monto sujeto a la calificación no deberá incluir los intereses devengados no 
cobrados, registrados en balance, de créditos que estén en cartera vencida. 

d) Tratándose de Microcréditos, las Sociedades Financieras Populares aplicarán a los montos 
que resulten del procedimiento descrito en el inciso a) de la presente fracción, los 
porcentajes de provisionamiento que se indican en la siguiente tabla, manteniendo y, de ser 
el caso, constituyendo para cada estrato las estimaciones preventivas correspondientes: 

Días de mora 

Tipo I 
Tipo II 

(Zona marginada) 

Porcentaje (%) de 
estimaciones preventivas 

Porcentaje (%) de 
estimaciones preventivas 

0 a 7 1 1 

8 a 30 5 2.5 

31 a 60 20 20 

 
61 a 90 40 50 

91 a 120 70 80 

más de 120 100 100 

 

 Se entenderá por cartera crediticia comercial tipo II, a los créditos otorgados a personas que 
residan en una zona marginada. 

III. Cartera crediticia de vivienda 

 Las Sociedades Financieras Populares deberán calificar y constituir las estimaciones preventivas 
correspondientes a su cartera crediticia de vivienda, con cifras al último día de cada mes 
calendario, ajustándose al procedimiento siguiente: 

a) Deberán clasificar la totalidad de su cartera crediticia de vivienda, en función del número de 
días de retraso o mora transcurridos a partir del día de la primera amortización del crédito, 
que no haya sido cubierta por el acreditado a la fecha de la calificación. 
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b) Por cada estrato, deberán mantenerse y, de ser el caso, constituir las estimaciones 
preventivas que resulten de aplicar al importe total de su cartera crediticia de vivienda, 
incluyendo los intereses que generan los porcentajes de provisionamiento que se indican a 
continuación: 

Días de mora 
Porcentaje (%) de 

estimaciones preventivas 

0 0.35 

1 a 30 1.05 

31 a 60 2.45 

61 a 90 8.75 

91 a 120 17.50 

121 a 150 33.25 

151 a 180 34.30 

181 a 1460 70 

Más de 1460 100 

 

 En todo caso, el monto sujeto a la calificación no deberá incluir los intereses devengados no 
cobrados, registrados en balance, de créditos que estén en cartera vencida. 

 Las Sociedades Financieras Populares podrán constituir las estimaciones preventivas a que se 
refiere el presente Apartado III, para la parte del monto de sus créditos que se encuentre cubierta 
con garantías hipotecarias debidamente registradas a su nombre, siéndole aplicable el porcentaje 
que corresponda conforme a la tabla anterior, mientras que a la parte descubierta le corresponderá 
un porcentaje de 100 por ciento, sin que sea aplicable el reconocimiento de garantías inmobiliarias 
previsto en el Apartado IV del presente Anexo. 

 En aquellos créditos destinados a la remodelación o mejoramiento de vivienda que no cuenten con 
una garantía hipotecaria debidamente registrada a nombre de la Sociedad Financiera Popular, para 
calificar y constituir las estimaciones preventivas correspondientes, deberán aplicar la tabla a que 
se refiere la Apartado I del presente Anexo. 

IV. Ajustes a las estimaciones preventivas y reconocimiento de garantías 

 Las Sociedades Financieras Populares solo podrán reconocer reducciones en los días de mora de 
los créditos que hayan sido objeto de reestructuración o renovación, una vez que exista pago 
sostenido, de conformidad con lo establecido en los Criterios de Contabilidad. Al efectuar dichas 
modificaciones, se ajustarán a las políticas que para tal efecto hubiere aprobado la propia Sociedad 
Financiera Popular. 

 Cuando las Sociedades Financieras populares cuenten con garantías que cumplan con lo previsto 
en el Anexo D Bis, Apartado I de las presentes disposiciones, podrán reducir el porcentaje de 
estimaciones preventivas del crédito o créditos de que se trate, debiendo tomar las medidas 
necesarias para que pueda adjudicarse y ejecutar la garantía en el momento en que se presenten 
incumplimientos por parte del acreditado, que lo coloquen en cartera vencida, de conformidad con 
lo establecido en los Criterios Contables. La parte descubierta mantendrá el porcentaje de 
estimaciones preventivas que le corresponda. 

 Las Sociedades Financieras Populares solo podrán reconocer reducciones en los días de mora 
derivados de la aplicación de garantías personales y reales no financieras de los créditos que 
hayan sido objeto de reestructuración o renovación cuando exista pago sostenido, y deberán tomar 
las medidas necesarias para que pueda adjudicarse y ejecutar la garantía en el momento en que se 
presenten incumplimientos por parte del acreditado, que lo coloquen en cartera vencida, de 
conformidad con lo establecido en los Criterios Contables. En caso de que las gestiones para la 
adjudicación y ejecución de la garantía no den inicio al momento en que el crédito sea clasificado 
como cartera vencida, las Sociedades Financieras Populares deberán dejar de reconocer la 
cobertura proporcionada por dicha garantía y asignarán las estimaciones preventivas que 
correspondan a los días de mora registrados. 
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 Las garantías constituidas en términos del párrafo anterior, podrán cubrir la totalidad o un 
determinado porcentaje del saldo insoluto de uno o más créditos y, siempre y cuando, en los 
contratos de depósito o en las modificaciones a estos se prevea que no existe la posibilidad de 
hacer retiros o disponer de las referidas garantías durante la vigencia de los créditos y que estos se 
podrán cubrir con cargo a tales depósitos o valores. 

 Las Sociedades Financieras Populares, al calificar créditos que cuenten con 2 o más garantías, 
podrán reconocer la cobertura de dichas garantías considerando lo siguiente: 

a) Determinarán la parte del saldo que se encuentre cubierta por 2 o más garantías, ya sea 
que se trate de medios de pago con liquidez inmediata, garantías no financieras o 
Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de Primeras 
Pérdidas, así como la porción expuesta o no cubierta en los términos descritos. 

b) La parte cubierta del saldo del crédito se podrá dividir en 2 o más segmentos, en función del 
tipo de garantías que se hubieren otorgado, siempre y cuando se ajusten a lo siguiente: 

1. Si se cuenta con 2 o más Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de 
Cobertura de Primeras Pérdidas, cada garante debe responder por la parte 
garantizada del saldo del crédito, siempre que no existan entre los propios garantes 
excepciones o defensas de prelación de orden al cobro. 

2. Si se cuenta con 2 o más garantías constituidas con medios de pago con liquidez 
inmediata o garantías no financieras, cada una de ellas debe cubrir la parte 
garantizada del saldo del crédito, siempre que se haya pactado de manera expresa 
en los contratos que den origen a la garantía la parte del crédito que quedará 
garantizada con cada bien gravado. 

3. Tratándose de combinaciones de Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o 
Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas y medios de pago con liquidez 
inmediata o garantías no financieras, se podrán considerar cada una de las mismas, 
siempre que estas sean ejecutables al momento de la calificación y cumplan con los 
requisitos establecidos en los incisos a) y b) del presente Apartado. 

Al recibir garantías cuya validez esté sujeta al cumplimiento de términos y condiciones por parte de 
la Sociedad Financiera Popular acreedora de la garantía y esta última incumpla dichos términos y 
condiciones, no deberá considerarse la garantía para efectos de lo establecido en el presente 
Apartado. 

Las Sociedades Financieras Populares en ningún caso podrán tomar simultáneamente Esquemas 
de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas y medios de pago 
con liquidez inmediata o garantías no financieras de un mismo garante. 

Las Sociedades Financieras Populares podrán optar por no reconocer las garantías si con ello 
resultan mayores estimaciones preventivas. 

El saldo del crédito para efectos de la calificación de cartera no deberá considerar los intereses 
devengados no cobrados de los créditos que se encuentren en cartera vencida, ya que estos se 
reservarán por separado aplicando un 100 % de estimación. 

Tratándose de garantías constituidas con los medios de pago con liquidez inmediata previstos en el 
Anexo D Bis, Apartado I, incisos a), b), c) y d) de las presentes disposiciones, con cargo a los 
cuales pueda asegurarse la aplicación de dichos recursos a la totalidad del saldo insoluto o a un 
determinado porcentaje del saldo insoluto del crédito, las Sociedades Financieras Populares 
podrán exceptuar a la parte cubierta del crédito con dichas garantías de la constitución de 
estimaciones preventivas. 

Tratándose de garantías constituidas con los medios de pago con liquidez inmediata previstos en el 
Anexo D Bis, Apartado I, incisos e) y f) de las presentes disposiciones, con cargo a los cuales 
pueda asegurarse la aplicación de dichos recursos a la totalidad del saldo insoluto o, de ser el 
caso, a un determinado porcentaje del saldo insoluto del crédito, las Sociedades Financieras 
Populares constituirán por la parte cubierta las estimaciones que correspondan al porcentaje de 0.5 
por ciento. 

En caso de que las Sociedades Financieras Populares sean beneficiarias bajo el Esquema de 
Cobertura de Primeras Pérdidas para un crédito o para un portafolio de créditos identificados y con 
características similares, deberán aplicar el procedimiento siguiente: 

a) De ser el caso, asegurar que los créditos que conforman el portafolio cubierto por la 
garantía recibida se encuentren claramente identificados y tengan características similares. 
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b) Calcular el requerimiento de estimaciones para el crédito, o bien para cada uno de los 
créditos del portafolios cubierto conforme a las metodologías descritas en las fracciones I a 
IV del presente Anexo, según corresponda, y tratándose de portafolios de crédito, sumar los 
resultados de cada uno de los créditos para determinar el requerimiento de estimaciones 
totales de dicho portafolios. 

c) Las estimaciones totales calculadas conforme al inciso b) anterior, deberán compararse con 
el valor de los Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas correspondientes, a fin de 
ajustarse a lo siguiente: 

1. Si el valor de Los Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas es mayor o igual 
que el requerimiento de estimaciones totales para el crédito o para el portafolio de 
créditos antes del reconocimiento de las propias garantías, la Sociedad Financiera 
Popular únicamente constituirá las estimaciones que resulten de multiplicar el 
porcentaje de estimaciones que corresponda al proveedor de la cobertura, de 
conformidad con el presente Anexo, por el monto de las estimaciones requeridas 
para el crédito o portafolio de créditos. 

2. Si el valor de los Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas es menor que el 
requerimiento de estimaciones totales del crédito o del portafolios de créditos antes 
del reconocimiento de las propias garantías, la Sociedad Financiera Popular deberá 
constituir estimaciones para la parte descubierta hasta por el importe necesario para 
alcanzar la totalidad de las estimaciones requeridas, mientras que para la parte 
cubierta deberán constituir las estimaciones que resulten de multiplicar el porcentaje 
de estimaciones que corresponda al proveedor de la cobertura, de conformidad con 
el presente Anexo, por el monto de la garantía. 

 Para que las Sociedades Financieras Populares puedan reconocer las garantías y asignar la 
reserva correspondiente a los tramos cubiertos del crédito o del portafolio, deberá existir 
evidencia de cumplimiento de los términos y condiciones establecidos por los garantes en 
relación con la información que estos requieran, así como el cumplimiento de los procesos 
que se establezcan en los contratos correspondientes. 

Tratándose de Esquemas de Cobertura en Paso y Medida, la Sociedad Financiera Popular deberá 
separar la parte cubierta del crédito o del portafolios cubierto, de la parte descubierta, asignando a 
la primera de ellas el porcentaje de estimaciones que corresponda al proveedor de la cobertura y a 
la segunda el porcentaje de estimaciones que corresponda al acreditado original, de conformidad 
con el presente Anexo. 

Tanto en el Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas como en Esquemas de Cobertura en 
Paso y Medida o proporcionales, únicamente serán reconocidos para efectos de calificación de 
cartera, los siguientes grupos de proveedores de cobertura admisibles: 

Grupo 1. 

a) Instituciones de banca de desarrollo. 

b) Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero o la que la 
sustituya. 

c) Fideicomisos públicos que formen parte del sistema financiero mexicano acorde con el 
artículo 3o. de la Ley de Instituciones de Crédito. 

d) Fideicomisos celebrados específicamente con la finalidad de compartir el riesgo de crédito, 
en los cuales actúen como fideicomitentes y fiduciarias las instituciones de banca de 
desarrollo que cuenten con garantía expresa del Gobierno Federal. 

e) Fondo Nacional de Garantías de los Sectores Agropecuario, Forestal, Pesquero y Rural o el 
que lo sustituya. 

f) Fondo Nacional de Infraestructura o el que lo sustituya. 

g) Entidades de la Administración Pública Federal bajo control presupuestario directo, 
empresas productivas del Estado o programas derivados de una ley federal que formen 
parte del Presupuesto de Egresos de la Federación. 

h) Fondos constituidos con recursos aportados como garantía por gobiernos estatales o 
municipales que sean líquidos e irrevocables a favor de la Sociedad Financiera Popular. 
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Grupo 2. 

a) Instituciones de banca múltiple nacionales que cuenten con calificación de, al menos, grado 
de inversión en la escala nacional. 

b) Otras entidades integrantes del sistema financiero mexicano, incluyendo aseguradoras que 
cuenten, al menos, con grado de inversión en la escala nacional. 

c) Otras personas morales o entidades financieras internacionales que cuenten, al menos, con 
grado de inversión en la escala internacional. 

Grupo 3. 

a) Otros clientes de la misma Sociedad Financiera Popular. 

Cuando se cuente con los proveedores de cobertura listados en el Grupo 1, el porcentaje de 
estimaciones que corresponderá a la parte cubierta será del 0.5 por ciento. Tratándose de 
proveedores de coberturas listados en Grupo 2, se asignará un porcentaje de estimaciones de 1 
por ciento a la parte cubierta. En el caso de garantías otorgados por las personas a las que se 
refiere el Grupo 3, se asignará a la parte cubierta el porcentaje de estimaciones que corresponda a 
los máximos días de incumplimiento que dicho cliente registre en otras operaciones, aplicados a la 
tabla de estimaciones de la operación cubierta. 

En el evento de que a la parte descubierta le corresponda un porcentaje de estimaciones menor al 
que le corresponde a la parte cubierta, según lo señalado en el párrafo anterior, las Sociedades 
Financieras Populares podrán utilizar el primero de ellos para toda la operación. 

En el caso de créditos destinados a financiar la actividad primaria del sector agropecuario que 
cuenten con un seguro de daños agrícolas y de animales, que cumpla con las características a las 
que se refiere el Anexo D Bis, Apartado IX, inciso d) de las presentes disposiciones, las Sociedades 
Financieras Populares podrán multiplicar las estimaciones que correspondan al acreditado directo 
por un factor del 95 por ciento, en tanto no se presente una reclamación del seguro. 

Para efectos del párrafo anterior, se entenderán por créditos al sector agropecuario y rural a 
aquellos dirigidos a la producción primaria de los sectores agrícola, ganadero, forestal y pesquero, 
así como a los sectores industrial, comercio y servicios, siempre y cuando estos estén integrados a 
la actividad primaria de los sectores mencionados inicialmente cuyas ramas y sub-ramas de 
actividad económica corresponden a las señaladas como sector 11 del Sistema de Clasificación 
Industrial de América del Norte 2018 (SCIAN) del Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI). 

En caso de que se realice una reclamación a la entidad otorgante del seguro por la Sociedad 
Financiera Popular acreditante y dicha entidad la acepte sin que se haya ejecutado o pagado el 
monto cubierto y, por lo tanto, no se haya realizado la baja del crédito del balance de las 
Sociedades Financieras Populares, estas podrán calcular las estimaciones multiplicando el saldo 
del crédito cubierto por 1.0 por ciento, cuando la citada entidad otorgante del seguro cuente con 
una calificación asignada por una institución calificadora de al menos grado de inversión en la 
escala nacional. 

Las Sociedades Financieras Populares que cuenten con garantías reales no financieras que 
cubran, al menos, el 50 por ciento del saldo insoluto del crédito a la fecha del cálculo de las 
reservas preventivas, podrán reconocer dichas garantías para efectos del provisionamiento de su 
cartera crediticia, hasta por el importe resultante de multiplicar el porcentaje de reconocimiento 
previsto en el cuadro siguiente por su último valor de avalúo, actualizado por depreciación en el 
caso de bienes muebles: 

Tipo de garantía no financiera o instrumento 
asimilable 

Porcentaje (%) de 
reconocimiento 

Bienes inmuebles comerciales y residenciales 75 

Bienes muebles y otros 50 

 
Para determinar las estimaciones correspondientes a la parte cubierta de cada crédito o portafolios 
cubierto con garantías reales financieras y no financieras, se le asignará un porcentaje de 
provisionamiento de 0.5 por ciento. 
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ANEXO D Bis 

REQUISITOS QUE DEBERÁN CUMPLIR LAS GARANTÍAS PARA SER RECONOCIDAS PARA EFECTOS 
DE LA DETERMINACIÓN DEL REQUERIMIENTO DE CAPITALIZACIÓN POR RIESGO DE CRÉDITO Y DE 

LAS ESTIMACIONES PREVENTIVAS POR RIESGOS DE CRÉDITO 

Cuando las Sociedades Financieras Populares cuenten con garantías constituidas con medios de pago 
con liquidez inmediata, con Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Primeras Pérdidas, con garantías no 
financieras o instrumentos asimilables que cumplan con lo previsto en el presente Anexo, podrán reducir el 
porcentaje de estimaciones preventivas del crédito o créditos de que se trate conforme a lo establecido en el 
Anexo D, Apartado IV de las presentes disposiciones. 

Las garantías elegibles para dichos efectos serán las que a continuación se indican: 

I. Garantías constituidas con medios de pago con liquidez inmediata, respecto de las cuales las 
Sociedades Financieras Populares deberán atender lo siguiente: 

 Se entenderá que una garantía se encuentra constituida con medios de pago con liquidez 
inmediata cuando se trate de: 

a) Dinero en efectivo o valores y medios de pago con vencimiento igual o mayor al plazo del 
crédito otorgado al cliente a favor de la Sociedad Financiera Popular de que se trate, 
debiendo tomar las medidas necesarias para que pueda adjudicarse y ejecutar la garantía 
en el momento en que se presenten incumplimientos por parte del acreditado que lo 
coloquen en cartera vencida, de conformidad con lo establecido en los Criterios Contables, 
cuando el deudor o un tercero constituya un depósito en la propia sociedad y le otorgue a 
esta un mandato irrevocable para aplicar los recursos respectivos al pago de los créditos, o 
bien cuando se trate de títulos de crédito negociables de inmediata realización y amplia 
circulación y, que en caso de incumplimiento, se encuentren disponibles sin restricción legal 
alguna para la Sociedad Financiera Popular y de los cuales el deudor o cualquier otra 
persona distinta a la propia sociedad no pueda disponer mientras subsista la obligación. 

b) Valores a cargo del Banco de México. 

c) Valores emitidos o avalados por el Gobierno Federal. 

d) Valores, títulos y documentos a cargo del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, así 
como las obligaciones garantizadas por dicho instituto. 

e) Títulos bancarios que cuenten con una calificación crediticia emitida por una institución 
calificadora de valores, igual o mejor al grado de riesgo A- en la escala nacional otorgada, al 
menos, por una agencia calificadora 

f) Tratándose de Sociedades Financieras Populares con nivel de operaciones III y IV, valores 
de conformidad con lo previsto en el artículo 25, fracción II, inciso c) de las presentes 
disposiciones, que cuenten con una calificación crediticia emitida por una institución 
calificadora de valores, igual o mejor al grado de riesgo A- en la escala nacional otorgada, al 
menos, por una agencia calificadora. 

g) Inversiones en acciones representativas del capital social de fondos de inversión de liquidez 
diaria, de acuerdo con lo previsto en los artículos 23 y 25 de las presentes disposiciones. 

II. Garantías no financieras e instrumentos asimilables, respecto de las cuales se deberá considerar lo 
siguiente: 

 Las Sociedades Financieras Populares, a fin de utilizar garantías no financieras e instrumentos 
asimilables para efectos del provisionamiento de su cartera crediticia, deberán tener a disposición 
de la Comisión evidencia que acredite lo que a continuación se indica: 

a) La suscripción de contratos u otros instrumentos en que se documente la constitución de las 
garantías, en los que consten las causas del incumplimiento que generan el derecho de la 
Sociedad Financiera Popular a ejecutar dichas garantías. 

b) En el caso de las garantías mobiliarias previstas en el artículo 32 bis 1 del Código de 
Comercio, la consulta o la certificación obtenida del Registro Único de Garantías Mobiliarias, 
y tratándose de certificados de depósito y bonos de prenda, la consulta o, de ser el caso, la 
certificación obtenida del Registro Único de Certificados, Almacenes y Mercancías 
denominado por sus siglas “RUCAM”, a que se refiere el artículo 22 Bis 6 de la Ley General 
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito. 
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 Tratándose de bonos de prenda negociados por primera vez separadamente del certificado 
de depósito, las Sociedades Financieras Populares deberán contar con evidencia de que 
dieron cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 236 de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito. En caso de que las Sociedades Financieras Populares tomen en 
garantía certificados de depósito, deberán avisar a los almacenes generales de depósito de 
tal situación y contar con evidencia de ello. 

c) La adopción de las medidas necesarias que aseguren la conservación de los bienes objeto 
de las garantías, en las que se incluya la inscripción de estos en el Registro Público de la 
Propiedad que corresponda; en el caso de las garantías mobiliarias previstas en el artículo 
32 bis 1 del Código de Comercio, la inscripción en el Registro Único de Garantías 
Mobiliarias, y en el caso de las participaciones en los ingresos federales, aportaciones 
federales y otros ingresos propios de los estados y municipios, en el registro de empréstitos 
y obligaciones de la entidad federativa correspondiente, y en el Registro Único a que se 
refiere la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que 
la sustituya, así como las necesarias para ejercer el derecho a una compensación basada 
en la transferencia de la propiedad de las garantías no financieras. 

 Las Sociedades Financieras Populares que tomen certificados de depósito y bonos de 
prenda, deberán de ejercer el derecho consignado en el segundo párrafo del artículo 22 Bis 
6 de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y contar con la 
certificación del expediente electrónico del certificado de depósito obtenida en el RUCAM, 
en el que se señale que se realizaron las anotaciones correspondientes de la toma de los 
referidos certificados y bonos de prenda. 

d) La existencia de procesos de administración de riesgo que, en adición a lo dispuesto por el 
Título Cuarto, Capítulo III de las presentes disposiciones, consideren explícitamente los 
riesgos legales, operacional, de liquidez y de mercado que deriven del uso de garantías no 
financieras. Dichos procesos deberán cumplir los requisitos señalados en el Apartado VI del 
presente Anexo. 

e) La incorporación en las políticas de crédito y manuales derivados de ellas, de lineamientos y 
procedimientos para la administración de garantías no financieras, en general, y de 
elementos de disminución de requerimientos de estimaciones, en específico. Al respecto, 
las Sociedades Financieras Populares deberán contar con políticas para asegurar que: 

1. Se lleve a cabo una valuación frecuente de las garantías no financieras, conforme a 
lo señalado en el Apartado VII del presente Anexo, incluyendo pruebas y análisis de 
escenarios bajo condiciones inusuales o extremas de mercado. 

2. Se disponga de información actualizada respecto de la situación, ubicación y estado 
de las garantías no financieras recibidas, así como problemas potenciales de 
liquidación. 

3. Exista una adecuada diversificación de riesgos con relación a las garantías no 
financieras. 

4. Se realice una correcta administración de las garantías, a efecto de que se 
contemplen las diferencias en las fechas de vencimientos y los consiguientes 
periodos de exposición, una vez que las garantías no financieras expiren. 

5. Se lleve a cabo la vigilancia y la atención de los riesgos derivados de factores 
externos, que pudieran incidir en la capacidad de las garantías no financieras para 
hacer frente al riesgo de crédito (por ejemplo, comportamiento de la liquidez en el 
mercado de las garantías no financieras). 

6. Los órganos de gobierno de la Sociedad Financiera Popular y el público conozcan 
las políticas relacionadas con el manejo y administración de riesgos, derivados del 
uso de garantías no financieras como cobertura del riesgo de crédito. 

f) El establecimiento de métodos y controles internos que aseguren: 

1. Que las garantías no financieras otorgadas no sean valores emitidos por el mismo 
grupo de riesgo común al que pertenece el acreditado. 

2. La observancia de las condiciones y los términos establecidos en los contratos, así 
como la identificación de algún incumplimiento de la contraparte y, 
consecuentemente, se pueda solicitar la ejecución de las garantías no financieras. 
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Para efectos de lo anterior, el evento de incumplimiento definido en los contratos 
deberá considerar situaciones en las que el deudor se encuentra en situación de 
cartera vencida frente a la Sociedad Financiera Popular, o bien cuando esta 
determine que alguno de los créditos a cargo del deudor constituye una cartera 
emproblemada, haya demandado el concurso mercantil del deudor o este último lo 
haya solicitado. 

3. La toma de medidas necesarias para asegurar la separación de las garantías no 
financieras respecto a otros activos cuando la garantía real esté bajo guarda y 
custodia de un tercero o del propio acreditado. 

III. Las garantías no financieras e instrumentos asimilables para ser admisibles deberán corresponder 
a alguno de los siguientes tipos: 

a) Inmuebles comerciales o habitacionales por un monto que no exceda al valor razonable 
corriente al que podría venderse la propiedad mediante contrato privado entre un vendedor 
y un comprador. 

b) Bienes muebles u otras garantías previstas en el artículo 32 bis 1 del Código de Comercio, 
inscritas en el Registro Único de Garantías Mobiliarias al que se refiere el Código de 
Comercio o depositados en almacenes generales de depósito, incluyendo aquellos bienes 
otorgados en arrendamiento, respecto de los cuales no exista opción de compra al término 
de la vigencia del contrato. La garantía deberá considerarse en un monto que no exceda al 
valor razonable corriente, al que podría venderse el bien mediante contrato privado entre un 
vendedor y un comprador. 

 Las garantías previstas en el artículo 32 bis 1 del Código de Comercio no podrán estar 
previamente inscritas en el Registro Único de Garantías Mobiliarias o amparadas por 
certificados de depósito y bonos de prenda emitidos por almacenes generales de depósito e 
inscritos en el RUCAM. 

c) Derechos de cobro y fiduciarios, entendidos como tales a los títulos valor cuya liquidación 
deberá realizarse mediante los flujos derivados de los activos subyacentes, respecto de los 
cuales la Sociedad Financiera Popular deberá contar con la propiedad y disposición de los 
flujos de efectivo derivados de los derechos de cobro, en cualquier circunstancia previsible. 

 Quedarán incluidos dentro del concepto a que se refiere el párrafo anterior, las deudas 
autoliquidables procedentes de la venta de bienes o servicios vinculadas a operaciones 
comerciales, así como los importes de cualquier naturaleza adeudados por compradores, 
proveedores, la Administración Pública Federal o Estatal, empresas productivas del Estado, 
así como otros terceros independientes no relacionados con la venta de bienes o servicios 
vinculada a una operación comercial. Los derechos de cobro y fiduciarios admisibles no 
incluyen aquellos relacionados con bursatilizaciones o subparticipaciones. 

 Cuando el deudor realice directamente los pagos al cedente de los derechos de cobro, 
fideicomiso o administrador de cobranza, la Sociedad Financiera Popular deberá comprobar 
periódicamente que esos pagos le son reenviados dentro de los términos incluidos en el 
contrato. 

d) Participaciones en los ingresos federales o aportaciones federales, o ambas, que 
correspondan a las entidades federativas o municipios, las cuales se podrán otorgar 
mediante: 

1. Fideicomiso de garantía o administración, o ambos. 

2. Instrucciones irrevocables o contratos de mandato de garantía, o ambos. 

e) Ingresos propios que correspondan a las entidades federativas o municipios, los cuales se 
podrán otorgar mediante: 

1. Fideicomiso de garantía o administración, o ambos. 

2. Instrucciones irrevocables o contratos de mandato de garantía, o ambos. 

f) Certificados de depósito y bonos de prenda inscritos en el RUCAM, siempre que la 
Sociedad Financiera Popular notifique al almacén general de depósito emisor de dichos 
títulos, que estos fueron tomados por dicha Sociedad Financiera Popular como garantía y 
cuente con la certificación del expediente electrónico del certificado de depósito obtenida en 
el RUCAM en el que se señale que se realizaron las anotaciones correspondientes de la 
toma en garantía de los referidos certificados y bonos de prenda por parte de la Sociedad 
Financiera Popular. 

 Para efectos de lo dispuesto por el presente Anexo, se entenderá por “otros instrumentos 
asimilables” aquellos previstos por los incisos d) y e) del presente Apartado. 
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IV. Las garantías e instrumentos referidos en el Apartado III, incisos d) y e) del presente Anexo, para 
garantizar su certeza jurídica, cuando menos deberán: 

a) Estar debidamente constituidas a favor de la Sociedad Financiera Popular de que se trate: 

1. En el caso de las participaciones en los ingresos federales, aportaciones federales y 
otros ingresos propios de las entidades federativas y municipios deberán: 

i) Contar con autorización de las legislaturas locales, conforme a lo establecido 
en las leyes locales de deuda correspondientes. 

ii) Estar inscritas en el registro de empréstitos y obligaciones de la entidad 
federativa correspondiente. 

iii) Estar registradas en el Registro Único a que se refiere la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios o la que la sustituya. 

iv) Contar con mecanismos claros de canalización de los recursos a favor de las 
Sociedades Financieras Populares para el pago del Financiamiento, tales 
como, carta vigente de instrucción irrevocable a la Tesorería de la Federación 
o a través de fideicomisos u otros productos estructurados. 

v) Contar con la opinión de un despacho jurídico especializado independiente, o 
bien con la del área jurídica de la Sociedad Financiera Popular, acerca de la 
validez del respaldo de las participaciones y aportaciones en los ingresos 
federales con base en los documentos que respaldan las obligaciones de la 
entidad federativa o municipio para con la Sociedad Financiera Popular. 

vi) Contar con la opinión de un despacho jurídico especializado independiente, o 
bien con la del área jurídica de la Sociedad Financiera Popular, en el caso de 
créditos garantizados con los ingresos propios, acerca de la validez del 
respaldo de dichos ingresos. 

2. En el caso de bienes inmuebles deberán: 

i) Ser jurídicamente exigibles en la jurisdicción y estar debidamente 
constituidos. 

ii) Estar inscritos en el Registro Público de la Propiedad de que se trate. 

iii) Contar con acuerdos o cláusulas que documenten las garantías y que 
permitan a la Sociedad Financiera Popular de que se trate su ejecución. 

3. En el caso de derechos de cobro y fiduciarios, los documentos o instrumentos 
legales en los que consten deberán: 

i) Asegurar la exigencia sobre sus rendimientos. 

ii) Ser vinculantes para todas las partes y jurídicamente exigibles en la 
jurisdicción correspondiente. Las Sociedades Financieras Populares deberán 
vigilar el cumplimiento de sus términos, para lo cual contarán con los 
mecanismos necesarios que les permitan dicha verificación. 

iii) Establecer procedimientos ciertos y claramente definidos que permitan la 
rápida recaudación de los flujos de efectivo que genere los derechos de 
cobro. En todo caso, los procedimientos con que cuenten las Sociedades 
Financieras Populares deberán garantizar la observancia de todas las 
condiciones pertinentes en el ámbito jurídico para la declaración del 
incumplimiento del cliente y la rápida adjudicación de la garantía. Asimismo, 
los documentos o instrumentos legales en los que consten las garantías 
deberán prever la posibilidad de vender o ceder los derechos de cobro a 
terceros sin el consentimiento previo de los deudores para los casos en que 
existan dificultades financieras o incumplimiento del acreditado. 

b) Estar libres de gravámenes con terceros o, en caso contrario, que la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate figure en primer lugar en la prelación de pago, considerando para tal 
efecto el aforo de la garantía. 

c) Ser de fácil realización. 
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V. En la administración de bienes muebles e inmuebles, las Sociedades Financieras Populares 
deberán documentar con claridad las características que deben reunir para ser aceptados como 
garantías no financieras y las políticas para su administración, así como cerciorarse de que los 
bienes aceptados como garantía se encuentre asegurados a favor de la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate en caso de daños o desperfectos, y realizar un seguimiento continuo de la 
existencia y grado de cualquier derecho preferente sobre la propiedad. 

VI. En la administración de riesgos de las garantías referidas en el Apartado III del presente Anexo, las 
Sociedades Financieras Populares deberán: 

a) Para el caso de bienes inmuebles, incluyendo los de uso habitacional, relacionados con 
créditos que hayan sido reestructurados y se consideren cartera emproblemada, en los 
términos establecidos en el Anexo D de las presentes disposiciones, tener un avalúo por lo 
menos cada tres años, de acuerdo con lo establecido en el inciso a) del Apartado VII del 
presente Anexo, en donde se evidencie su existencia real y estado físico actual, así como el 
seguimiento a la existencia y grado de cualquier derecho preferente sobre la propiedad. 

b) Para el caso de derechos de cobro: 

1. Contar con un proceso claro para determinar el riesgo de crédito de los derechos de 
cobro. Dicho proceso deberá, entre otros aspectos, incluir el análisis del negocio del 
acreditado y del sector económico en el que opera, considerando los efectos del ciclo 
económico, así como el tipo de clientes con los que negocia. En caso de que utilicen 
información proporcionada por el acreditado para evaluar el riesgo de crédito de los 
clientes, las Sociedades Financieras Populares deberán examinar el historial 
crediticio del acreditado para corroborar su solidez y credibilidad. 

2. Asegurarse de que el margen o el aforo entre el monto del crédito y el valor de los 
derechos de cobro refleje todos los factores oportunos incluyendo el costo de 
adjudicación, el grado de concentración de los derechos de cobro procedentes de un 
único acreditado y el riesgo de concentración respecto al total de las posiciones de la 
Sociedad Financiera Popular de que se trate. 

3. Llevar a cabo un proceso de seguimiento continuo y adecuado para cada tipo de 
riesgo, ya sea directo o contingente, atribuible a la garantía utilizada como cobertura. 
Este proceso deberá incluir informes sobre la antigüedad, el control de los 
documentos comerciales, certificados de la base de endeudamiento, auditorías 
frecuentes de la garantía, confirmación de cuentas, control de los ingresos de 
cuentas abonadas, análisis de dilución y análisis financieros periódicos tanto del 
acreditado como de los emisores de los derechos de cobro, especialmente en el 
caso de que la garantía esté formada por un reducido número de derechos de cobro 
de elevado importe. Asimismo, deberán observar los límites de concentración que la 
Sociedad Financiera Popular de que se trate establezca para sus garantías en 
derechos de cobro, así como los convenios relativos al préstamo en cuestión. 

4. Cerciorarse de que los derechos de cobro pignorados por un acreditado estén 
diversificados. En caso de que tales derechos dependan preponderantemente de la 
calidad crediticia del garante, los riesgos correspondientes deberán ser tomados en 
consideración al establecer márgenes para el conjunto de garantías. Los derechos 
de cobro procedentes de personas relacionadas con el acreditado, incluidas 
empresas filiales y empleados, no se reconocerán como coberturas del riesgo. 

5. Contar con un proceso documentado de cobranza de derechos de cobro en 
situaciones de dificultad incluyendo los servicios necesarios para llevarlo a cabo, 
incluso si la labor de cobranza la suele realizar el acreditado. 

VII. Los avalúos deberán realizarse por valuadores profesionales, conforme a lo establecido en la Ley 
de Transparencia y Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado en relación con la 
autorización como valuador profesional de inmuebles objeto de créditos garantizados a la vivienda, 
y deberán actualizarse según las políticas de la Sociedad Financiera Popular de que se trate. 

 Tratándose de bienes inmuebles comerciales: 

a) Se deberá contar con un avalúo observando al efecto lo previsto en el Apartado VI, inciso a) 
del presente Anexo. 

 Si derivado de la aplicación de estimaciones de valor de los bienes se identifican algunos 
cuyo valor haya disminuido y precisen nuevas valoraciones, el avalúo deberá actualizarse. 
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b) Cuando la información disponible sugiera que su valor pueda haberse reducido de forma 
significativa, respecto a los precios generales de mercado o cuando tenga lugar algún 
incumplimiento, no será considerado el bien inmueble en cuestión, como mitigante de riesgo 
de crédito. 

VIII. Los bienes otorgados en arrendamiento financiero podrán ser reconocidos recibiendo el mismo 
tratamiento que las garantías no financieras admisibles cuando no queden sujetas las Sociedades 
Financieras Populares al riesgo de valor residual, el cual consiste en la exposición de dichas 
Sociedades Financieras Populares a una pérdida potencial derivada de la caída del valor razonable 
del activo por debajo de su valor residual estimado al inicio del arrendamiento. Las Sociedades 
Financieras Populares deberán cumplir con los requisitos mínimos para el tipo de garantía real 
admisible de que se trate y, además, deberán observar los criterios siguientes: 

a) El arrendador deberá llevar a cabo una adecuada administración del riesgo acorde con la 
ubicación del activo, al uso que se le da, a su antigüedad y a su ciclo de vida previsto. 

b) El arrendador deberá tener la titularidad sobre el activo, así como la capacidad para ejercer 
oportunamente sus derechos como propietario. 

c) La diferencia entre la tasa de depreciación del activo fijo y la tasa de amortización incluida 
de los pagos por el arrendamiento no deberá ser significativa, a fin de evitar que se estime 
en exceso la cobertura de riesgo de crédito atribuida a los activos arrendados 

IX. Tratándose de Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de Primeras 
Pérdidas, se deberá atender lo siguiente. 

a) Cuando las Sociedades Financieras Populares empleen Esquemas de Cobertura en Paso y 
Medida o Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas, deberán cumplir con los siguientes 
requisitos: 

1. Contar con políticas, procedimientos y controles internos para efectuar el análisis de 
la cobertura que consideren, cuando menos, lo siguiente: 

i) La evaluación periódica de la calidad crediticia de la entidad proveedora del 
Esquema de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de 
Primeras Pérdidas. Para tales efectos, deberá considerar, como mínimo, el 
seguimiento y análisis de las calificaciones asignadas por instituciones 
calificadoras de valores. 

ii) Respecto del Esquema de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de 
Cobertura de Primeras Pérdidas, deberán evaluar la forma en que se 
estructuraron dichas operaciones y la facilidad de su ejecución considerando, 
cuando corresponda, otras obligaciones directas y contingentes a cargo de la 
Sociedad Financiera Popular o entidad proveedora de estas. 

2. Tener contratos u otros instrumentos en que se documente la constitución de las 
garantías en los que consten los supuestos y el procedimiento para ejercer la 
garantía. Al respecto, los contratos, documentos o instrumentos en los que consten 
las garantías deberán: 

i) Asegurar que la Sociedad Financiera Popular de que se trate mantiene el 
derecho a ejecutar las garantías de manera legal en caso de incumplimiento, 
insolvencia, concurso mercantil o de cualquier otro evento similar, y que el 
contrato o instrumento en el que se documenten no contiene alguna cláusula 
que permita al proveedor de la protección cancelar unilateralmente la 
cobertura o aumentar el costo de la garantía ante un deterioro de la calidad 
crediticia de la posición cubierta. 

ii) Ser irrevocables e incondicionales, por lo que los contratos o instrumentos en 
los que consten no podrán contener cláusula alguna que permita al Proveedor 
de Protección eximirse de pagar de manera puntual en el caso de que la 
contraparte original presente algún incumplimiento. En todo caso, los 
contratos o demás documentos únicamente podrán ser modificados con el 
acuerdo de la Sociedad Financiera Popular. 
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iii) Ser obligatorios para las partes involucradas y exigibles legalmente en las 
jurisdicciones correspondientes. 

iv) Prever que, al presentarse un incumplimiento o falta de pago del deudor, la 
Sociedad Financiera Popular podrá iniciar de inmediato acciones contra el 
garante respecto de las obligaciones de pago pendientes. Asimismo, los 
contratos, documentos o instrumentos en los que consten las garantías 
deberán estipular que el garante podrá realizar un pago único que cubra la 
totalidad del importe de las obligaciones pendientes a cargo del deudor, o 
bien podrá asumir el pago futuro de las obligaciones a cargo del deudor. En 
todo caso, la obligación del garante debe quedar establecida en la 
documentación que formaliza la operación. 

3. Cumplir con los requisitos legales aplicables a fin de obtener y mantener el derecho 
de ejercer los Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura 
de Primeras Pérdidas, así como llevar a cabo el seguimiento que sea necesario con 
el objetivo de asegurar el cumplimiento de dichos requisitos. 

4. No reconocer los Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de 
Cobertura de Primeras Pérdidas que se otorguen recíprocamente entre quien 
proporcione alguna de estas técnicas de mitigación del riesgo y la propia Sociedad 
Financiera Popular beneficiaria. 

5. Revelar en notas a los estados financieros la forma en que utilizan los Esquemas de 
Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de Primeras Pérdidas para 
cubrir el riesgo de crédito. Dicha la revelación de la información deberá ser publicada 
de manera general y agregada, destacando el monto que se cubre por el Esquema 
de Cobertura en Paso y Medida o Esquema de Cobertura de Primeras Pérdidas. 

b) Tratándose de Esquemas de Cobertura en Paso y Medida o Esquemas de Cobertura de 
Primeras Pérdidas, las Sociedades Financieras Populares deberán cerciorarse, al menos, 
de lo siguiente: 

1. Que sea una obligación explícitamente documentada que asume el garante. 

2. Que la obligación no podrá ser cancelada unilateralmente por el garante. 

3. Que el garante cubrirá cualquier tipo de pago que el deudor esté obligado a efectuar 
en virtud del instrumento legal que regula la operación. 

c) Las Sociedades Financieras Populares, respecto de seguros de crédito deberán, cuando 
menos, cumplir con lo siguiente: 

1. El proveedor del seguro deberá ser una institución especializada autorizada por la 
Secretaría para conceder seguros y que cuente con una calificación crediticia 
superior o igual a grado de inversión emitida, por al menos, una agencia calificadora 
de las referidas en la Ley del Mercado de Valores. 

2. Los contratos o las pólizas de los esquemas de cobertura deberán: 

i) Considerar las condiciones de incumplimiento parcial o total de un acreditado. 

ii) Ser exigibles legalmente en la jurisdicción correspondiente Para este efecto, 
deberán permitir a la Sociedad Financiera Popular beneficiaria la ejecución 
del esquema de cobertura en las condiciones y plazos pactados,  a menos 
que: 

1) La Sociedad Financiera Popular de que se trate incumpla con el pago 
de la prima del seguro o de la contraprestación correspondiente al 
otorgamiento de la garantía. 

2) Modifique sin autorización de la entidad otorgante el esquema de 
cobertura o las condiciones pactadas de los créditos cubiertos. 

3) Cancele o transfiera los créditos asegurados en condiciones distintas a 
las pactadas, o bien cometa algún fraude vinculado con el crédito 
garantizado. 
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iii) No incluir cláusulas que permitan a la entidad que otorgue el esquema de 
cobertura: 

1) Cancelar o revocar unilateralmente, salvo por lo dispuesto en el 
subinciso ii) del presente inciso. 

2) Aumentar el costo del esquema de cobertura ante un deterioro de la 
calidad crediticia de la posición cubierta. 

3) Objetar u omitir el pago ante algún incumplimiento del acreditado, 
salvo por lo dispuesto en el subinciso ii), subnumeral 2) del presente 
inciso. 

iv) Cubrir, además del principal, los intereses ordinarios correspondientes en 
virtud del contrato de crédito. 

d) En el caso de coberturas con seguros agropecuarios, se deberá considerar lo siguiente. 

 Tratándose de créditos destinados a financiar la actividad primaria del sector agropecuario, 
podrán reconocerse los seguros de daños agrícolas y de animales como mitigantes del 
riesgo de crédito, cuando cumplan con los siguientes requisitos: 

1. Los contratos o las pólizas incluyan como beneficiaria del seguro directamente a la 
Sociedad Financiera Popular acreditante, o exista algún instrumento jurídico en el 
que se prevea tal circunstancia. 

2. La suma asegurada cubra, al menos, el saldo insoluto del crédito y sus intereses. 

3. El seguro correspondiente cubra, al menos, los riesgos agropecuarios siguientes: 

i) Helada. 

ii) Inundación. 

iii) Taponamiento. 

iv) Onda cálida. 

v) Bajas temperaturas. 

vi) Falta de piso para cosechar. 

vii) Granizo. 

viii) Incendio. 

ix) Exceso de humedad (lluvia). 

x) Imposibilidad de realizar siembra. 

xi) Sequía. 

xii) Terremoto. 

xiii) Huracán. 

xiv) Ciclón. 

xv) Tornado. 

xvi) Tromba. 

xvii) Vientos fuertes. 

4. Sean otorgados por entidades especializadas autorizadas por la Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas que cuenten con una calificación crediticia, superior o igual, al 
grado de inversión, emitida por, al menos, una institución calificadora de valores. 

5. El pago de la prima se encuentre al corriente conforme a lo establecido 
contractualmente. 

______________________________ 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
ACUERDO que modifica al diverso por el que se dan a conocer las Notas Nacionales de la Tarifa de la Ley de los 
Impuestos Generales de Importación y de Exportación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- ECONOMÍA.- Secretaría de Economía. 

Con fundamento en los artículos 31 fracción XXXII y 34 fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 4o. fracción III, 5o. fracción XII y XIII y 6o. de la Ley de Comercio Exterior; 2o. 

fracción II, Regla Complementaria 3ª de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación; 

9o. fracciones XI y XV del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior; 5 fracción XVII del Reglamento Interior 

de la Secretaría de Economía; 6 fracción VII del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, y 

CONSIDERANDO 

Que el 1 de julio de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la Ley de los Impuestos 

Generales de Importación y de Exportación (LIGIE), en la que se establece la Tarifa arancelaria aplicable a la 

importación y exportación de mercancías en territorio nacional, la cual ha sido modificada mediante Decretos 

publicados en el mismo órgano de difusión oficial el 24 de diciembre de 2020 y el 22 de febrero de 2021. 

Que de conformidad con el Artículo 2o., fracción II, de la Regla Complementaria 3ª, de la LIGIE, para los 

efectos de interpretación y aplicación de la Tarifa de dicha Ley, la Secretaría de Economía, conjuntamente con 

la de Hacienda y Crédito Público, darán a conocer, mediante Acuerdos publicados en el DOF, las Notas 

Nacionales, así como sus modificaciones posteriores, cuya aplicación es obligatoria para determinar la 

clasificación arancelaria de las mercancías. 

Que el 24 de diciembre de 2020 se publicó en el DOF la Resolución que modifica los Anexos 2, 3 y 4 de la 

diversa que establece el mecanismo para garantizar el pago de contribuciones en mercancías sujetas a 

precios estimados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a efecto de continuar con el combate de 

las prácticas de subvaluación de vehículos usados y en los sectores calzado, textil y confección (Resolución). 

Que mediante dicha Resolución, se dieron a conocer entre otros, los precios estimados para el Capítulo 64 

Calzado, polainas y artículos análogos; partes de estos artículos de la LIGIE, los cuales en la descripción del 

NICO distinguen entre tallas para hombres o jóvenes, para mujeres o jovencitas, y para niños, niñas o 

infantes. 

Que el 26 de diciembre de 2020 se publicó en el DOF el Acuerdo por el que se dan a conocer las Notas 

Nacionales de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación (Acuerdo). 

Que actualmente la Nota Nacional 4 del Capítulo 64 “Calzado, polainas y artículos análogos; partes de 

estos artículos” de la Sección XII “CALZADO, SOMBREROS Y DEMÁS TOCADOS, PARAGUAS, 

QUITASOLES, BASTONES, LÁTIGOS, FUSTAS, Y SUS PARTES; PLUMAS PREPARADAS Y ARTÍCULOS 

DE PLUMAS; FLORES ARTIFICIALES; MANUFACTURAS DE CABELLO" del Acuerdo, agrupa en un solo 

inciso las tallas de calzado para niños, niñas o infantes, por lo que con la finalidad de brindar certeza a los 

particulares en la clasificación arancelaria de esta mercancía es necesario modificar la misma para definir 

tallas para niños o niñas, e infantes por separado, conforme a la Resolución. 

Que en cumplimiento a lo señalado por la Ley de Comercio Exterior, las disposiciones a las que se refiere 

el presente instrumento fueron sometidas a consideración de la Comisión de Comercio Exterior y opinadas por 

la misma, por lo que se expide el siguiente: 
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ACUERDO QUE MODIFICA AL DIVERSO POR EL QUE SE DAN A CONOCER LAS NOTAS NACIONALES 

DE LA TARIFA DE LA LEY DE LOS  IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN 

Único.- Se reforma el inciso c) y se adiciona un inciso d), pasando los actuales incisos d) y e) a ser los 

incisos e) y f) , en la Nota Nacional 4 del Capítulo 64 Calzado, polainas y artículos análogos; partes de estos 

artículos de la Sección XII CALZADO, SOMBREROS Y DEMÁS TOCADOS, PARAGUAS, QUITASOLES, 

BASTONES, LÁTIGOS, FUSTAS, Y SUS PARTES; PLUMAS PREPARADAS Y ARTÍCULOS DE PLUMAS; 

FLORES ARTIFICIALES; MANUFACTURAS DE CABELLO del Acuerdo por el que se dan a conocer las 

Notas Nacionales de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de diciembre de 2020, para quedar como a continuación 

se indica: 

“Sección XII 

... 

Capítulo 64 

... 

Notas Nacionales: 

1. a la 3. ... 

4.  ... 

a) y  b) ... 

c) Calzado para niños o niñas, el de talla mexicana igual o superior a 17 (equivalente a la  talla 8-

1/2 de Estados Unidos de América [E.U.A.]), pero inferior a lo señalado en las notas 

precedentes a) y b); 

d) Calzado para infantes, el de talla mexicana inferior a lo señalado en las notas precedentes a), 

b) y c); 

e) Calzado de construcción "Welt", el que se elabora uniendo durante el proceso de montado el 

corte, la planta y el cerco por medio de una costura, más una segunda costura exterior que une 

la suela y/o entresuela al bloque anterior; 

f) Partes superiores (cortes) de calzado sin formar ni moldear, los que hayan sido cosidos, 

incluido el cosido por la parte de abajo, pero no montados, modelados, conformados o 

moldeados por cualquier procedimiento. 

5. a la 7. ...” 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Ciudad de México, a 29 de junio de 2021.- El Secretario de Hacienda y Crédito Público, Arturo Herrera 

Gutiérrez.- Rúbrica.- La Secretaria de Economía, Tatiana Clouthier Carrillo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, que deberán abstenerse de aceptar 
propuestas o celebrar contratos con la empresa Dacega Corporation, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social.-  
Área de Responsabilidades.- Exp. No PISI-A-NC-DS-0017/2020. 

Circular No. 00641/30.15/4312 /2021 

Circular por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 

Empresas Productivas del Estado, así como a las Entidades Federativas, que deberán abstenerse de aceptar 

propuestas o celebrar contratos con la empresa DACEGA CORPORATION, S.A. DE C.V. 

DEPENDENCIAS, ENTIDADES, EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO Y EQUIVALENTES DE LAS ENTIDADES 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 

PRESENTES. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 2, 59, 60 fracción IV y 61 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 

Sector Público; 50, 114 fracciones III y IV y 115 de su Reglamento; 1, 2, 3, 13, 35, 36, 38, 50, 56, 70, 

fracciones II y VI, y 72 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 1, 18, 26 y 37 fracciones XII y XXIX 

y 44 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 62 primer párrafo de la Ley Federal de 

Entidades Paraestatales; 1, 2, 3, 6 numeral III inciso B punto 3, 38 fracción III numeral 12 y 40 del Reglamento 

de la Secretaria de la Función Pública publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de abril de 2020; 83 

párrafos Primero, Segundo, Tercero y Sexto del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, 

y en cumplimiento a lo ordenado en los Resolutivos Tercero y Quinto de la Resolución número 

00641/30.15/4308/2021 de fecha 22 de junio de 2021, que se dictó en el expediente número  PISI-A-NC-DS-

0017/2020, mediante el cual se resolvió el procedimiento administrativo de sanción incoado a la empresa 

DACEGA CORPORATION, S.A. DE C.V., esta Autoridad Administrativa hace de su conocimiento que a partir 

del día siguiente al en que se publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, deberán 

abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato alguno sobre las materias de adquisiciones, 

arrendamientos, servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas, con dicha moral, de 

manera directa o por interpósita persona, por el plazo de 03 (TRES) AÑOS; en caso de que al día en que se 

cumpla el plazo de inhabilitación, la empresa DACEGA CORPORATION, S.A. DE C.V., no haya pagado la 

multa impuesta a través de la citada resolución, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente de la misma. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la mencionada infractora, no quedarán comprendidos en la aplicación de la presente 

Circular. 

Las Entidades Federativas y los Municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 

cuando las adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la obra pública que contraten, se realicen con 

cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

Atentamente 

Ciudad de México, a veintiocho de junio de dos mil veintiuno.- El Titular del Área de Responsabilidades, 

Mtro. Jorge Peralta Porras.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
LISTA de libros de texto autorizados por la Secretaría de Educación Pública para su uso en las escuelas 
secundarias del Sistema Educativo Nacional para el ciclo escolar 2021-2022. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Educación 
Pública. 

Con fundamento en el artículo 113, fracción V de la Ley General de Educación; 30, fracción IV del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública; Lineamiento Décimo Tercero del Acuerdo número 
18/12/17 por el que se determinan los Lineamientos a que se sujetará el procedimiento para autorizar el uso 
de libros de texto destinados a escuelas secundarias del Sistema Educativo Nacional, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 13 de diciembre de 2017, la Dirección General de Materiales Educativos da a 
conocer la lista de los libros de texto autorizados por la Secretaría de Educación Pública para su uso en las 
escuelas secundarias del Sistema Educativo Nacional para el ciclo escolar 2021-2022. 

En el marco de lo anterior, en las escuelas secundarias del país sólo se podrán utilizar los libros de texto 
autorizados por la Secretaría de Educación Pública, que son los que aparecen en la lista oficial siguiente: 

LISTA DE LIBROS DE TEXTO AUTORIZADOS POR LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA PARA 
SU USO EN LAS ESCUELAS SECUNDARIAS DEL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL  PARA EL CICLO 

ESCOLAR 2021-2022 

PRIMER GRADO 

Lengua Materna. Español 

1. Lengua Materna. Español 1 
María Georgina Adame Moreno, Rosalva Ruvalcaba González y Mario Andrés Aliaga Valenzuela 
Patria Educación 
 

2. Interacciones. Lengua Materna. Español 1 
Ana Valeria Burgos Cardenal y Julieta López Olalde 
Pearson Educación 
 

3. Español 1. Secundaria. Conecta Más 
Alma Yolanda Castillo Rojas, Javier Ambrosio Luna Reyes, Irma Itzihuary Ibarra Bolaños y Alma 
Lilia Luna Castillo 
Ediciones SM 
 

4. Español 1 
Humberto Cueva y Antonia de la O 
Editorial Trillas 
 

5. Español 1, Serie Travesías 
Juan Miguel García Fernández, Claudia Rodríguez Escudero, Omar García Rivera y Roberto Julio 
Núñez Narváez 
Ediciones Castillo 
 

6. Lengua materna. Español, primer grado de secundaria 
Iliana del Carmen Juárez Perete, Flor Daniela García Dávila y José Francisco Parra Miguel 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

7. Español 1 
Enrique Lepe, Sergio Tobón, Gabriela Martínez del Campo y Carlos Belmonte 
Editorial Trillas 
 

8. Español para la vida 
Mónica Teresa Molina 
Ángeles Editores 
 

9. Español 1 
Karina Valeria Muro Villafuerte, Patricia del Carmen Gil Chaveznava, Claudia Hernández y 
Hernández y Fernando Rodríguez González 
Correo del Maestro 
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10. Español 1 
Miriam Romo Pimentel 
Ediciones Castillo 
 

11. Lengua Materna. Español 1 
Tania Santos Cano, María Roca Santos, Octavio Nursia Loyola, Julieta Gamboa Suárez, Áurea 
Citlali Camacho Anguiano y Kiria Cárdenas Hernández 
Editorial Larousse 
 

12. Lengua Materna. Español 1 
Rosa Helena Treviño Suárez y Santiago Gómez Ledezma 
Editorial Larousse 

  
Matemáticas 

13. Matemáticas 1 
Anne Alberro Semerena y Rubén García Madero 
Correo del Maestro 
 

14. Matemáticas 1. Secundaria. Conecta Más 
Hugo Balbuena Corro, David Francisco Block Sevilla y Silvia García Peña 
Ediciones SM 
 

15. Matemáticas 1, Serie Infinita 
Carlos Bosch Giral, Ana Meda Guardiola y Claudia Gómez Wulschner 
Ediciones Castillo 
 

16. Matemáticas 1. Secundaria. Soy Protagonista 
Apolo Castañeda Alonso y Rosa Isela González Polo 
Ediciones SM 
 

17. Matemáticas 1. Serie Aprender a ser 
Doris Guadalupe del Carmen Cetina Vadillo y Elisa Verónica Jiménez Gutiérrez 
Ek Editores 
 

18. Matemáticas 1 
Jorge Aurelio Díaz Mori 
Ediciones Impresas y Digitales del Río 
 

19. Matemáticas 1 
Fortino Escareño y Olga Leticia López 
Editorial Trillas 
 

20. Matemáticas 1 
Jesús Manuel Hernández Soto y Leopoldo Jiménez Malagón 
Editorial Larousse 
 

21. Matemáticas, primer grado de secundaria 
Vanesa Jiménez García 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

22. Matemáticas 1. Selva Matemágicas 
Rubén Octavio López Haro 
Editorial Esfinge 
 

23. Interacciones. Matemáticas 1 
Eduardo Mancera Martínez y Eduardo Basurto Hidalgo 
Pearson Educación 
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24. Matemáticas 1 
María Leticia Martínez Hernández y Daniel Mohar Fresán 
Innova Ediciones 
 

25. MATEMÁTICAS 1 
Pilar Martínez Téllez y Guadalupe Carrasco Licea 
Editorial Santillana 
 

26. Matemáticas 1, Serie Travesías 
María José Peña, Erika Marlene Canché Góngora y Emilio Domínguez Bravo 
Ediciones Castillo 
 

27. Matemáticas 1. Serie Espacios Creativos 
Marco Aurelio Riva Palacio y Santana 
Editorial Santillana 
 

28. Matemáticas 1 
Ernesto Alonso Sánchez Sánchez, Verónica Hoyos Aguilar y Mariana Luisa Sáiz Roldán 
Patria Educación 
 

29. MATEMÁTICAS 1 
María Trigueros Gaisman, María Dolores Lozano Suárez, Ivonne Twiggy Sandoval Cáceres, 
Mercedes Cortés Lascurain, Emanuel Jinich Charney y Mónica Inés Schulmaister 
Editorial Santillana 

  
Ciencias Naturales y Tecnología. (Biología) 

30. Biología. Secundaria. Conecta Más 
Ana Barahona Echeverría 
Ediciones SM 
 

31. Ciencia y tecnología. Biología 
Blanca Rosa Becerra López, Griselda Toriz Acosta y Néstor Martínez Martínez 
Innova Ediciones 
 

32. Ciencias y tecnología. Biología. Primer grado 
María Sol Carrillo, María Luisa Nava, Erick Vargas, Heber Islas, Fernanda Rocha Nahieli Greaves 
y Jiro Suzuri  
Editorial Trillas 
 

33. Ciencias y Tecnología. Biología, primer grado de secundaria 
Martha Gabriela Coronel Aguayo, Rodrigo García Domínguez, Carlos Guevara Casas y Minerva 
de la Vega Ayub 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

34. Biología Ciencia y tecnología 
Amado De Anda Bahena, Rosa del Carmen Villavicencio Caballero y Cesari Domingo Rico 
Galeana 
Editorial Esfinge 
 

35. Ciencias 1 Biología. Serie Aprender a ser 
Luz María Escalante Borreguín, y Silvina Monge Rodríguez 
Ek Editores 
 

36. Ciencias y Tecnología 1. Biología 
Fedro Carlos Guillén Rodríguez 
Editorial Santillana 
 

37. Ciencias y tecnología. Biología 
Cecilia Lartigue y Norma Hernández 
Correo del Maestro 
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38. Biología. Ciencias y Tecnología 1 
Luz Lazos Ramírez, Miguel Ángel García Morelos, Marina Ruiz-Boites, Nina del Carmen Castro 
Moreno y Laura Jimena Gutiérrez Ramírez 
Norma Ediciones 
 

39. Biología 1, Serie Infinita 
Jesús Mejía Núñez, Saúl Limón Orozco, José Encarnación Aguilera Mejía, Alejandra Valero 
Méndez y Jorge Eduardo Malpica y Martínez 
Ediciones Castillo 
 

40. Ciencias y tecnología. Biología. Primer grado 
Luis Antonio Mendoza y Jorge Mendoza 
Editorial Trillas 
 

41. Ciencias y tecnología Biología A través de la ciencia 
Leticia Anaid Mora Villa 
Fernández editores 
 

42. Biología 1 Ciencias y Tecnología, Serie Sin Fronteras 
Margarita Salomé Petrich Moreno, Alma Adrianna Gómez Galindo, María Soledad Funes 
Argüello, José Luis López Arenas y Patricia de Guadalupe Tomasini Ortiz 
Ediciones Castillo 
 

43. Ciencias y Tecnología 1. Biología 
Marina Robles García 
Editorial Larousse 
 

44. Ciencias 1 Biología. Serie Actívate 
Hilda Victoria Infante Cosío, y Diana Tzilvia Segura Zamorano 
Ek Editores 
 

45. Naturaleza y sociedad. Ciencias 1. Biología. Secundaria 
Kenia Valderrama Díaz y María Guadalupe Carrillo Ramírez 
Ríos de Tinta 
 

46. Biología. Ciencias y Tecnología 1, Serie Travesías 
Omar Zamora Sánchez, Eria Alaide Rebollar Caudillo, Patricia Illoldi Rangel y Sidney Cano 
Melena 
Ediciones Castillo 
 

 Historia 

47. Historia del mundo 1 
Rubén Octavio Amador Zamora, Adriana Sally Rojas Martínez y Amanda Úrsula Torres 
Freyermuth 
Norma Ediciones 
 

48. Historia 1 
María Cristina Marcela Arce Tena y María Cristina Montoya Rivero 
Patria Educación 
 

49. Historia 1 
Elizabeth Carbajal Huerta, Alejandro Reyes Juárez y Antonio Avitia Hernández 
Editorial Larousse 
 

50. Historia 1. Secundaria. Conecta Más 
Pablo Escalante Gonzalbo, Estela Roselló Soberón, Gabriela Pulido Llano, Aban Flores Morán y 
Mariana Favila Vázquez 
Ediciones SM 
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51. Aprende Todo sobre Historia 1 
Daniela García Díaz 
Méndez Cortés Editores 
 

52. Historia 1. Serie ¡Actívate! 
Carlos Germán Gómez López 
Ek Editores 
 

53. Historia 1 A través de la historia. Serie Evolución 
Concepción Jiménez Alarcón y Gabriela Fernández García 
Fernández editores 
 

54. Historia del mundo 1. Espacios Creativos 
Laura Lima Muñiz, Regina Hernández Franyuti y Ma. Eugenia Chaoul Pereyra 
Editorial Santillana 
 

55. Historia 1, Serie Infinita 
Federico Navarrete Linares, María Eulalia Ribó Bagaría, Edith Guadalupe Llamas Camacho y 
Álvaro Vázquez Mantecón 
Ediciones Castillo 
 

56. Cultura y sociedad 1. Historia del Mundo. Secundaria 
José Romualdo Pantoja Reyes, Consuelo Rosa Sosa López y Cecilia Rosario Urbán Sánchez 
Ríos de Tinta 
 

57. Historia 1, Serie Travesías 
Oxana Pérez Bravo, Angélica Alejandra Portillo Rodríguez, Carla Isadora Zurián de la Fuente, 
Beatriz Alcubierre Moya, Eduardo Rojas Rebolledo y María Angélica Vázquez del Mercado 
Espinosa 
Ediciones Castillo 
 

58. Interacciones. Historia 1 
Gabriela Estela Pérez Tagle Mercado, Sergio M. Jiménez, Ignacio Ruíz Ramírez y Alejandro 
Barrera Damián 
Pearson editores 
 

59. Historia del mundo 1. Serie Espiral del saber 
Rosario Rico Galindo, Margarita Ávila Ramírez, Francisco Quijano Velasco y Esteban Marín Ávila 
Editorial Santillana 
 

60. Historia 1 
Alfredo Ruiz Islas 
Terracota 
 

61. Historia del mundo 1. Serie Fortaleza Académica 
Franco Savarino Roggero, Andrea Mutolo y Lilia Juárez Fiesco 
Editorial Santillana 
 

62. Historia 1 
Susana Luisa Sosenski Correa, Sebastián Plá Pérez y Natzín Itzaé García Macías 
Editorial Larousse 
 

 Geografía 

63. Geografía. Primer grado 
Teresa Ayllón y Lourdes Avendaño 
Editorial Trillas 
 

64. GEOGRAFÍA. Serie Fortaleza Académica 
Montserrat Cayuela Gally y Nayelli Zaragoza Zúñiga 
Editorial Santillana 
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65. Geografía. Serie Aprender a Ser 
Ana Laura González Alejo, Edgar Pablo Contreras Rodríguez, Gerardo Mollinedo Beltrán y Miriam 
Ruth Álvarez Azamar 
Ek Editores 
 

66. Geografía. Aprender y convivir 
Sheridan González Martínez, Karina Eileen Álvarez Román y Ana Elia Hernández Ordoñez 
Norma Ediciones 
 

67. Geografía 1. Serie Infinita 
Pastor Gerardo González Ramírez, Mary Frances Teresa Rodríguez Van Gort, y Jorge González 
Sánchez 
Ediciones Castillo 
 

68. Geografía. Secundaria. Conecta Más 
Elda Luyando López y María del Pilar Fuerte Celis 
Ediciones SM 
 

69. Geografía. Serie ¡Actívate! 
Yoani Montoya Reséndiz, Jonathan Gómora Alarcón, Roberto Carlos Borja Baeza y Haide Ortiz 
Ortiz 
Ek Editores 
 

70. Geografía 
Jesús Abraham Navarro Moreno 
Editorial Larousse 
 

71. Geografía 
Guillermina Evangelina Ortega Sánchez 
Innova Ediciones 
 

72. 
 

Geografía. Serie Travesías 
Rafael Ernesto Sánchez Suárez, Karla Ivette Mendoza Robles y Angélica Viveros Rodríguez 
Ediciones Castillo 
 

73. Geografía Interacción con el mundo social y natural 
Ricardo Serrano Cervantes 
Fernández editores 
 

 Formación Cívica y Ética 

74. Formación Cívica y Ética 1 Atrévete a convivir en sociedad 
Paulina Almeida 
Fernández editores 
 

75. Formación Cívica y Ética. Primer grado 
Ana Cristina Ávila y Alma Julieta Ávila 
Editorial Trillas 
 

76. Formación Cívica y Ética 1 
Oscar Barrera Sánchez, Abigaíl Huerta Rosas y Reyna Guadalupe Pardo Camarillo 
Editorial Larousse 
 

77. Formación Cívica y Ética 1 
Gabriela Cabrera López, Irma Jiménez Bocanegra y Ana Magdalena Olguín Ángeles 
Ángeles Editores 
 

78. Formación Cívica y Ética 1 
Elizabeth Carbajal Huerta, Reyna Adela Villegas Reyes y Juan Carbajal Huerta 
Editorial Larousse 



Martes 6 de julio de 2021 DIARIO OFICIAL  

 

79. Formación Cívica y Ética 1 
Mario Edmundo Chávez Tortolero 
Norma Ediciones 
 

80. Interacciones. Formación Cívica y Ética 1 
Laura Gabriela Flores Conde 
Pearson Educación 
 

81. Formación Cívica y Ética 1. Serie Espacios Creativos 
Silvia Conde Flores 
Editorial Santillana 
 

82. Formación Cívica y Ética 1, Serie Infinita 
Luis de la Barreda Solórzano 
Ediciones Castillo 
 

83. Construye y Aprende con Formación Cívica y Ética 1 
Lucía Xóchitl Estrada Medina y Erika Citlali Pérez Zamora 
Pearson Educación 
 

84. Formación Cívica y Ética 1 
Óscar Flores y María de Lourdes Plata Martínez 
Ediciones Impresas y Digitales del Río 
 

85. Formación Cívica y Ética 1. Serie ¡Actívate! 
Domingo Ignacio Gordillo Hidalgo y Rocío Saucedo González 
Ek Editores 
 

86. Formación Cívica y Ética. Primer grado 
Gema Jara y Zazil Palma 
Editorial Trillas 
 

87. Formación Cívica y Ética 1, Serie Sin Fronteras 
Leticia Gabriela Aguirre Landeros y María Concepción Chávez Romo 
Ediciones Castillo 
 

88. Formación Cívica y Ética 1. Secundaria. Soy Protagonista 
José Antonio López Ugalde, Eunice Mayela Ayala Seuthe, Adela Lizardi Arizmendi y María de los 
Ángeles Alba Olvera 
Ediciones SM 
 

89. Formación Cívica y Ética 1. Secundaria. Conecta Más 
Luna María Eugenia Elizarrarás 
Ediciones SM 
 

90. Formación Cívica y Ética 1, Aprender en libertad 
Fabiola Martínez Díaz y Enrique González Ruelas 
Ek Editores 
 

91. FORMACIÓN CÍVICA Y ÉTICA 1 
Gabriela Martínez Sainz, Héctor Zagal y José Alberto Ross Hernández 
Editorial Santillana 
 

92. Formación Cívica y Ética. Serie Espiral del Saber 
Jorge Medina Delgadillo y María José García Castillejos 
Editorial Santillana 
 

93. Formación Cívica y Ética 1 
Rodrigo Munguía Noriega, Daniela Aseret Ortíz Martínez y Claudia Angélica Soria Diosdado 
Patria Educación 
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94. Formación Cívica y Ética, primer grado de secundaria 
Alejandro Reyes Juárez y Santiago Rosas Montalvo 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

95. Formación cívica y ética 1 
Rosario Rico Galindo 
Correo del Maestro 
 

96. Formación Cívica y Ética 1 Ciudadano activo 
Salvador Rueda Lemus 
Fernández editores 
 

97. Formación Cívica y Ética 1, Serie Travesías 
Vidal Schmill Herrera 
Ediciones Castillo 
 

98. Formación Cívica y Ética 1 
José Manuel Suárez Aguilar y Saúl Ernesto Bavines Lozoya 
Editorial Esfinge 
 

 SEGUNDO GRADO 

Lengua Materna. Español II 

99. Español 2. Secundaria. Conecta Más 
Alma Yolanda Castillo Rojas, Javier Ambrosio Luna Reyes, Alma Lilia Luna Castillo e Irma 
Itzihuary Ibarra Bolaños 
Ediciones SM 
 

100. Español 2, Serie Infinita 
Adriana María de Teresa Ochoa, Eleonora Natalia Inés Achugar Díaz y Zahira Viejo Sevillano 
Ediciones Castillo 
 

101. Lengua Materna. Español 2. Serie Espacios Creativos 
Esther Flores Miranda y Elizabeth Cruz Madrid 
Editorial Santillana 
 

102. Lengua materna. Español, segundo grado de secundaria. Serie En marcha 
Flor Daniela García Dávila y José Francisco Parra Miguel 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

103. Español 2, Serie Travesías 
Juan Miguel García Fernández, Claudia Rodríguez Escudero, Omar García Rivera y Sara Lorena 
Hernández Vázquez 
Ediciones Castillo 
 

104. LENGUA MATERNA. ESPAÑOL 2. Serie Fortaleza Académica 
Héctor Luis Grada Martínez, Eduardo Augusto Canto Salinas y Mariela Grimaldo Medina 
Editorial Santillana 
 

105. Español 2 
Enrique Lepe, Sergio Tobón, Gabriela Martínez del Campo y Carlos Belmonte 
Editorial Trillas 
 

106. Español 2. Secundaria. Soy Protagonista 
Jasil Shantall Monroy Fernández, Alejandra Brito Rodríguez e Isaac Castillo Vargas 
Ediciones SM 
 

107. Español 2, Serie Sin Fronteras 
Miriam Romo Pimentel 
Ediciones Castillo 
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108. Español 2. Serie Ser mejor 
María Teresa Ruiz García 
Editorial Esfinge 
 

109. Lengua Materna. Español 2 
Rosa Helena Treviño Suárez y Santiago Gómez Ledezma 
Editorial Larousse 
 

 Matemáticas II 

110. Matemáticas 2, Serie Travesías 
Anne Marie Pierre Alberro Semerena 
Ediciones Castillo 
 

111. Matemáticas 2. Secundaria. Conecta Más 
Hugo Hipólito Balbuena Corro, David Francisco Block Sevilla y Silvia García Peña 
Ediciones SM 
 

112. Matemáticas 2, Serie Infinita 
Carlos Bosch Gira y Ana Meda Guardiola 
Ediciones Castillo 
 

113. Matemáticas 2. Secundaria. Soy Protagonista 
Apolo Alonso Castañeda y Rosa Isela González Polo 
Ediciones SM 
 

114. Matemáticas 2 
Rubén García Madero y María Antonieta Molina Garza Galindo 
Correo del Maestro 
 

115. Matemáticas 2. Serie INNOVA T 
Hilda Elizabeth García Martínez 
Innova Ediciones 
 

116. Matemáticas 2 
Víctor Eduardo García Vargas y Margarita Sánchez Nava 
Ediciones Impresas y Digitales del Río 
 

117. Interacciones. Matemáticas 2 
Eduardo Mancera Martínez y Eduardo Basurto Hidalgo 
Pearson Educación de México 
 

118. Matemáticas 2. A través de las matemáticas 
Paulo César Manrique Mirón 
Fernández editores 
 

119. MATEMÁTICAS 2. Serie Espiral del Saber 
Pilar Martínez Téllez y Leticia Contreras Sandoval 
Editorial Santillana 
 

120. Matemáticas, segundo grado de secundaria. Serie En marcha 
Davy Alejandro Pérez Chan 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

121. Matemáticas 2. Serie Espacios Creativos 
Marco Aurelio Riva Palacio y Santana 
Editorial Santillana 
 

122. Matemáticas 2. Serie Identidades 
Ernesto Alonso Sánchez Sánchez, Verónica Hoyos Aguilar y Mariana Luisa Sáiz Roldán 
Patria Educación 
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123. MATEMÁTICAS 2. Serie Fortaleza Académica 
María Trigueros Gaisman, Ivonne Twiggy Sandoval Cáceres, María Dolores Lozano Suárez, 
Mercedes Cortés Lascurain, Emanuel Jinich Charney y Mónica Inés Schulmaister 
Editorial Santillana 
 

124. Matemáticas 2. Serie Ser mejor 
Roberto Villaseñor Spreitzer, Víctor Manuel García Montes y José Luis Hernández Palomino 
Editorial Esfinge 
 

125. Matemáticas 2 
Juan Carlos Xique Anaya 
Editorial Larousse 

  
Ciencias Naturales y Tecnología. (Física) 

126. Ciencias y Tecnología 2 Física. Serie Espacios Creativos 
Rocío Castañeda León 
Editorial Santillana 
 

127. Física. Ciencia y tecnología. Serie Ser mejor 
José Antonio Chamizo Guerrero 
Editorial Esfinge 
 

128. Física 2, Serie Sin Fronteras 
Ernesto Antonio Colavita Gómez 
Ediciones Castillo 
 

129. Ciencias 2. Física. Serie ¡Actívate! 
Héctor Covarrubias Martínez, Hilda Victoria Infante Cosío y Diana Tzilvia Segura Zamorano 
Ek Editores 
 

130. Ciencias y Tecnología Física 2 
Alfonso Cuervo Cantón y Oscar Ocampo Cervantes 
Patria Educación 
 

131. Ciencias y Tecnología 2. Física. Serie Fortaleza Académica 
Fernando Flores Camacho y Leticia Gallegos Cázares 
Editorial Santillana 
 

132. Ciencias y Tecnología. Física 
Alejandra González Dávila, Helena Lluis Arroyo y Abraham Pita Larrañaga 
Correo del Maestro 
 

133. Física 2, Serie Infinita 
Israel Gutiérrez González, Elda Gabriela Pérez Aguirre y Ricardo Medel Esquivel 
Ediciones Castillo 
 

134. Materia y Energía. Ciencias 2. Física. Secundaria. Serie Origen 
Jorge Alberto Limón Jiménez 
Ríos de Tinta 
 

135. Física. Secundaria. Soy Protagonista 
María del Pilar Segarra Alberú y Emma Margarita Jiménez Cisneros 
Ediciones SM 
 

136. Física. Ciencias y Tecnología 2, Serie Travesías 
María Trigueros Gaisman y Jaime Adolfo Pimentel Henkel 
Ediciones Castillo  
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 Historia II 

137. Historia 2 de México. Serie Aprender y convivir 
Rubén Octavio Amador Zamora, Fabián Campos Hernández, Raúl Pérez Martínez, Víctor Hugo 
Rocha Osorio, Adriana Sally Rojas Martínez y Katia Naomi Illescas Ferretiz 
Norma Ediciones 
 

138. Historia 2. Serie Identidades 
María Cristina Marcela Arce Tena y María Cristina Montoya Rivero 
Patria Educación 
 

139. Historia 2 de México. Serie Fortaleza Académica 
Hugo Betancourt León, Gibran Bautista y Lugo, Armando Pavón Romero, Martha Atzin Bahena 
Pérez y Clara Inés Ramírez González 
Editorial Santillana 
 

140. Historia 2 
Elizabeth Carbajal Huerta, Alejandro Reyes Juárez y Antonio Avitia Hernández 
Editorial Larousse 
 

141. Historia 2 
Natzín Itzaé García Macías, Sebastián Plá Pérez, Iliana Marcela Quintanar Zárate y Susana Luisa 
Sosenski Correa 
Editorial Larousse 
 

142. Historia de México. Segundo grado 
Susana García, Juan Signoret y Aquiles Ávila 
Editorial Trillas 
 

143. Historia 2. Serie ¡Actívate! 
Carlos Germán Gómez López, Adriana Josefina Mondragón Vázquez y María de la Caridad Yela 
Corona 
Ek Editores 
 

144. Historia de México. Segundo grado 
Enrique Krauze, Andrea Martínez Baracs y Javier Lara Bayón 
Editorial Trillas 
 

145. Historia 2 de México. Serie Espacios Creativos 
Laura Lima Muñiz, Regina Hernández Franyuti y Ma. Eugenia Chaoul Pereyra 
Editorial Santillana 
 

146. Historia 2, Serie Infinita 
Federico Navarrete Linares, María Eulalia Ribó Bagaría, Edith Llamas y Álvaro Vázquez 
Mantecón 
Ediciones Castillo 
 

147. Historia 2, Serie Travesías 
Oxana Pérez Bravo, Alejandra Portillo Rodríguez, Carla Zurián de la Fuente, Beatriz Alcubierre 
Moya, Eduardo Rojas Rebolledo y Angélica Vázquez del Mercado 
Ediciones Castillo 
 

148. Historia 2 de México. Serie Espiral del Saber 
Rosario Rico Galindo, Margarita Ávila Ramírez, Francisco Quijano Velasco y Esteban Marín Ávila 
Editorial Santillana 
 

149. Historia de México 2. Serie Terracota 
Alfredo Ruiz Islas 
Editorial Terracota 
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150. Vida y Cultura 2. Historia de México. Secundaria. Serie Trascender 
Valeria Sánchez Michel y José Alberto Moreno Chávez 
Ríos de Tinta 
 

151. Historia 2, Serie Sin Fronteras 
Elisa Speckman Guerra, Alfredo Ávila Rueda, Erika Gabriela Pani Bano, Felipe Arturo Ávila 
Espinosa y Berenice Alcántara Rojas 
Ediciones Castillo 
 

152. Historia 2. Secundaria. Soy Protagonista 
Evelia María del Socorro Trejo Estrada y Leonor García Millé 
Ediciones SM 
 

 Formación Cívica y Ética II 

153. Formación Cívica y Ética 2 
Elizabeth Carbajal Huerta, Reyna Adela Villegas Reyes y Juan Carbajal Huerta 
Editorial Larousse 
 

154. Formación Cívica y Ética 2. Serie Innova T 
Paco Cascón 
Innova Ediciones 
 

155. Formación Cívica y Ética 2. Serie Espacios Creativos 
Silvia Conde 
Editorial Santillana 
 

156. Formación Cívica y Ética 2, Serie Infinita 
Luis de la Barreda Solórzano 
Ediciones Castillo 
 

157. Formación Cívica y Ética 2 
Abigaíl Huerta Rosas, Reyna Guadalupe Pardo Camarillo y Oscar Barrera Sánchez 
Editorial Larousse 
 

158. Formación Cívica y Ética 2, Serie Sin Fronteras 
Leticia Gabriela Landeros Aguirre y María Concepción Chávez Romo 
Ediciones Castillo 
 

159. Formación Cívica y Ética 2. Secundaria. Soy Protagonista 
José Antonio López Ugalde, Eunice Mayela Ayala Seuthe, Adela Lizardi Arizmendi y María de los 
Ángeles Alba Olvera 
Ediciones SM 
 

160. Formación Cívica y Ética 2. Secundaria Conecta Más 
María Eugenia Luna Elizarrarás y José Luis Manguila García 
Ediciones SM 
 

161. Formación Cívica y Ética 2. Serie Fortaleza Académica 
Gabriela Martínez Sainz, Héctor Zagal y José Alberto Ross Hernández 
Editorial Santillana 
 

162. Formación Cívica y Ética 2. Serie Espiral del Saber 
Jorge Medina Delgadillo y María José García Castillejos 
Editorial Santillana 
 

163. Formación Cívica y Ética 2 
Daniela Aseret Ortiz Martínez, Claudia Angélica Soria Diosdado y Rodrigo Munguía Noriega 
Patria Educación 
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164. Formación Cívica y Ética 2. Serie Saber ser 
José Manuel Suárez Aguilar, Saúl Ernesto Bavines Lozoya y Claudia Verónica Medina López 
Editorial Esfinge 
 

 TERCER GRADO 

Español III 

165. Andar la palabra 3. Español 
Ma. Georgina Adame Moreno y Rosalva Ruvalcaba González 
Oxford University Press 
 

166. Comunicación y vida 3. Español 
Ma. Estela Arciniega Rangel 
Oxford University Press 
 

167. Español 3 
Sofía Carrillo Sandoval y Luis Rodrigo Arredondo Vargas 
Editorial Nuevo México 
 

168. Español 3, Serie Explora 
Eduardo Casar González Juan Miguel García Fernández, Claudia Rodríguez Escudero y Julieta 
López Olalde 
Ediciones Castillo 
 

169. Español 3. Serie Horizontes 
Alejandra Castillo Peña y José Gutiérrez García 
Editorial Santillana 
 

170. Español 3. Secundaria Conect@ Palabras 
Alma Yolanda Castillo Rojas, Irma Itzihuari Ibarra Bolaños, Javier Luna Reyes y Alma Lilia Luna 
Castillo 
Ediciones SM 
 

171. ESPAÑOL 3 
Humberto Cueva y Antonia de la O 
Editorial Trillas 
 

172. Español 3. Serie Saberes 
Adriana María De Teresa Ochoa y Eleonora Achugar Díaz 
Pearson Educación 
 

173. Español 3. Leo, escribo y aprendo. Serie Innovación 
Sofía González Cervantes 
Fernández editores 
 

174. Español 3. Serie Integral 
Alejandra González Pereda y Octavio Zaragoza Ríos 
Editorial Santillana 
 

175. Español 3 
Adriana Jaquez Garnica, Griselda Hernández Fernández, María Julita Sánchez Patiño y Patricia 
Bárcena Alcaraz 
Editorial Terracota 
 

176. Español 3. Comunico lo que pienso. Serie Evolución 
Andrea Londoño 
Fernández editores 
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177. Letras y voces 3. Español. Secundaria 
Roberto Víctor Luna Elizarrarás, Jorge Luis Herrera, Dolores Amira Dávalos Esparza y Arizbeth 
Zoila Soto 
Ediciones SM 
 

178. ESPAÑOL 3 
Gabriela Martínez del Campo y Carlos Belmonte Trujano 
Editorial Trillas 
 

179. Construir el Español 3. Libro de texto para tercer grado de secundaria 
Mónica Teresa Molina 
Ediciones Ángeles Hermanos 
 

180. Comunico 3. Español. Secundaria 
Jasil Shantall Monroy Fernández, Judith Salazar López y Miguel Ángel De la Rosa García 
Ediciones SM 
 

181. Español 3. Secundaria 
Elia del Carmen Morales García y Laura V. González Guerrero 
Ríos de Tinta 
 

182. Proyectos de Español 3 
Graciela Alejandrina Murillo Paniagua 
Mc Graw-Hill Education 
 

183. Español 3, Serie Enlaces 
Roberto Núñez Narváez, Beatriz Escalante de Haro y Salvador Tovar Mendoza 
Ediciones Castillo 
 

184. Español 3. Serie Aqua 
Mónica Quijano Velasco y Alejandra Brito Rodríguez 
Editorial Esfinge 
 

185. Español 3, Serie Fundamental 
Sebastián Ramos y Araceli Carranza Caballero 
Ediciones Castillo 
 

186. Español 3. Comunicación por proyectos 
Eduardo Rivera Martínez 
Grupo Editorial Patria 
 

187. Español 3. Serie Terra 
María Teresa Ruiz García 
Editorial Esfinge 
 

188. Español 3 
Rosa Helena Treviño Suárez y Santiago Gómez Ledesma 
Editorial Larousse 
 

189. Convive con el Español 3 
Juana Leonor Véjar Becerril y José María Andreas Cortés 
Méndez Cortés Editores 
 

190. Español 3. Serie Todos juntos 
Isabel G. Zárate 
Editorial Santillana 
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 Matemáticas III 
 

191. Matemáticas 3 
Carlos Bosh Giral y Ana Meda Guardiola 
Ediciones Castillo 
 

192. Matemáticas 3 
Ricardo Medel Esquivel, Ricardo García Salcedo e Isidro Gómez Vargas 
Ediciones Castillo 
 

193. Matemáticas 3 
Felipe Andrés Calderón Concha 
Ediciones Castillo 
 

194. Matemáticas 3 
Marco Aurelio Riva Palacio y Santana 
Editorial Santillana 
 

195. Matemáticas 3 
María Trigueros Gaisman, Ivonne Twiggy Sandoval Cáceres, María Dolores Lozano Suárez, 
Mercedes Cortés Lascurain, Emanuel Jinich Charney y Mónica Inés Schulmaister 
Editorial Santillana 
 

196. Matemáticas 3 
Guadalupe Carrasco Licea y Luz María Marván Garduño 
Editorial Santillana 
 

197. Matemáticas, tercer grado de secundaria 
Francisco Manuel Barrios Paniagua y Davy Alejandro Pérez Chan 
Editorial Progreso Grupo Edelvives 
 

198. Matemáticas 3 
Rubén García Madero, Javier Enríquez Brito y Martín Cañas Blancá 
Correo del Maestro 
 

199. Interacciones. Matemáticas 3. 
Eduardo Mancera Martínez y Eduardo Basurto Hidalgo 
Pearson Educación 
 

200. Matemáticas 3. 
Alfonso Arriaga Coronilla, Susana Emilia Sesma Parra y Mónica Compañ García 
Pearson Educación 
 

201. Matemáticas 3 
Roberto Villaseñor Spreitzer, Víctor Manuel García Montes y José Luis Hernández Palomino 
Editorial Esfinge 
 

202. Matemáticas 3 
Hugo Hipólito Balbuena Corro, David Francisco Block Sevilla, Silvia García Peña, José Cruz 
García Zagal y Tatiana María Mendoza Von der Borch 
Ediciones SM 

  
Ciencias III (con énfasis en Química) 

203. Ciencia, conciencia y Química 
Erandi Alcalá Silva y José de Jesús Cravioto Hernández 
Siglo XXI Editores 
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204. Convive con la Química. Ciencias 3 
Sergio Isidoro Alpizar Jiménez 
Méndez Cortés Editores 
 

205. Ciencias 3. Química 
María Isabel Cabello Bravo y Paola Waleska Meza González 
Macmillan Publishers 
 

206. Ciencias 3, Química, Mundo Amigo 
Antonio Calderón Colín, Ernesto Antonio Colavita Gómez y Omar Zamora Sánchez 
Ediciones Castillo 
 

207. CIENCIAS 3. Química 
María Sol Carrillo Farga. María Luisa Nava Aguilera, Gastón Rocha Marthén, Karina Islas Ríos, 
Heber Islas Ríos 
Editorial Trillas 
 

208. Química Ciencias 3 
Rosa María Catalá Rodes, Ana María Jiménez Aparicio y María Eugenia Colsa Gómez 
Editorial Esfinge 
 

209. Química Ciencias 3 
José Antonio Chamizo Guerrero 
Editorial Esfinge 
 

210. Transformación Ciencias 3 Química 
Raquel Chávez Lagarda y Jorge A. Limón Jiménez 
Oxford University Press 
 

211. Química Ciencias 3 
Amado De Anda Bahena, Julio Armando Ríos Reyes y Paula Ximena García Reynaldos 
Editorial Esfinge 
 

212. Ciencias 3, Química, Serie Explora 
Carlos Mauricio De la Cruz Castro Acuña, Nahieli Greaves Fernández, Luis Jiro Suzuri 
Hernández, Guadalupe Osorio Monreal y Elda Gabriela Pérez Aguirre 
Ediciones Castillo 
 

213. Ciencias 3, con énfasis en Química. Un viaje a través de la ciencia 
Alma Angelina Delgado Robles y Jesús Adrián Fernández Reyes 
Fernández Educación 
 

214. Ciencias 3 Química 
Mariana Esquivelzeta Rabell, Raúl Huerta Lavorie, Jocelyn Alcántara García y María Daniela 
Chávez Barajas 
Macmillan Publishers 
 

215. Ciencias 3 Química 
Eli Fernández de Gortari y Laura Mireya Cuevas Tenorio 
Editorial Nuevo México 
 

216. Acción y reacción. Química 
Alejandra García Franco y Yosajandi Pérez Campillo 
Ediciones SM 
 

217. Química: Una ciencia para el siglo XXI 
Gisela Hernández Millán, Norma Mónica López Villa y Gabriela Pedrero Hernández 
Ediciones SM 
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218. Acércate a la Química 
Silvia Jara Reyes 
Editorial Larousse 
 

219. Química: Un enfoque competente y sustentable 
Mercedes Guadalupe Llano Lomas y Teresa Elizabeth Delgado Herrera 
Ediciones SM 
 

220. Espacio y materia Ciencias 3 Química 
Daniel López González y Miguel Nadal Palazón 
Oxford University Press 
 

221. Ciencias 3 Química. Santillana Horizontes 
José Antonio López Tercero Caamaño 
Editorial Santillana 
 

222. Ciencias 3 Química. Santillana Integral 
Claudia Tamara Macedo Ramos y Elizabeth Flandes Ferrer 
Editorial Santillana 
 

223. Ciencias 3. Química 
Armando Marín Becerra y Ana Sofía Varela Gasque 
Correo del Maestro 
 

224. CIENCIAS 3 QUÍMICA 
Yuridia Méndez Vidal, Israel Alfaro Fuentes y Horacio Clemente López Sandoval 
Grupo Editorial Patria 
 

225. Conect@ Entornos. Química 
Alberto Monnier Treviño, Germán Gutiérrez López y Elías Mora Velázquez 
Ediciones SM 
 

226. Ciencias 3. Química. Secundaria 
Kira Padilla Martínez y Ana María Sosa Reyes 
Ríos de Tinta 
 

227. Ciencias 3. La Química a tu alcance 
Maritza Quintanilla Robles, Elena Roa Camarillo y Minerva de la Vega Ayub 
Pearson Educación 
 

228. Ciencias 3 con énfasis en Química 
Miguel Reina Tapia y Roberto González Gómez 
Editorial Terracota 
 

229. Ciencias 3 con énfasis en Química 
Cesari D. Rico Galeana, Griselda Toriz Acosta y Minerva Tenorio Ortiz 
Editorial Terracota 
 

230. Ciencias 3 con énfasis en Química 
Hugo Rivas Martínez, Fidelmar Lechuga Sanabria y Martha Elena Buschbeck Alvarado 
Editorial Terracota 
 

231. Ciencias 3. Química. Desarrollo de una cultura química en contextos cotidianos. Serie 
Alternativas 
Maricela Rodríguez Aguilar, Rodrigo García Domínguez y Victoria Hernández Peña 
Pearson Educación 
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232. Ciencias 3, Química 
Maricel Andrea Rojas Ruz y Pablo Eduardo Vásquez Lobos 
Ediciones Castillo 
 

233. Ciencias 3, con énfasis en Química. La ciencia es para todos 
Santiago Salinas García 
Fernández Educación 
 

234. Competencias Científicas 3 
Eugenia Segovia Yépes, Susana Ulloa Arellano, Jorge Ortega Cárdenas y Héctor Sandoval 
Lozada 
Norma Ediciones 
 

235. Ciencias 3 Química. Santillana Todos Juntos 
Esperanza Soriano y Alejandra González Dávila 
Editorial Santillana 
 

236. Ciencias 3, Química, Serie Enlaces 
Plinio Jesús Sosa Fernández, Nadia Teresa Méndez Vargas y Rosa Elia Islas Vigueras 
Ediciones Castillo 
 

237. Ciencias 3, Química, Fundamental 
Vicente Augusto Talanquer Artigas y Glinda Irazoque Palazuelos 
Ediciones Castillo 
 

238. Ciencias 3, con énfasis en Química. Exploración del mundo científico 
Jesús Miguel Torres Flores 
Fernández Educación 
 

239. Química 3º. 
Sandra Zepeda Mollinedo y Alicia Rodríguez Hernández 
EPSA / McGraw-Hill 
 

 Historia III 

240. Historia 3 
Elisa Especkman Guerra, Alfredo Ávila Rueda, Erika Gabriela Pani Bano y Felipe Arturo Ávila 
Espinosa 
Ediciones Castillo 
 

241. Historia 3 
Federico Navarrete Linares, María Eulalia Ribó Bagaría, Edith Llamas y Álvaro Vázquez 
Mantecón 
Ediciones Castillo 
 

242. Historia 3 
Oxana Pérez Bravo, Alejandra Portillo Rodríguez, Carla Zurián de la Fuente, Beatriz Alcubierre 
Moya, Eduardo Rojas Rebolledo y Angélica Vázquez del Mercado Espinosa 
Ediciones Castillo 
 

243. Historia 3 de México 
Laura Lima Muñiz, Regina Hernández Franyuti y Ma. Eugenia Chaoul Pereyra 
Editorial Santillana 
 

244. Historia 3 de México 
Maximiliano Vargas Morales, Ángel Mireles Estrada, Verónica Guadalupe Herrera Rivera, Holger 
Lira Medina e Ivette Orijel Serrano 
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Editorial Santillana 
 

245. Historia 3 de México 
Rosario Rico Galindo, Margarita Ávila Ramírez, Francisco Quijano Velasco y Esteban Marín Ávila 
Editorial Santillana 
 

246. Historia 3 
Elizabeth Carbajal Huerta, Alejandro Reyes Juárez y Antonio Avitia Hernández 
Editorial Larousse 
 

247. Historia 3 
María Cristina Marcela Arce Tena y María Cristina Montoya Rivero 
Patria Educación 
 

248. Historia 3 
Sebastián Plá Pérez, Natzín Itzaé García Macías y Susana Luisa Sosenski Correa 
Editorial Larousse 
 

249. Historia 3. Secundaria. Soy Protagonista 
Alejandro Alcántara Gallegos y José Gabriel López López 
Ediciones SM 

  
Formación Cívica y Ética III 

250. Formación Cívica y Ética 3, Serie Infinita 
Luis de la Barreda Solórzano 
Ediciones Castillo 
 

251. Formación Cívica y Ética 3 
Elizabeth Carbajal Huerta, Reyna Adela Villegas Reyes y Juan Carbajal Huerta 
Editorial Larousse 
 

252 Formación Cívica y Ética 3. Serie Innova T 
Paco Cascón 
Innova Ediciones 
 

253. Formación Cívica y Ética 3 
Silvia Conde Flores 
Editorial Santillana 
 

254. Formación Cívica y Ética 3, Serie Sin Fronteras 
Leticia Gabriela Landeros Aguirre y María Concepción Chávez Romo 
Ediciones Castillo 
 

255. Formación Cívica y Ética 3. Secundaria. Conecta Más 
María Eugenia Luna Elizarrarás y Sara Minerva Luna Elizarrarás 
Ediciones SM 
 

256. Formación Cívica y Ética 3 
Reyna Guadalupe Pardo Camarillo, Oscar Barrera Sánchez y Abigaíl Huerta Rosas 
Editorial Larousse 
 

257. Formación Cívica y Ética 3, Serie Travesías 
Vidal Schmill Herrera 
Ediciones Castillo 
 

258. Formación Cívica y Ética 3 
Claudia Angélica Soria Diosdado, Rodrigo Munguía Noriega y Daniela Aseret Ortíz Martínez 
Patria Educación 

 

Ciudad de México, a 23 de junio de 2021.- El Director General de Materiales Educativos, Dr. Marx Arriaga 
Navarro.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 116/2020, así como los Votos Particulares de la señora Ministra Yasmín Esquivel Mossa y de 
los señores Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Fernando Franco González Salas y Presidente Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, y Concurrentes de la señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y del señor Ministro 
Luis María Aguilar Morales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020. 
PROMOVENTE: COMISIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS DEL ESTADO DE MORELOS. 

PONENTE: 
MINISTRO ALBERTO PÉREZ DAYÁN. 

SECRETARIA: 
GUADALUPE DE LA PAZ VARELA DOMÍNGUEZ. 

Vo. Bo. 
Sr. Ministro. 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
correspondiente al día veintiséis de noviembre de dos mil veinte. 

VISTOS, para resolver la acción de inconstitucionalidad identificada al rubro; y 

RESULTANDO: 

PRIMERO. Demanda. Mediante escrito presentado en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiocho de febrero de dos mil veinte, 
Raúl Israel Hernández Cruz, en su carácter de Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de Morelos, promovió acción de inconstitucionalidad en contra del Congreso local y del Gobernador de ese 
Estado, respecto de la “Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2020”, así como del “Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se 
aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero 
al 31 de diciembre de 2020”, publicados en el Periódico Oficial de esa Entidad Federativa de veintinueve de 
enero de dos mil veinte. 

SEGUNDO. Artículos constitucionales que se estiman vulnerados. En la demanda el promovente de 
la acción expresó que las normas impugnadas son violatorias de los artículos 1, 16 y 102, apartado B de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

TERCERO. Conceptos de invalidez. La Comisión accionante expuso los conceptos de invalidez  que 
estimó pertinentes, de cuyo contenido se dará cuenta en cada uno de los considerandos destinados  a su 
estudio. 

CUARTO. Registro del expediente y turno de la demanda. Por acuerdo de dos de marzo de dos mil 
veinte el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el 
expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad con el número 116/2020; y, por razón de turno, 
correspondió al Ministro Alberto Pérez Dayán la tramitación del proceso y la formulación del proyecto de 
resolución respectivo. 

QUINTO. Admisión de la demanda. El Ministro instructor dictó acuerdo el cuatro de marzo siguiente, en 
el que admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad, por lo que ordenó dar vista a los Poderes Legislativo 
y Ejecutivo del Estado de Morelos para que rindieran sus respectivos informes; solicitó al Congreso local 
enviara con el informe copia certificada de los antecedentes legislativos de las normas generales impugnadas, 
y al Poder Ejecutivo Estatal para que exhibiera un ejemplar del Periódico Oficial que las contiene. De igual 
forma dio vista a la Fiscalía General de la República para que antes del cierre de instrucción formulara el 
pedimento que le corresponde, así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal para que, en caso de 
así considerarlo, manifestara lo que a su esfera competencial convenga. 

SEXTO. Acuerdo que tiene por rendidos los informes requeridos a las autoridades demandadas. 
Según proveído de treinta y uno de agosto de dos mil veinte, el Ministro instructor tuvo por rendidos los 
informes del Congreso y del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos, y como exhibidas las documentales que 
acompañaron; así como requirió nuevamente al Congreso del Estado para que enviara copia certificada de los 
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antecedentes legislativos de las normas generales cuya constitucionalidad se reclama; ordenó dar vista a la 
Consejería Jurídica del Gobierno Federal con copias de los informes, así como correr traslado con dichas 
documentales a las partes. 

Dichos informes se tienen a la vista para la resolución de este asunto. 

SÉPTIMO. Pedimento de la Fiscalía General de la República. La Fiscalía General de la República se 
abstuvo de formular pedimento, tampoco expresó manifestación alguna. 

OCTAVO. Cierre de instrucción. Una vez cerrada la instrucción se envió el expediente al Ministro 
instructor para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 105, fracción II, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 10, fracción 
I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Morelos plantea la posible contradicción de la “Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos 
para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020”, así como del “Decreto número seiscientos 
sesenta y uno por el que se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 
ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020”, frente a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

SEGUNDO. Oportunidad en la presentación de la demanda. A continuación se analiza la oportunidad 
en la presentación de la demanda. 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, dispone lo siguiente: 

“Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de 
treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley 
o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente 
medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá 
presentarse el primer día hábil siguiente. 

En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son 
hábiles”. 

Como se advierte, el plazo para la presentación de la acción será de treinta días naturales, cuyo cómputo 
debe hacerse a partir del día siguiente al en que se publicó el ordenamiento impugnado; y si el último día del 
plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 

Ahora bien, las normas generales combatidas se publicaron en el Periódico Oficial del Estado de Morelos 
de veintinueve de enero de dos mil veinte, por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover 
la acción de inconstitucionalidad corrió del treinta de enero al veintiocho de febrero de dos mil veinte. 

Luego, si el escrito que contiene la acción de inconstitucionalidad se presentó ante la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiocho de febrero 
de dos mil veinte, es claro que su presentación resultó oportuna. 

TERCERO. Legitimación de la parte promovente. Acto continuo se procede a analizar la legitimación de 
quien promovió la demanda de acción de inconstitucionalidad. 

El artículo 105, fracción II, inciso g) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos1 prevé 
que la acción de inconstitucionalidad puede ser promovida por los organismos de protección de derechos 
humanos de las entidades federativas en contra de leyes expedidas por las legislaturas. 

 
1 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
(…). 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
(…). 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; 
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En el caso, la demanda fue promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos 
quien, de conformidad con la porción constitucional precitada, cuenta con legitimación para promover el 
presente medio de control constitucional. 

Además, la acción de inconstitucionalidad fue suscrita por Raúl Israel Hernández Cruz, en su carácter de 
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, personalidad que acreditó con copia 
certificada del Decreto número cuatrocientos veinticinco, publicado en el Periódico Oficial de ese Estado de 
diez de julio de dos mil diecinueve, por el cual fue designado. 

Asimismo, dicho funcionario cuenta con facultades para representar a ese organismo, en términos del 
artículo 16, fracción I de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos2; por tanto, tiene 
legitimación para ser parte en este medio de control constitucional. 

En consecuencia, ha quedado demostrado que quien promueve la presente acción de inconstitucionalidad 
está legitimado para demandar la invalidez de las normas generales impugnadas. 

CUARTO. Causales de improcedencia. Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de 
inconstitucionalidad son de estudio preferente. Así, las autoridades demandadas plantearon lo siguiente: 

1. En sus informes argumentaron que se debe sobreseer en la acción con fundamento en los artículos 19, 
fracción VIII y 20, fracción II, de la Ley Reglamentaria, por tres razones básicamente: 

a) Porque la accionante plantea una omisión legislativa al considerar que no se tomó en cuenta la 
iniciativa o proyecto de presupuesto de egresos que presentó ante el Congreso del Estado y, en 
este sentido, la acción de inconstitucionalidad no procede contra omisiones legislativas, sino sólo 
contra normas generales; 

b) Porque el Decreto de Presupuesto de Egresos no es una norma general, aunado a que no 
contraviene disposición alguna de la Constitución General; y, 

c) Porque el promovente de la acción aduce una supuesta invasión de competencias, empero, ésta 
no es el medio de control constitucional para resolver ese tipo de violaciones. 

Los motivos de improcedencia hechos valer son infundados. 

En efecto, si bien la parte actora en el primer concepto de invalidez expresa que el Presupuesto de 
Egresos reclamado es inconstitucional porque no se tomó en cuenta la iniciativa que contiene el proyecto de 
presupuesto que elaboró y que el Gobernador del Estado redujo la cantidad solicitada, también lo es que de la 
lectura integral a lo manifestado se advierte que la parte actora más que plantear una omisión legislativa 
aduce inobservancia a las disposiciones que le permiten elaborar su proyecto de presupuesto de egresos y 
presentarlo ante el Congreso del Estado, por tener la naturaleza de órgano autónomo. 

Entonces, no se está ante un cuestionamiento que constituya omisión legislativa en estricto sentido, 
aunado a que lo explicado en la demanda y en las causales, involucra el estudio de fondo y, en ese contexto, 
se debe privilegiar el análisis de los conceptos de invalidez. 

Asimismo, es importante patentizar que el criterio que citan las autoridades demandadas en sus informes, 
en cuanto a la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad contra omisiones legislativas, es decir, la 
tesis P. XXXI/2007, de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. ES IMPROCEDENTE LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD EN SU CONTRA.”, se encuentra superada, pues ahora rige el criterio que 
distingue entre omisión legislativa absoluta y omisión legislativa relativa y la posibilidad de su estudio en 
medios como el que ahora nos ocupa; criterio que prevalece y se encuentra en la jurisprudencia P./J. 11/2006, 
cuyo rubro es el siguiente: “OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS”3. 

 
(…)”. 
2 “Artículo 16. El Presidente de la Comisión será electo por el Congreso del Estado, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros y 
protestará el cargo ante ellos, en la sesión que se señale para el efecto y tendrá las siguientes atribuciones y obligaciones: 
I. Ejercer la representación legal de la Comisión; 
(…)”. 
3 Texto: “En atención al principio de división funcional de poderes, los órganos legislativos del Estado cuentan con facultades o competencias 
de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio, y en su desarrollo pueden incurrir en diversos tipos de omisiones. Por un lado, puede darse 
una omisión absoluta cuando aquéllos simplemente no han ejercido su competencia de crear leyes ni han externado normativamente voluntad 
alguna para hacerlo; por otro lado, puede presentarse una omisión relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera 
parcial o simplemente no la realizan integralmente, impidiendo el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes. Ahora bien, 
combinando ambos tipos de competencias o facultades -de ejercicio obligatorio y de ejercicio potestativo-, y de omisiones -absolutas y 
relativas-, pueden presentarse las siguientes omisiones legislativas: a) Absolutas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano 
legislativo tiene la obligación o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho; b) Relativas en competencias de ejercicio 
obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o un mandato para hacerlo, pero lo realiza de manera 
incompleta o deficiente; c) Absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que 
no hay ningún mandato u obligación que así se lo imponga; y, d) Relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano 
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Por lo que hace a los aspectos de fondo que se introducen en el alegato de la autoridad, resulta aplicable 
lo considerado en la jurisprudencia P./J. 36/2004 cuyo rubro es: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI 
SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, 
DEBERÁ DESESTIMARSE”4. 

También es necesario puntualizar que es criterio del Tribunal Pleno el consistente en que el presupuesto 
de egresos es una norma general, así lo sostuvo al conocer de la acción de inconstitucionalidad 12/2018, 
resuelta en sesión de cuatro de diciembre de dos mil dieciocho5; y en la diversa 31/2019 fallada en sesión de 
uno de julio de dos mil diecinueve6. 

De igual forma no asiste la razón a las autoridades cuando aducen que el problema sobre la supuesta 
invasión de competencias sólo puede analizarse en controversia constitucional. Esto es, sí es posible analizar 
el concepto de invalidez respectivo porque en todo caso constituye una violación indirecta a los principios de 
legalidad y seguridad jurídica, derechos fundamentales por excelencia; aunado a que con fundamento en el 
artículo 102, Apartado B de la Constitución Federal, los organismos protectores de derechos fundamentales 
están creados precisamente para vigilar el respeto de éstos, de ahí que el examen de argumentos como el 
indicado, tiende a proteger a esos órganos autónomos, con el consecuente beneficio para los gobernados que 
se entienden interesados en que se respeten aquellas garantías institucionales que a su vez protegen su 
carácter de órgano autónomo. 

2. Las autoridades demandadas argumentan que la acción de inconstitucionalidad es improcedente 
porque el Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se aprueba el Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, es un acto 
consumado que se emitió conforme a derecho, por lo que no puede ser anulado. 

No asiste la razón a las autoridades porque un acto consumado es aquel cuyos efectos han sido 
completamente realizados, sin posibilidad jurídica o material de restablecerlos, características que no aplican 
a normas generales, es decir, aunque para la emisión del Decreto reclamado se haya seguido un 
procedimiento legislativo, ello no equivale a calificarlo como acto consumado porque su simple vigencia 
genera consecuencias; aunado a que los sujetos legitimados pueden promover algún medio de control 
constitucional en su contra que, de ser fundado el pronunciamiento, incide precisamente en ese producto 
legislativo. 

Finalmente se desestiman todas aquellas argumentaciones introducidas en los informes de las 
autoridades demandadas, vinculadas con los vicios que se plantean en los conceptos de invalidez, toda vez 
que como se apuntó, involucran el estudio de fondo. 

Al no existir otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento aducido por las partes o que esta 
Suprema Corte advierta oficiosamente, se procede al estudio de los conceptos de invalidez. 

QUINTO. Precisión de la litis. En la demanda el promovente de la acción señaló como normas generales 
cuya invalidez reclama, la “Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de 
enero al 31 de diciembre de 2020”, así como del “Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se 
aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero 
al 31 de diciembre de 2020”, publicados en el Periódico Oficial de esa Entidad Federativa de veintinueve de 
enero de dos mil veinte. 

De igual modo, de la lectura a los conceptos de invalidez se tiene que los identificados como primero y 
tercero se encuentran dirigidos a controvertir el Presupuesto referido, de donde podría entenderse que no hay 
argumentación en contra de la Ley de Ingresos. Sin embargo, el concepto de invalidez segundo en el que la 
Comisión denuncia violaciones al procedimiento legislativo, identifica a los actos como paquete económico 
incluyendo la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, por lo que el planteamiento en esos términos 
equivale a que en realidad cuestiona los dos ordenamientos a pesar de que no exista concepto de invalidez 
en contra de los artículos de la Ley de Ingresos. 

En consecuencia, se tienen como normas generales impugnadas tanto la Ley de Ingresos como el 
Presupuesto de Egresos. 

 
legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente”. 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXIII, febrero de 2006, P./J. 11/2006, página 
1527, registro digital 175872). 
4 Texto: “La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las causales de improcedencia propuestas en los juicios de amparo 
deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una acción de inconstitucionalidad se hace valer una causal que involucra 
una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse y, de no operar otro motivo de improcedencia 
estudiar los conceptos de invalidez”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XIX, junio 
de 2004, P./J. 36/2004, página 865, registro digital 181395). 
5 Ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas.  
6 Ponencia del Ministro Alberto Pérez Dayán.  
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SEXTO. Violación al procedimiento legislativo porque las normas generales impugnadas debieron 
aprobarse en una sesión extraordinaria convocada por la Diputación Permanente. 

En el segundo concepto de invalidez la Comisión accionante argumenta que con el procedimiento 
legislativo el Congreso del Estado de Morelos violentó los principios de legalidad y seguridad jurídica porque 
la sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte, en que se discutió y aprobó el paquete económico, 
contraviene los artículos 32, primer párrafo, 34 y 56, fracción V de la Constitución del Estado; 9 de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 41, 75, 76 y 77 del Reglamento para el Congreso del 
Estado de Morelos. 

Lo anterior es así porque el veintisiete de enero de dos mil veinte en que se llevó a cabo la sesión, 
corresponde a una fecha que se encuentra fuera del periodo ordinario de sesiones, por tanto, los diputados no 
podían celebrar un acto de esa naturaleza, y esto porque de acuerdo con la legislación se requería 
convocatoria expresa de la Diputación Permanente que, en ejercicio de sus facultades, llamara a un periodo 
extraordinario de sesiones en el cual se aprobara el paquete económico. Peor aun cuando se omitió el último 
día del primer periodo ordinario de sesiones (quince de diciembre de dos mil diecinueve) instalar esa 
Diputación, con apoyo en el artículo 53 de la Constitución local. 

Agrega que fuera de la excepción prevista en el artículo 39 de la misma Constitución, no existe otra 
disposición que faculte al Congreso del Estado a seguir sesionando de manera ordinaria o a extender los 
efectos de ese tipo de sesiones a otras que se celebren y encuentren fuera de los periodos ordinarios, como 
ilegalmente ocurrió, ya que el paquete económico se aprobó en sesión ordinaria iniciada el quince de 
diciembre de dos mil diecinueve y continuada el veintisiete de enero de dos mil veinte, evadiendo la 
instauración de la Diputación Permanente, así como la convocatoria que le tocaba realizar para una sesión 
extraordinaria. 

En consecuencia, la sesión en que se aprobó el paquete económico es inconstitucional, ya que no se 
observó la normativa a que se ha hecho referencia, lo que no sólo lesiona la autonomía y patrimonio de la 
Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, sino el de todos los entes y poderes que integran el 
Gobierno del Estado. 

El concepto de invalidez es fundado, como se razona a continuación. 

En primer término es necesario conocer la regulación en el Estado de Morelos, relativa a las sesiones 
ordinarias, diputación permanente, sesiones extraordinarias y recesos, actos propios de todo Poder 
Legislativo. Para ello a continuación se reproducen disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos, de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos y del Reglamento para el 
Congreso del Estado de Morelos, que son del tenor siguiente: 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

“Artículo 32. El Congreso del Estado tendrá cada año dos períodos de 
sesiones ordinarias, el primero se iniciará el uno de septiembre y terminará el 
quince de diciembre; el segundo empezará el uno de febrero y concluirá el 
quince de julio. El Congreso se ocupará, conforme a sus facultades, del 
examen y la revisión de los informes sobre la cuenta pública del Estado, a 
través de la Entidad Superior de Auditoría y Fiscalización, mismos que se 
presentarán trimestralmente, a más tardar el último día hábil del mes siguiente 
a aquel en que concluya cada trimestre de calendario, conforme al avance de 
gestión financiera en concordancia con el avance del Plan Estatal de 
Desarrollo, los programas operativos anuales sectorizados y por dependencia 
u organismo auxiliar y, en su caso, del programa financiero. 

El Congreso del Estado a más tardar el 1 de octubre de cada año recibirá para 
su examen, discusión y aprobación la iniciativa de Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado, para el Ejercicio Fiscal siguiente en el que se deberá 
respetar el porcentaje que en términos de esta Constitución está determinado 
para el Poder Judicial, así como las iniciativas de Ley de Ingresos del Estado y 
de los Ayuntamientos. Cuando el Gobernador inicie su encargo entregará las 
iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos del Gobierno del 
Estado a más tardar el 15 de noviembre de ese año. Teniendo la obligación el 
Congreso del Estado de aprobarlas a más tardar el 15 de diciembre de cada 
año. Los Presidentes Municipales que inicien su encargo, presentarán al 
Congreso del Estado a más tardar el 1 de febrero la iniciativa de Ley de 
Ingresos del Ejercicio Fiscal actual. Teniendo la obligación el Congreso del 
Estado de aprobarlas a más tardar el último día de febrero del año que 
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corresponda. De manera transitoria, se utilizarán los parámetros aprobados 
para el Ejercicio Fiscal inmediato anterior de cada ayuntamiento, para los 
meses de enero y febrero o hasta en tanto la Legislatura apruebe la nueva Ley 
de Ingresos. 

(…). 

A solicitud del Ejecutivo del Estado podrán ampliarse los plazos de 
presentación de las Leyes de Ingresos, cuentas públicas y Presupuestos de 
Egresos, a que se refiere este Artículo, cuando haya causas plenamente 
justificadas, por aprobación de las dos terceras partes de los integrantes del 
Congreso, pero será obligación de la Secretaría del Despacho a cargo de la 
Hacienda Pública comparecer ante el Congreso para informar sobre las 
razones que la motiven. En el ámbito municipal la atribución anterior 
corresponderá a los Presidentes Municipales pudiendo comparecer en su 
representación el Tesorero Municipal. 

(…). 

La falta de presentación oportuna, en los términos que establece esta 
Constitución, de la iniciativa de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos 
del Estado y de las iniciativas de Leyes de Ingresos de los Municipios, dará 
como consecuencia que los ordenamientos en vigor para el ejercicio fiscal en 
curso continúen vigentes para el ejercicio fiscal siguiente, independientemente 
de la responsabilidad directa de los titulares de la obligación. En esta misma 
hipótesis si la omisión persiste para un nuevo ejercicio fiscal, el Congreso por 
acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, procederá a la 
elaboración, discusión y aprobación de la Ley de Ingresos y del Decreto de 
Presupuesto de Egresos del Estado y de la Ley o Leyes de Ingresos de los 
Municipios correspondientes, casos en los cuales, dichos ordenamientos 
iniciarán su vigencia a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial del Estado; si el Congreso del Estado aprecia la negativa del Poder 
Ejecutivo para ordenar la publicación de los mismos, se ordenará su 
publicación en la Gaceta Oficial del Poder Legislativo y en uno de los 
periódicos de mayor circulación en el Estado de Morelos. La omisión en estos 
términos, dará motivo a la aplicación de las responsabilidades establecidas en 
esta Constitución y en la ley de la materia. 

(…). 

En los casos en que, de acuerdo a lo previsto en este Artículo, el Presupuesto 
de Egresos del Estado deba continuar vigente no obstante haber sido 
aprobado para el ejercicio fiscal anterior, las partidas correspondientes al pago 
de obligaciones derivadas de empréstitos y de contratos de colaboración 
público privada que hubiesen sido autorizadas en el Presupuesto anterior se 
ajustarán en su monto, de manera automática, en función de las obligaciones 
contraídas. 

(…)”. 

“Artículo 34. Fuera de los períodos ordinarios de sesiones, el Congreso podrá 
celebrar sesiones extraordinarias, cuando para el efecto fuere convocado por 
la Diputación Permanente por sí o a solicitud del Ejecutivo del Estado; pero en 
tales casos sólo se ocupará de los asuntos que se expresen en la convocatoria 
respectiva”. 

“Artículo 53. Durante los recesos del Congreso, habrá una diputación 
permanente integrada por cinco diputados, que serán los cuatro que 
conformen la mesa directiva del Congreso de ese período, más un diputado 
designado por el pleno, por lo menos treinta días antes de la clausura del 
período ordinario correspondiente; se instalará el mismo día de la clausura 
durará el tiempo de receso aun cuando haya sesiones extraordinarias. 

En la misma sesión en la que se designe al quinto diputado que se integrará a 
la diputación permanente, se designarán a tres diputados suplentes”. 
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“Artículo 56. Son atribuciones de la Diputación Permanente: 

(…). 

V. Convocar al Congreso a sesiones extraordinarias en los casos siguientes: 

A. Cuando a su juicio lo exija el interés público. 

B. Cuando sea necesario para el cumplimiento de alguna ley general. 

C. En los casos de falta absoluta del Gobernador, o cuando tenga que 
separarse de sus funciones por más de dos meses. 

D. Cuando alguno de los funcionarios a que se refiere el Artículo 40 Fracción 
XLI, hubiere cometido un delito grave; entendiéndose por tal el que sea 
castigado con la pena de prisión o la destitución del cargo. 

E. Cuando lo pida el Ejecutivo del Estado con causa justificada a satisfacción 
de la mayoría de los integrantes de la Diputación Permanente. 

F. (DEROGADO, P.O. 1 DE SEPTIEMBRE DE 2000) 

(…)”. 

Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos. 

“Artículo 9. El Congreso del Estado tendrá cada año de ejercicio legislativo, los 
períodos ordinarios de sesiones que establezca la Constitución Política del 
Estado. 

Durante los recesos del Congreso habrá una diputación permanente. 

Los diputados podrán ser convocados para períodos extraordinarios de 
sesiones, en los términos de la Constitución Política del Estado”. 

“Artículo 41. La Diputación Permanente estará integrada por cinco diputados, 
que serán los cuatro que conformen la Mesa Directiva del Congreso y, treinta 
días antes de la clausura del período ordinario correspondiente, el Congreso 
nombrará, por escrutinio secreto y el voto de las dos terceras partes de sus 
integrantes, al diputado que deba formar parte de ella y a tres suplentes, 
conforme a lo dispuesto por la Constitución Política del Estado y tendrá las 
atribuciones que le confiere la misma. 

Las sesiones de la Diputación Permanente tendrán lugar por lo menos una vez 
a la semana, exceptuándose en los períodos vacacionales; las sesiones serán 
convocadas por su Presidente o cuando así se lo solicite la mayoría de los 
diputados integrantes de la Conferencia para la Dirección y Programación de 
los Trabajos Legislativos, pudiendo ser públicas o secretas en los términos del 
Reglamento”. 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. 

“Artículo 39. La Diputación Permanente estará integrada conforme lo establece 
la Constitución y la Ley; no suspenderá sus trabajos durante los períodos 
extraordinarios de sesiones que se convoquen, salvo en aquello que se refiere 
al asunto para el que se haya convocado al periodo extraordinario respectivo”. 

“Artículo 41. La Diputación Permanente tiene la facultad de convocar a 
sesiones extraordinarias, por la urgencia, gravedad o conveniencia de los 
asuntos que las motiven en términos de la Constitución y de la Ley; y se 
ocupará exclusivamente de los asuntos de la convocatoria respectiva”. 

“Artículo 74. Se entenderá por sesión, a la reunión plenaria de los diputados 
legalmente convocados, con la asistencia del quórum legal celebrada en el 
salón de sesiones del recinto legislativo del Congreso o en el lugar así 
declarado por éste, en los casos previstos en la Constitución, en la Ley y en 
este Reglamento. El Congreso sesionará por lo menos una vez cada quince 
días, salvo en aquellos casos determinados por la Conferencia”. 

“Artículo 75. Las sesiones del Congreso tendrán el carácter de ordinarias, 
extraordinarias, privadas y solemnes”. 
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“Artículo 76. Las sesiones ordinarias son todas aquellas celebradas dentro de 
los períodos de sesiones ordinarias”. 

“Artículo 77. Son extraordinarias; aquellas que se llevan a cabo fuera de los 
períodos ordinarios de sesiones, convocados por la diputación permanente y 
se ocupan exclusivamente de los asuntos señalados en la convocatoria 
respectiva, durarán el tiempo que sea necesario para llegar a las resoluciones 
de los asuntos agendados. 

Si los temas tratados en ellas, no fuesen agotados durante la sesión y deba 
iniciarse el periodo ordinario de sesiones, las extraordinarias concluirán y 
corresponderá el tratamiento de los asuntos pendientes a las sesiones del 
subsecuente periodo ordinario”. 

“Artículo 85. El Presidente de la Mesa Directiva, por sí o a petición de algún 
diputado, podrá someter a la consideración del pleno, la declaración de 
recesos en el curso de una sesión”. 

“Artículo 123. Ninguna discusión se podrá suspender, sino por las siguientes 
causas: 

I. Que la Asamblea acuerde dar preferencia a otro asunto de mayor urgencia o 
gravedad; 

II. Por graves desórdenes en el Recinto Legislativo; 

III. Por moción suspensiva que presente alguno de los miembros del Congreso 
y que ésta se apruebe por el Pleno; y 

IV. Por falta de quórum debidamente comprobado”. 

Esas disposiciones prevén para el caso, lo siguiente: 

a) El Congreso del Estado tendrá cada año dos periodos de sesiones ordinarias, el primero se iniciará 
el uno de septiembre y terminará el quince de diciembre; el segundo empezará el uno de febrero y 
concluirá el quince de julio, (artículo 32, párrafo primero, Constitución local); 

b) El Congreso del Estado a más tardar el uno de octubre de cada año recibirá para su examen, 
discusión y aprobación la iniciativa de presupuesto de egresos del Gobierno del Estado, así como la 
iniciativa a la Ley de Ingresos, las cuales tendrá la obligación de aprobarlas a más tardar el quince 
de diciembre de cada año (artículo 32, segundo párrafo, Constitución local); 

c) A solicitud del Ejecutivo del Estado podrán ampliarse los plazos de presentación de las Leyes de 
Ingresos y Presupuestos de Egresos, cuando haya causas plenamente justificadas, por aprobación 
de las dos terceras partes de los integrantes del Congreso (artículo 32, octavo párrafo, Constitución 
local); 

d) La falta de presentación oportuna de esas iniciativas dará como consecuencia que los 
ordenamientos en vigor para el ejercicio fiscal en curso, continúen vigentes para el ejercicio fiscal 
siguiente, independientemente de la responsabilidad directa de los titulares de la obligación (artículo 
32, décimo párrafo, Constitución local); 

e) Fuera de los periodos ordinarios de sesiones, el Congreso podrá celebrar sesiones extraordinarias, 
cuando para el efecto fuere convocado por la Diputación Permanente, supuesto en el cual sólo se 
ocupará de los asuntos que se expresen en la convocatoria respectiva (artículo 34, Constitución 
local); 

f) Durante los recesos del Congreso habrá una Diputación Permanente integrada por cinco diputados, 
que serán los cuatro que conformen la Mesa Directiva del Congreso de ese periodo, más un 
diputado designado por el Pleno, por lo menos treinta días antes de la clausura del periodo ordinario 
correspondiente; además de que se instalará el mismo día de la clausura y durará el tiempo de 
receso aun cuando haya sesiones extraordinarias (artículo 53, primer párrafo, Constitución local); 

g) La Diputación Permanente tendrá entre otras atribuciones la de tramitar todos los asuntos que 
quedaren pendientes al cerrarse las sesiones del Congreso hasta dejarlos en estado de resolución; 
así como convocar al Congreso a sesiones extraordinarias entre ellas, cuando a su juicio lo exija el 
interés público y cuando sea necesario para el cumplimiento de alguna ley general (artículo 56, 
fracciones II y V, Constitución local); 
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h) El Congreso del Estado tendrá cada año de ejercicio legislativo los periodos ordinarios de sesiones 
que establezca la Constitución del Estado; durante los recesos del Congreso habrá una Diputación 
Permanente y los diputados podrán ser convocados para periodos extraordinarios de sesiones 
(artículo 9, Ley Orgánica); 

i) La Diputación Permanente estará integrada por cinco diputados, que serán los cuatro que 
conformen la Mesa Directiva del Congreso y treinta días antes de la clausura del periodo ordinario el 
Congreso nombrará al diputado que deba formar parte de ella y a tres suplentes; sus sesiones 
tendrán lugar por lo menos una vez a la semana (artículo 41, Reglamento); 

j) La Diputación Permanente estará integrada conforme lo establece la Constitución y la ley; y no 
suspenderá sus trabajos durante los periodos extraordinarios que se convoquen (artículo 39, 
Reglamento); 

k) La Diputación Permanente tiene la facultad de convocar a sesiones extraordinarias por la urgencia, 
gravedad o conveniencia de los asuntos que las motiven, y se ocupará exclusivamente de los 
asuntos de la convocatoria respectiva (artículo 41, Reglamento); 

l) Se entenderá por sesión a la reunión plenaria de los diputados legalmente convocados, con la 
asistencia del quórum legal, celebrada en el salón de sesiones del recinto legislativo o en el lugar 
así declarado por éste (artículo 74, Reglamento); 

m) Las sesiones del Congreso tendrán el carácter de ordinarias, extraordinarias, privadas y solemnes 
(artículo 75, Reglamento); 

n) Las sesiones ordinarias son todas aquellas celebradas dentro de los periodos de sesiones 
ordinarias (artículo 76, Reglamento); 

o) Son extraordinarias aquellas sesiones que se lleven a cabo fuera de los periodos ordinarios de 
sesiones, convocados por la Diputación Permanente, ocupándose exclusivamente de los asuntos 
señalados en la convocatoria respectiva (artículo 77, primer párrafo, Reglamento); 

p) Si los temas tratados en sesión extraordinaria no fuesen agotados en ésta y deba iniciarse el 
periodo ordinario de sesiones, las extraordinarias concluirán y corresponderá el tratamiento de los 
asuntos pendientes a las sesiones del subsecuente periodo ordinario (artículo 77, segundo párrafo, 
Reglamento); 

q) El Presidente de la Mesa Directiva por sí o a petición de algún diputado, podrá someter a la 
consideración del Pleno la declaración de recesos en el curso de una sesión (artículo 85, 
Reglamento); y, 

r) Ninguna discusión se podrá suspender, sino por las siguientes causas: I. Que la Asamblea acuerde 
dar preferencia a otro asunto de mayor urgencia o gravedad; II. Por graves desórdenes en el 
Recinto Legislativo; III. Por moción suspensiva que presente alguno de los miembros del Congreso 
y que ésta se apruebe por el Pleno; y IV. Por falta de quórum debidamente comprobado (artículo 
123, Reglamento). 

Por otra parte, es necesario conocer el contenido de las documentales que remitió el Congreso del Estado 
de Morelos, a saber, el “Acta de la sesión ordinaria iniciada el día 15 de diciembre del año 2019, continuada el 
día 27 de enero de 2020 y concluida el día 28 de enero del mismo año, correspondiente al primer periodo 
ordinario de sesiones del segundo año de ejercicio constitucional de la LIV Legislatura del H. Congreso del 
Estado de Morelos”, también identificada como Acta 065, tomada del Semanario de los Debates 
correspondiente a esa sesión. De éstas se reproduce lo siguiente: 

“ACTA DE LA SESIÓN ORDINARIA INICIADA EL DÍA 15 DE DICIEMBRE DEL 
AÑO 2019, CONTINUADA EL DÍA 27 DE ENERO DE 2020 Y CONCLUIDA EL DÍA 
28 DE ENERO DEL MISMO AÑO, CORRESPONDIENTE AL PRIMER PERIODO 
ORDINARIO DE SESIONES DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO 
CONSTITUCIONAL DE LA LIV LEGISLATURA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 
DE MORELOS. 

(…). 

DIP. ALEJANDRA FLORES ESPINOZA: (Desde su curul) 

Presidente, solicito consulte a la Asamblea si es de aprobarse un receso para 
esta sesión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 85 del Reglamento 
para este Poder Legislativo. 
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PRESIDENTE: A petición de la diputada Alejandra Flores Espinoza y con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 85 del Reglamento para el 
Congreso, se instruye a la Secretaría consulte a la Asamblea si es de 
aprobarse un receso para esta Sesión. 

SECRETARIA DIP. ARIADNA BARRERA VÁZQUEZ; Por instrucciones de la 
Presidencia, en votación económica, se consulta a las y los diputados si es de 
aprobarse la propuesta realizada por la diputada Alejandra Flores Espinoza. 

Quienes estén a favor, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie. 

(Voz fuera de micrófono) 

PRESIDENTE: Estamos en el proceso de la votación, diputada, y con gusto 
ahorita diremos en qué momento será la convocatoria. 

SECRETARIA DIP. ARIADNA BARRERA VÁZQUEZ: Quienes estén en contra. 

Quienes se abstengan. 

(Voz fuera de micrófono) 

SECRETARIA DIP. ARIADNA BARRERA VÁZQUEZ: Diputado Presidente, el 
resultado de la votación … 

PRESIDENTE: La Secretaría tiene … permítame, la Secretaría no avisó a esta 
Presidencia el que usted hubiese solicitado, diputada, el uso de la voz. 

(Voz fuera de micrófono) 

PRESIDENTE: Pido a la Secretaría continúe con el resultado de la votación y, 
en seguida, antes de declarar el receso, le concedo el uso de la voz, diputada. 

SECRETARIA DIP. ARIADNA BARRERA VÁZQUEZ: Diputado Presidente, el 
resultado de la votación es el siguiente: 13 votos a favor, 3 en contra y 0 
abstenciones. 

PRESIDENTE: Se concede el uso de la voz a la diputada Blanca Nieves 
Sánchez Arano. 

DIP. BLANCA NIEVES SÁNCHEZ ARANO: (desde su curul) 

Diputado Presidente, es una burla, realmente, lo que hace del proceso 
legislativo. 

Yo solicité, antes de la votación, que me informara, de manera respetuosa, el 
motivo y el tiempo, si mis votaciones que antecedieron fueron en contra, es 
porque no tengo la convocatoria a esta Sesión que estaba abierta y que tenía, 
yo estuve convocada a las 9 de la mañana a la Comisión de Hacienda y estaba 
en una convocatoria para una Sesión Solemne que se canceló a las 12:30. No 
tengo convocatoria para esta sesión. ¡sí? 

Eso es cuanto. 

PRESIDENTE: En virtud del resultado de la votación, se aprueba un receso 
para esta Sesión y se informa a la diputada y diputados que serán convocados, 
oportunamente para la reanudación de la presente Sesión Ordinaria de Pleno. 

(Campanilla) 

CONTINUACIÓN 

PRESIDENTE: Sesión Ordinaria de Pleno iniciada el día 15 de diciembre de 
2019 y continuada el día lunes 27 de enero del 2020. 

Pido a la Secretaría pase lista de asistencia de las diputadas y los diputados. 

SECRETARIA DIP. CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: Se va a 
proceder al pase de lista de las diputadas y los diputados. 

(Pasa lista) 

Ariadna Barrera Vázquez, José Casas González, Naida Josefina Díaz Roca, 
Andrés Duque Tinoco, Keila Celene Figueroa Evaristo, Alejandra Flores 
Espinoza, José Luis Galindo Cortez, Héctor Javier García Chávez, Erika García 
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Zaragoza, Elsa Delia González Solórzano, Ana Cristina Guevara Ramírez, 
Maricela Jiménez Armendáriz, Rosalina Mazari Espín, Dalila Morales Sandoval, 
Tania Valentina Rodríguez Ruiz, Rosalinda Rodríguez Tinoco, Blanca Nieves 
Sánchez Arano, Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, Alfonso de Jesús Sotelo 
Martínez, Marcos Zapotitla Becerro. 

Diputado Presidente, tenemos una asistencia de 11 diputados, hay quórum. 

PRESIDENTE: En virtud del número de diputadas y diputados asistentes, hay 
quórum legal y se reanuda la Sesión Ordinaria de Pleno iniciada el día 15 de 
diciembre del año 2019, siendo las veinte horas con cincuenta minutos del día 
27 de enero del 2020 y son válidas y legales las resoluciones que en ésta se 
tomen. 

(Campanilla). 

(…). 

Se concede el uso de la palabra al diputado Héctor Javier García Chávez. 

DIP. HÉCTOR JAVIER GARCÍA CHÁVEZ: (Desde su curul). 

Gracias Presidente. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 85 del Reglamento para el 
Congreso, donde se atribuye a la Secretaría consulte a la Asamblea si es de 
aprobarse un receso para esta sesión. 

PRESIDENTE: En virtud de lo solicitado, por el Diputado Héctor Javier García 
Chávez, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 85 del Reglamento 
para el Congreso de Estado, se instruye a la Secretaría, consulte a la Asamblea 
si es de aprobarse un receso para esta sesión. 

SECRETARIA DIP. CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: Por 
instrucciones de la Presidencia, en votación económica, se consulta a las 
diputadas y diputados si es de aprobarse la propuesta realizada por el 
diputado Javier García Chávez. 

Quienes estén a favor, sírvanse manifestarlo de pie. 

Quienes estén en contra. 

Quienes se abstengan. 

Diputado Presidente, el resultado de la votación es: aprobado por unanimidad. 

PRESIDENTE: En virtud del resultado de la votación, se aprueba un receso 
para esta sesión e informo a los ciudadanos diputados que serán convocados 
para la reanudación de la misma. 

CONTINUACIÓN 

PRESIDENTE: Solicito a la Secretaría pase lista de asistencia de las diputadas 
y diputados. 

SECRETARIA DIP. CRISTINA XICHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: (Pasa lista). 

Ariadna Barrera Vázquez, José Casas González, Naida Josefina Díaz Roca, 
Andrés Duque Tinoco, Keila Celene Figueroa Evaristo, Alejandra Flores 
Espinoza, José Luis Galindo Cortez, Héctor Javier García Chávez, Erika García 
Zaragoza, Elsa Delia González Solórzano, Ana Cristina Guevara Ramírez, 
Maricela Jiménez Armendáriz, Rosalina Mazari Espín, Dalila Morales Sandoval, 
Tania Valentina Rodríguez Ruiz, Rosalinda Rodríguez Tinoco, Blanca Nieves 
Sánchez Arano, Cristina Xochiquetzal Sánchez Ayala, Alfonso de Jesús Sotelo 
Martínez y Marcos Zapotitla Becerro. 

Diputado Presidente, le informo que hay una asistencia de once diputados, hay 
quórum. 

PRESIDENTE: En virtud del número de diputadas y diputados asistentes, hay 
quórum legal y se reanuda la sesión Ordinaria de Pleno iniciada y suspendida 
el día 15 de diciembre de 2019 y continuada el día 27 de enero de 2020, siendo 
las diecisiete horas con cincuenta y nueve minutos del día 28 de enero del 
2020, y son válidas y legales las resoluciones que en ésta se tomen. 
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Solicito a la Secretaría registre la asistencia de los diputados que se presenten 
en transcurso de esta sesión? 

(…). 

PRESIDENTE: Para dar cumplimiento a lo señalado por los artículos 133 y 53 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
procedemos a la toma de protesta constitucional del Quinto Diputado y de los 
diputados suplentes de la Diputación Permanente, por lo que solicito a los 
asistentes, sirvan ponerse de pie y a los diputados Marcos Zapotitla Becerro, 
José Luis Galindo Cortez, José Casas González y Héctor Javier García Chávez, 
pasen al frente de la Mesa Directiva. 

PRESIDENTE: Ciudadanos diputados Marcos Zapotitla Becerro, José Luis 
Galindo Cortez, José Casas González y Héctor Javier García Chávez: 

‘¿Prostestáis guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la particular del Estado las leyes que de ella emanen y 
cumplir leal y patrióticamente con los deberes del cargo de Quinto Diputado, y 
diputados suplentes de la Diputación Permanente que el Pleno de este 
Congreso ha conferido?’ 

DIPUTADOS MARCOS ZAPOTITLA BECERRO, JOSÉ LUIS GALINDO CORTEZ, 
JOSÉ CASAS GONZÁLEZ Y HÉCTOR JAVIER GARCÍA CHÁVEZ: 

‘¡Sí protesto!’ 

PRESIDENTE: 

‘Si no lo hicieren así, que la Nación y Estado os lo demanden’. 

Pueden tomar asiento. 

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción VI del artículo 36 de la Ley 
Orgánica para el Congreso del Estado, solicito a la Secretaría consulte a la 
Asamblea, mediante votación económica, si es de aprobarse la dispensa de la 
lectura del acta de la Sesión Ordinaria de Pleno iniciada el día 15 de diciembre 
de 2019, continuada el día 27 de enero de 2020 y concluida el día de hoy, 28 del 
2020. 

SECRETARIA DIP. CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: 

Se consulta a las ciudadanas y ciudadanos legisladores, en votación 
económica, si se dispensa la lectura de la sesión citada. 

Quienes estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie, 

Quienes estén en contra. 

Quienes se abstengan. 

Diputado Presidente, por unanimidad. 

PRESIDENTE: Como resultado de la votación, se dispensa la lectura de la 
sesión citada. 

Está a discusión el acta, si algún diputado, diputada, desean hacer usos de la 
palabra, para hacer alguna aclaración, favor de inscribirse ante la Secretaría. 

SECRETARIA DIP. CRISTINA XOCHIQUETZAL SÁNCHEZ AYALA: Diputado 
Presidente, no hay oradores inscritos. 

PRESIDENTE: Someta la Secretaría a consideración de las diputadas y 
diputados, mediante votación económica, si aprueba el acta citada. 

SECRETARIA DIP. DALILA MORALES SANDOVAL: En votación económica, se 
consulta a los diputados y diputadas si se aprueba el acta en mención. 

Quienes estén de acuerdo, sírvanse manifestarlo poniéndose de pie. 

Quienes estén en contra. 

Quienes se abstengan. 
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Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: a favor por 
unanimidad. 

PRESIDENTE: Como resultado de la votación, se aprueba el acta de la sesión 
ordinaria de pleno el día 15 de diciembre de 2019, con efectos a la clausura de 
la presente sesión. 

Solicito a los asistentes ponerse de pie con el objeto de hacer la declaratoria 
de clausura del Primer Periodo Ordinario de Sesiones, correspondiente al 
Segundo Año de Ejercicio Constitucional. 

PRESIDENTE: 

‘Siendo las veinte horas con cincuenta y dos minutos del día 28 de enero del 
año 2020, se declaran formalmente clausurados los trabajos correspondientes 
al Primer Periodo Ordinario de Sesiones del Segundo Año de ejercicio 
constitucional de la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Congreso del 
Estado Libre y Soberano de Morelos’. 

Muchas gracias, pueden tomar asiento. 

Hágase del conocimiento de las autoridades federales y estatales así como de 
los ayuntamientos de la Entidad, de las legislaturas de los Estados y de la 
Ciudad de México, la Clausura del Primer Periodo de Sesiones, 
correspondiente al Segundo Año de ejercicio constitucional. 

Solicito a los diputados Marcos Zapotitla Becerro y diputado José Luis Galindo 
Cortez, ocupen su lugar, integrantes de la Diputación Permanente, ocupen su 
lugar en esta mesa directiva. 

Pido a las diputadas y diputados, así como al público que nos acompaña 
ponerse de pie para realizar la declaratoria de instalación de la ‘Diputación 
Permanente’. 

Con fundamento en el artículo 38, de la Ley Orgánica del Congreso, me permito 
habilitar a la diputada Ariadna Becerra Vázquez, para que nos auxilie en las 
funciones de la Vicepresidencia, de esta diputación permanente: 

‘Siendo las veinte horas con cincuenta y cuatro minutos del día 28 de enero del 
año 2020, se declaran formalmente instalada la Diputación Permanente del 
Congreso del Estado correspondientes al Primer receso del Segundo Año de 
ejercicio constitucional de la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Congreso 
del Estado Libre y Soberano de Morelos’. 

(…)”. 

De acuerdo con lo descrito, como se apuntó, el concepto de invalidez es fundado, en virtud de que los 
ordenamientos impugnados no fueron aprobados observando las formalidades y plazos claramente 
consignados en la Constitución, la Ley Orgánica y el Reglamento del Congreso del Estado de Morelos; y si 
bien la inobservancia a esa normativa no afectó el debate parlamentario, ni el producto final, es decir, los 
ordenamientos cuestionados, también lo es que la existencia de periodos específicos de duración de sesiones 
ordinarias tiene como objetivo que, en ese espacio de tiempo, el Congreso ejerza sus atribuciones, lo que da 
validez a los actos jurídicos que realiza y, significan, por tanto, respeto al principio de seguridad jurídica. 

En efecto, de acuerdo con la normativa transcrita el Congreso del Estado de Morelos tendrá cada año dos 
periodos de sesiones ordinarias, el primero que inicia el uno de septiembre y termina el quince de diciembre, y 
el segundo que corre del uno de febrero al quince de julio; durante el lapso de tiempo en que no esté ante 
sesiones ordinarias, el Congreso funcionará con una Diputación Permanente facultada para convocar a 
sesiones extraordinarias que podrán llevarse a cabo cuando lo exija el interés público; Diputación que además 
se instalará el día en que se clausure cada uno de los periodos ordinarios. 

En el caso, la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Estado de Morelos, celebró sesión ordinaria iniciada 
el quince de diciembre de dos mil diecinueve, continuada el veintisiete de enero de dos mil veinte y concluida 
el veintiocho de enero siguiente, correspondiente al primer periodo ordinario de sesiones del segundo año de 
su ejercicio constitucional. 
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En el día quince, resueltos algunos de los puntos del orden del día, la diputada Alejandra Flores Espinoza 
solicitó un receso para la sesión, en términos del artículo 85 del Reglamento para el Congreso del Estado de 
Morelos7, lo que fue aprobado en votación económica con trece votos a favor y tres en contra, por tanto se 
aprobó el receso en cuestión con la aclaración de que los legisladores serian convocados oportunamente para 
la reanudación de la sesión ordinaria de Pleno. 

Esto significa que se decretó un receso el día en el que en términos de la Constitución terminaba el primer 
periodo de sesiones ordinarias, es decir, el quince de diciembre, circunstancia que se traduce en que dicho 
receso no podía extenderse por días, pues en el caso, la sesión continuó el veintisiete de enero de dos mil 
veinte, fecha que no forma parte de ninguno de los periodos de sesiones ordinarias y, por lo mismo, no podía 
celebrarse un acto de esa naturaleza, ya que se llevó a cabo fuera del espacio de tiempo que especifica el 
artículo 32 de la Constitución local. 

Es decir, como se expresa en el concepto de invalidez, el quince de diciembre concluían los trabajos del 
primer periodo de sesiones ordinarias, supuesto en el cual el Congreso estaba obligado a instalar la 
Diputación Permanente, situación que no se realizó ese día quince, sino hasta el veintiocho de enero de dos 
mil veinte. Situación la anterior que confirma que la aprobación de los ordenamientos reclamados tuvo lugar 
en un periodo ordinario de sesiones que no respetó el plazo preciso de duración que ordena la Constitución 
de la Entidad, irregularidad que viola la normativa estatal cuya ratio legis es la seguridad y garantía de que la 
actuación del Congreso Local no sea indefinida. 

Además, esa regla de funcionamiento no continuado no se traduce en que el Congreso no pueda ejercer 
sus atribuciones legislativas, pues para ello se regula a la Diputación Permanente, la que a su vez tiene la 
facultad para convocar a sesiones extraordinarias, reglas estas que son el instrumento que permitía a la 
autoridad demandada aprobar los ordenamientos reclamados respetando su propia normativa; esto es, no se 
desconoce que pueden existir acontecimientos o motivos que impidan a la autoridad legislativa cumplir con 
sus obligaciones constitucionales en los plazos o periodos concretos que le rigen, para lo cual la solución la 
prevén sus ordenamientos, que le permiten clausurar el periodo ordinario de sesiones, instalar la Diputación 
Permanente y ésta a su vez, convocar a sesión extraordinaria del Congreso, actos los anteriores que no se 
realizaron a pesar de una regulación que claramente lo autoriza. 

No se desconoce que pese a esas irregularidades, el Poder Legislativo demandado emitió la Ley de 
Ingresos y el Presupuesto de Egresos impugnados, de donde podría pensarse que esos vicios no afectaron el 
producto legislativo; sin embargo, la existencia de fechas específicas de duración de los periodos ordinarios 
de sesiones significa que el Congreso debe ejercer sus facultades en esos lapsos temporales, lo que se 
traduce en la validez de los actos jurídicos que emite; además de que observar estas formalidades tiene como 
finalidad procurar la debida actuación de dicho Congreso. En otras palabras, desconocer arbitrariamente las 
fechas de duración de los periodos ordinarios de sesiones, pero sobre todo decidir que este tipo de 
irregularidades no tiene trascendencia porque no afectó el producto legislativo final, es tanto como vaciar de 
contenido una normativa cuya finalidad es que las legislaturas no actúen de manera indefinida, lo que es 
consecuente con la naturaleza de órgano representativo, es decir, se explica porque sus integrantes deben 
mantener contacto con sus representados, esa es la razón de ser de fechas concretas de duración y de 
periodos de receso. 

Aún más, de la lectura al Acta 065 mencionada, se advierte que no existió motivación alguna para 
inobservar lo dispuesto en los artículos 32, 34 y 53 de la Constitución del Estado de Morelos, elemento el 
anterior que equivale a otra violación a los principios de legalidad y seguridad jurídica, pues de aceptarse, se 
estarían permitiendo actos arbitrarios o irregulares, cuando el Poder Legislativo, como autoridad, tendría que 
ser el primero en respetar la normativa que se ha dado. 

No es óbice el que se hayan decretado dos recesos con fundamento en el artículo 85 del Reglamento para 
el Congreso del Estado de Morelos, ya que el término “receso” equivale a una pausa, a un descanso, empero, 
éstos no tuvieron una duración razonable porque la sesión continuó cuarenta y tres días después de que se 
aprobó el primer receso; peor aún, cuando los ordenamientos aplicables al caso no establecen un tiempo de 
duración máximo para esas pausas, lo que genera un escenario de mayor incertidumbre jurídica y permite a la 
autoridad legislativa llevar a cabo actos sin limitación alguna, cuando existen plazos concretos que debe 
observar por razones de seguridad jurídica. 

Tampoco se desconoce que los criterios de este Tribunal Pleno relativos a las violaciones de 
procedimiento legislativo tienen como eje rector el respeto al debate parlamentario, a la participación de todas 
las fuerzas políticas en un Congreso con el fin de escuchar la pluralidad de ideas que surgen en órganos de 
esa naturaleza, o que cuando éste no se respeta se debe revisar si la violación trascendió al producto 

 
7 “Artículo 85. El Presidente de la Mesa Directiva, por sí o a petición de algún diputado, podrá someter a la consideración del pleno, la 
declaración de recesos en el curso de una sesión”. 
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legislativo, es decir, a un ordenamiento. Sin embargo, ese criterio no es aplicable al caso, porque la violación 
de que se trata es de otra naturaleza, es decir, va ligada a que el Poder Legislativo es un órgano de 
representación que, por ello, exige que para sus integrantes existan periodos en los que no sesione de 
manera ordinaria, pues se requiere el contacto con sus representados a fin de atender las demandas de sus 
electores, esa es la razón de que existan fechas específicas en una constitución para la duración de los 
llamados periodos ordinarios de sesiones, los cuales de, no respetarse, implica violar los principios de 
legalidad y seguridad jurídica que rigen todo acto de autoridad y, que en el caso, permiten que en ese lapso 
de tiempo la labor legislativa sea válida. 

Admitir que la realización de este tipo de violaciones no tiene mayor impacto en el debate parlamentario y 
en su producto final, entiéndanse las leyes, es tanto como ignorar la naturaleza del órgano legislativo y la 
forma en la que trabaja con sus electores, es tanto como dejar sin sentido los plazos constitucionales 
concretos de los periodos ordinarios de sesiones. 

Se subraya que la existencia de esos plazos en la labor de un Poder Legislativo es la que da validez a los 
actos jurídicos que éste apruebe, es por ello que este Tribunal Constitucional no puede desconocer las 
consecuencias de su inobservancia, pero sobre todo, no puede reconocer violaciones como la denunciada 
bajo el argumento de que no se afectó el debate parlamentario, ni el contenido o la calidad de los 
ordenamientos jurídicos impugnados. 

Aquí cabe insistir en que puede haber circunstancias que impidan a los legisladores concluir su labor en 
los plazos ordenados en la Constitución, pero de ocurrir esto, la propia normativa prevé la existencia de una 
Diputación Permanente que es la que tramita asuntos pendientes, pero, sobre todo, es la que puede convocar 
a la celebración de sesiones extraordinarias por razones de interés público, como en el caso, en que se llegó 
al día en que debía aprobarse el llamado paquete económico y no se logró ese objetivo en el día especifico 
quince de diciembre, lo que podía solucionarse primero, con la instalación de esa Diputación Permanente, que 
a su vez convocara a sesión extraordinaria en la que se aprobaran los ordenamientos impugnados. 

Son de tal magnitud los vicios advertidos, que la autoridad demandada, Congreso del Estado de Morelos, 
no formuló mayor argumento respecto del concepto de invalidez segundo que nos ocupa. 

Por lo tanto, al ser fundado el argumento hecho valer, ha lugar a declarar la invalidez de la Ley de 
Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 
2020, así como del Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se aprueba el Presupuesto de 
Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, 
combatidos. 

Como resultado de lo anterior, es innecesario emprender el estudio de los restantes conceptos de 
invalidez, según la jurisprudencia que a continuación se reproduce: 

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE 
INVALIDEZ. Si se declara la invalidez del acto impugnado en una acción de 
inconstitucionalidad, por haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez 
propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta 
innecesario ocuparse de los restantes argumentos relativos al mismo acto”. 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, 
tomo XIX, junio de 2004, P./J. 37/2004, página 863, registro digital 181398). 

SÉPTIMO. Efectos. Al haberse determinado la invalidez de la Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, así como del Decreto número 
seiscientos sesenta y uno por el que se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, este Tribunal fija los efectos de la 
declaratoria en los siguientes términos: 

A. No retroactividad. 

Conforme al artículo 105, penúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,8 
las declaratorias de invalidez decretadas en una acción de inconstitucionalidad no pueden tener efectos 
retroactivos salvo en materia penal. Ello implica reconocer que la Ley y el Decreto impugnados en esta 
sentencia tuvieron plena validez desde el momento de su publicación y hasta el momento en que surta efectos 

 
8 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
(…). 
La declaración de invalidez de las resoluciones a que ese refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en 
materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.  
(…)”. 
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la declaración de invalidez decretada en esta resolución. Por tanto, su expulsión del orden jurídico no afecta 
los actos jurídicos, autorizaciones, empréstitos, transferencias, operaciones, convenios, contratos y 
erogaciones, generados y en proceso de ejecución, ni tampoco a las autorizaciones y obligaciones fiscales 
que surgieron de esa la Ley y Presupuesto invalidados. 

B. Momento en que surtirá efectos. 

Por otra parte, con fundamento en los artículos 41, fracción IV, y 459, en relación con el 73, de la Ley 
Reglamentaria, las declaratorias de invalidez decretadas en esta sentencia surtirán efectos al momento de la 
notificación de sus puntos resolutivos al Poder Legislativo del Estado de Morelos. 

C. Reviviscencia. 

Finalmente, de conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria, este Tribunal tiene 
competencia para fijar en sus sentencias "todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el 
ámbito que corresponda". Así, tomando en cuenta el vacío normativo que se pudiese generar una vez que 
surtan sus efectos las declaratorias de invalidez objeto de este fallo, se ordena la reviviscencia de la Ley de 
Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos correspondientes al ejercicio fiscal dos mil 
diecinueve, hasta en tanto culmina el ejercicio fiscal dos mil veinte. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de la Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 
ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020 y del Decreto seiscientos sesenta y uno por el que 
se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 01 de 
enero al 31 de diciembre del 2020, publicados en el Periódico Oficial de dicha Entidad Federativa el 
veintinueve de enero de dos mil veinte, conforme a lo sostenido en el considerando penúltimo de esta 
ejecutoria. 

TERCERO. La referida declaración de invalidez no tendrá efectos retroactivos, por lo que la expulsión del 
orden jurídico de la Ley y del Decreto referidos no afectan los actos jurídicos, autorizaciones, empréstitos, 
transferencias, operaciones, convenios, contratos y erogaciones generados y en proceso de ejecución ni a las 
autorizaciones y obligaciones fiscales que surgieron de dichos ordenamientos, en la inteligencia de que surtirá 
sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Morelos, por lo 
que se ordena la reviviscencia de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos del Estado, 
correspondientes al ejercicio fiscal de 2019, tal como se precisa en el considerando último de este fallo. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad” del Estado de Morelos, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente 
como asunto concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los considerandos primero, segundo y quinto relativos, respectivamente, a la competencia, a la 
oportunidad en la presentación de la demanda y a la precisión de la litis. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando tercero, relativo a la 
legitimación de la parte promovente. La señora Ministra Esquivel Mossa y el señor Ministro Franco González 
Salas votaron en contra. La señora Ministra Piña Hernández y el señor Ministro Laynez Potisek anunciaron 
sendos votos concurrentes. 

 
9 “Artículo 41. Las sentencias deberán contener:  
(…). 
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos 
respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la 
sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la 
propia norma invalidada. 
(…)”.  
“Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales 
y disposiciones legales aplicables de esta materia”. 



 DIARIO OFICIAL Martes 6 de julio de 2021 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena apartándose de algunas consideraciones, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, 
Aguilar Morales con algunas razones adicionales, Pardo Rebolledo con salvedades, Piña Hernández 
apartándose de algunas consideraciones, Ríos Farjat apartándose de algunas consideraciones, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del 
considerando cuarto, relativo a las causales de improcedencia. La señora Ministra Esquivel Mossa votó en 
contra. La señora Ministra y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar 
Morales, Piña Hernández y Laynez Potisek anunciaron sendos votos concurrentes. 

El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto aclaratorio. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena apartándose de algunas consideraciones, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales con algunas 
razones adicionales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de las consideraciones y por razones 
adicionales, Ríos Farjat apartándose de las consideraciones y por razones adicionales, Laynez Potisek y 
Pérez Dayán, respecto del considerando sexto, relativo a la violación al procedimiento legislativo porque las 
normas generales impugnadas debieron aprobarse en una sesión extraordinaria convocada por la diputación 
permanente, consistente en declarar la invalidez de la Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos 
para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020 y del Decreto Seiscientos Sesenta y Uno por 
el que se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 
01 de enero al 31 de diciembre del 2020, publicados en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintinueve de enero de dos mil veinte. La señora Ministra Esquivel Mossa y los señores Ministros Franco 
González Salas y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. Las señoras Ministras y los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández y Ríos Farjat 
anunciaron sendos votos concurrentes. La señora Ministra Esquivel Mossa y el señor Ministro Franco 
González Salas anunciaron sendos votos particulares. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa vencida por la mayoría en el tema de fondo, Franco González Salas 
vencido por la mayoría en el tema de fondo y por razones adicionales, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
considerando séptimo, relativo a los efectos, consistente en: 1) determinar que la declaración de invalidez 
decretada no tendrá efectos retroactivos, en razón de que no se trata de la materia penal, por lo que no 
afectará los actos jurídicos, autorizaciones, empréstitos, transferencias, operaciones, convenios, contratos y 
erogaciones generados y en proceso de ejecución ni a las autorizaciones y obligaciones fiscales que 
surgieron de dichos ordenamientos, 2) determinar que la declaración de invalidez decretada en este fallo surta 
sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de 
Morelos y 3) ordena la reviviscencia de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos del Estado, 
correspondientes al ejercicio fiscal de 2019. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena votó en contra y anunció 
voto particular. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Firman el señor Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos  quien 
da fe. 

Presidente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente: Ministro 
Alberto Pérez Dayán.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos: Licenciado Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA  CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de veinte fojas  útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de 
inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, 
dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en su sesión del veintiséis de noviembre de dos mil veinte. Se 
certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de 
mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión celebrada el veintiséis de 
noviembre de dos mil veinte, resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, promovida por la 
Comisión de Derechos Humanos de Morelos en contra de la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos 
dicha entidad, para el ejercicio fiscal de dos mil veinte1. 

La Comisión alegó que el procedimiento legislativo del que derivaron las leyes antes señaladas tuvo vicios 
de carácter invalidante, pues la sesión en la que se aprobaron se celebró fuera del período ordinario de 
sesiones, es decir, el veintisiete de enero de dos mil veinte2; sin que de manera preliminar se instalara la 
diputación permanente ni mediara convocatoria emitida por ésta. 

Por mayoría de ocho votos3, el Pleno determinó invalidar las normas impugnadas al considerar que el 
hecho de que el Congreso local sesionara fuera del período ordinario vulneró los plazos previstos en la 
legislación local aplicable4. En la sentencia se determina que, derivado del carácter de órgano representativo 
que tiene el poder legislativo, los periodos en los que no sesiona tienen como objeto que las personas 
legisladoras estén en contacto con la ciudadanía que representan para atender sus demandas, por lo que la 
inobservancia a dichos plazos lesiona esta finalidad. La ejecutoria enfatizó que la normativa aplicable es clara 
respecto a que, en caso de que exista la necesidad de sesionar fuera del período ordinario, debe mediar 
convocatoria emitida por la diputación permanente, la cual se debe instalar al iniciar el período extraordinario, 
circunstancia que no ocurrió en el caso. De manera adicional, por lo que hace a la inobservancia de la 
Constitución local, en la página 28 de la sentencia se señala lo siguiente: 

 
1  La Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, así como del 

Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se aprueba el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de Morelos para el 
ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2020, ambos instrumentos publicados en el Periódico Oficial de esa Entidad 
Federativa el veintinueve de enero de dos mil veinte. 

2 El Congreso del Estado de Morelos tiene cada año dos períodos de sesiones ordinarias, el primero se inicia el uno de septiembre y termina 
el quince de diciembre; el segundo empieza el uno de febrero y concluye el quince de julio. 

3 Los Ministros Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán, la Ministra Piña 
Hernández y la suscrita integramos dicha mayoría. 

4 De conformidad con diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, de la Ley Orgánica para el 
Congreso del Estado de Morelos y del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. De manera destacada, se transcriben las 
siguientes: 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos. 
Artículo 9. El Congreso del Estado tendrá cada año de ejercicio legislativo, los períodos ordinarios de sesiones que establezca la 

Constitución Política del Estado. 
Durante los recesos del Congreso habrá una diputación permanente. 
Los diputados podrán ser convocados para períodos extraordinarios de sesiones, en los términos de la Constitución Política del 
Estado. 

Artículo 41. La Diputación Permanente estará integrada por cinco diputados, que serán los cuatro que conformen la Mesa Directiva del 
Congreso y, treinta días antes de la clausura del período ordinario correspondiente, el Congreso nombrará, por escrutinio secreto y el 
voto de las dos terceras partes de sus integrantes, al diputado que deba formar parte de ella y a tres suplentes, conforme a lo 
dispuesto por la Constitución Política del Estado y tendrá las atribuciones que le confiere la misma. 
Las sesiones de la Diputación Permanente tendrán lugar por lo menos una vez a la semana, exceptuándose en los períodos 
vacacionales; las sesiones serán convocadas por su Presidente o cuando así se lo solicite la mayoría de los diputados integrantes de 
la Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, pudiendo ser públicas o secretas en los términos del 
Reglamento. 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos.  
Artículo 39. La Diputación Permanente estará integrada conforme lo establece la Constitución y la Ley; no suspenderá sus trabajos 

durante los períodos extraordinarios de sesiones que se convoquen, salvo en aquello que se refiere al asunto para el que se haya 
convocado al periodo extraordinario respectivo. 

Artículo 41. La Diputación Permanente tiene la facultad de convocar a sesiones extraordinarias, por la urgencia, gravedad o 
conveniencia de los asuntos que las motiven en términos de la Constitución y de la Ley; y se ocupará exclusivamente de los asuntos 
de la convocatoria respectiva. 

Artículo 74. Se entenderá por sesión, a la reunión plenaria de los diputados legalmente convocados, con la asistencia del quórum legal 
celebrada en el salón de sesiones del recinto legislativo del Congreso o en el lugar así declarado por éste, en los casos previstos en 
la Constitución, en la Ley y en este Reglamento. El Congreso sesionará por lo menos una vez cada quince días, salvo en aquellos 
casos determinados por la Conferencia. 

Artículo 75. Las sesiones del Congreso tendrán el carácter de ordinarias, extraordinarias, privadas y solemnes. 
Artículo 76. Las sesiones ordinarias son todas aquellas celebradas dentro de los períodos de sesiones ordinarias. 
Artículo 77. Son extraordinarias; aquellas que se llevan a cabo fuera de los períodos ordinarios de sesiones, convocados por la 

diputación permanente y se ocupan exclusivamente de los asuntos señalados en la convocatoria respectiva, durarán el tiempo que 
sea necesario para llegar a las resoluciones de los asuntos agendados. 
Si los temas tratados en ellas, no fuesen agotados durante la sesión y deba iniciarse el periodo ordinario de sesiones, las 
extraordinarias concluirán y corresponderá el tratamiento de los asuntos pendientes a las sesiones del subsecuente periodo 
ordinario. 

Artículo 85. El Presidente de la Mesa Directiva, por sí o a petición de algún diputado, podrá someter a la consideración del pleno, la 
declaración de recesos en el curso de una sesión. 

Artículo 123. Ninguna discusión se podrá suspender, sino por las siguientes causas: 
I. Que la Asamblea acuerde dar preferencia a otro asunto de mayor urgencia o gravedad; 
II. Por graves desórdenes en el Recinto Legislativo; 
III. Por moción suspensiva que presente alguno de los miembros del Congreso y que ésta se apruebe por el Pleno; y 
IV. Por falta de quórum debidamente comprobado. 
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Aún más, de la lectura al Acta 065 mencionada, se advierte que no existió motivación 

alguna para inobservar lo dispuesto en los artículos 32, 34 y 53 de la Constitución del 

Estado de Morelos, elemento el anterior que equivale a otra violación a los principios 

de legalidad y seguridad jurídica, pues de aceptarse, se estarían permitiendo actos 

arbitrarios o irregulares, cuando el Poder Legislativo, como autoridad, tendría que ser el 

primero en respetar la normativa que se ha dado. 

RAZONES DE LA CONCURRENCIA 

Si bien compartí el sentido de la ejecutoria, el presente voto concurrente me permite expresar una 

perspectiva adicional que subyace a esta última violación advertida en la sentencia. En mi opinión, existe un 

parámetro de índole constitucional, de carácter federal, que fue desatendido por las personas legisladoras que 

integran el Congreso local, en específico, el previsto en el artículo 116 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que el poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y tales poderes se organizarán conforme con la Constitución de cada estado: 

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona 

o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. 

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de 

ellos, con sujeción a las siguientes normas: […] 

Considero que dicho mandato convierte a la Constitución del estado de Morelos, aplicable en el caso, en 

un parámetro para el caso concreto, que debe observarse para dilucidar si, efectivamente, hubo un 

incumplimiento al parámetro previsto en la Constitución Federal. Como lo expresa la propia sentencia, la 

Constitución local señala en sus artículos 32, 34 y 53 que, cada año, el Congreso del estado de Morelos 

tendrá dos períodos de sesiones ordinarias dentro de los que podrá sesionar5. Fuera de dichos períodos, esto 

es, durante los recesos, habrá una diputación permanente, integrada por cinco diputados. Las normas prevén 

la posibilidad de que se sesione de forma extraordinaria previa convocatoria de la diputación permanente. 

En ese contexto hay que ponderar que, como se expuso párrafos atrás, el Congreso del estado Morelos 

aprobó el paquete fiscal impugnado el veintisiete de enero de dos mil veinte, esto es, fuera del período 

ordinario de sesiones, el cual terminó el quince de diciembre anterior. Además, la diputación permanente, que 

por disposición normativa debía estar instalada, no se encontraba funcionando al momento de dicha 

aprobación. 

Lo narrado constituye, a mi parecer, una inobservancia abierta a la Constitución del estado de Morelos que 

genera, como lo menciona la sentencia, una violación a los principios de legalidad y seguridad jurídica, pero 

de manera destacada y adicional una vulneración al parámetro previsto en la Constitución Federal, 

pues, como se expuso, el poder legislativo del estado de Morelos se organiza, conforme a su propia 

Constitución, a través de los plazos en los que se debe sesionar y establece las reglas precisas para el caso 

de que el Congreso local requiera sesionar fuera de éstos, lo cual fue inobservado sin justificación por parte 

del Poder Legislativo de esa entidad. 

 
5 Artículo 32. El Congreso del Estado tendrá cada año dos períodos de sesiones ordinarias, el primero se iniciará el uno de septiembre y 

terminará el quince de diciembre el segundo empezará el uno de febrero y concluirá el quince de julio. El Congreso del Estado a más 
tardar el 1 de octubre de cada año recibirá para su examen, discusión y aprobación la iniciativa de Presupuesto de Egresos del Gobierno 
del Estado, para el Ejercicio Fiscal siguiente en el que se deberá respetar el porcentaje que en términos de esta Constitución está 
determinado para el Poder Judicial, así como las iniciativas de Ley de Ingresos del Estado y de los Ayuntamientos. Teniendo la 
obligación el Congreso del Estado de aprobarlas a más tardar el 15 de diciembre de cada año […] Para el caso de que el Congreso 
dejare de aprobar, en los términos de esta Constitución, las Leyes de Ingresos del Estado o de los Municipios, así como el Presupuesto 
de Egresos del Estado, continuarán rigiendo las Leyes de Ingresos y el Presupuesto de Egresos aprobados para el ejercicio fiscal del año 
anterior, hasta en tanto éstos se aprueben […]. 
Artículo 34. Fuera de los períodos ordinarios de sesiones, el Congreso podrá celebrar sesiones extraordinarias, cuando para el efecto 

fuere convocado por la Diputación Permanente por sí o a solicitud del Ejecutivo del Estado; pero en tales casos sólo se ocupará de 
los asuntos que se expresen en la convocatoria respectiva. 

Artículo 53. Durante los recesos del Congreso, habrá una diputación permanente integrada por cinco diputados, que serán los cuatro 
que conformen la mesa directiva del Congreso de ese período, más un diputado designado por el pleno, por lo menos treinta días 
antes de la clausura del período ordinario correspondiente; se instalará el mismo día de la clausura durará el tiempo de receso aun 
cuando haya sesiones extraordinarias. En la misma sesión en la que se designe al quinto diputado que se integrará a la diputación 
permanente, se designarán a 3 suplentes. 
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Así, a diferencia de otros asuntos en los que el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

analizado violaciones al procedimiento legislativo, considero que en el presente el problema medular no se 

centra en si existió un adecuado debate parlamentario o si este se vio afectado a partir de violaciones a 

normativa interna, sino en la flagrante inobservancia al mandato previsto en la Constitución local por parte del 

legislador y que se traduce, a su vez, en una violación al artículo 116 de la Constitución Federal. 

El asunto que en esta ocasión nos ocupa no es de aquellos que se resuelve ponderando las premisas de 

la democracia liberal representativa, a través de calibrar si las violaciones legislativas aducidas son de tal 

magnitud que afectan la equidad de la deliberación parlamentaria, o si son de aquellas que, si bien existieron, 

no tienen un impacto significativo en ese debate así que conviene mejor superarlas bajo el principio de 

economía procesal (pues se repondría innecesariamente el procedimiento ya que se arribaría al mismo 

resultado)6. No, en esta ocasión la cuestión es diversa, y si bien incide en la narrativa democrática y su 

deliberación, más bien entraña una trasgresión al artículo 116 de la Constitución Federal porque contiene 

violaciones que no son sólo a leyes orgánicas o procedimentales locales, sino a la Constitución local, la cual 

tiene una calidad especial de acuerdo con el artículo 116 mencionado. 

Si uno de los poderes locales de una entidad actúa en abierta trasgresión a su Constitución local, está 

infringiendo el artículo 116 ya mencionado, que claramente dispone: “Los poderes de los Estados se 

organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos”7. Se trata de un principio de orden político 

instruido textualmente desde nuestra máxima norma fundamental. 

Una actuación legislativa como la que se nos presentó en el caso concreto implicaría convalidar que el 

poder de un Estado no se organice conforme a su Constitución local, lo cual contraría el mandato del referido 

precepto, y generaría, además, un efecto perverso de que pudiera interpretarse que no importa qué ordenen 

las constituciones: es posible y viable desobedecerlas y considerar subsanado el daño toda vez que existió 

deliberación parlamentaria. 

Por estas razones, considero que, al existir trasgresiones a una constitución local por parte de un poder de 

una entidad federativa, este caso es distinto al supuesto donde las violaciones procesales provienen de leyes 

de inferior jerarquía, y que por lo tanto permiten ponderar si las violaciones ameritan anular un proceso 

deliberativo o si son subsanables en aras de la economía procesal en materia legislativa. 

Las reflexiones anteriores, concurrentes, son las que me llevaron a votar a favor de la propuesta, pues 

consideré que la inobservancia del Poder Legislativo del estado de Morelos a su propia organización interna, 

de conformidad con lo que mandata su Constitución local, es una desatención a la regularidad impuesta 

directamente por el artículo 116 de la Constitución Federal, una violación tan grave que tiene como efecto la 

invalidez del procedimiento legislativo. 

Ministra, Ana Margarita Ríos Farjat.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael 

Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cuatro fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por la señora Ministra 

Ana Margarita Ríos Farjat, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, dictada 

por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial 

de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
6 “FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU 

POTENCIAL INVALIDATORIO”. Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: P. XLIX/2008, Tipo: Aislada Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008, página 709, Registro digital: 169493. 

7 El precepto agrega después una serie de principios básicos a seguir, pero además de anotarlos después de una coma, no establece que 
solamente esas reglas no podrán franquearse, al contrario, es expreso de que los poderes de los Estado se organizarán acorde a sus 
constituciones. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA EN LOS AUTOS 

DE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020, RESUELTA EN SESIÓN DEL TRIBUNAL PLENO DE LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EL VEINTISÉIS DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTE 

En sesión del veintiséis de noviembre de dos mil veinte, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 116/2020, mediante la cual la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos controvirtió la aprobación del paquete económico que realizó el Congreso 

del Estado de Morelos para el ejercicio dos mil veinte. La decisión alcanzada —misma que compartí en cuanto 

al pronunciamiento de fondo— declaró fundado el segundo concepto de invalidez en el que la Comisión 

accionante argumentó violación al procedimiento legislativo que culminó en la aprobación del paquete 

económico para el Estado de Morelos. 

Dicha violación consistió en haber celebrado la sesión respectiva en una fecha que se encuentra fuera del 

periodo ordinario de sesiones. Esto es, al haber concluido el primer periodo ordinario el día quince de 

diciembre de dos mil diecinueve, sin que se aprobara el paquete económico para dos mil veinte, resultaba 

inviable que el Congreso estatal sesionara y aprobara la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la 

entidad durante el periodo extraordinario, conforme a la Constitución local, el órgano competente era la 

Diputación Permanente. 

Es así que el Tribunal Pleno consideró que el actuar del Congreso estatal constituía una violación grave, 

ya que el Congreso de Morelos cumplió con sus obligaciones constitucionales fuera de los plazos o periodos 

que lo rigen. Hasta aquí, mi postura coincide —en cuanto al sentido— con la decisión que se adoptó en la 

sesión de veintiséis de noviembre de dos mil veinte. En lo concerniente a las razones de fondo que se 

expresan en el fallo, las comparto, aunque con ciertos matices. 

En principio, debo aclarar que mi postura sobre la procedencia de la acción en este asunto es que sí 

resulta procedente, pues del análisis a la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos impugnados 

desprendo que sí tienen el carácter de norma general, sin embargo, considero que no en todos los casos 

debe darse por asentada tal cuestión, pues ello depende del análisis que se haga caso por caso. 

En cuanto al fondo, dado que se pretendía aprobar el paquete económico del Estado de Morelos para el 

ejercicio fiscal dos mil veinte fuera del periodo ordinario de sesiones, debió cumplirse de manera estricta con 

las reglas de procedimiento que la legislación local establece. Para ello, era condición indispensable que la 

Comisión Permanente convocara a un periodo extraordinario de sesiones y no simplemente justificar su 

actuación en que se estaba reanudando un receso, más aún cuando la duración del “receso” fue superior a 

treinta días. 

Dicha actuación, además de ser contraria a la legislación local, no se trata de una violación meramente 

formal. La falta de adecuación a las reglas previstas en la Constitución local claramente incide en los 

principios de democracia deliberativa. Las reglas que regulan los periodos y la forma en que se desempeña el 

trabajo legislativo en los periodos extraordinarios lo que en realidad buscan es proteger la genuina 

participación de todos los grupos parlamentarios, incluyendo la posibilidad de acudir a los periodos 

extraordinarios debidamente convocados. En este sentido, haber reanudado una sesión ordinaria que se 

finalizó en un periodo sin cumplir con las reglas relativas a los periodos extraordinarios ocasionó una desazón 

legislativa que impidió a las minorías que se materializaran los efectos de las reglas del procedimiento de 

protección a los grupos parlamentarios fuera de los periodos ordinarios. 

Por ende, si el Congreso era un órgano incompetente para sesionar fuera del periodo ordinario que 

culminó el quince de diciembre de dos mil diecinueve; sin haberse cumplido las reglas del procedimiento 

legislativo a fin de convocar a un periodo extraordinario, de manera incongruente se determinó en el fallo 

que: “…la ley y el decreto impugnados en esta sentencia tuvieron plena validez desde el momento de su 

publicación y hasta el momento en que surta efectos la declaración de invalidez decretada en esta resolución.” 
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Esto es, se da validez a un acto emitido por un órgano legislativo que actuó fuera de los plazos y términos 

que la Constitución establece. Un órgano que actúa en un momento en que legalmente no tiene facultades, no 

puede emitir actos y menos aún que éstos sean considerados válidos en Sede Constitucional. 

A fin de evidenciar la incongruencia de la decisión jurisdiccional, resulta importante realizar la siguiente 

cita: 

Páginas 29 y 30. 

“Se subraya que la existencia de esos plazos en la labor de un Poder Legislativo es la que 

da validez a los actos jurídicos que éste apruebe, es por ello que este Tribunal 

Constitucional no puede desconocer las consecuencias de su inobservancia, pero sobre 

todo, no puede reconocer violaciones como la denunciada bajo el argumento de que no se 

afectó el debate parlamentario, ni el contenido o la calidad de los ordenamientos jurídicos 

impugnados. 

Aquí cabe insistir en que puede haber circunstancias que impidan a los legisladores concluir 

su labor en los plazos ordenados en la Constitución, pero de ocurrir esto, la propia 

normativa prevé la existencia de una Diputación Permanente que es la que tramita asuntos 

pendientes, pero, sobre todo, es la que puede convocar a la celebración de sesiones 

extraordinarias por razones de interés público, como en el caso en que se llegó al día en 

que debía aprobarse el llamado paquete económico y no se logró ese objetivo en el día 

específico quince de diciembre, lo que podía solucionarse primero, con la instalación de esa 

Diputación Permanente, que a su vez convocara a sesión extraordinaria en la que se 

aprobaran los ordenamientos impugnados.” 

Si la razón de fondo fue la incompetencia del Congreso estatal, los actos emitidos por dicho órgano en 

periodo extraordinario jurídicamente son inexistentes; por ello, no coincido con el criterio mayoritario de dar 

validez temporal tanto a la Ley de Ingresos como al Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos. 

Una sentencia no tiene el alcance ni puede tener por efecto dotar de competencia a un órgano cuya 

incompetencia fue previamente declarada. El Tribunal Pleno, a través de los efectos aprobados, convalidó los 

actos emitidos por el Congreso estatal a pesar de que dicho órgano soslayó las reglas y procedimientos que 

rigen su actuación y que claramente están contenidas en la legislación local. 

Durante el receso de los períodos ordinarios de sesiones la representación de dicho cuerpo legislativo 

corresponde a la Diputación Permanente, por consiguiente, bajo este esquema de competencias 

constitucionales la discusión y aprobación del paquete económico para el ejercicio dos mil veinte se llevó a 

cabo por un órgano que carecía de competencia, cuestión que no puede ser subsanada por un fallo 

jurisdiccional. 

Conforme a lo expresado, tampoco comparto el hecho de que se haya ordenado la reviviscencia de la 

Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos para el ejercicio dos mil diecinueve. 

Dichos actos nunca perdieron vigencia. De acuerdo a lo previsto en el artículo 32 de la Constitución de la 

citada entidad: “La falta de presentación oportuna, en los términos que establece ésta Constitución, de la 

iniciativa de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos del Estado y de las iniciativas de Leyes de 

Ingresos de los Municipios, dará como consecuencia que los ordenamientos en vigor para el ejercicio fiscal en 

curso continúen vigentes para el ejercicio fiscal siguiente…”. 

Ministro, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 

Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de tres fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el señor Ministro 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, 

dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el 

Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA  EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020 

En sesión de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, el Tribunal Pleno, al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 116/2020 promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, 
declaró la invalidez de la Ley de Ingresos, así como del Presupuesto de Egresos, ambos de dicha entidad 
federativa para el ejercicio fiscal de 2020, publicados en el Periódico Oficial local el veintinueve de enero de 
dos mil veinte. 

En la referida sesión me manifesté por la improcedencia de este medio de control y su consecuente 
sobreseimiento; por la falta de legitimación de la Comisión local accionante para promover su demanda, así 
como en el estudio de fondo propuesto en cuanto a declarar fundadas las alegadas violaciones al proceso 
legislativo que culminó en la aprobación de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado de 
Morelos para el ejercicio fiscal 2020. 

Con motivo de lo anterior, formulo el presente voto particular con objeto de precisar las razones que me 
llevan a discrepar con lo resuelto en este asunto. 

I.  La acción de inconstitucionalidad planteada resultaba improcedente y, por ende,  debió 
sobreseerse. 

El fallo aprobado, a partir del considerando quinto relativo a la precisión de la litis, conceptualiza como 
“paquete económico” a la Ley de Ingresos y al Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos para el 
ejercicio fiscal 2020, tomando como sustento que en el concepto de invalidez segundo la accionante formula 
violaciones al procedimiento legislativo, siendo que, para ello, la propia ejecutoria reconoce expresamente que 
los conceptos de invalidez primero y tercero únicamente controvierten el referido Presupuesto, sin que en la 
demanda se desprenda argumentación alguna dirigida a evidenciar la inconstitucionalidad de la Ley de 
Ingresos local. 

Esa concepción y estudio metodológico no la comparto. 

En primer término, resulta claro que la Comisión accionante en ningún momento adujo violaciones 
formales al proceso legislativo del cual derivó la Ley de Ingresos del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 
2020, porque su argumento toral consistió, acorde con su primer concepto de invalidez, en una afectación a 
su autonomía presupuestal, que a su parecer derivó, precisamente, en que el Poder Legislativo local omitió 
examinar, discutir y votar el proyecto de presupuesto de egresos que presentó dicha Comisión para su 
integración al Decreto de Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado que fue impugnado, acorde con el 
artículo 16, fracción IX de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, relacionado 
con el diverso 42, fracción VI, de la Constitución Política de la entidad federativa. 

Por otro lado, tanto la Ley de Ingresos como el Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos para el 
ejercicio fiscal 2020, llevaron su propio procedimiento legislativo, tan es así, que de la revisión de las 
constancias relativas al desarrollo de los trabajos de los legisladores morelenses se desprende claramente 
que la citada Ley se discutió y aprobó, en primer lugar, por veinte votos a favor y cero en contra y, 
posteriormente, una vez aprobada la referida Ley de Ingresos, se llevó a cabo la discusión, de manera 
individual, del Presupuesto de Egresos impugnado, el cual fue aprobado por la misma votación. 

Así, me resulta claro que tanto la Ley de Ingresos como el Presupuesto de Egresos analizado, 
constituyen ordenamientos independientes y distintos para su análisis constitucional, de manera que, 
si bien guardan conexión desde un punto de vista económico, a nivel jurídico los posibles vicios de uno no 
pueden trascender al otro. 

Al respecto, el Tribunal Pleno ha sustentado que cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen 
los conceptos de invalidez relativos a violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo, dicho 
estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia liberal 
representativa como modelo de Estado, acorde con el criterio contenido en la tesis P. XLIX/20081, de rubro: 
“FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE 
LA EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL INVALIDATORIO.”. 

Así, el considerar que la vinculación económica de una Ley de Ingresos y de un Presupuesto de Egresos 
de una determinada entidad federativa, conllevan a que los vicios del procedimiento de un instrumento jurídico 
se extiendan al otro, a mi parecer, redunda en un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria 

 
1 De rubro y texto: “FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA 
EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL INVALIDATORIO. Cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen los conceptos de invalidez 
relativos a violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo, dicho estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas 
en las que se asienta la democracia liberal representativa como modelo de Estado, que es precisamente el acogido por la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 39, 40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el cumplimiento de dos principios en el 
ejercicio de la evaluación del potencial invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales: el de economía procesal, que apunta a la 
necesidad de no reponer innecesariamente etapas procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad 
parlamentaria expresada y, por tanto, a no otorgar efecto invalidatorio a todas y cada una de las irregularidades procedimentales identificables 
en un caso concreto, y el de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el contrario, a la necesidad de no considerar 
automáticamente irrelevantes todas las infracciones procedimentales producidas en una tramitación parlamentaria que culmina con la 
aprobación de una norma mediante una votación que respeta las previsiones legales al respecto.” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 709, registro 169493). 
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expresada en el seno del órgano legislativo que lleva a cabo las discusiones para la aprobación de 
cada uno de esos ordenamientos de manera particular, lo cual me lleva a concluir que no es posible 
extender los posibles vicios que se aleguen en contra de uno, para invalidar el otro. 

Lo anterior se refuerza por el hecho de que, como ya lo mencioné, en la demanda de la Comisión 
accionante no existen conceptos de invalidez en contra de la Ley de Ingresos por vicios propios, de manera 
que debió sobreseerse en la acción por ausencia de alegaciones en contra de dicho ordenamiento. 

Ahora, por lo que respecta al Presupuesto de Egresos impugnado, también considero que debió ser 
improcedente la acción, pero por cesación de sus efectos, teniendo en cuenta lo establecido en el párrafo 
segundo del artículo 32 de la Constitución Política del Estado de Morelos2, de acuerdo al cual, como regla 
general, el Congreso local, a más tardar el 1º de octubre de cada año recibirá, para su examen, discusión y 
aprobación la iniciativa del Presupuesto de Egresos del Gobierno de la entidad para el ejercicio fiscal 
siguiente, por lo que si el presente asunto fue sesionado ante el Tribunal Pleno con posterioridad a esa fecha 
(los días veinticuatro y veinticinco de noviembre de dos mil veinte), los proyectos del presupuesto de egresos 
para el ejercicio fiscal 2021 ya se encontraban elaborados por parte de las autoridades ejecutoras de gasto 
estatal, con base en los resultados de la gestión de recursos que fueron ejercidos durante el año 2020, y 
presentados ante el Congreso local, acorde con lo ordenado por la Constitución Política de la entidad; por lo 
que, a mi parecer, desde el 1º de octubre del año habían cesado los efectos del Presupuesto de Egresos 
impugnado, constituyendo esa fecha el límite para presentar ante la citada autoridad legislativa los proyectos 
de presupuesto correspondientes al siguiente período ordinario. 

Por tanto, para mí, no podría surtir efectos la sentencia dictada, en la medida en que los ejecutores del 
gasto estatal, cumpliendo con los mandatos constitucionales aludidos, habían programado sus gastos para el 
siguiente ejercicio, el cual no puede verse afectado por los efectos de lo determinado en una ejecutoria 
posterior a esa fecha. 

II.  Falta de legitimación de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos para 
promover la acción de inconstitucionalidad. 

El considerando tercero de la sentencia emitida en este asunto fue aprobado por la mayoría de los 
Ministros en el sentido de que la Comisión local accionante se encontraba legitimada para promover la acción 
de inconstitucionalidad para impugnar el Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos para el ejercicio 
fiscal 2020, en la parte en que se le provee de los recursos económicos que le fueron asignados para  ese 
año. 

Yo me manifesté en contra de este aspecto, en la medida en que, como lo hice notar, el argumento en que 
se sustenta la demanda de la promovente en este aspecto, consistió en la afectación de su autonomía 
presupuestal y no en violaciones a derechos humanos. 

Ese ha sido mi criterio, incluso he formulado voto particular en la diversa acción de inconstitucionalidad 
20/2017, donde, de manera similar, sustenté la falta de legitimación de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Morelos para impugnar leyes estatales que no estén directamente relacionadas con la vulneración 
de los derechos humanos. 

En este punto, me parece relevante tener en cuenta que, dentro las diferencias que ha reconocido esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en torno a las controversias constitucionales y las acciones de 
inconstitucionalidad, acorde con la jurisprudencia P./J. 71/20003, destacan tres aspectos que son de 
relevancia para mencionar: 

 
2 “Artículo 32.- (…) 
(REFORMADO, P.O. 11 DE JULIO DE 2018) 
El Congreso del Estado a más tardar el 1 de octubre de cada año recibirá para su examen, discusión y aprobación la iniciativa de 
Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado, para el Ejercicio Fiscal siguiente en el que se deberá respetar el porcentaje que en 
términos de esta Constitución está determinado para el Poder Judicial, así como las iniciativas de Ley de Ingresos del Estado y de los 
Ayuntamientos. Cuando el Gobernador inicie su encargo entregará las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado a más tardar el 15 de noviembre de ese año. Teniendo la obligación el Congreso del Estado de aprobarlas a más tardar 
el 15 de diciembre de cada año. Los Presidentes Municipales que inicien su encargo, presentarán al Congreso del Estado a más tardar el 1 
de febrero la iniciativa de Ley de Ingresos del Ejercicio Fiscal actual. Teniendo la obligación el Congreso del Estado de aprobarlas a más 
tardar el último día de febrero del año que corresponda. De manera transitoria, se utilizarán los parámetros aprobados para el Ejercicio Fiscal 
inmediato anterior de cada ayuntamiento, para los meses de enero y febrero o hasta en tanto la Legislatura apruebe la nueva Ley de 
Ingresos.” 
3 De rubro y texto: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD. DIFERENCIAS ENTRE 
AMBOS MEDIOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL. Si bien es cierto que la controversia constitucional y la acción de inconstitucionalidad 
son dos medios de control de la constitucionalidad, también lo es que cada una tiene características particulares que las diferencian entre sí; 
a saber: a) en la controversia constitucional, instaurada para garantizar el principio de división de poderes, se plantea una invasión de las 
esferas competenciales establecidas en la Constitución, en tanto que en la acción de inconstitucionalidad se alega una contradicción entre la 
norma impugnada y una de la propia Ley Fundamental; b) la controversia constitucional sólo puede ser planteada por la Federación, los 
Estados, los Municipios y el Distrito Federal a diferencia de la acción de inconstitucionalidad que puede ser promovida por el procurador 
general de la República, los partidos políticos y el treinta y tres por ciento, cuando menos, de los integrantes del órgano legislativo que haya 
expedido la norma; c) tratándose de la controversia constitucional, el promovente plantea la existencia de un agravio en su perjuicio en tanto 
que en la acción de inconstitucionalidad se eleva una solicitud para que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación realice un análisis 
abstracto de la constitucionalidad de la norma; d) respecto de la controversia constitucional, se realiza todo un proceso (demanda, 
contestación de demanda, pruebas, alegatos y sentencia), mientras que en la acción de inconstitucionalidad se ventila un procedimiento; e) 
en cuanto a las normas generales, en la controversia constitucional no pueden impugnarse normas en materia electoral, en tanto que, en la 
acción de inconstitucionalidad pueden combatirse cualquier tipo de normas; f) por lo que hace a los actos cuya inconstitucionalidad puede 
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a)  En la controversia constitucional se garantiza el principio de división de poderes, se plantea  una 
invasión de la competencia constitucional por parte de otro órgano o poder del Estado; en tanto  que en la 
acción de inconstitucionalidad se alega una posible contradicción entre la norma impugnada  y la Constitución 
Federal; 

b)  La controversia constitucional sólo puede ser planteada por un órgano legitimado expresamente en la 
fracción I del artículo 105 de la Ley Fundamental; a diferencia de la acción de inconstitucionalidad cuyos entes 
legitimados se encuentran establecidos en la fracción II de ese mismo numeral, los cuales, atendiendo a la 
propia naturaleza de este último medio de control, se habilitan para denunciar la posible contradicción 
constitucional, entre otros, a minorías parlamentarias de los órganos legislativos, tanto federales como locales, 
a partidos políticos cumpliendo con los requisitos que el texto constitucional establece, así como a la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y los organismos de protección equivalentes de las entidades federativas, 
cumpliendo, asimismo, con los requisitos constitucionales para hacer procedente la acción, en concreto, y 
acorde con el inciso g) del referido artículo 105 constitucional, en contra de leyes federales o locales, según 
sea el caso, “que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que México sea parte”; y 

c)  En la controversia constitucional, el demandante plantea la existencia de un agravio en su perjuicio; 
en tanto que en la acción de inconstitucionalidad se eleva una solicitud para que este Máximo Tribunal realice 
un análisis en abstracto de la constitucionalidad de la norma general. 

Partiendo de estas ideas básicas que distinguen a las controversias constitucionales de las acciones de 
inconstitucionalidad, considero que, en la acción analizada, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Morelos carecía de legitimación para impugnar el Presupuesto de Egresos de esa entidad federativa para el 
ejercicio fiscal 2020, bajo el argumento toral de una alegada afectación a su autonomía presupuestal, siendo 
que la facultad que depositó en estos organismos el inciso g) de la fracción II del artículo 105 de la 
Constitución General, sólo les permite impugnar normas generales que vulneren los derechos humanos 
consagrados en ese Magno Ordenamiento y en los tratados internacionales de los que México sea parte. 

Tal facultad para promover acciones de inconstitucionalidad por parte de las Comisiones de Derechos 
Humanos no alcanza a brindarles la posibilidad de defender sus propios intereses patrimoniales o 
presupuestarios, como aconteció en el caso, en que la pretensión toral de la accionante consistió en invalidar 
la disposición a través de la cual se le administraron fondos por un monto de $15,803,000.00 (quince millones 
ochocientos tres mil pesos 00/100 M.N.), en lugar de los $52,000,000 (cincuenta y dos millones de pesos 
00/100 M.N.) —en números redondos— que le solicitó al Poder Legislativo para llevar a cabo sus funciones. 

Lo anterior lo considero así, aún bajo el argumento de que tal circunstancia pueda afectar la función a la 
cual están llamados dichos organismos, que es la defensa de los derechos humanos, pues lo cierto es que 
ello se constriñe, en definitiva, a un análisis concreto de una posible afectación a sus facultades 
constitucionales, lo cual no es propio del análisis que distingue a las acciones de inconstitucionalidad. 

Como ya lo destaqué, conforme a la definición jurisprudencial, las acciones de inconstitucionalidad 
implican un control abstracto del contenido de las normas generales, mediante el cual esta Suprema Corte de 
Justicia determina si una norma es o no contraria al texto de la Constitución General, con independencia de 
que la decisión final beneficie o no al accionante y, en cambio, la vía de controversia constitucional —lo que el 
demandante plantea— es la existencia de un agravio en su perjuicio, que es precisamente lo que en este 
punto propuso la Comisión accionante en este asunto, al pretender la invalidez del Presupuesto estatal en la 
parte que prevé los recursos que le fueron asignados, al considerar insuficiencia para cumplir sus funciones. 

En la medida en que la Comisión estatal alegó una supuesta lesión a sus intereses patrimoniales, que 
derivan en una vulneración al ejercicio de sus facultades y, al final, a su competencia, me resulta claro que 
carece de legitimación para plantear una demanda de acción de inconstitucionalidad con esos fines, 
para impugnar, por una parte, la totalidad de la Ley de Ingresos del Estado, que sea por dicho, en su 
demanda no formuló argumentos en su contra por vicios propios, y por otro, la totalidad del Presupuesto de 
Egresos de la propia entidad federativa para el año 2020. 

Teniendo en cuenta lo anterior, es que me manifesté únicamente por entrar al estudio de la 
constitucionalidad del artículo Sexto Transitorio del Presupuesto de Egresos impugnado, en la medida en que, 
ahí sí, la accionante en su demanda formuló conceptos de invalidez relacionados con la impugnación a 
derechos humanos, en concreto, vicios del régimen pensionario de los jubilados del Estado de Morelos, lo 
cual encuentra autorización expresa en el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Federal, de 
manera que el estudio de fondo debió concentrarse, para mí, en este único aspecto. 

 
plantearse, en la controversia constitucional pueden impugnarse normas generales y actos, mientras que la acción de inconstitucionalidad 
sólo procede por lo que respecta a normas generales; y, g) los efectos de la sentencia dictada en la controversia constitucional tratándose de 
normas generales, consistirán en declarar la invalidez de la norma con efectos generales siempre que se trate de disposiciones de los 
Estados o de los Municipios impugnados por la Federación, de los Municipios impugnados por los Estados, o bien, en conflictos de órganos 
de atribución y siempre que cuando menos haya sido aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos de los Ministros de la Suprema 
Corte, mientras que en la acción de inconstitucionalidad la sentencia tendrá efectos generales siempre y cuando ésta fuere aprobada por lo 
menos por ocho Ministros. En consecuencia, tales diferencias determinan que la naturaleza jurídica de ambos medios sea distinta.” 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, agosto de 2000, página 965, registro 191381). 
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Como ya lo he hecho notar, incluso en el voto particular que formulé en la diversa acción 20/2017, la 
incorporación del inciso g), a la fracción II del artículo 105 de la Constitución Federal, y sus posteriores 
reformas, en ningún momento consistieron en otorgar una legitimación amplísima a las Comisiones Nacional y 
estatales de derechos humanos, para promover acciones de inconstitucionalidad en contra de cualquier ley o 
tratado internacional, sin importar su contenido, sino para que, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias, pudieran cuestionar de forma abstracta la constitucionalidad de disposiciones de carácter 
general que fueran directamente violatorias de los derechos humanos. 

Lo anterior se desprende del Dictamen de la Cámara de Diputados referente a la reforma constitucional 
que finalmente fue publicada el catorce de septiembre de dos mil seis4, del cual se desprende claramente que 
la intención del Poder Reformador de la Constitución, en ningún momento fue otorgar una amplia legitimación 
a las Comisiones de Derechos Humanos para cuestionar de forma abstracta, cualquier norma general 
mediante el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad, sino tan solo de aquellas que resultaran violatorias 
de los derechos humanos previstos en la Constitución, así como en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte. 

Por estas razones, es que considero que la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Morelos 
carecía de legitimación para promover la demanda de la presente acción de inconstitucionalidad, en contra de 
la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos local para el ejercicio fiscal 2020, bajo el argumento de una 
afectación a su autonomía presupuestaria, siendo que únicamente eran admisibles las alegadas violaciones a 
derechos humanos que hacía valer en favor de los pensionados de esa entidad federativa. 

III.  Violación al procedimiento legislativo porque las normas generales impugnadas debieron 
aprobarse en una sesión extraordinaria convocada por la Diputación Permanente. 

En el considerando sexto de la ejecutoria finalmente aprobada por el Tribunal Pleno en este asunto, se 
declaró fundado el segundo concepto de invalidez de la Comisión accionante donde argumentó que la sesión 
de 27 de enero de 2020, en que se discutió y aprobó tanto la Ley de Ingresos como el Presupuesto de 
Egresos del Estado de Morelos impugnado, violentó los artículos 32, primer párrafo, 34 y 56, fracción V de la 
Constitución local; 9 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; 41, 75, 76 y 77 del 
Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos, porque, a su parecer, dicha fecha se encontraba fuera 
del periodo ordinario de sesiones del órgano legislativo local, siendo necesaria una convocatoria expresa de la 
Diputación Permanente en la que llamara a un periodo extraordinario y se aprobaran dichos ordenamientos. 

Atendiendo al marco que rige al proceso legislativo analizado y a las constancias de los autos del asunto 
que motiva este voto, observo lo siguiente: 

1)  El Congreso de Morelos tiene dos periodos ordinarios: del 1º de septiembre al 15 de diciembre y del 
1º de febrero al 15 de julio; 

2)  Dicha autoridad legislativa a más tardar el 1º de octubre recibe las iniciativas de Presupuesto de 
Egresos y de las Leyes de Ingresos (estatal y municipales) con la obligación de aprobarlas a más tardar el 15 
de diciembre; 

3)  Conforme el Acta 065, la sesión ordinaria del Congreso local inició el 15 de diciembre de 2019, día en 
el que se decretó un receso aprobado por 13 votos a favor y 3 en contra, receso que tuvo por efecto 
prorrogar la sesión; 

4)  Transcurridos 43 días, el 27 de enero de 2020 se reanudó la sesión y se aprobó el paquete 
económico, para decretar otro receso y prorrogar la sesión para continuarla al día siguiente; 

 
4 En el Dictamen en comento, se dijo expresamente lo que se transcribe a continuación: 
“La Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue creada en México mediante el decreto que adicionó al artículo 102 de la Constitución, el 
apartado B, con fecha 27 de enero de 1992, la Comisión como objetivo logra que los actos de poder se ajusten a su cauce legal, sin 
menoscabo de las garantías individuales. De la misma manera busca prevenir los desvíos y propiciar que los abusos sean castigados, 
dándoles la certeza a los gobernados de que cuentan con una instancia totalmente confiable a la que pueden acudir en defensa de sus 
derechos humanos. 
Acorde a su finalidad de velar por el respeto de los derechos humanos, tiene a su cargo diversas funciones tales como impulsar la 
observancia de los derechos humanos en el país, la elaboración de programas preventivos en materia de derechos humanos, recepción de 
quejas por presuntas violaciones a los mismos, la investigación de posibles violaciones a los derechos humanos, la formulación de 
recomendaciones, así como proponer al Ejecutivo Federal la suscripción de convenios y acuerdos internacionales en materia de derechos 
humanos. 
Por lo anteriormente expuesto esta dictaminadora estima necesario que le sea reconocido a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
la legitimación para ejercitar las acciones de inconstitucionalidad cuando leyes o tratados contravengan las garantías individuales, dentro del 
ámbito de su competencia, pues en atención a su desempeño práctico, ha sabido ganarse el respeto y el reconocimiento de la mayoría de los 
sectores de la sociedad mexicana. 
Es menester precisar que al dotar a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de la facultad para promover acciones de 
inconstitucionalidad se logra la tutela de las normas constitucionales como una forma más eficaz para dar vigencia y consolidar el Estado de 
Derecho, por tanto se considera pertinente que la Comisión tenga la posibilidad de presentar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
las acciones de inconstitucionalidad que considere necesarias para que esta última determine si una ley es violatoria de las garantías 
individuales, y en consecuencia, el defensor del pueblo esté cumpliendo cabalmente y con todas herramientas posibles, la función que su 
misma denominación hace explicita, la de preservar las garantías individuales. 
De igual forma es importante dotar a los organismos de protección de derechos humanos de las entidades federativas de la facultad para 
ejercer dentro de su esfera de competencia, las acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes emitidas por las legislaturas locales 
tratándose de los estados y en contra de leyes emitidas por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; ya que con ello se permitirá que 
otorgar mayor certeza jurídica a dichas instituciones.” 
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5)  El 28 de enero de 2020 concluyó la sesión, fecha en la cual se declaró clausurado Primer Periodo 
Ordinario de Sesiones, del Segundo año de Ejercicio; y 

6)  El 29 de enero de 2020 se publicaron la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado de 
Morelos, para ese año fiscal. 

Atendiendo a ello y a las circunstancias particulares del caso, yo no comparto la declaración de 
invalidez del proceso legislativo impugnado, toda vez que, como lo precisé, los argumentos que formula la 
Comisión accionante no se vinculan con una afectación directa a derechos humanos. 

Si bien existen casos en los cuales las Comisiones de Derechos Humanos alegan una violación formal al 
proceso legislativo y este Tribunal Constitucional ha declarado fundados los argumentos, ello ha sido en los 
casos en que se alega la falta de consulta a pueblos indígenas o comunidades afromexicanas, o incluso, a 
personas con alguna discapacidad, acorde con lo establecido en los artículos 6 del Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, y 4.3 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, casos en los cuales resulta evidente que el argumento de 
inconstitucionalidad va dirigido a garantizar los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución 
General como en los tratados internacionales en la materia. 

En efecto, desde lo resuelto en la controversia constitucional 32/20125, ha sido criterio del Tribunal 
Pleno que en los supuestos de una posible afectación directa a las comunidades indígenas que habitan una 
determinada entidad federativa, las legislaturas locales se encuentran obligadas a prever una fase adicional 
en el procedimiento de creación de las leyes para consultar a los representantes de ese sector de la 
población. 

En esa línea de pensamiento, este Alto Tribunal, en acciones de inconstitucionalidad, ha declarado la 
invalidez de disposiciones normativas porque no se consultaron de manera adecuada, a pesar de que tales 
normas abiertamente pretendían garantizar el derecho de los pueblos y comunidades indígenas de una 
entidad federativa, a elegir dirigentes conforme a sus prácticas tradicionales.6 

Por su parte, en relación con el derecho a la consulta en materia de derechos de las personas con 
discapacidad, previsto en el artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, al resolver la acción de inconstitucionalidad 33/20157 este Máximo Tribunal determinó que la 
consulta previa en materia de derechos de personas con discapacidad es una formalidad esencial del 
procedimiento legislativo, cuya exigibilidad se actualiza cuando las leyes incidan en los intereses y/o derechos 
de esos grupos. 

 
5 Fallada en sesión de veintinueve de mayo de dos mil catorce, por mayoría de diez votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena con 
salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Cossío Díaz en contra de las consideraciones, Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea con 
salvedades en canto a la finalidad de la consulta, Pardo Rebolledo con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Aguilar Morales, 
Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Pérez Dayán con salvedades 
en cuanto a la aplicación de la jurisprudencia ante la existencia de un municipio indígena, y Presidente Silva Meza con salvedades en cuanto 
a la finalidad de la consulta, respecto del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo. El Ministro Franco González Salas votó en 
contra. 
6 Existen diversos ejemplos, basta mencionar lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/2019, 
falladas en sesión de cinco de diciembre de dos mil diecinueve, por mayoría de nueve votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas separándose de algunas consideraciones, Aguilar Morales separándose de 
algunas consideraciones, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán separándose de las consideraciones que reconocen la categoría 
del municipio indígena y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, El Ministro Laynez Potisek votó en contra y anunció voto particular. Los Ministros 
González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales y Piña Hernández anunciaron sendos votos concurrentes. Asimismo, 
la diversa acción 81/2018, fallada el veinte de abril de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales por algunas razones diversas, 
Pardo Rebolledo separándose de algunas consideraciones, Piña Hernández apartándose de los párrafos del setenta y uno al setenta y siete, 
Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán en contra de las consideraciones y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, 
respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del Decreto Número 778, por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Número 701 de Reconocimiento, Derechos y Cultura de los Pueblos y Comunidades 
Indígenas del Estado de Guerrero, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho. 
El Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. Los Ministros Franco González Salas y Aguilar Morales reservaron 
su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
7 Fallada en sesión de 18 de febrero de 2016, por mayoría de ocho votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz por la invalidez 
de la totalidad de la ley, Franco González Salas obligado por la mayoría, Zaldívar Lelo de Larrea obligado por la mayoría, Pardo Rebolledo, 
Medina Mora I., Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando sexto, relativo al estudio, en su punto 1: violación a los derechos 
humanos de igualdad y no discriminación, a la libertad de profesión y oficio, así como al trabajo digno y socialmente útil, consistente en 
declarar la invalidez de los artículos 3, fracción III, 10, fracción VI, en la porción normativa “al igual que de los certificados de habilitación de su 
condición”, 16, fracción VI, en la porción normativa "los certificados de habilitación";  y 17, fracción VIII, de la Ley General para la Atención y 
Protección a Personas con la Condición de Espectro Autista. Los Ministros Luna Ramos, Piña Hernández y Presidente Aguilar Morales 
votaron en contra y anunciaron sendos votos particulares. El Ministro Cossío Díaz anunció voto concurrente. Los señores Ministros Franco 
González Salas, Zaldivar Lelo de Larrea y Pardo Rebolledo reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. 
En dicho asunto se declaró la invalidez de los artículos 3, fracción III, 10, fracción VI –únicamente en la porción normativa que señala: “al igual 
que de los certificados de habilitación de su condición”-, 16, fracción VI –sólo en la porción normativa que señala: “los certificados de 
habilitación”-, y 17, fracción VIII, de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el treinta de abril de dos mil quince, por ser contrarios a los derechos humano de igualdad, libertad de 
profesión y oficio, así como al trabajo digno y socialmente útil, pues la circunstancia de que se pretenda requerir a las personas con la 
condición de espectro autista, un documento que avale sus aptitudes para poder ingresar al sector laboral y productivo, se traduce en una 
medida que lejos de coadyuvar a su integración a la sociedad en general y al empleo en particular, constituye un obstáculo injustificado para 
poder acceder a una vida productiva en las mismas condiciones y oportunidades que el resto de la población. 
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En dicho asunto, se sostuvo que la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
involucra a la sociedad civil, y más concretamente, a las organizaciones representativas de las personas con 
discapacidad, en las acciones estatales que incidan en esos grupos, ya que éstas tienen un impacto directo 
en la realidad, al reunir información concreta sobre presuntas violaciones de los derechos humanos de 
personas con discapacidad, y colaboran para que la discapacidad sea vista como un tema fundamental de 
derechos humanos. 

Así, de manera similar al derecho de consulta de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanos, 
este Tribunal Constitucional ha declarado la invalidez de normas generales impugnadas por Comisiones de 
Derechos Humanos, precisamente, por falta de consulta a las personas con discapacidad.8 

El caso analizado en este asunto es distinto a los precedentes a que he hecho referencia, en la medida en 
que en esta acción las violaciones al proceso legislativo que hace valer la Comisión local accionante tienen 
que ver con: 1) los plazos para aprobar el Presupuesto de Egresos estatal; 2) las reglas que rigen los períodos 
tanto ordinarios como extraordinarios de sesiones del Congreso local; y 3) la desatención de dicho órgano 
legislativo a su propuesta de presupuesto de recursos para el año 2020, cuestiones por mucho alejadas a 
violaciones a derechos humanos dentro del proceso legislativo, sino que tienen que ver con un 
beneficio propio en su competencia, al final, su autonomía presupuestaria. 

Así, en la medida en que fueron impugnadas las reglas que rigen la operación y desarrollo de los trabajos 
legislativos para la aprobación del presupuesto propio de la Comisión accionante, es que no comparto que 
pueda invalidarse el proceso legislativo, pues ello no se encuentra relacionado con la protección de los 
derechos humanos de las personas, sin que resulte válido argumentar que, derivado de la asignación de 
recursos, ello pueda implicar una afectación a la función protectora que le corresponde, pues ello atañe a una 
cuestión de hecho que ni siquiera es demostrable en la vía de la acción de inconstitucionalidad, debido a que, 
como lo precisé, constituye un control abstracto de la regularidad constitucional de normas generales, siendo 
que, al final, el argumento hecho valer viene relacionado con la competencia del órgano promovente. 

Por otra parte, para mí, nada impide que una sesión ordinaria se extienda más allá de la fecha de su 
inicio, inclusive, cuando ya concluyó la fecha del periodo ordinario, ya que los legisladores están en 
plena libertad de convocar a un periodo extraordinario, o bien, decretar la continuidad de una sesión 
que comenzó durante el periodo ordinario. 

En la tesis P. L/20089, el Tribunal Pleno sustentó que, al evaluar la legalidad del proceso legislativo se 
debe tener en cuenta que difícilmente éste es único e invariable, sino que incluye ajustes y 
modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes presentadas en el desarrollo 
de los trabajos parlamentarios, como por ejemplo, la entrada en receso de las Cámaras o la necesidad de 
tramitar ciertas iniciativas con extrema urgencia; la búsqueda o falta de consensos entre los partidos; y el 
tiempo para lograr acuerdos que permitan lograr votaciones calificadas; así como una serie de circunstancias 
que se presentan habitualmente, por lo que la evaluación del cumplimiento de las correspondientes reglas 
debe hacerse atendiendo las particularidades de cada caso concreto. 

 
8 En esos casos se encuentra la acción de Inconstitucionalidad 41/2018 y su acumulada 42/2018, fallada en sesión celebrada el 21 de 
abril de 2020, por unanimidad de once votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de la Ley para la Atención Integral 
de las Personas con Síndrome de Down de la Ciudad de México, expedida mediante decreto publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad 
federativa el cinco de marzo de dos mil dieciocho. Los Ministros González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, 
Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes. En este asunto, el Pleno 
señaló los elementos mínimos que debe cumplir la obligación de consulta a las personas con discapacidad acorde a lo establecido en el 
artículo 4.3 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
9 De texto: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO 
PARA LA DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL. Para determinar si las violaciones al procedimiento legislativo aducidas en 
una acción de inconstitucionalidad infringen las garantías de debido proceso y legalidad contenidas en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y provocan la invalidez de la norma emitida, o si por el contrario no tienen relevancia invalidatoria de esta última, por no 
llegar a trastocar los atributos democráticos finales de la decisión, es necesario evaluar el cumplimiento de los siguientes estándares: 1) El 
procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria en 
condiciones de libertad e igualdad, es decir, resulta necesario que se respeten los cauces que permiten tanto a las mayorías como a las 
minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto de deliberación pública, lo cual otorga relevancia a las reglas de 
integración y quórum en el seno de las Cámaras y a las que regulan el objeto y el desarrollo de los debates; 2) El procedimiento deliberativo 
debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de votación establecidas; y, 3) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones 
deben ser públicas. El cumplimiento de los criterios anteriores siempre debe evaluarse a la vista del procedimiento legislativo en su integridad, 
pues se busca determinar si la existencia de ciertas irregularidades procedimentales impacta o no en la calidad democrática de la decisión 
final. Así, estos criterios no pueden proyectarse por su propia naturaleza sobre cada una de las actuaciones llevadas a cabo en el desarrollo 
del procedimiento legislativo, pues su función es ayudar a determinar la relevancia última de cada actuación a la luz de los principios que 
otorgan verdadero sentido a la existencia de una normativa que discipline su desarrollo. Además, los criterios enunciados siempre deben 
aplicarse sin perder de vista que la regulación del procedimiento legislativo raramente es única e invariable, sino que incluye ajustes y 
modalidades que responden a la necesidad de atender a las vicisitudes presentadas en el desarrollo de los trabajos parlamentarios, como por 
ejemplo, la entrada en receso de las Cámaras o la necesidad de tramitar ciertas iniciativas con extrema urgencia, circunstancias que se 
presentan habitualmente. En este contexto, la evaluación del cumplimiento de los estándares enunciados debe hacerse cargo de las 
particularidades de cada caso concreto, sin que ello pueda desembocar en su final desatención.” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, junio de 2008, página 717, registro 169437). 
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Atendiendo a ello, en el caso, es un hecho público y notorio del que dan cuenta diversas notas 
informativas de medios de comunicación, que el 15 de diciembre de 2019, fecha en la que concluía el periodo 
ordinario respectivo, existieron protestas en el Congreso de Morelos de la mayoría de los Presidentes 
Municipales de esa entidad federativa en relación con aspectos presupuestales, situación que dio pauta para 
que el Presidente de la Mesa Directiva suspendiera la sesión y decretara un “receso”, el cual finalmente 
tuvo por efecto la prórroga de la sesión, lo cual se encuentra autorizado en el artículo 36, fracción II, de la 
Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos10, que establece, dentro de las atribuciones del 
Presidente de la Mesa Directiva: “Citar a sesiones del pleno, decretar su apertura y clausura o en su 
caso prorrogarlas o suspenderlas de acuerdo al Reglamento;”. 

Lo anterior es así, máxime que, durante la sesión cuestionada, se respetó el derecho a la participación de 
todas las fuerzas políticas con representación parlamentaria, aunado a que el procedimiento deliberativo 
culminó con la correcta aplicación de las reglas de votación señaladas en la Ley; en otras palabras, no hubo 
irregularidades que impactaran en la calidad democrática de la decisión final del órgano legislativo, de 
manera que no existieron, a mi parecer, violaciones con un verdadero potencial invalidante conforme a la 
jurisprudencia P./J. 94/200111, de rubro: “VIOLACIONES DE CARÁCTER FORMAL EN EL PROCESO 
LEGISLATIVO. SON IRRELEVANTES SI NO TRASCIENDEN DE MANERA FUNDAMENTAL A LA 
NORMA” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XIV, 
agosto de 2001, página 438 y registro: 188907). 

Finalmente, hago notar que para el ejercicio fiscal 2019, el Congreso de Morelos le otorgó a la Comisión 
promovente exactamente la misma cantidad que para el año 2020, por lo que tampoco de ello se desprende 
alguna afectación respecto de lo que se le asignó en el período inmediato anterior. En efecto, en el Decreto de 
Presupuesto de Egresos del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal 2019, se advierte una asignación a la 
Comisión de Derechos Humanos por un monto de $15,803,000.00 (quince millones ochocientos tres mil pesos 
00/100 M.N.), cantidad que fue asignada para el ejercicio fiscal 2020, como se muestra a continuación12: 

 

 
10  “Artículo 36.- Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva: (…) 
II. Citar a sesiones del pleno, decretar su apertura y clausura o en su caso prorrogarlas o suspenderlas de acuerdo al Reglamento;” 
11 “VIOLACIONES DE CARÁCTER FORMAL EN EL PROCESO LEGISLATIVO. SON IRRELEVANTES SI NO TRASCIENDEN DE 
MANERA FUNDAMENTAL A LA NORMA. Dentro del procedimiento legislativo pueden darse violaciones de carácter formal que trascienden 
de manera fundamental a la norma misma, de tal manera que provoquen su invalidez o inconstitucionalidad y violaciones de la misma 
naturaleza que no trascienden al contenido mismo de la norma y, por ende, no afectan su validez. Lo primero sucede, por ejemplo, cuando 
una norma se aprueba sin el quórum necesario o sin el número de votos requeridos por la ley, en cuyo caso la violación formal trascendería 
de modo fundamental, provocando su invalidez. En cambio cuando, por ejemplo, las comisiones no siguieron el trámite para el estudio de las 
iniciativas, no se hayan remitido los debates que la hubieran provocado, o la iniciativa no fue dictaminada por la comisión a la que le 
correspondía su estudio, sino por otra, ello carece de relevancia jurídica si se cumple con el fin último buscado por la iniciativa, esto es, que 
haya sido aprobada por el Pleno del órgano legislativo y publicada oficialmente. En este supuesto los vicios cometidos no trascienden de 
modo fundamental a la norma con la que culminó el procedimiento legislativo, pues este tipo de requisitos tiende a facilitar el análisis, 
discusión y aprobación de los proyectos de ley por el Pleno del Congreso, por lo que si éste aprueba la ley, cumpliéndose con las 
formalidades trascendentes para ello, su determinación no podrá verse alterada por irregularidades de carácter secundario.” (Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIV, agosto de 2001, página 438, registro 188907). 
12 Acorde con la página 9 del Decreto número 66, por el que se aprueba el presupuesto de egresos del Gobierno del Estado de Morelos para 
el ejercicio fiscal del primero de enero al treinta y uno de diciembre de 2019, publicado en el periódico oficial “Tierra y Libertad” del Gobierno 
de dicha entidad federativa el veinte de marzo de dos mil diecinueve. Consultable en el siguiente vínculo: 
https://www.periodicooficial.morelos.gob.mx/periodicos/2019/5687_2A.pdf 
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Así, se evidencia que, en el año 2019, el Congreso de Morelos otorgó a la Comisión accionante 

exactamente la misma cantidad que para el ejercicio 2020, de manera que no existió disminución respecto de 

lo que se le asignó en el período inmediato anterior. 

De esta forma, es evidente que los efectos del fallo al declarar la invalidez del Presupuesto de Egresos 

local para el ejercicio fiscal 2020 y la consecuente reviviscencia de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de 

Egresos del Estado de Morelos correspondientes al ejercicio fiscal 2019, en nada benefició a los intereses 

planteados por la Comisión accionante en su demanda, pues recibirá el mismo monto presupuestado en los 

dos años. 

Asimismo, si bien el Tribunal Pleno ha declarado la invalidez de “paquetes económicos” locales, esto es, 

de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de entidades federativas, como es el caso de la acción de 

inconstitucionalidad 12/201813, resuelta en sesión de cuatro de diciembre de dos mil dieciocho, quiero 

resaltar, primero, que en esa fecha yo no formaba parte de la integración del Tribunal Pleno y, segundo, dicha 

acción fue promovida por diez diputados integrantes de la Sexagésima Segunda Legislatura del Congreso del 

Estado de Zacatecas, los cuales representaban el treinta y tres por ciento de un total de treinta integrantes del 

órgano legislativo durante el período constitucional del año dos mil dieciséis al dos mil dieciocho acorde con el 

artículo 51 de la Constitución de Zacatecas, tal y como quedó asentado en dicho fallo, siendo que ello cumple 

el requisito establecido en el artículo 105, fracción II, inciso d) de la Constitución Federal14, de manera que ese 

caso, como diversos precedentes similares, resulta totalmente distinto al que fuera analizado en esta acción 

de inconstitucionalidad, promovida por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, conforme a 

lo que he expresado en este voto particular. 

ATENTAMENTE 

Ministra, Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael 

Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de quince fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por la señora Ministra 

Yasmín Esquivel Mossa, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, dictada por 

el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial 

de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
13 Por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena apartándose de algunas consideraciones,  Luna Ramos, 
Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán 
separándose de algunas consideraciones y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, relativo al estudio, consistente en 
declarar la invalidez del Decreto 272, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Zacatecas el veinte de diciembre de dos mil 
diecisiete, mediante el cual se promulgó y publicó la Ley de Ingresos del Estado de Zacatecas para el Ejercicio Fiscal 2018, del Decreto 274, 
publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Zacatecas el veinte de diciembre  de dos mil diecisiete, mediante el cual se 
promulgó y publicó el Presupuesto de Egresos del Estado de Zacatecas para el Ejercicio Fiscal 2018, y del Decreto 273, publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Zacatecas el veinte de diciembre de dos mil diecisiete, mediante el cual se promulgaron y 
publicaron las reformas, adiciones y derogaciones de diversas disposiciones del Código Fiscal del Estado de Zacatecas y sus Municipios, de 
la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas, de la Ley de Coordinación y Colaboración Financiera para el Estado de Zacatecas y sus 
Municipios, de la Ley de los Derechos y Defensa del Contribuyente del Estado de Zacatecas y sus Municipios, de la Ley de Disciplina 
Financiera y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Zacatecas y de la Ley de Obligaciones, Empréstitos y Deuda Pública del Estado de 
Zacatecas y sus Municipios 
14 “(REFORMADO, D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1994) 
Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
(…) 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 22 DE AGOSTO DE 1996) 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. (…) 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
d). El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de las entidades federativas en contra de las 
leyes expedidas por el propio órgano; (…)” 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS EN LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020, RESUELTA POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACIÓN EN SESIÓN DE VEINTISÉIS DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTE 

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, promovió acción de inconstitucionalidad en 

contra del Congreso local y del Gobernador de ese Estado, demandando la invalidez de la Ley de Ingresos y 

del Presupuesto de Egresos, del Gobierno del Estado de Morelos para el ejercicio fiscal dos mil veinte, 

publicados en el Periódico Oficial de esa entidad federativa de veintinueve de enero de dos mil veinte. 

En el considerando sexto se analizó el segundo concepto de invalidez de la accionante, en el cual 

argumentó que la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, del ejercicio fiscal dos mil veinte, eran 

inconstitucionales al devenir de un procedimiento legislativo viciado, esencialmente porque el Congreso del 

Estado de Morelos aprobó dichas disposiciones fuera del periodo ordinario de sesiones, sin que la Diputación 

Permanente convocara a un periodo extraordinario de sesiones, contraviniendo los artículos 32, primer 

párrafo, 34 y 56, fracción V de la Constitución del Estado; 9 de la Ley Orgánica para el Congreso del Estado 

de Morelos; 41, 75, 76 y 77 del Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos. 

El Tribunal Pleno resolvió, por mayoría, que dicho concepto de invalidez resultaba fundado, pues 

efectivamente las disposiciones impugnadas se aprobaron por el Congreso Local fuera del periodo ordinario 

de sesiones y sin que mediara convocatoria de la Diputación Permanente, para que en una sesión 

extraordinaria se aprobara la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, del ejercicio fiscal dos mil veinte. 

Así, se llegó a la conclusión de que los ordenamientos impugnados no fueron aprobados observando  las 

formalidades y plazos consignados en la Constitución del Estado de Morelos, la Ley Orgánica y el Reglamento 

del Congreso del Estado de Morelos; y que si bien la inobservancia a esa normativa no afectó el debate 

parlamentario, ni el producto final, lo cierto era que la existencia de periodos específicos de duración de 

sesiones ordinarias tiene como objetivo que, en ese espacio de tiempo, el Congreso ejerza sus atribuciones, 

lo que da validez a los actos jurídicos que realiza y, significan, por tanto, respeto al principio de seguridad 

jurídica. 

Respetuosamente, no comparto la conclusión a la que llegaron la mayoría de las Ministras y de los 

Ministros integrantes del Pleno de este Alto Tribunal, por las siguientes razones. 

En principio, el artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que el 

poder público de las entidades federativas se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los 

cuales se organizarán conforme a la Constitución; este precepto prevé, fundamentalmente, que la tradicional 

división tripartita de poderes también deberá establecerse en las entidades federativas. 

Lo que la Constitución General no establece es que los Congresos Locales deberán adoptar las 

disposiciones constitucionales previstas para la organización y funcionamiento del Congreso Federal, de 

manera que el Poder Constituyente dejó a la libre configuración de las entidades federativas la organización y 

funcionamiento interno de los Congresos Locales. 

En ese sentido, las normas que rigen el procedimiento legislativo para la aprobación de la Ley de Ingresos 

y del Presupuesto de Egresos, del Estado de Morelos, no necesariamente deben corresponderse con las 

disposiciones previstas para la aprobación de los ordenamientos similares en el ámbito federal. 

Por tanto, el hecho de que en la Constitución General no haya disposición alguna para la reconducción de 

la Ley de Ingresos y del Presupuesto de Egresos, cuando no se hayan aprobado dichas disposiciones al inicio 

del ejercicio fiscal, no implica que las entidades federativas no puedan establecer disposiciones para la 

reconducción. 
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En ese orden de ideas, si la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos no se aprobaron en la fecha 

fijada en la Constitución Local, pero operó una regla de reconducción a efecto de que no existiera un vacío 

legal, entonces no hay una violación directa a la Constitución General, toda vez que no se generó un estado 

de inseguridad jurídica. 

En ese contexto, el artículo 32 de la Constitución del Estado de Morelos prevé que la Ley de Ingresos y el 

Presupuesto de Egresos, deberán aprobarse a más tardar el quince de diciembre de cada año, sin embargo, 

dicho precepto también establece la reconducción en los siguientes términos: 

“Artículo 32. (…) 

Para el caso de que el Congreso dejare de aprobar, en los términos de esta Constitución, las Leyes 

de Ingresos del Estado o de los Municipios, así como el Presupuesto de Egresos del Estado, 

continuarán rigiendo las Leyes de Ingresos y el Presupuesto de Egresos aprobados para el ejercicio 

fiscal del año anterior, hasta en tanto éstos se aprueben. (…)” 

De acuerdo con lo anterior, el hecho de que la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos no se hayan 

aprobado en el plazo previsto en la Constitución Local, no genera inseguridad jurídica como consideraron la 

mayoría de los Ministros y Ministras integrantes del Tribunal Pleno, pues sí existe certeza de que, hasta en 

tanto se apruebe la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, continuarán rigiendo los ordenamientos 

aprobados para el ejercicio fiscal del año anterior. 

No desconozco que el Congreso Local aprobó la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos, para el 

ejercicio fiscal dos mil veinte, sin cumplir ciertas formalidades, sin embargo, como en la propia sentencia se 

reconoce, dicha inobservancia no afectó el debate parlamentario y tampoco trascendió al contenido de los 

ordenamientos cuestionados. 

Por tanto, no comparto la conclusión de la mayoría en el sentido de que el hecho de que los 

ordenamientos impugnados no se hayan aprobado el quince de diciembre de dos mil diecinueve y sin cumplir 

con ciertas formalidades, genere inseguridad jurídica, pues precisamente para evitar dicha situación el artículo 

32 de la Constitución del Estado de Morelos, prevé la reconducción de la Ley de Ingresos y del Presupuesto 

de Egresos. 

En mérito de las consideraciones anteriores, de manera respetuosa, me separo de las consideraciones 

antes precisadas. 

A T E N T A M E N T E 

Ministro, José Fernando Franco González Salas.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de tres fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el señor Ministro José 

Fernando Franco González Salas, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, 

dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el 

Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO LUIS MARÍA AGUILAR MORALES EN RELACIÓN 

CON LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020 

En sesión celebrada el veintiséis de noviembre de dos mil vente, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte 

Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, en la que declaró la invalidez 

del proceso legislativo en el que se aprobó la Ley de Ingresos, así como el Decreto número seiscientos 

sesenta y uno por el que se aprobó el Presupuesto de Egresos, ambos del Estado de Morelos, para el 

ejercicio fiscal del uno de enero al treinta y uno de diciembre de dos mil veinte, impugnadas por la Comisión 

de Derechos Humanos de esa entidad federativa. 

La mayoría de los integrantes del Tribunal Pleno concluyó que, en la especie, se actualizaron violaciones 

al procedimiento legislativo, en virtud de que los ordenamientos impugnados fueron aprobados sin observar 

las formalidades y plazos consignados en la Constitución, la Ley Orgánica y el Reglamento del Congreso del 

Estado de Morelos. 

Lo anterior, toda vez que el día en el que se aprobó el paquete económico —del que formaron parte las 

legislaciones impugnadas— correspondía a una fecha fuera del período ordinario de sesiones, es decir, en la 

que el Congreso local se encontraba en receso y no se estableció ni se integró la diputación permanente que 

convocara a una sesión extraordinaria para, en su caso, discutirlo y autorizarlo. 

El suscrito compartió la conclusión alcanzada, pues el Congreso del Estado de Morelos aprobó el paquete 

económico hasta el veintiocho de enero de dos mil veinte, fecha que, conforme a la legislación que rige la 

actividad legislativa, no forma parte de ninguno de los períodos de sesiones ordinarias [en tanto que el 

primero inicia el uno de septiembre y termina el quince de diciembre, y el segundo corre del uno de febrero al 

quince de julio], por tanto, la autoridad estaba obligada a instalar en el momento correspondiente la diputación 

permanente, y ésta convocar a una sesión extraordinaria, sin que ello se hubiera realizado. 

Considero importante mencionar que no soslayo que la propia Constitución Local, en su artículo 32, 

párrafo décimo primero, dispone diversas prevenciones dirigidas a garantizar la operación presupuestaria del 

Estado en caso de que dichas legislaciones no se aprueben a más tardar el quince de diciembre, pues 

determina que continuarán rigiendo las Leyes de Ingresos y el Presupuesto de Egresos aprobados para el 

ejercicio fiscal del año anterior, hasta en tanto éstos se aprueben. Es decir, existe la posibilidad constitucional 

de la ultraactividad de tales ordenamientos o reconducción presupuestaria. 

Sin embargo, ello en modo alguno exime del cumplimiento de las reglas legislativas conforme a los plazos, 

términos y condiciones previstos en la propia Constitución Local, lo que, además, tiene una relevancia 

adicional tratándose de normas con vigencia anual como lo son las impugnadas. 

Así, por tales razones adicionales, me parece que es válido concluir que resulta inconstitucional el proceso 

legislativo en el que se aprobaron las legislaciones impugnadas. 

Ministro, Luis María Aguilar Morales.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 

Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente formulado por el señor Ministro 

Luis María Aguilar Morales, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil veinte, dictada 

por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial 

de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA 
RELATIVO A LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 116/2020, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS DEL ESTADO DE MORELOS 

En las sesiones celebradas el veinticuatro y veintiséis de noviembre de dos mil veinte, el Tribunal Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 116/2020 promovida por 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos, en la cual la mayoría de las Ministras y los 
Ministros decidieron declarar la invalidez de la Ley de Ingresos del Gobierno del Estado de Morelos, así como 
del Decreto número seiscientos sesenta y uno por el que se aprobó el Presupuesto de Egresos del Gobierno 
del Estado de Morelos, ambos para el ejercicio fiscal del dos mil veinte, al considerar que hubieron violaciones 
al procedimiento legislativo. 

Así, en el presente voto explico por qué discrepo de la decisión que se adoptó por la mayoría del Tribunal 
Pleno, por lo que a continuación sintetizaré las razones esgrimidas que condujeron a declarar la invalidez de 
las normas impugnadas para posteriormente explicar los argumentos que sustentan el motivo de mi disenso. 

I. Posición mayoritaria del Tribunal Pleno 

En la sentencia aprobada por la mayoría se sostiene que existió una violación al procedimiento legislativo, 
en tanto que el paquete económico debió aprobarse en una sesión extraordinaria convocada por la Diputación 
Permanente. 

Lo anterior, se debió a que a su consideración la Quincuagésima Cuarta Legislatura del Estado de Morelos 
celebró su sesión ordinaria el quince de diciembre de dos mil diecinueve, continuada el veintisiete de enero de 
dos mil veinte y concluida el veintiocho de enero siguiente. Sin embargo, el artículo 32 y 34 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos prevé que el primer período de sesiones ordinarias inicia el 
uno de septiembre y termina el quince de diciembre, y mientras no esté en sesiones ordinarias el Congreso 
funcionará con una Diputación Permanente que se instalará cuando se clausuren los periodos ordinarios, sin 
que en el caso tal eventualidad hubiera ocurrido a efecto de que se aprobara el paquete económico para el 
ejercicio fiscal del dos mil veinte. 

En ese sentido, se decidió que los ordenamientos impugnados fueron aprobados en un período de 
sesiones en el que no respetó el plazo que la Constitución de la entidad concede; así, dicha irregularidad 
transgrede la normativa estatal cuya ratio legis es la seguridad y garantía de que la actuación del Congreso 
Local no sea indefinida. 

II. Motivos de disenso en contra de la decisión adoptada por la mayoría de las y los integrantes 
del Tribunal Pleno. 

No coincido con lo decidió por la mayoría de Ministras y Ministros, pues estimo que el Congreso local, en 
la aprobación del paquete económico para el ejercicio fiscal dos mil veinte, no actuó fuera del marco 
normativo que le es aplicable, en tanto que el artículo 32 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos faculta la prórroga de la vigencia de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos 
aprobado en el ejercicio inmediato anterior hasta en tanto se aprueba el nuevo; además, estimo que por la 
naturaleza deliberativa de los propios Congresos locales, los procedimientos legislativos son hasta cierto 
punto flexibles, por lo que los plazos en los que se discuten los productos legislativos no son rígidos. 

A. Reconducción del presupuesto de egresos y de la ley de ingresos. El artículo 1161, fracción II, 
cuarto párrafo, de la Constitución General prevé un mandato expreso en el sentido de que las legislaturas de 
los Estados deberán aprobar anualmente el prepuesto de egresos, que no es otra cosa que una amplia 
libertad de configuración de las entidades federativas, salvo el período de su vigencia, pues la Constitución 
prevé que ésta debe ser anual. 

La Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Morelos, respecto a la emisión de la 
ley de ingresos y el presupuesto de egresos, establece: 

“Artículo 32. El Congreso del Estado tendrá cada año dos períodos de 
sesiones ordinarias, el primero se iniciará el uno de septiembre y terminará el 
quince de diciembre; el segundo empezará el uno de febrero y concluirá el 
quince de julio. El Congreso se ocupará, conforme a sus facultades, del examen y 
la revisión de los informes sobre la cuenta pública del Estado, a través de la Entidad 
Superior de Auditoría y Fiscalización, mismos que se presentarán trimestralmente, a 

 
1 “Artículo 116. (…) 
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 
(…) 
II. (…) 
(…) 
Corresponde a las legislaturas de los Estados la aprobación anual del presupuesto de egresos correspondiente. Al señalar las 
remuneraciones de servidores públicos deberán sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de esta Constitución…”. 
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más tardar el último día hábil del mes siguiente a aquel en que concluya  cada 
trimestre de calendario, conforme al avance de gestión financiera en concordancia 
con el avance del Plan Estatal de Desarrollo, los programas operativos anuales 
sectorizados y por dependencia u organismo auxiliar y, en su caso, del programa 
financiero. 

El Congreso del Estado a más tardar el 1 de octubre de cada año recibirá para 
su examen, discusión y aprobación la iniciativa de Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado, para el Ejercicio Fiscal siguiente en el que se deberá respetar 
el porcentaje que en términos de esta Constitución está determinado para el Poder 
Judicial, así como las iniciativas de Ley de Ingresos del Estado y de los 
Ayuntamientos. Cuando el Gobernador inicie su encargo entregará las iniciativas de 
Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado a más tardar 
el 15 de noviembre de ese año. Teniendo la obligación el Congreso del Estado de 
aprobarlas a más tardar el 15 de diciembre de cada año. Los Presidentes 
Municipales que inicien su encargo, presentarán al Congreso del Estado a más 
tardar el 1 de febrero la iniciativa de Ley de Ingresos del Ejercicio Fiscal actual. 
Teniendo la obligación el Congreso del Estado de aprobarlas a más tardar el último 
día de febrero del año que corresponda. De manera transitoria, se utilizarán los 
parámetros aprobados para el Ejercicio Fiscal inmediato anterior de cada 
ayuntamiento, para los meses de enero y febrero o hasta en tanto la Legislatura 
apruebe la nueva Ley de Ingresos. 

(…) 

La falta de presentación oportuna, en los términos que establece esta 
Constitución, de la iniciativa de Ley de Ingresos y de Presupuesto de Egresos 
del Estado y de las iniciativas de Leyes de Ingresos de los Municipios, dará 
como consecuencia que los ordenamientos en vigor para el ejercicio fiscal en 
curso continúen vigentes para el ejercicio fiscal siguiente, independientemente 
de la responsabilidad directa de los titulares de la obligación. En esta misma 
hipótesis si la omisión persiste para un nuevo ejercicio fiscal, el Congreso por 
acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, procederá a la elaboración, 
discusión y aprobación de la Ley de Ingresos y del Decreto de Presupuesto de 
Egresos del Estado y de la Ley o Leyes de Ingresos de los Municipios 
correspondientes, casos en los cuales, dichos ordenamientos iniciarán su vigencia a 
partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado; si el 
Congreso del Estado aprecia la negativa del Poder Ejecutivo para ordenar la 
publicación de los mismos, se ordenará su publicación en la Gaceta Oficial del Poder 
Legislativo y en uno de los periódicos de mayor circulación en el Estado de Morelos. 
La omisión en estos términos, dará motivo a la aplicación de las responsabilidades 
establecidas en esta Constitución y en la ley de la materia. 

Para el caso de que el Congreso dejare de aprobar, en los términos de esta 
Constitución, las Leyes de Ingresos del Estado o de los Municipios, así como 
el Presupuesto de Egresos del Estado, continuarán rigiendo las Leyes de 
Ingresos y el Presupuesto de Egresos aprobados para el ejercicio fiscal del 
año anterior, hasta en tanto éstos se aprueben. En todo caso, las Leyes de 
Ingresos y Presupuesto de Egresos deberán respetar las bases previstas en el 
artículo 131 de esta Constitución y en las leyes que en la materia expida el Poder 
Legislativo del Estado. En este caso, si en el Presupuesto de Egresos del Estado 
hubiese recursos aprobados por ser año electoral, se entenderá que sólo se 
autorizan recursos referentes al último año en el que no hubo elecciones, para el 
normal funcionamiento de las instituciones electorales y partidos políticos. Asimismo, 
en caso de que en la Ley de Ingresos del Estado o en las Leyes de Ingresos 
Municipales correspondientes al ejercicio fiscal del año anterior se hubiesen 
autorizado montos de endeudamiento y, en su caso, la contratación de empréstitos, 
dichas autorizaciones no se considerarán renovadas. 

En los casos en que, de acuerdo a lo previsto en este Artículo, el Presupuesto de 
Egresos del Estado deba continuar vigente no obstante haber sido aprobado para el 
ejercicio fiscal anterior, las partidas correspondientes al pago de obligaciones 
derivadas de empréstitos y de contratos de colaboración público privada que 
hubiesen sido autorizadas en el Presupuesto anterior se ajustarán en su 
monto, de manera automática, en función de las obligaciones contraídas…” 
(énfasis añadido). 
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Esta disposición es clara en establecer cuáles son los períodos ordinarios de las sesiones del Congreso 
del Estado; asimismo, debe tenerse en cuenta que si bien dicha disposición no establece expresamente que 
el presupuesto de egresos y la ley de ingresos deben aprobarse en el primer período ordinario de sesiones, 
esto se infiere de la naturaleza anual de esos ordenamientos. 

En efecto, si tales ordenamientos deben tener vigor del uno de enero al treinta y uno de diciembre, y si el 
primer período ordinario de sesiones inicia el uno de septiembre y concluye el quince de diciembre, es lógico 
que –por regla general– la ley de ingresos y el presupuesto de egresos del ejercicio fiscal correspondiente se 
debe aprobar en el primer período ordinario de sesiones del Congreso de Morelos. 

No obstante esa regla general, la propia Constitución local advierte dos causas por las que la ley de 
ingresos y el presupuesto de egresos no se aprueben en el plazo antes mencionado, a saber: porque el 
ejecutivo local no presentó oportunamente la iniciativa correspondiente, o bien, porque el congreso local no 
las hubiere aprobado oportunamente. Asimismo, de dicho ordenamiento se desprenden las consecuencias de 
tales eventualidades, en ambas se prevé que deberá prorrogarse la vigencia de ambos ordenamientos hasta 
en tanto se apruebe el nuevo presupuesto, además respecto del primer supuesto se prevé la posibilidad de 
que pueda incurrirse en responsabilidad directa en la que los titulares correspondientes hubieran incurrido. 

Esto es, a sabiendas que la aprobación del presupuesto de egresos es un proceso complejo, en donde las 
fuerzas políticas del Congreso deben ponerse de acuerdo en cuánto y cómo gastar los recursos del Estado, la 
propia Constitución local previó que pueden existir supuestos en los que no se logre un acuerdo en la emisión 
de la Ley de Ingresos o el Presupuesto de Egresos, por lo que decidió que en esos casos la vigencia de esos 
ordenamientos aprobados en el ejercicio fiscal anterior deba prorrogarse, hasta en tanto se apruebe el nuevo 
presupuesto. 

Lo anterior, incluso, puede apreciarse del considerando del Decreto de reformas a la Constitución local del 
quince de septiembre del dos mil cuatro, y en el que se incorporó el párrafo que estoy analizando, en donde 
se expuso lo siguiente: 

“… CONSIDERANDO. 

(…) 

Con el objeto de ampliar el tiempo para examinar, discutir y aprobar el paquete 
económico y en particular el Presupuesto de Egresos del Estado, se plantea 
adelantar la fecha de inicio de recepción y fijar la fecha de aprobación de los mismos; 
con lo que se evitaría cualquier crisis de gobernabilidad, contribuyendo al 
fortalecimiento de las facultades de control que en materia presupuestal concierne a 
los legisladores. 

En este sentido, al ampliar los plazos establecidos por nuestra Constitución 
para que el Congreso estudie, discuta y apruebe el Presupuesto, se obtiene 
hacer más eficiente el gasto por parte de las dependencias y entidades públicas. 
Actualmente, debido al reducido tiempo que se le concede al Legislativo para el 
proceso de aprobación presupuestaria, se hace más tenso el proceso de 
negociación, resultando insuficiente dar oportuno cauce a las diferencias que surjan 
en este proceso, y que son necesarias conciliar con una sólida argumentación, en 
busca siempre del bien común. 

(…) 

Así mismo, es importante prever un procedimiento para el caso de no contar en 
los plazos establecidos por nuestra Constitución con un Presupuesto de 
Egresos aprobado por este Congreso, toda vez que no contar con éste se corre 
el riesgo del inadecuado funcionamiento de las instituciones del Estado. Con lo 
que se evitaría la incertidumbre económica y la paralización de las actividades del 
Estado. 

Por lo que se propone, para el caso de no aprobarse el proyecto de presupuesto 
que envía el Ejecutivo, poder continuar aplicando, el presupuesto aprobado 
para el ejercicio del año anterior, en tanto se aprueba el presupuesto 
definitivo…”. 

(Énfasis añadido) 

Así, en todo momento el legislador local persiguió prever un supuesto de reconducción del presupuesto de 
egresos y de la ley de ingresos que, desde mi punto de vista, es claro, pues se presenta cuando aquél no se 
haya encontrado en aptitud de aprobar dichos ordenamientos dentro del plazo establecido en la propia 
Constitución; es decir, dentro del primer período ordinario de sesiones, como una excepción al principio de 
anualidad que los rige. 
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Dicho lo anterior, me parece importante tener en cuenta que no hay duda de que la ley de ingresos y el 
presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal dos mil veinte no fueron aprobados dentro del primer período 
ordinario de sesiones, en tanto que el dictamen de la Comisión de Hacienda fue presentado para su 
aprobación el quince de diciembre de dos mil diecinueve (último día de dicho período) y en esa sesión se 
ordenó un receso, para continuarse el veintisiete de enero del dos mil veinte, y concluirse hasta el veintiocho 
de enero siguiente. 

Sin embargo, estimo que tal situación es precisamente la que el propio legislador morelense pretendió 
regular con el décimo primer párrafo del artículo 32 de la Constitución local; insisto, evitar incertidumbre 
económica y la paralización de las actividades del Estado por la falta de aprobación del presupuesto de 
egresos y la ley de ingresos del ejercicio fiscal correspondiente. 

No me pasa inadvertido que, ante el supuesto antes mencionado, podría pensarse que la reconducción del 
gasto sólo puede proceder cuando el presupuesto de egresos y la ley de ingresos se aprueban a través de 
una sesión extraordinaria a la que convoque la Comisión Permanente del Congreso local2; sin embargo, aun 
cuando esa sería una interpretación loable del sistema, lo cierto es que el décimo primer párrafo del artículo 
32 de la Constitución local, como se vio de los trabajos legislativos que le dieron origen, constituye un 
supuesto abierto y, por ende, aplicable a cualquier caso y por cualquier causa en que el Congreso no hubiera 
aprobado en tiempo el paquete económico del Estado. 

B. La reconducción del presupuesto de egresos y la ley de ingresos, en el caso no genera un vicio 
invalidante. La pregunta que surge, después de explicado que la reconducción en el gasto procedía en el 
caso, es si la falta de aprobación del paquete económico en el primer período ordinario de sesiones constituye 
una violación transcendente que hubiera generado un efecto invalidante en el procedimiento legislativo. A ese 
cuestionamiento, la sentencia aprobada por la mayoría sostiene que sí, en tanto genera inseguridad jurídica. 

Este tribunal Pleno tiene un criterio consolidado en el sentido de que, al identificar irregularidades en el 
proceso de creación o modificación de normas, debe evaluarse su potencial invalidatorio considerando el 
contexto del procedimiento legislativo en su integridad, para que de esa forma se determine si se trastocaron 
los atributos democráticos finales de la decisión respectiva. 

Sin necesidad de hacer un estudio profundo sobre el derecho fundamental a la seguridad jurídica, basta 
con decir que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido en diversas ocasiones que las 
disposiciones generan seguridad jurídica a partir de que éstas contengan los elementos mínimos e 
indispensables que permitan a las personas conocer con claridad sus alcances, de tal forma que impidan el 
actuar arbitrario de las autoridades. 

La seguridad jurídica es la expectativa razonablemente fundada del ciudadano en saber o poder predecir 
cuál ha de ser la actuación del poder en la aplicación del derecho3; es decir, el permitir a las personas saber a 
qué atenerse en caso de incumplimiento de las normas, lo que permite generar a la ciudadanía confianza en 
el orden jurídico. Así, “desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como vehículo generador de 
certeza (aspecto positivo del principio de seguridad jurídica); y desde un punto de vista negativo, el papel de la 
ley como mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del Estado (aspecto 
negativo del principio de seguridad jurídica)…”4. 

A partir de esa concepción genérica de la seguridad jurídica, me permito disentir de la afirmación de la 
sentencia aprobada por la mayoría, pues aun cuando lo deseable es que el paquete económico de un 
ejercicio fiscal sea aprobado dentro del primer período de sesiones, lo cierto es que en casos como el 
analizado no se genera inseguridad jurídica, ya que previsiblemente las personas saben que cuando no se 
apruebe el presupuesto de egresos y la ley de ingresos en ese lapso, lo que acontecerá es la reconducción 
del gasto, pues así se establece en el décimo primer párrafo del 32 de la Constitución local. 

En efecto, estimo imposible sostener que el actuar del Congreso local genera inseguridad jurídica por falta 
de previsibilidad, pues la Constitución del Estado se anticipa a los casos en que aquél no hubiera aprobado el 
presupuesto de egresos y la ley de ingresos en el primer período ordinario de sesiones, y ordena la 
reconducción de estos hasta en tanto no apruebe los correspondientes al ejercicio fiscal de que se trate. 

Asimismo, tampoco puede afirmarse que la aprobación del presupuesto de egresos y la ley de ingresos 
hasta el veintiocho de enero del dos mil veinte constituye un acto arbitrario, pues es el citado artículo 32 de la 
Constitución local que autoriza al Congreso de Morelos a aprobar dichos ordenamientos aún fuera del primer 
período ordinario de sesiones, lo que demuestra que en la aprobación del paquete económico del Estado 
existe cierta flexibilidad al permitir la reconducción presupuestaria y dota de certidumbre financiera. 

 
2 “Artículo 34. Fuera de los períodos ordinarios de sesiones, el Congreso podrá celebrar sesiones extraordinarias, cuando para el efecto 
fuere convocado por la Diputación Permanente por sí o a solicitud del Ejecutivo del Estado; pero en tales casos sólo se ocupará de los 
asuntos que se expresen en la convocatoria respectiva”. 
3 Kemelmaier de Carlucci, Aida. La seguridad jurídica. Revista de Derecho comercial y de las obligaciones, 1998, páginas 181 a 184. 
4 González, Eusebio y otra, Derecho tributario, Salamanca, Plaza Universitaria, 2004, pp. 27 y 28. 
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Incluso, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se pronunció sobre la factibilidad de la 
reconducción del gasto para el Estado de Morelos en las controversias constitucionales 15/2013, 19/2013 y 
21/20135. En esos precedentes se estudió un supuesto parecido al que se analizó en este caso, pues en ellos 
la ley de ingresos y el presupuesto de egresos fueron aprobados fuera del primer período ordinario de 
sesiones, el último día con que se contaba para ello (quince de diciembre) se ordenaron recesos y se 
reanudaron en la sesión en la que se aprobaron esos ordenamientos con posterioridad (hasta el veintidós de 
diciembre). 

Sin embargo, en esos precedentes se decidió que no era inconstitucional el que el Congreso de Morelos 
aprobara su ley de ingresos y su presupuesto de egresos fuera del primer período ordinario de sesiones, pues 
resultaba aplicable el artículo 32 de la Constitución local en cuanto a la prórroga de la vigencia del paquete 
económico aprobado en el ejercicio fiscal inmediato anterior. 

La única diferencia que existe entre esos precedentes con el presente caso, son las fechas en que fueron 
aprobados los paquetes económicos, pues mientras que en los precedentes fue antes de que concluyera el 
ejercicio fiscal (veintidós de diciembre), en la acción que nos ocupa fue con posterioridad (veintiocho de enero 
de dos mil veinte). Sin embargo, tal diferencia no es un elemento relevante como para ignorar los precedentes 
o mínimamente dialogar con ellos, ya que no tendría sentido alguno hablar de una prórroga de la vigencia del 
presupuesto de egresos y de la ley de ingresos antes de que concluya el ejercicio fiscal para el que fueron 
aprobados. 

Efectivamente, el paquete económico del ejercicio fiscal para dos mil veinte concluye su vigencia hasta el 
treinta y uno de diciembre de ese año, por lo que sólo a partir del uno de enero del dos mil veinte es que sería 
viable pensar que habría una reconducción; esto es, no tendría sentido alguno pensar que el supuesto del 
artículo 32, párrafo decimoprimero, de la Constitución local se actualiza cuando el presupuesto de egresos y 
la ley de ingresos se hubieran aprobado antes del cierre del ejercicio fiscal (dos mil veinte), pues en ese caso 
no existiría ninguna reconducción, ya que los ordenamientos que estarían aplicándose serían los del ejercicio 
que corre (dos mil veinte). 

B.1. Cuestiones fácticas que originaron el Congreso de Morelos no aprobara el paquete económico 
en el primer período de sesiones. Adicionalmente, me parece que la sentencia aprobada por la mayoría del 
Tribunal Pleno pasó inadvertido que la causa por la que no se aprobó en el último día del período ordinario de 
sesiones no derivó un acto arbitrario del Congreso local, sino porque su Presidente decretó un receso ante 
movilizaciones que se presentaron ante el Congreso local. 

En efecto, es un hecho notorio que el quince de diciembre de dos mil diecinueve6, se suscitaron diversas 
manifestaciones fuera del recinto legislativo del Estado de Morelos que tuvieron como propósito, en términos 
generales, inconformarse con el paquete económico para el ejercicio fiscal del dos mil veinte que se estaba 
discutiendo en ese momento. 

Derivado de esas eventualidades, el Presidente del Congreso del Estado de Morelos decreto un receso, 
conforme a la fracción II del artículo 367 de la Ley Orgánica para el Congreso y el diverso 858 del Reglamento 
para el Congreso del Estado de Morelos. 

En ese sentido, me parece evidente que el receso ordenado por el Presidente del Congreso local de la 
sesión en que se discutiría el paquete económico del dos mil veinte, no puede considerarse como un acto 
arbitrario, sino que se encuentra razonablemente justificado, pues esas eventualidades limitan la correcta 
conducción de los debates parlamentarios. 

 
5 Resueltos en la sesión del tres de diciembre de dos mil trece, por unanimidad de diez votos de las ministras Luna Ramos y Sánchez 
Cordero de García Villegas, así como de los ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, 
Pardo Rebolledo, Aguilar Morales (ponente), Pérez Dayán y Silva Meza. 
6 Cabe mencionar que diversos medios de comunicación informaron que alcaldes del Estado de Morelos protestaron frente al Congreso del 
Estado por la aprobación del paquete económico, tales como los siguientes: 
- https://www.elsoldecuernavaca.com.mx/local/alcaldes-dicen-no-al-recorte-presupuestal-acuden-al-legislativo-4587758.html 
- https://elfinanciero.com.mx/nacional/alcaldes-de-morelos-protestan-por-recorte-presupuestal-de-mil-mdp 
- https://www.elnorte.com/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/default.aspx?__rval=1&urlredirect=https://www.elnorte.com/protestan-
ediles-en-congreso-de-morelos/ar1835730?referer=--
7d616165662f3a3a6262623b727a7a7279703b767a783b786d3a6067792a6674286133677661287f3364283370666776286633667a60677670
2862707733767128336370712827747d405e50627f2679204a67605c7763547d42414d58255e5d76407751602d44537f54567072445c506d54
5133606779287d616165663026543027533027536262623b70797b7a6761703b767a7830275365677a61706661747b3870717c79706638707
b38767a7b726770667a38717038787a6770797a663027537467242d26202226253360667228545a6343746224386f6d4a7247707e275a4a565
d5f6772457f595c4c-- 
7 “Artículo 36. Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva: (…) 
II. Citar a sesiones del pleno, decretar su apertura y clausura o en su caso prorrogarlas o suspenderlas de acuerdo al Reglamento…”. 
8 “Artículo 85. El Presidente de la Mesa Directiva, por sí o a petición de algún diputado, podrá someter a la consideración del pleno, la 
declaración de recesos en el curso de una sesión”. 
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Así, el ejercicio de la facultad del Presidente del Congreso local para decretar el receso de la sesión en la 
que se discutiría y, eventualmente, aprobaría el paquete económico para el dos mil veinte, la cual tuvo por 
efecto una prórroga de la sesión, responde a un motivo que, en el contexto en que se desarrolló la discusión 
del paquete económico para dos mil veinte, la justifica plenamente y hace, por ende, que no se trate de un 
acto arbitrario. 

B.2. Flexibilidad en el período de sesiones ante la discusión del paquete económico, dada su 
naturaleza deliberativa. En el proceso de discusión del paquete económico se desarrolla al interior de un 
cuerpo colegiado con una integración política plural, la que hace que dichas fuerzas políticas adopten los 
acuerdos necesarios para su aprobación. 

Los procedimientos legislativos difieren sustancialmente de otros, como el jurisdiccional o el administrativo; 
el pluralismo político que integra a las Cámaras o Congresos implica que constituyan recintos deliberativos por 
naturaleza. Esa naturaleza hace que sean especiales las discusiones que se llevan en su interior, así los 
tiempos deliberativos tienen un entendimiento diverso de aquellos otros procedimientos, tal como es el caso 
de la reconducción presupuestaria. 

Como ya he sostenido en otros asuntos9, con la finalidad de que las Cámaras o Congresos ejerzan y 
desarrollen las facultades que les fueron conferidas a través de la Constitución, es indispensable el 
establecimiento de reglas formales que regulen su actuación y, para obtener los mayores beneficios que 
pueden producirse a través de la deliberación parlamentaria, es fundamental que ésta se normalice mediante 
reglas preestablecidas por los propios miembros de los cuerpos legislativos. 

Así, aun cuando es en los períodos ordinarios que los Congresos discuten todo acto o decisión que 
adoptan, lo cierto es que en función de ese principio deliberativo que justifica que los tiempos legislativos 
puedan prolongarse tratándose del presupuesto de egresos y la ley de ingresos, a efecto de garantizar que se 
escuchen todas las voces de las fuerzas políticas que lo integran; de ahí que estime que ese tipo de plazos 
gozan de cierta flexibilidad, tal como puede extraerse del décimo primer párrafo del artículo 32 de la 
Constitución de Morelos. 

Con lo anterior no pretendo demeritar que el Congreso local deba funcionar en períodos que se establece 
tanto en la Constitución del Estado como en su reglamento interior; es más, lo prudente es que concluyan sus 
discusiones en esos tiempos. Sin embargo, en casos en que no sea así, como el analizado en el presente 
asunto, la consecuencia no puede ser la inconstitucionalidad del producto legislativo, cuando debe priorizarse 
el principio de deliberación con el que funcionan los órganos parlamentarios10. 

Es en ese sentido que sostengo que, los plazos en que el Congreso de Morelos delibera la ley de ingresos 
y el presupuesto de egresos no pueden considerarse tan rígidos, que su incumplimiento genera inseguridad 
jurídica, como ocurre en los procedimientos jurisdiccionales o administrativos, pues en estas discusiones debe 
priorizarse el principio de deliberación que rige los procedimientos legislativos. 

Consecuentemente, aun cuando existe el vicio que se le atribuye al proceso legislativo, pues el paquete 
económico del ejercicio fiscal dos mil veinte se emitió fuera del primer período ordinario de sesiones y sin que 
mediara una sesión extraordinaria, lo cierto es que no tiene poder invalidante alguno, en tanto que no genera 
inseguridad jurídica ni se trata de acto arbitrario; por el contrario, debe estimarse que estamos ante plazos 
flexibles que priorizan el principio de deliberación de la ley de ingresos y el presupuesto de egresos, ante una 
eventual parálisis de toda actividad estatal por no contar con el marco jurídico indispensable que habilite la 
actividad financiera del Estado. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de ocho fojas útiles, concuerda fiel y 
exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el señor Ministro 
Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia de veintiséis de noviembre de dos mil 
veinte, dictada por el Pleno de este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 116/2020, promovida por 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Morelos. Se certifica con la finalidad de que se publique en 
el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a once de mayo de dos mil veintiuno.- Rúbrica. 

 
9 En el voto particular que emití en la acción de inconstitucionalidad 63/2016. 
10 Incluso, en el caso, el presupuesto de egresos y la ley de ingresos para el ejercicio fiscal dos mil veinte, fueron aprobados por unanimidad 
de veinte votos, tal como se advierte del acta (número 65) de la sesión ordinaria del día quince de diciembre de dos mil diecinueve, 
correspondiente al primer período ordinario de sesiones de la Quincuagésima Cuarta Legislatura.  
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la designación de los Consejeros que 
integrarán la Comisión que debe proveer los trámites y resolver los asuntos de notoria urgencia que se presenten 
durante el receso correspondiente al primer período de sesiones de 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA DESIGNACIÓN 

DE LOS CONSEJEROS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN QUE DEBE PROVEER LOS TRÁMITES Y RESOLVER LOS 

ASUNTOS DE NOTORIA URGENCIA QUE SE PRESENTEN DURANTE EL RECESO CORRESPONDIENTE AL PRIMER 

PERÍODO DE SESIONES DE 2021. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 
octavo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 73 y 86, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia y disciplina de los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, con independencia 
técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales 
que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

SEGUNDO.- De acuerdo con lo establecido por el artículo 86, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, corresponde al Consejo de la Judicatura Federal establecer las Comisiones que 
estime convenientes para su adecuado funcionamiento y designar a las y los Consejeros que deban 
integrarlas; 

TERCERO.- El artículo 82 de la citada Ley establece que el Consejo de la Judicatura Federal contará con 
las Comisiones Permanentes o Transitorias cuyo número y atribuciones se determinará mediante acuerdos 
generales del Pleno, debiendo contemplarse en su composición una distribución igualitaria entre las y los 
Consejeros; 

CUARTO.- El artículo 78 de la mencionada Ley Orgánica establece que el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal designará a las y los Consejeros que deban proveer los trámites y resolver los asuntos de 
notoria urgencia que se presenten durante los recesos, así como a las y los secretarios y personas empleadas 
que sean necesarias para apoyar sus funciones; 

QUINTO.- Cada año, el Consejo de la Judicatura Federal tiene 2 períodos de sesiones. El primero 
comienza el primer día hábil del mes de enero y termina el último día hábil de la primera quincena del mes de 
julio, y el segundo comienza el primer día hábil del mes de agosto y termina el último día hábil de la primera 
quincena del mes de diciembre; 

SEXTO.- El receso correspondiente al primer período de sesiones de 2021 abarcará del 16 de julio al 1 de 
agosto de 2021. 

SÉPTIMO.- El artículo 21 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 
reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo, establece que éste contará con comisiones 
permanentes y transitorias, y entre ellas, la Comisión de Receso; y 

OCTAVO.- El Acuerdo General citado en el considerando precedente dispone en sus artículos 54, 55, 56, 
57 y 58 las normas a que debe sujetarse la Comisión de Receso. 

En consecuencia, con fundamento en las disposiciones constitucionales y legales invocadas, el Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal expide el siguiente 

ACUERDO 

PRIMERO.- El Pleno del Consejo de la Judicatura Federal designa a los Consejeros Bernardo Bátiz 
Vázquez y Sergio Javier Molina Martínez, para integrar la Comisión que deberá proveer los trámites y resolver 
los asuntos de notoria urgencia que se presenten durante el receso correspondiente al primer período de 
sesiones de 2021, quienes nombrarán a su presidente. 

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 56 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo, la Comisión de Receso estará 
facultada para conocer de los asuntos previstos en las fracciones XXII, XXIII, XXXIII, XXXIX y XL del artículo 
86 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el previsto en la fracción VIII del artículo 90 del 
citado ordenamiento, así como los urgentes. 
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Asimismo, atenderá los asuntos de notoria urgencia con las atribuciones legales, normativas y 
reglamentarias necesarias para el manejo, operación, administración y funcionamiento del Fondo de Apoyo a 
la Administración de Justicia, con excepción de las previstas en el artículo 61, fracciones III y IV del Acuerdo 
General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del 
propio Consejo. 

La Comisión de Receso operará también como Comisión Especial. 

SEGUNDO.- Durante el período a que se refiere el considerando SEXTO de este acuerdo, fungirá como 
Secretaria de la Comisión de Receso la jueza Ileana Moreno Ramírez, Secretaria Ejecutiva de Creación de 
Nuevos Órganos del Consejo de la Judicatura Federal. 

Se faculta a la propia Comisión para determinar a las y los secretarios y personas empleadas que sean 
necesarias para el óptimo ejercicio de sus funciones. 

TERCERO.- Al concluir el receso e iniciar el segundo período ordinario de sesiones de 2021, los 
Consejeros designados para integrar la Comisión a que se refiere el punto PRIMERO de este acuerdo, 
rendirán informe pormenorizado respecto de las medidas que hayan adoptado, así como de aquellas 
cuestiones cuya solución reserven para el conocimiento del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, a fin 
de que este Órgano Colegiado determine lo procedente. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de 
la Federación. 

SEGUNDO.- Publíquese el Acuerdo General en el Diario Oficial de la Federación y para su mayor difusión 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; así como en el portal del Consejo de la Judicatura 
Federal en Internet. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la designación de los consejeros que integrarán la comisión que debe proveer los trámites y resolver 
los asuntos de notoria urgencia que se presenten durante el receso correspondiente al primer período de 
sesiones de 2021, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria de 16 de junio de 2021, 
por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, Alejandro Sergio 
González Bernabé, Sergio Javier Molina Martínez y Loretta Ortiz Ahlf.- Ciudad de México, a 28 de junio de 
2021.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO General 4/2021 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reforma el similar 22/2013, 
relativo a la conclusión de funciones de los Juzgados Cuarto y Quinto de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, y su transformación como Juzgados Primero y Segundo de Distrito en Materia Administrativa 
Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito 
Federal, y jurisdicción territorial en toda la República. A la conclusión de funciones de los Tribunales Colegiados 
Segundo y Tercero de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región y su transformación como Primer y 
Segundo Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal y jurisdicción territorial en toda la 
República. Así como su domicilio, fecha de inicio de funcionamiento y a las reglas de turno, sistema de recepción y 
distribución de asuntos entre los órganos jurisdiccionales indicados. Y al cambio de denominación de la oficina de 
correspondencia común del Centro Auxiliar de la Primera Región. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 4/2021, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REFORMA Y 
DEROGA EL SIMILAR 22/2013, RELATIVO A LA CONCLUSIÓN DE FUNCIONES DE LOS JUZGADOS CUARTO Y 
QUINTO DE DISTRITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN, Y SU TRANSFORMACIÓN COMO 
JUZGADOS PRIMERO Y SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO 
FEDERAL, Y JURISDICCIÓN TERRITORIAL EN TODA LA REPÚBLICA. A LA CONCLUSIÓN DE FUNCIONES DE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS SEGUNDO Y TERCERO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA REGIÓN 
Y SU TRANSFORMACIÓN COMO PRIMER Y SEGUNDO TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, 
CON RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN TERRITORIAL EN TODA LA REPÚBLICA. ASÍ COMO 
SU DOMICILIO, FECHA DE INICIO DE FUNCIONAMIENTO Y A LAS REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE RECEPCIÓN Y 
DISTRIBUCIÓN DE ASUNTOS ENTRE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES INDICADOS. Y AL CAMBIO DE 
DENOMINACIÓN DE LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMÚN DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN. 
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CONSIDERANDO 

PRIMERO. La administración, vigilancia, disciplina y carrera judicial del Poder Judicial de la Federación, 
con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, corresponde al Consejo de la Judicatura Federal, con fundamento en los artículos 94, segundo 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 73 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; 

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 100, primer párrafo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano del Poder Judicial de la Federación con 
independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; 

TERCERO. Es facultad del Consejo de la Judicatura Federal expedir acuerdos generales para el 
adecuado ejercicio de sus funciones, de conformidad con lo previsto en los artículos 100, noveno párrafo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 86, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación; y 

CUARTO. El artículo Décimo Segundo Transitorio del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de telecomunicaciones publicado en el Diario Oficial de la Federación el once 
de junio de dos mil trece, no establece que los magistrados y jueces especializados en materia de 
competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones tengan un periodo especifico de rotación, por lo 
que no se estima pertinente ni necesario establecer algún plazo para ello; siendo que una disposición en tal 
sentido tiende a limitar las facultades que han sido conferidas al Pleno y a la Comisión de Adscripción del 
Consejo, para determinar conforme a sus atribuciones la adscripción y rotación de dichos órganos 
jurisdiccionales especializados, en términos del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. 

Por otra parte, derivado de la estructura organizacional del Consejo se actualizan las denominaciones de 
la Escuela Federal de Formación Judicial, la Comisión de Vigilancia, la Secretaría Ejecutiva de Creación de 
Nuevos Órganos y la Dirección General de Gestión Judicial. 

Por lo anterior, se expide el siguiente 

ACUERDO 

ÚNICO. Se reforman los numerales PRIMERO, párrafo segundo; TERCERO, párrafo segundo; OCTAVO, 
párrafo cuarto; NOVENO; DÉCIMO QUINTO; DÉCIMO SEXTO y DÉCIMO SÉPTIMO y se deroga el párrafo 
segundo del numeral DÉCIMO CUARTO del Acuerdo General 22/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la conclusión de funciones de los Juzgados Cuarto y Quinto de Distrito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región, y su transformación como Juzgados Primero y Segundo de Distrito en Materia 
Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en el Distrito Federal, y jurisdicción territorial en toda la República. A la conclusión de funciones de 
los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región y su 
transformación como Primer y Segundo Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa 
Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito 
Federal y jurisdicción territorial en toda la República. Así como su domicilio, fecha de inicio de funcionamiento 
y a las reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos entre los Órganos Jurisdiccionales 
indicados. Y al cambio de denominación de la oficina de correspondencia común del Centro Auxiliar de la 
Primera Región, para quedar como sigue: 

“PRIMERO.- ... 

Los titulares de los juzgados de distrito auxiliares, o en su caso, los secretarios encargados del despacho 
deberán levantar por duplicado un acta administrativa con motivo de la conclusión de sus funciones, 
remitiendo un ejemplar para su archivo a la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos. 

... 

TERCERO.- ... 

El Presidente de cada tribunal colegiado de circuito auxiliar, o en su caso, quien lo sustituya, deberá 
levantar por duplicado un acta administrativa con motivo de la conclusión de sus funciones, remitiendo un 
ejemplar para su archivo a la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos. 

... 
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OCTAVO.- ... 

... 

... 

La Dirección General de Gestión Judicial en coordinación con la Dirección General de Tecnologías de la 
Información realizarán la adición de los rubros necesarios en el sistema de cómputo de la oficina de 
correspondencia común de que se trata, a fin de adecuarlos a sus nuevas funciones. 

... 

NOVENO.- Los órganos jurisdiccionales que inician funciones, para el control de los asuntos de su 
conocimiento, contarán con libros electrónicos de registro que se les implementarán en el Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes (SISE), por la Dirección General de Gestión Judicial. De forma temporal, se 
podrán autorizar por los titulares el uso de libros auxiliares, con la certificación correspondiente conforme a lo 
dispuesto en el Acuerdo General 34/2000 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 

De igual forma, deberán levantar por duplicado un acta administrativa del inicio de funciones del órgano 
jurisdiccional, cuyo formato les será proporcionado por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos 
Órganos, debiendo remitir un tanto a la propia Secretaría. 

DÉCIMO CUARTO.- La adscripción y la rotación de los jueces de Distrito y magistrados de Circuito como 
titulares de los órganos jurisdiccionales en materia administrativa especializados en competencia económica, 
radiodifusión y telecomunicaciones, corresponderá a la Comisión de Adscripción del Consejo de la Judicatura 
Federal de conformidad con las atribuciones señaladas en el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. 

DÉCIMO QUINTO.- La Comisión de Vigilancia del Consejo de la Judicatura Federal, emitirá los acuerdos y 
las acciones pertinentes para garantizar la independencia, objetividad e imparcialidad de los juzgados  y 
tribunales en materia administrativa especializados en competencia económica, radiodifusión y 
telecomunicaciones, en armonía con los principios del Código de Ética que rige a los servidores públicos del 
Poder Judicial de la Federación. 

DÉCIMO SEXTO.- La Escuela Federal de Formación Judicial deberá impartir cursos especializados de las 
materias en comento a los servidores públicos de los órganos jurisdiccionales de que se trata, para consolidar 
su formación académica y profesional en los temas mencionados. 

DÉCIMO SÉPTIMO.- El Pleno y las Comisiones de Creación de Nuevos Órganos; de Carrera Judicial; de 
Adscripción; de Vigilancia; y de Administración del Consejo de la Judicatura Federal, están facultados para 
interpretar y resolver todas las cuestiones administrativas que se susciten con motivo de la aplicación del 
presente acuerdo en el ámbito de sus respectivas competencias.” 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

SEGUNDO. Publíquese este Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, y para su mayor difusión en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, así 
como en el portal del Consejo de la Judicatura Federal en intranet e internet. 

EL LICENCIADO ARTURO GUERRERO ZAZUETA, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 4/2021, del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, que reforma el similar 22/2013, relativo a la conclusión de funciones de los Juzgados Cuarto y Quinto 
de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, y su transformación como Juzgados Primero y Segundo 
de Distrito en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal, y jurisdicción territorial en toda la república. A la 
conclusión de funciones de los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Primera Región y su Transformación como Primer y Segundo Tribunales Colegiados de Circuito en Materia 
Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con 
residencia en el Distrito Federal y jurisdicción territorial en toda la república. Así como su domicilio, fecha de 
inicio de funcionamiento y a las reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos entre los 
órganos jurisdiccionales indicados. Y al cambio de denominación de la oficina de correspondencia común del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión ordinaria  de 9 
de junio de 2021, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, Bernardo Bátiz Vázquez, Jorge Antonio Cruz Ramos, Eva Verónica de Gyvés Zárate, 
Alejandro Sergio González Bernabé, Sergio Javier Molina Martínez y Loretta Ortiz Ahlf.- Ciudad de México, a 
28 de junio de 2021.- Conste.- Rúbrica. 
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AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Benito 
Arnulfo Zurita Infante. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO BENITO ARNULFO ZURITA INFANTE 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 

Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 

para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-

19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 

procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Benito Arnulfo Zurita 

Infante. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 

siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 

Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508252) 

 
 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Alfredo 
Sánchez García. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ ALFREDO SÁNCHEZ GARCÍA 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 
Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 
para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-
19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 
procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Alfredo Sánchez 
García. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 
siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 
procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 
que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 
Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508254) 
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AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito Cristina 
Lozoya Gámez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZA DE DISTRITO CRISTINA LOZOYA GÁMEZ 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 

Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 

para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-

19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno , dio inicio el 

procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito Cristina Lozoya 

Gámez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 

siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 

Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508255) 

 
 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Jesús 
Gerardo Rodríguez Gómez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JESÚS GERARDO RODRÍGUEZ GÓMEZ 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 
Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 
para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-
19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 
procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Jesús Gerardo 
Rodríguez Gómez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a 
partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 
procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 
que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 
Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508257) 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Juan Marcos 
Olguín Rodríguez. 
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Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ  DE DISTRITO JUAN MARCOS OLGUÍN RODRÍGUEZ 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 

Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 

para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-

19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 

procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Juan Marcos Olguín 

Rodríguez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 

siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 

Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508258) 

 
 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Francisco 
Marroquín Arredondo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO FRANCISCO MARROQUÍN ARREDONDO 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 
Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 
para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-
19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 
procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Francisco Marroquín 
Arredondo. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 
siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 
procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 
que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 
Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508261) 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Manuel 
Novelo López. 
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Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ MANUEL NOVELO LÓPEZ 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 

Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 

para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-

19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 

procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Manuel Novelo 

López. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 

siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 

Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508264) 

 
 

AVISO de inicio de procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Noé 
Egure Yáñez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JOSÉ NOÉ EGURE YÁÑEZ 

Con fundamento en los artículos 47, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reglamenta la carrera judicial y las condiciones de los funcionarios judiciales y 24 del 
Acuerdo General 22/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a las medidas necesarias 
para reactivar la totalidad de las actividades del Consejo en el contexto de la contingencia por el virus COVID-
19, se informa al público en general que, por acuerdo del quince de junio de dos mil veintiuno, dio inicio el 
procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito José Noé Egure 
Yáñez. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a partir del 
siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 
procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 
que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial al correo electrónico 
secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 6 de julio de 2021.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Licenciada Rosalinda 
Vélez Juárez.- Rúbrica. 

(R.- 508266) 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $19.8532 M.N. (diecinueve pesos con ocho mil quinientos treinta y dos 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 5 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, Lic. 
Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 4.5265 y 4.5957 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer S.A., HSBC México S.A., Banco Inbursa S.A., Banco Invex 
S.A., Banco Azteca S.A., ScotiaBank Inverlat S.A. y Banco Mercantil del Norte S.A. 

Ciudad de México, a 5 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, Lic. 
Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2021: Año de la Independencia”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 4.23 por ciento. 

Ciudad de México, a 2 de julio de 2021.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Análisis de Mercados Nacionales, Lic. 
Dafne Ramos Ruiz.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
EXTRACTO del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral que aprueba la Metodología de 
Difusión y Promoción de la Participación Ciudadana de la Consulta Popular 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

Extracto del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprueba la Metodología de 
Difusión y Promoción de la Participación Ciudadana de la Consulta Popular 2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. - Instituto Nacional 
Electoral. - INE/CG530/2021 

GLOSARIO 

[...] 

ANTECEDENTES 

[…] 

XIII. Mediante Acuerdo INE/CG351/2021 del 6 de abril de 2021, el Consejo General aprobó, los 
Lineamientos del Instituto Nacional Electoral para la organización de la Consulta Popular, 2021. 

XIV. Mediante Acuerdo INE/CG529/2021, el 9 de junio de 2021, el Consejo General aprobó la 
Adenda a los Lineamientos del Instituto Nacional Electoral para la organización de la Consulta 
Popular, 2021. 

XV. El 14 de junio de 2021, la CCOE aprobó el proyecto de Acuerdo del Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral por el que aprueba la Metodología de Difusión y Promoción de la 
Participación Ciudadana de la Consulta Popular. 

CONSIDERANDOS 

[…] 

13. Conforme al artículo 35 de la LFCP, el Instituto es responsable del ejercicio de la función estatal 
de la organización y desarrollo de las consultas populares y de llevar a cabo la promoción del 
voto. 

14. El artículo 37, fracción III de la LFCP en la que se establece que al CG del INE le corresponde 
aprobar los Lineamientos o acuerdos necesarios para llevar a cabo la organización y desarrollo 
de las consultas populares. 

15. En el artículo 40 de la LFCP, dispone que, durante la campaña de difusión, el Instituto 
promoverá la participación de las y los ciudadanos en la consulta popular a través de los 
tiempos en radio y televisión que corresponden a la autoridad electoral. 

16. El artículo 41 de la LFCP, establece que el Instituto promoverá la difusión y discusión informada 
de las consultas que hayan sido convocadas por el Congreso de la Unión a través de los 
tiempos de radio y la televisión que correspondan al propio Instituto. 

17. De conformidad con la base segunda de la convocatoria publicada en el DOF el 28 de octubre 
de 2020, la difusión de la Consulta Popular se llevará a cabo en los tiempos y forma que 
determine la metodología aprobada por este Instituto. 

18. La fracción III del artículo 6 de los Lineamientos, establece que el Consejo General tiene como 
atribución aprobar los lineamientos o acuerdos necesarios para llevar a cabo la organización y 
desarrollo de la Consulta Popular. 

19. El artículo 23 de la Adenda de los Lineamientos, dispone que la DECEyEC propondrá a la 
CCOE la Metodología de Difusión y Promoción de la Participación Ciudadana de la Consulta 
Popular 2021 en términos de lo que establecen las bases de la Convocatoria a Consulta 
Popular. 

20. El artículo Segundo Transitorio de los Lineamientos establece que la CCOE aprobará los 
procedimientos atinentes a la organización de la Consulta Popular 2021, a propuesta de la 
DEOE, la DECEyEC y la UTSI, en el ámbito de sus atribuciones. 

21. Mediante Acuerdo INE/CG352/2021, el CG aprobó los tiempos de radio y televisión asignados 
para la Consulta Popular, que se difundirá, del 15 de julio al 1 de agosto de 2021. 

22. La presente MDyPPCCP se elaboró en alineación al PIyCCP 2021, tomando en consideración 
los tiempos asignados para ello y con el fin de dar cumplimiento a los objetivos estratégicos del 
Instituto. 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado se emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba la Metodología de Difusión y Promoción de la Participación Ciudadana de la 
Consulta Popular 2021, misma que forma parte integrante de este Acuerdo y se adjunta como anexo. 

SEGUNDO. Se instruye a la CCOE para que conozca y apruebe cualquier modificación que sea 
necesaria a la presente metodología. 

TERCERO. El presente Acuerdo entrará en vigor a partir de su aprobación por parte de este Consejo 
General. 

CUARTO. Publíquese… 

El acuerdo completo se encuentra disponible para su consulta en la dirección electrónica: 
https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-18-de-junio-de-2021/ 

Página DOF: http://www.dof.gob.mx/2021/INE/CGext202106_18_ap_4.pdf 

Ciudad de México, 21 de junio de 2021.- Director Ejecutivo de Capacitación Electoral y Educación Cívica, 
Mtro. Roberto Heycher Cardiel Soto.- Rúbrica. 

 

 

EXTRACTO del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por el que se emite la 
Convocatoria para la ciudadanía interesada en ratificarse o acreditarse como Observadora para la Consulta 
Popular 2021, a celebrarse el 1 de agosto de 2021 y se aprueban diversos anexos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional Electoral. 

Extracto del Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por el que se emite la 
Convocatoria para la ciudadanía interesada en ratificarse o acreditarse como Observadora para la 
Consulta Popular 2021, a celebrarse el 1 de agosto de 2021 y se aprueban diversos anexos 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice Estados Unidos Mexicanos. Instituto Nacional 
Electoral. INE/CG531/2021 de fecha 18 de junio de 2021. 

ANTECEDENTES 

(…) 

XIV. El 19 de mayo de 2021, se publicó en el DOF el Decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Consulta Popular. 

(…) 

XVI. El de 9 junio de 2021, el Consejo General mediante Acuerdo INE/CG529/2021, aprobó la 
Adenda a los Lineamientos para la organización de la Consulta Popular, del 1 de agosto de 2021, 
aprobados mediante Acuerdo INE/CG351/2021. 

Motivación 

(...) 

31. El procedimiento que se propone a través de este acuerdo, se apega en gran medida al 
procedimiento aprobado para la acreditación de las y los observadores del Proceso Electoral 
Concurrente 2020-2021, adaptándolo al breve periodo con que se cuenta antes de la jornada de la 
consulta popular, para realizar la recepción de solicitudes, el desarrollo de los cursos de capacitación 
y, en su caso, el procedimiento de acreditación respectivo; pero siempre respetando y maximizando 
los derechos político-electorales de la ciudadanía. 

32. Así también, es preeminente adoptar medidas de inclusión a fin de hacer efectiva la participación 
de toda la ciudadanía y en todos los ámbitos de actuación; por ello, los órganos competentes del 
Instituto deberán reforzar la promoción de la participación ciudadana en el contexto de la observación 
electoral, a efecto de alcanzar, entre otros fines, asegurar el ejercicio de libre ejercicio de sus 
derechos y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones. 

33. En concordancia, le corresponde a este Instituto construir y aplicar medidas de inclusión que 
orienten las acciones encaminadas a crear mejores condiciones para hacer efectiva la participación 
en la observación de la consulta popular, tanto para la ciudadanía en general, como a las 
organizaciones que atienden a grupos de personas en situación de vulnerabilidad. 
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34. Las personas acreditadas como observadoras electorales para el PE 2020-2021 tendrán derecho 
a realizar las actividades de observación de los actos de carácter público de preparación y desarrollo 
de la Consulta Popular, incluyendo los que se lleven a cabo durante la Jornada de la Consulta 
Popular, para lo cual deberán presentar su solicitud de ratificación, de conformidad con la 
Convocatoria emitida para tal efecto. Es menester que este Consejo General contemple las acciones 
necesarias para que sean ratificadas y participen en las actividades de observación de la consulta 
popular, salvaguardando con ello el ejercicio pleno de este derecho, por lo que estas serán 
ratificadas por las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas, en virtud que los órganos colegiados que 
las acreditaron no se integrarán para el desarrollo de la consulta popular. 

35. Asimismo, la ciudadanía interesada en realizar la observación de la consulta popular, que no 
hubiera participado como tal en el PE 2020-2021, podrá realizar su solicitud ante las juntas ejecutivas 
locales o distritales, o a través de las herramientas informáticas implementadas por el Instituto para 
tal efecto, y deberán cumplir con los requisitos legales y administrativos para su acreditación, incluida 
la capacitación en la modalidad presencial a través de las plataformas virtuales en materia de 
Consulta Popular. 

36. Al respecto, se destaca que, se pondrá a disposición de las Juntas Locales y Distritales, durante 
el periodo del 21 de junio al 28 de julio de 2021, el material didáctico para la capacitación sobre los 
procedimientos específicos de la Consulta Popular, mismos que serán impartidos a través de las 
plataformas virtuales, en vivo, con la finalidad de favorecer la interacción en tiempo real entre las 
personas participantes, y se denominarán: “cursos presenciales a través de plataformas virtuales”. 

37. Con la emisión de la convocatoria, este Consejo General, establece las directrices y requisitos 
que deberá cumplir la ciudadanía interesada en ejercer la observación de la Consulta Popular, a 
través de la difusión, que para tal efecto realicen las Juntas Locales y Distritales del INE, para de dar 
a conocer las bases, requisitos, documentos y los datos de contacto. 

38. Con base en el último párrafo del artículo 32 de la Adenda a los Lineamientos del Instituto 
Nacional Electoral para la organización de la Consulta Popular; en las Mesas Receptoras de la 
Consulta Popular no se acreditará representación partidista, toda vez que en la consulta popular los 
partidos políticos no son actores de este ejercicio democrático, a fin de maximizar los derechos 
fundamentales de la ciudadanía, se estima conveniente que las restricciones para realizar las 
actividades de observación de la consulta popular a estas figuras no sean aplicadas, cuando se 
realicen a título personal. 

(…) 

De conformidad con los preceptos legales y reglamentarios invocados y los argumentos expresados 
en los numerales anteriores, este Consejo General emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba la emisión de la convocatoria, misma que forma parte integral del presente 
Acuerdo; a efecto que la ciudadanía interesada participe como observadora de la consulta popular, a 
celebrarse el 1 de agosto de 2021. 

SEGUNDO. Se aprueban los anexos denominados modelo de solicitud de acreditación y ratificación, 
constancias de acreditación, así como el modelo de gafete, mismos que forman parte integral del 
presente instrumento. 

TERCERO. Se aprueba que las personas acreditadas como observadoras electorales para el  PE 
2020-2021, mediante solicitud expresa, sean ratificadas por las juntas locales y distritales como 
observadoras de la consulta popular, y deberán tomar el curso de capacitación de manera presencial 
o a través de las plataformas virtuales, una vez ratificados les será expedido el gafete de acreditación 
correspondiente. 

CUARTO. Se instruye a las junta locales y distritales ejecutivas, que atiendan las solicitudes de 
acreditación que reciban de la ciudadanía que no participó como observadoras/es electorales en el 
PE 2020-2021, en términos del artículo 217 de la LGIPE, el Capítulo X. Observadores Electorales del 
Título I, Libro Tercero del RE. 

      (…) 

El Acuerdo completo se encuentra disponible para su consulta en la dirección electrónica: 

Página INE: https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-18-de-junio-de-2021/ 

Página DOF: http://www.dof.gob.mx/2021/INE/CGext202106_18_ap_5.pdf 

Ciudad de México, 18 de junio de 2021.- El Director Ejecutivo de Organización Electoral, Mtro. Sergio 
Bernal Rojas.- Rúbrica. 
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